
Trabajo Final de Graduación para optar por el Grado de Licenciada 

en Derecho 

APLICACIÓN DE REFORMAS ELECTORALES EN COSTA RICA 

SOBRE EL FINANCIAMIENTO DE PARTIDOS POL~TICOS. 

ANALISIS PEL TEXTO SUSTITUTIVO BASE DEL PROYECTO DE 

LEY NOMERO 14268; CÓDIGO ELECTORAL 

Johanna Madrigal Vindas 

992328 

San José, 2006 



- 2 .  

f i ~ c  qrobS& pir el @in;i%$ $,-,es~s, 3 Pfecia di tzJe e: nlr+mo se- 
-. . S  soBe&dc- a 2- - -  - Ton 532 ftsrLe, el silsf;&cE ha i.ey&i;udo Iss - - - . -  

rqliif&~~ de h m s  g D&Et.sCi&n e-qgzd~g g o~ es& Ares y ;:> -c y m ~ ~ i ~ ' i ?  --- ;2 e- 
el m k ~ a  sea"&~. 



Dr. Daniel Gadea Nieto 

Área de Investigación 

Facultad de Derecho 

Universidad de Costa Rica 

En mi condición de Director de la tesis para optar por el grado de Licenciatura en Derecho de la 

estudiante JOHANNA MADRIGAL VINDAS, Carné 992328, titulada: APLICACIÓN DE 

REFORMAS ELECTORALES EN COSTA RICA SOBRE EL FINANCIAMIENTO DE PARTIDOS 

POL~TICOS. ANALISIS DEL TEXTO SUSTITUTIVO BASE DEL PROYECTO DE LEY N014268, 

manifiesto lo siguiente: 

1- Que la Investigación cumple con los requisitos de forma y fondo respectivos. 

2- Que el tema, en la coyuntura política actual, se presenta como un campo de estudio 

complejo y relevante, el cual la autora realiza con gran precisión y propiedad; desarrollando 

una visión critica del Sistema de Financiamiento de los Partidos Políticos en Costa Rica. 

3- Que la Investigación cuenta con una estructura sólida, permitiendo al lector ubicar los 

aspectos más importantes en el Ordenamiento Jurídico Nacional sobre el Financiamiento de 

Partidos; así como el Proyecto de Reforma de Código Electoral que se encuentra en la 

corriente legislativa. 

4- Que sin duda, el trabajo llevado a cabo por la egresada Madrigal Vindas, constituye un 

relevante aporte para la Ciencia del Derecho, enriqueciendo así una área de gran impacto 

social y relevancia política. 

5- Que se han cumplido los objetivos de la Investigación. 

lo anterior, doy por aprobada la Investigación. Es todo. 

Lic. ~icardo Castro Calvo 

Director 



San José, 20 de Noviembre del 2006 

Doctor 
Daniel Gadea Nieto 
Área de Investigación 
Facultad de Derecho 
Universidad de Costa Rica 

En mi condición de Lector de la tesis para optar por el grado de 

Licenciada en Derecho de la estudiante Johanna Madrigal Vindas, carné 

universitario número 992328, titulada: APLICACIÓN DE REFORMAS 

ELECTORALES EN COSTA RICA SOBRE EL FINANCIAMIENTO DE PARTIDOS 

POL~TICOS: ANÁLISIS DEL TEXTO SUSTITUTIVO BASE DEL PROYECTO DE LEY No 

14268, manifiesto mi aprobación. 

El trabajo cumple con los requisitos establecidos por el Área de 

Investigación de la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica. 

/0r. Oscar ~e rnánd4  Cedeño 
Lecto f / 



San José, 20 de novieinbre de 2006 

Doctor 
Daniel Gadea Nieto 
Director 
Area de Investigación 
Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica 

Estimado doctor Gadea: 

Hc re:,iszd.o l.; tesis de la rgresada Johanna Madrigul Vindas, comé 992325, titu!oda 
"Aplicaciórr de reforn~ss electorales en Costa Rica sobre el financiamiento de 
partidos políticos. Análisis del texto sustitutivo base del proyecto de Ley No. 14268; 
CGdigo Eiect~riil". 

Consi,ie:o que ia investigación cuinple los requisitos exigidos por la Facultad de 
Uerecho, tanto formales como de conteriido, por lo que me es muy grato renciirie mi 
aprobaci3i-t. 



DEDICATORIA 

"A quien me enseñó que los sueños se 

hacen realidad con esfuerzo y dedicación y 

quien siempre me dió lo mejor de sí; su 

cariño ilimitado; Papa." 



AGRADECIMIENTOS 

A mi papá por todo su amor y su paciencia. 

A mi mamá y mis hermanos. 

A Andrea Rodriguez por su apoyo 

incansable en los momentos difíciles. 



INDICE GENERAL 

APLICACIÓN DE REFORMAS ELECTORALES EN COSTA RICA SOBRE 

EL FINANCIAMIENTO DE PARTIDOS POL~TICOS. ANÁLISIS DEL TEXTO 

SUSTITUTIVO BASE DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 14268; CÓDIGO 

ELECTORAL 

TITULO PRIMERO. Nociones Generales 8 

CAP~TULO l. Los Partidos Políticos en el Sistema Electoral 9 

Sección l. Generalidades acerca de los Sistemas Electorales 9 

A. Aproximación al Concepto de Sistema Electoral 10 

B. El Principio de Representación Política y los tipos de Sistema Electoral 15 

B.1. Sistema Electoral Mayoritario 2 1 

8.2. Sistema Electoral Proporcional 24 

8.3. Sistema Electoral Semiproporcional 29 

Sección II. Generalidades acerca de los Sistemas de Partidos y Partidos 

Políticos 30 

A. Aproximación Teórica de los Sistemas de Partidos 31 

A.1. Concepto de Sistema de Partidos Políticos 32 

A.2. Naturaleza de los Sistemas de Partidos 34 

A.3. Tipologías de los Sistemas de Partidos Políticos 34 

B. Aproximación Teórica de los Partidos Políticos 38 

B.1. Concepto de Partido Político 38 

8.2. Naturaleza Jurídica de los Partidos Políticos 40 



8.2.1. Los Partidos Políticos como Sujetos de Derecho Privado 41 

8.2.2. Los Partidos Políticos como Asociaciones Privadas de Interés Público 41 

B.2.3. Los Partidos Políticos como Sujetos Auxiliares del Estado 42 

B.2.4. Los Partidos Políticos como entes Públicos No Estatales 43 

8.3. Funciones y Tipos de Partidos Políticos 45 

CAPITULO II. Aproximación Doctrinal a la Figura Juridica del Financiamiento de los 

Partidos Políticos 52 

Sección l. Generalidades de la Figura Jurídica del Financiamiento 53 

A. Principios Generales del Financiamiento 53 

A. l. Principio de Publicidad 54 

A.2. Principio de Austeridad 56 

A.3. Principio de Legalidad del Ingreso y del Gasto de los Recursos 56 

A.4. Principio de Igualdad Política y Proporcionalidad en el Financiamiento-57 

B. Aproximación al Concepto de Financiamiento Político 57 

Sección II. Modelos de Financiamiento de los Partidos Políticos 59 

A. Clasificación de los Sistemas de Financiamiento según su Función y Objeto-60 

A.1. Sistemas con Regulaciones Atinentes a las Fuentes del Financiamiento 60 

A. 1.1. Sistemas de Financiamiento con Regulaciones Negativas 6 1 

A. 1.2. Sistemas de Financiamiento con Regulaciones Positivas 62 

A.2. Sistemas con Regulaciones del Gasto 63 

A.3. Sistemas con Regulaciones sobre la Transparencia Financiera 64 

A.4. Régimen de Sanciones 65 

B. Clasificación de los Sistemas de Financiamiento según su Origen 66 

6.1. Sistemas de Financiamiento Público 67 

6.1 .l. Sistemas de Financiamiento Público Directo 72 

B.1.2. Sistemas de Financiamiento Público Indirecto 74 

B.2. Sistemas de Financiamiento Privado 76 



8.2.1. Sistemas de Financiamiento Privado Endógeno 77 

8.2.1. Sistemas de Financiamiento Privado Exógeno 78 

8.3. Sistemas de Financiamiento Mixto 82 

TITULO SEGUNDO: El Régimen Jurídico del Financiamiento de los Partidos 

Políticos en Costa Rica y el Análisis de la reforma propuesta en el Proyecto de Ley 

No 14268: Código Electoral 86 

CAP~TULO l. El Régimen Juridico del Financiamiento de los Partidos Políticos en 

Costa Rica y dos Casos Iberoamericanos 88 

Sección l. El Regimen Jurídico del Financiamiento de los Partidos Políticos en Costa 

Rica 89 

A. Consideraciones Generales del Sistema Electoral y los Partidos Políticos en Costa 

Rica 90 

A.1. El Sistema Electoral Costarricense 90 

A.2. Los Partidos Políticos en el Sistema Electoral Costarricense 94 

B. Análisis del Régimen Juridico del Financiamiento de Partidos Políticos en Costa 

B.1. El Financiamiento Público en Costa Rica 1 O1 

B.2. El Financiamiento Privado en Costa Rica 125 

Sección.II. El Financiamiento de los Partidos Políticos en la Legislación Comparada: 

El caso de España y Uruguay 1 34 

A. El Financiamiento de los Partidos Políticos en España 1 34 

A.1. Descripción General del Régimen de Financiamiento de los Partidos Políticos en 

España 135 

A.l .l. Financiamiento Público 136 

A. 1.1.1. Financiamiento Público Directo 136 

A.1.1.2. Financiamiento Público Indirecto 140 



A. 1.2. Financiamiento Privado 142 

B. El Financiamiento de los Partidos Políticos en Uruguay 146 

B.1. Descripción General del Régimen de Financiamiento de los Partidos Políticos en 

Uruguay 147 

B. 1 .l. Financiamiento Público 148 

B. 1.1.1. Financiamiento Público Directo 148 

B. 1.1.2, Financiamiento Público Indirecto 150 

B. 1.2. Financiamiento Privado 151 

CAP~TULO 11. Aplicación de Reformas Electorales en Costa Rica: Proyecto de Ley 

No 14268; Código Electoral 1 53 

Sección l. Consideraciones Generales sobre el Proyecto de Ley 14268; Código 

Electoral 1 54 

A. Intentos de Reforma del Sistema Electoral Costarricense y nombramiento de la 

Comisión Especial de Reformas Electorales y Partidos Políticos 155 

B. Generalidades del Texto Sustitutivo Base del Proyecto de Ley No 14268 1 58 

Sección 11. Análisis de la Propuesta del Proyecto de Ley No 14268; Código Electoral, 

con relación al Sistema de Financiamiento de Partidos Políticos 162 

A. Los Partidos Políticos en el Texto Sustitutivo Base del Proyecto de Ley 

14268 162 

B. Análisis de Régimen Jurídico del Financiamiento de los Partidos Políticos en el 

Texto Sustitutivo Base del Proyecto de Ley No 14268 166 

B.1. Financiamiento Público 167 

B.2. Financiamiento Privado 1 84 

Consideraciones Finales 207 

Bibliografía 214 



vii 

Anexos 222 



RESUMEN 

MADRIGAL VINDAS, Johanna. "APLICACIÓN DE REFORMAS ELECTORALES EN 

COSTA RICA SOBRE EL FINANCIAMIENTO DE PARTIDOS POL/TICOS. ANALISIS 
DEL TEXTO SUSTITUTIVO BASE DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 14268; 

CÓDIGO ELECTORAL." Trabajo Final de Graduación para optar por el Grado de 

Licenciada en Derecho, Facultad de Derecho, Universidad de Costa Rica, 2006. 

DIRECTOR: Lic. Ricardo Castro Calvo 

LISTA DE PALABRAS CLAVES: sistema electoral, sistema de partidos políticos, 

partidos políticos, naturaleza jurídica de los partidos políticos, financiamiento de los 

partidos políticos, principios generales del financiamiento, modelos de 

financiamiento, financiamiento público, financiamiento privado, financiamiento mixto, 

financiamiento en España, financiamiento en Uruguay, reforma electoral, Proyecto de 

Ley No 14 268, financiamiento de los partidos políticos en Costa Rica. 

El sistema democrático requiere instituciones que garanticen la participación 

organizada de los individuos en el proceso de toma de decisiones públicas y la 

transparencia del proceso electoral. Los partidos políticos son un pilar fundamental 

del sistema electoral, dicho sistema debe procurar el equilibrio entre los recursos de 

los diferentes partidos políticos participantes en la disputa electoral, así como 

fiscalizar y controlar el uso correcto de los recursos públicos y las contribuciones 

privadas para evitar la creación de compromisos electorales ajenos a los principios 

democráticos. 

En la actualidad, el tema del financiamiento político ha adquirido relevancia debido a 

las prácticas irregulares de recaudación y contribución a los partidos que han sido 

objeto de conocimiento público; las cuales resultan evidentemente contrarias a los 

principios democráticos que deben orientar la materia. Esta situación ha puesto en 



evidencia las debilidades de los mecanismos de control y la ausencia de medidas 

tendientes a corregir efectivamente las prácticas ilícitas. 

En virtud de lo anterior, se plantea la necesidad de revisar críticamente el sistema 

electoral costarricense y, junto a este, el sistema de financiamiento político, con la 

finalidad de plantear reformas político electorales que aseguren la transparencia y 

equidad en el acceso a los recursos de financiamiento. En el presente trabajo de 

investigación se estudia la propuesta de reforma al sistema de financiamiento de los 

partidos políticos contenida en el Texto Sustitutivo Base del Proyecto de Ley Número 

14 268; Código Electoral. 

En primer término, este trabajo final de graduación describe los conceptos 

fundamentales relativos al sistema electoral y al sistema de partidos político; así 

como una aproximación teórica al financiamiento de los partidos políticos, define la 

naturaleza juridica, tipos y funciones de los partidos políticos en el sistema 

democrático, examina doctrinariamente la figura juridica del financiamiento; el cual 

abarca los principios generales y los principales modelos teóricos sobre el objeto de 

estudio. 

En segundo término, se desarrolla el análisis del régimen jurídico del financiamiento 

de los partidos políticos en Costa Rica; así como de las propuestas de reforma al 

mismo e incluye una descripción general del sistema normativo sobre la materia en 

España y Uruguay. El caso de Costa Rica se estudia tomando como parámetro el 

artículo 96 de la Constitución Política y las demás disposiciones de rango legal y 

reglamentario, a saber; Código Electoral y el Reglamento sobre el pago de los gastos 

a los Partidos Políticos del Tribunal Supremo de Elecciones y el de la Contraloría 

General de la República 

Asimismo, se analiza la propuesta de reforma al sistema de financiamiento político 

contenida en el Texto Sustitutivo Base del Proyecto de Ley número 14268; Código 



Electoral. El análisis referido se realiza en dos ámbitos; el primero refiere a una 

explicación general sobre el contenido e innovaciones planteadas en el proyecto de 

ley estudiado, el segundo estudia la propuesta de reforma al sistema de 

financiamiento del Titulo Tercero Capítulo Sexto del Proyecto de Ley No 14 268, para 

tal fin se ejecuta un análisis individual de los artículos que la componen. 



La democracia abarca un conjunto de principios, técnicas y elementos que se 

integran formando un sistema. El reconocimiento del sufragio universal como 

único mecanismo de acceso legítimo al ejercicio del poder político constituye el 

principio fundamental en el que se sustenta la democracia moderna. 

Dicho postulado es desarrollado jurídicamente por medio del derecho electoral y el 

reconocimiento de los derechos políticos de los ciudadanos de un Estado, cuya 

ejecución debe garantizar el buen funcionamiento del sistema electoral. 

La expansión del sistema democrático requiere de instituciones que aseguren la 

participación organizada de los individuos en el proceso de toma de decisiones 

públicas y la transparencia del proceso electoral. 

Un pilar fundamental del sistema electoral son los partidos políticos, Dicho sistema 

debe procurar el equilibrio entre los recursos de los diferentes partidos políticos 

participantes en la disputa electoral, así como fiscalizar y controlar el uso correcto 

de los recursos públicos y las contribuciones privadas para evitar la creación de 

compromisos electorales ajenos a los principios democráticos. En lo relativo a la 

garantía de transparencia de este sistema resulta ineludible la existencia de un 

organismo institucional capaz de administrar, fiscalizar y controlar estos procesos. 

El acceso a los recursos para el financiamiento de las actividades partidarias 

incide directamente en la equidad con la que se desarrolla la competencia 

electoral y en la posibitidad de los partidos de hacer llegar su mensaje a la mayor 

cantidad de electores. 



En la actualidad, el tema del financiamiento político ha adquirido relevancia debido 

a las prácticas irregulares de recaudación y contribución a los partidos que han 

sido objeto de escrutinio público; las cuales resultan evidentemente contrarias a 

los principios democráticos que deben orientar la materia. Esta situación ha puesto 

en evidencia las debilidades de los mecanismos de control y la ausencia de 

medidas tendientes a corregir efectivamente las prácticas ¡lícitas. 

Nuestro país no se encuentra ajeno a las prácticas irregulares de financiamiento. 

La campaña electoral de las elecciones generales del 2002 puso en manifiesto la 

deficiencia de los mecanismos de control y la ausencia de un régimen represivo 

efectivo. 

En el año 2002, trascendió a la opinión pública que los responsables de las 

finanzas de la campaña del expresidente Pacheco de la Espriella incurrieron en 

irregularidades en torno la recaudación de recursos de financiamiento. En este 

caso se desarrolló una estructura de financiamiento paralela que involucraba dos 

sociedades anónimas; Gramínea Plateada S.A. y Bayamo S.A. y la cuenta 

bancaria denominada "Abel Pacheco de la Espriella Campaña Política", las cuales 

fueron utilizadas para efectuar pagos relativos a la campaña electoral y recibir 

aproximadamente dos mil cuatrocientos millones de colones en aportes privados. 

Evidentemente, las donaciones referidas no fueron reportadas al Tribunal 

Supremo de Elecciones como lo exige la normativa vigente sobre la materia. 

Además, durante la investigación del caso se determinó que algunas donaciones 

provenían de personas físicas y jurídicas extranjeras y superaban el límite máximo 

permitido, en contraposición a la prohibición establecida en el artículo 176 del 

Código Electoral sobre las contribuciones privadas. 



Estas practicas irregulares dieron origen a una denuncia penal contra los 

responsables de las finanzas partidarias de la campaña del expresidente Pacheco 

de la Espriella; no obstante, dicha denuncia fue desestimada porque la 

responsabilidad penal no se encuentran individualizada en la normas jurídicas 

aplicables, por consiguiente los hechos denunciados no resultaban perseguibles 

penalmente. 

Asimismo, resulta preciso señalar que las prácticas irregulares de financiamiento 

formaron parte de la campaña del Partido Liberación Nacional; en esta ocasión se 

denunció que el candidato Araya Monge había recibido donaciones provenientes 

de las empresas Waked lnternational Inc. y Credomatic S.A. Igualmente, el Partido 

Liberación Nacional fue cuestionado por la aparición de al menos seis donaciones 

reportadas bajo nombres incorrectos o inexistentes; ante esta situación 

representantes del Partido adujeron la presencia de un error material. 

En este caso particular, el Partido Liberación Nacional desarrolló un procedimiento 

intrapartidario, conducido por el Tribunal de Ética y Disciplina de la agrupación, 

tendiente a sentar responsabilidades sobre las donaciones irregulares recibidas. 

En virtud del cual, dicho Tribunal emitió una resolución en la que dispuso 

suspender temporalmente del partido al Tesorero y al ex-candidato presidencial, 

Araya Monge. 

Esta coyuntura política condujo al establecimiento de una comisión investigadora 

de la Asamblea Legislativa sobre el financiamiento de los partidos políticos 

durante la campaña de 2002-2006 y a la presencia de múltiples proyectos de ley 

tendientes a impulsar reformas electorales, las cuales, en principio se conocen de 

forma paralela pero independiente; sin contar con la posibilidad de generar una 

respuesta integral al sistema electoral costarricense. 



En virtud de lo anterior, se plantea la necesidad de revisar críticamente el sistema 

electoral costarricense y, junto a este, el sistema de financiamiento político, con la 

finalidad de plantear reformas político electorales que aseguren la transparencia y 

equidad en el acceso a los recursos de financiamiento. En el caso particular se 

estudia la propuesta de reforma al sistema de financiamiento de los partidos 

políticos contenida en el Texto Sustitutivo Base del Proyecto de Ley Número 

14268; Código Electoral. 

Así es posible colegir que el objetivo general de este trabajo final de graduación es 

analizar el sistema de financiamiento de los partidos políticos a nivel doctrinario y 

jurídico, así como, el régimen vigente en Costa Rica y la propuesta desarrollada 

en el Texto Sustitutivo Base del Proyecto de Ley No 14 268; Código Electoral. 

La consecución del objetivo general se materializa a través del desarrollo de los 

siguientes objetivos específicos; 

- Describir doctrinalmente el concepto y clasificaciones de sistema electoral. 

- Desarrollar el concepto, la naturaleza jurídica y tipologia de los sistemas de 

partidos y partidos políticos. 

- Explicar el concepto y los principios en torno a la figura jurídica del 

financiamiento de los partidos políticos. 

- Determinar los modelos sobre el financiamiento de los partidos políticos. 

- Examinar el régimen jurídico del financiamiento de los partidos políticos en Costa 

Rica. 



- Individualizar los aspectos generales del régimen de financiamiento de los 

partidos políticos en España y Uruguay. 

- Considerar los aspectos generales del Texto Sustitutivo Base del Proyecto de 

Ley No 14268; Código Electoral. 

- Estudiar el régimen de financiamiento de los partidos políticos diseñado en el 

Texto Sustitutivo Base del Proyecto de Ley No 14 268; Código Electoral. 

La hipótesis del presente trabajo final de graduación es la siguiente: 

El régimen de financiamiento de Partidos Políticos en Costa Rica enfrenta una 

crisis; la cual, se evidencia en el crecimiento económico insostenible del subsidio 

estatal. Las irregularidades detectadas en torno al financiamiento privado de los 

partidos políticos son consecuencia directa de los vacíos legales y débiles 

mecanismos de control existentes en la regulación jurídica costarricense. 

Este trabajo de investigación se lleva a cabo aplicando la metodología deductiva, 

según la cual, se realiza un análisis de lo general hacia lo específico. La 

investigación inicia con una aproximación doctrinal al sistema electoral y al 

sistema de partidos políticos y concluye con el análisis del sistema de 

financiamiento de los partidos políticos en Costa Rica y la propuesta de reforma 

contenida en el Texto Sustitutivo Base del Proyecto de Ley No 14268; Código 

Electoral. 

La principal fuente de información de la que se nutre el trabajo de investigación es 

el análisis doctrinario sobre el sistema de partidos políticos y en particular de la 

figura del financiamiento político en nuestro país y en dos casos Iberoamericanos, 

a saber, España y Uruguay; con la finalidad de proporcionar un marco general 



sobre la materia. Concomitantemente, se efectúa el estudio del régimen 

constitucional, legal y reglamentario del financiamiento en Costa Rica, paralelo al 

desarrollo jurisprudencial. 

El presente trabajo final de graduación consta de dos títulos, los cuales se dividen 

en dos capítulos cada uno y estos a su vez en dos secciones compuestas por dos 

apartados. 

El Título Primero denominado "Nociones Generales" describe los conceptos 

fundamentales relativos al sistema electoral y al sistema de partidos político; así 

como una aproximación teórica al financiamiento de los partidos políticos. 

El análisis propuesto en el título referido se organiza en dos capítulos, los cuales, 

se dividen en dos secciones cada uno. El Capítulo Primero describe las nociones 

teóricas relativas al sistema electoral y de partidos. Además, este capítulo define 

la naturaleza jurídica, tipos y funciones de los partidos políticos en el sistema 

democrático. El Capítulo Segundo realiza un examen doctrinario de la figura 

jurídica del financiamiento; el cual abarca los principios generales y los principales 

modelos teóricos sobre el objeto de estudio. 

El Título Segundo se denomina "Aproximación Doctrinal a la Figura Jurídica del 

Financiamiento de los Partidos Políticosn, desarrolla el análisis del régimen jurídico 

del financiamiento de los partidos políticos en Costa Rica; así como de las 

propuestas de reforma al mismo e incluye una descripción general del sistema 

normativo sobre la materia en dos casos iberoamericanos. 

El estudio propuesto en el título apuntado se organiza en dos capítulos, los cuales, 

se dividen en dos secciones cada uno. El Capítulo Primero describe el sistema 

normativo vigente en Costa Rica, España y Uruguay sobre financiamiento político. 



La Sección Primera examina el caso de Costa Rica, tomando como parámetro 

análisis el articulo 96 de la Constitución Politica y las demás disposiciones de 

rango legal y reglamentario. La Sección Segunda refiere al &gimen del 

financiamiento político en la legislación comparada, específicamente el caso de 

España y Uruguay. 

El Capitulo Segundo describe la propuesta de reforma al sistema de 

financiamiento político contenida en el Texto Sustitutivo Base del Proyecto de Ley 

número 14268; Código Electoral. La Sección Primera lleva a cabo una explicación 

general sobre el contenido e innovaciones planteadas en el proyecto de ley 

estudiado. La Sección Segunda estudia la propuesta de reforma al sistema de 

financiamiento del Titulo Tercero Capítulo Sexto del Proyecto de Ley No 14 268, 

para tal fin se ejecuta un análisis individual de los artículos que la componen. 



T~TULO PRIMERO: 

NOCIONES GENERALES 

"La definición más sencilla y más realista 
de la democracia es la siguiente: régimen 
en el cual los gobernantes son escogidos 
por los gobernados, por niedio de 
elecciones sinceras y libresn 

Maurice Duverger 

El sistema electoral de un Estado es producto de su propia evolución hist(5rica su 

desarrollo es resultado de las estructuras sociales, las condiciones instituc;ionales 

y el comportamiento político de cada país determinado. En términos gerierales, 

este incide en la capacidad del sistema político de promover el bienestar general 

de la población, el funcionamiento de las instituciones políticas y la legitimidad del 

sistema político. 

El financiamiento de los partidos políticos es un tema central en el desarrollo del 

sistema electoral democrático; permite el funcionamiento y la consolidación de los 

sistemas de partidos políticos. Esta situación hace necesaria la existencia de 

mecanismos que regulen la interaccidn entre los partidos políticos, los 

representantes electos democráticamente y los donantes a los partidos, con la 

finalidad de contribuir al fortalecimiento del sistema de partidos politicss y 

consecuentemente, del sistema electoral. 

El presente título constituye la base conceptual del presente trabajo de 

investigación. El análisis propuesto en el presente titulo se organiza en dos 

capítulos. El Capítulo Primero describe las nociones teóricas relativas al sistema 

electoral y de partidos. Además, este capítulo define la naturaleza jurídica, tipcts y 

funciones de los partidos políticos en el sistema democrático. En el Capítulo 

Segundo se elabora el análisis doctrinal de la figura jurídica del financiamiento. 



CAP~TULO I 

LOS PARTIDOS POL~TICOS EN EL SISTEMA ELECTOR4L 

El constitucionalismo prevaleciente del siglo XX promovió la incorporaciói en las 

Cartas Magnas europeas el tema relativo al sistema electoral y el consecuente 

reconocimiento constitucional de los derechos electorales, entre los que destacan; 

la libertad del sufragio, el acceso libre al ejercicio del poder publico y la libt?rtad de 

asociación política. Se reconoce, así, el derecho a la libre formación de partidos en 

un contexto democrático. 

El referido movimiento constitucional reconoce a los partidos políticos como 

instituciones del sistema electoral que expresan el pluralismo político, concurren a 

la formación y manifestación de la voluntad popular. En este sentido el Tibunal 

Constitucional de ~spafia' considera que "ninguna democracia constitiicional 

podría funcionar sin la libre competencia de los partidos". En general, :son el 

instrumento fundamental de la democracia cuyo fin es propiciar la participación 

política de la sociedad en el ejercicio del poder. 

Sección l. Generalidades acerca de los Sistemas Electorales 

El sistema electoral influye en la configuración del sistema político democr,itico; 

sin embargo, no es el causante de todo lo que se suscite en el desarrollo pclítico 

del Estado. Es una variable de entre otras que influye en la representación política 

y en la conformación de los sistemas de partidos y a través de estos elemeiitos, 

indirectamente, en la gobernabilidad. 

1 Tribunal Constitucional Espafíol, sentencia del 02 de febrero de 1981. 



El sistema electoral incide en una serie de factores determinantes para el 

funcionamiento de un sistema politico democrático; así, la forma que asume el 

sistema electoral determina, la polarización ideológica y política del electorado y 

del sistema de partidos políticos; la estructuración interna y externa de los partidos 

políticos; la representación de los intereses de diferentes sectores de la sociedad y 

minorías; el tipo de competencia política; las formas de participación política y las 

características de las campañas electorales. 

En términos generales, el sistema electoral de un Estado incide en la capacidad 

del sistema político de generar el bienestar de su población; el funcionamiento de 

las instituciones políticas y la legitimidad del sistema político, expresada a través 

de la percepción del elector y en el compromiso con el sistema politico imperante. 

A. Aproximación al Concepto de Sistema Electoral 

El sistema democrático debe garantizar el buen funcionamiento del sistema 

electoral, cuyo objeto es procurar el establecimiento de técnicas que posibiliten el 

acceso al poder político, garantizando, simultáneamente, la representación de los 

intereses de la ciudadanía. 

Los autores Bosch y Vallés ofrecen una definición amplia de sistema electoral, 

según la cual, éste se encarga de definir el procedimiento mediante el cual se 

designa a los detentadores del poder político con fundamento en las reglas de la 

representación política. En este sentido señalan: 

"Podemos definir el sistema electoral como el conjunto de elementos 
normativos y sociopolíticos que configura el proceso de designación 
de titulares del poder, cuando este proceso se basa en preferencias 



expresadas Dor los ciudadanos de una determinada comunidad 
política."* 

En el mismo orden de ideas, Dieter Nohlen circunscribe el concepto de sistema 

electoral al principio de representación política como elemento esencial de este. Al 

respecto considera que: 

"( ...) el concepto sistema electoral en su sentido restringido -y 
científicamente estricto-, se refiere al principio de representación que 
subyace al procedimiento técnico de la elección, y al procedimiento 
mismo, por medio del cual los electores expresan su voluntad política 
en votos que a su vez se convierten en escaños o poder p~blico."~ 

Por otra parte, Hernández Valle al definir sistema electoral destaca como elemento 

esencial la configuración de un proceso de asignación de puestos de 

representación popular. Este autor considera que: 

"(. . .) los sistemas electorales son técnicas que intentan encontrar 
fórmulas que hagan, lo más perfectamente posible, la representación 
de los gobernados en los órganos representativos del ~stado." 

Con el objeto de procurar la mejor comprensión de la noción de sistema electoral 

resulta preciso descomponerlos en cuatro elementos fundamentales, a saber; 

circunscripciones electorales, formas de las candidaturas, procedimiento de 

votación y distribución de cargos de elección popular. 

La circunscripción o distrito electoral refiere a la unidad territorial en la cual los 

votos emitidos son el fundamento para la asignación de puestos de elección 

Bosch A. y Valles, J. (1997). Sistemas Electorales v Gobierno Representativo. Barcelona: Ariel, p. 
33. 
3 Nohlen, Dieter. Diccionario Electoral: Sistemas Electorales. Disponible en: 
http://www.iidh.ed.cr/capel/, consulta realizada 12/06/05, 7: 19 p.m. 

Hernández Valle Rubén. (2004). Derecho Electoral Costarricense. San José: Juricentro S.A., 
p.125. 



popular a los candidatos o partidos políticos participantes del proceso electoraL5 

Sobre el particular, Bosch y Vallés expresan: 

"Se denomina distrito al conjunto de electores -generalmente 
agrupados sobre una base territorial-, a partir de cuyos votos se 
procede a la distribución de los escaños que constituyen el órgano 
colegiado a elegir. (...) la circunscripción o distrito es el ámbito 
determinado para proceder a la asignación y distribución de 
es~años. '~ 

La magnitud de un distrito electoral se encuentra determinada por el número de 

puestos de elección popular que deben designarse en una circunscripción 

específica. ~ohlen' estima que la magnitud de las circunscripciones electorales 

afectan la proporcionalidad del sistema electoral de forma que: cuanto mayor la 

magnitud de la circunscripción, mayor el grado de proporcionalidad8 alcanzado por 

el sistema electoral. Es decir, cuanto mayor es la cantidad de representantes a ser 

electos en una circunscripción determinada, existe mayor probabilidad de que los 

partidos políticos pequeños y emergentes obtengan representación en dicha 

circunscripción. 

Atendiendo a este criterio las circunscripciones electorales pueden dividirse, en 

dos tipos básicos: uninominales y plurinominales. Los distritos uninominales son 

circunscripciones de magnitud mínima en los que se elige un solo puesto o 

escaño. Se consideran distritos plurinominales aquellos que eligen más de un 

En este sentido véase: Nohlen, Dieter. Diccionario Electoral: Circunscri~ciones Electorales. 
Disponible en: http://www.iidh.ed.cr/ca~el/, consulta realizada 01/02/06, 7:00 p.m. 
6 Bosch y Vallés. Op. Cit. p.77 
7 En este sentido véase: Nohlen, Dieter. 0p.Cit.. 
8 Al respecto José Molina concibe la proporcionalidad como: 'el nivel de coincidencia entre el 
porcentaje de votos y el porcentaje de escaiios que obtienen las organizaciones participantes en 
una elección para cuerpos colegiados. A mayor coincidencia entre el porcentaje de votos y el 
porcentaje de escanos de las organizaciones participantes mayor será la proporcionalidad del 
resultado de una elección determinada, y del sistema electoral aplicado." En este sentido véase: 
Molina Vega, José. Diccionario Electoral: Pro~orcionalidad. Disponible en: 
htt~://www.iidh.ed.cr/ca~el/.consulta realizada 01/05/06, 8:00 p.m. 



escaño. Es importante acotar que en el mismo sistema electoral pueden coexistir 

distritos de ambos tipos. 

Las candidaturas pueden asumir dos formas básicas; candidatura individual y 

candidaturas de lista. En la modalidad de candidatura individual el sufragio implica 

la adhesión a un candidato individual, con exclusión de cualquier otro, mientras 

que en la modalidad de candidaturas de lista el voto es la expresión de apoyo a un 

grupo de candidatos. Las candidaturas de lista pueden asumir diversas variantes, 

a saber; lista abierta, cerrada, cerrada y bloqueada y panachage. 

La candidatura de lista abierta le permite al elector señalar un orden de 

preferencia entre los miembros de la lista e incluso puede eliminar algunos 

nombres de esta, el único limite consiste en la imposibilidad de agregar nuevos 

nombre a la lista. En las candidaturas de lista cerrada el sufragante solamente 

puede determinar un orden de preferencia entre los candidatos de la listas, 

mientras que en las candidaturas de lista cerrada y bloqueada el votante 

manifiesta su apoyo a una lista de candidatos, sin que este pueda establecer un 

orden de preferencias o alterar su composición interna. 

El panachage es una modalidad mixta en la que el votante puede realizar 

combinaciones entre los candidatos de diferentes listas o por candidatos 

independientes. 

Otro elemento a considerar en los sistemas electorales es el procedimiento de 

votacibn. Existen múltiples alternativas en cuanto al modo de emitir el sufragio, 

entre estas existen: voto Único, preferencial, múltiple, acumulativo y alternativo o 

eventual. 



En los sistemas de voto único el sufragio expresa una afirmación exclusiva a favor 

de un solo candidato o un grupo de candidatos. El voto es de modalidad 

preferencial cuando le permite al elector señalar sus preferencias entre los 

postulantes. En cambio, los sistemas de voto múltiple otorgan a los electores 

tantos sufragios como escaños deban elegirse en el distrito electoral. 

La modalidad de voto acumulativo consiste en la posibilidad que el elector 

entregue varios votos a un mismo candidato. Por último, el voto alternativo o 

eventual le concede al elector la posibilidad de configurar una segunda y tercer 

opción, en caso de que su primera opción no consiga alcanzar los votos 

necesarios para resultar electo. 

El último de los componentes de los sistemas electorales es el que se refiere a la 

distribución de los puestos de elección popular. La distribución de los escaños se 

lleva a cabo mediante dos sistemas o fórmulas básicas; la fórmula mayoritaria y la 

proporcional. En este caso en particular no profundizaré en el tema, ya que este 

es objeto de desarrollo en el acápite siguiente. 

Los sistemas electorales influyen en la votación misma en la medida que colocan 

a los electores frente a una situación decisoria específica, marcada por las 

diferentes posibilidades de éxito de los candidatos y de los partidos políticos, 

según cada tipo especifico de sistema electoral. No obstante, lo anterior el 

significado de sistema electoral no se agota en la relación entre votos y cargos de 

elección popular, los sistemas electorales influyen en la relación elector y electo y 

la relación de cercanía entre uno y otro, dependiente del tamaño de las 

circunscripciones electorales y de la forma del voto. 

En síntesis, los sistemas electorales convierten los votos emitidos en una elección 

general en puestos de elección popular obtenidos por partidos y candidatos. 



Además, las variables claves en este son la fórmula electoral usada y la magnitud 

del distrito electoral, es decir, el número de puestos de representación popular que 

se eligen en él. 

B. El Principio de Representación Política y Tipos de Sistema Electoral 

El sistema democrático moderno requiere de un Estado en el que exista 

separación de funciones y algún grado de especialización entre los órganos que lo 

componen, esto ante la imposibilidad de un gobierno en el que participen de forma 

directa y activa todos los ciudadanos. 

La representación política se desarrolló como una institución medieval en las 

Monarquías absolutas y aristocráticas, en las que los nobles eran convocados a 

asambleas para tomar las decisiones fundamentales del Estado en torno a la 

recaudación de impuestos, las guerras e incluso la sucesión en el trono. 

No obstante, durante la Edad Media prevaleció un tipo de representación 

corporativa u orgánica conformada por órganos representativos estamentales, 

donde cada uno de estos órganos representaba un estamento y el valor de las 

decisiones estaba determinado por la pertenencia a uno u otro. Así las cosas, las 

Cortes y los Consejos Reales estaban compuestos por la nobleza, la Iglesia y los 

poseedores de tierra, y los Estados Generales agrupaban a los artesanos y 

mercaderes, cuya influencia en las decisiones del Estado fue mínima, 

prácticamente nula. 

Con la transformación económica y social experimentada, durante los siglos XVll y 

XVIII, por las sociedades europeas surgieron nuevos grupos sociales, a saber; los 

terratenientes, los comerciantes, los profesionales y las grandes corporaciones 



privadas que obligaron a la élite política ha realizar una recomposición de las 

asambleas, los parlamentos y en general del sistema electoral. 

En Inglaterra, aproximadamente, en 1774 tuvo lugar el quiebre de la denominada 

representach corporativa (mandato imperativo). Edmund Burke impulsa la 

concepción según la cual los representantes son portadores de los intereses 

generales de la nación, por tanto el Parlamento debe ser considerado la asamblea 

deliberativa de una única Nación, con un solo interés, el de la comunidad. Los 

representados son los individuos, iguales entre si, con intereses particulares, pero 

ligados todos por un interés compartido, el de la nacióng. 

Así entendida, la representación se debe a la Nación y emana de individuos libres 

e iguales, en el que las elecciones son un instrumento unificador frente a una 

sociedad dividida, que atenúa las posibles diferencias. La representación política 

se convierte así en un vehículo para que los diversos grupos sociales expresen 

sus intereses y puntos de vista particulares. 

La representación política, por las razones aquí mencionadas, se encuentra 

directamente asociada al desarrollo del Estado-Nación, la celebración de procesos 

electorales nacionales constituyeron el instrumento fundamental que condujo a la 

unificación política. 

La conexión política entre el gobierno y la sociedad produce un gobierno 

representativo, es decir, un gobierno electo popularmente en el que la sociedad, a 

su vez, delega la capacidad de decidir sobre asuntos de interés general. En este 

sentido Sartori señala que la importancia del gobierno representativo es: 

9 En este sentido ver: Bosch A. y Vallés, J. (1997). Sistemas Electorales v Gobierno 
Reoresentativo. Barcelona: Ariel, pp. 17-21. 



"consecuencia de dos presupuestos de la teoría liberal: la distinción 
entre sociedad y Estado y la afirmación sobre el carácter delegado de 
la autoridad po~ítica"'~. 

Actualmente y desde la segunda mitad del siglo pasado, el gobierno 

representativo se convirtió en un elemento obligatorio para todo sistema 

democrático. La democracia representativa, sustentada en partidos políticos, 

constituye el principal mecanismo de control del poder, de los actos y de las 

políticas publicas implementadas por el gobierno. El sistema político 

representativo permite establecer contrapesos al poder gubernamental, propiciar 

que las minorías, representadas en el Parlamento, puedan incidir en la vigilancia 

del poder y en la elaboración de las decisiones. 

Este sistema, junto con el sistema de derechos constitucionalmente establecidos, 

proporciona el mecanismo mediante el cual los órganos electos pueden ser 

controlados; constituye un foro para discutir, apoyar o controvertir las políticas 

públicas del gobierno. En síntesis, la representación política posibilita los límites 

del poder. 

En virtud de lo anterior, puede afirmarse que el principio de representación política 

es resultado del proceso mediante el cual una comunidad política determinada 

elige a uno o varios de sus miembros para que, en nombre de la colectividad, 

defiendan los intereses que les son comunes. 

En este mismo sentido, es posible señalar que el significado clásico de 

representación política es; "actuar en nombre de otro en defensa de sus 

interesesyy. Al respecto Ricardo Becerra expresa: 

10 Sartori, Giovanni (1991) Teorla de la democracia. Los temas clásicos Tomo II. Espatia: Alianza 
Universidad, p. 363. 



"El acto de elegir representante, incluye la selección, pues en 
condiciones democráticas, la comunidad o el electorado, tiene frente a 
sí varias opciones, candidatos o partidos que ofrecen representar de 
mejor manera a sus intereses."" 

Siguiendo el mismo eje argumentativo pero de forma amplia, Hernandez Valle 

señala que la representación política es: 

"... el proceso a través del cual la influencia que toda la ciudadanía, o 
parte de ella tiene sobre la acción gubernamental, se ejerce, con su 
aprobación expresa y en su nombre, por un pequeño número de 
personas de entre ellas, con efectos obligatorios respecto a los 
representados."'2 

La representación política, se@n Bernard Manin, históricamente ha poseído 

cuatro principios institucionales, universales y constantes, estos son: 

"1) Quienes gobiernan y quienes resultan representantes son 
nombrados por elección periódica, con intetvalos regulares. 
2) La toma de decisiones por los que gobiernan conserva un grado de 
independencia respecto a los deseos del electorado. 
3) Los que son gobernados pueden expresar sus opiniones y deseos 
políticos sin estar sujetos al control de quienes los gobiernan. 
4) Las decisiones públicas se someten a un proceso de debate."13 

Actualmente, el principio de representación política contiene algunas condiciones y 

presupuestos indispensablesi4, entre estos destacan: es una relación de muchos 

con uno, que es su representante; los representados ceden su poder, mediante el 

sufragio, a la acción y la competencia del representante; supone características 

comunes, entre ambas partes, el representante es portador de los rasgos 

" Becerra, Ricardo. Diccionario Electoral: Re~resentación Política. Disponible en: 
http://www.iidh.ed.cr/ca~el/. consulta realizada 01/02/06, 7:10 p.m. " Hernández Valle, Rubén. Op. cit. p. 103. 
l3 Manin, Bemard (1998). Los Princi~ios del Gobierno Re~resentativo. Espafia: Alianza Editorial, 
~ 1 7 .  

En este sentido ver: Becerra Ricardo. Op Cit. 



ideológicos, políticos y culturales que prevalecen en la comunidad política 

representada; alude a una relación numérica, en la que las opiniones de la 

comunidad se encuentren reflejados en las decisiones que elabora el gobierno y 

posee valor selectivo. 

La institución central de la democracia representativa es el proceso electoral, el 

acto mediante el cual se selecciona a los representantes y emerge el poder de la 

ciudadanía, a través de la decisión de los electores. Además, es en relación a 

éste, que las instituciones de representación política se han enfrentado a la mayor 

de sus disyuntivas; determinar las reglas mediante las que se designa a los 

ciudadanos en los que la sociedad ha depositado la tarea de gobernar; estas son 

las reglas de representatividad. 

La forma más común de definir el tipo básico al que pertenece un sistema electoral 

es la de agruparlos conforme al principio de representación al que aspira ese 

sistema electoral, es decir, el margen de transformación de los votos recibidos en 

puestos de elección. 

Las reglas de representatividad han asumido dos grandes vertientes, a saber; la 

representación mayoritaria y la representación proporcional. La primera, rescata 

los principios del mandato de la mayoría y la segunda, coloca las posiciones y los 

intereses de conformidad con su arraigo social en los órganos de representación. 

Sobre el principio de representación politica en sus dos vertientes principales 

Dieter Nohlen, lleva a cabo una diferenciación sustentada en los objetivos a que 

aspira cada una de ellas, así tenemos que: 

"El objetivo de la representación tipo mayoritario (de pluralidad) es la 
formación de mayorías; fomentándose la desproporcionalidad de votos 



y escaños se persigue o se logra la formación de una mayoría de 
partido o una coalición de partidos. El objetivo de la representación 
proporcional es establecer una relación de proporcionalidad entre votos 
y escaños, y en su forma estricta, procurar que el electorado quede 
fielmente reflejado en el ~arlamento".'~ 

En adición a estos dos modelos de representación los estudiosos del derecho 

electoral han elaborado una vertiente intermedia denominada representación 

semiproporcional, cuyo postulado plantea la conversión de los sufragios en 

escaños en una forma ecléctica entre el principio de proporcionalidad y el de 

mayoría. A partir de este principio se han desarrollado tres subsistemas; sistemas 

de voto único no transferible, sistema paralelo o mixto y el sistema de voto 

limitado. 

La base de la relación de los principios de representación proporcional y 

mayoritario y los tipos esenciales de sistemas electorales es el efecto sobre la 

relación de votos y puestos obtenidos. En este sentido, se indica que los sistemas 

electorales de tipo mayoritario tienden a favorecer a los partidos grandes, porque 

producen una brecha entre los porcentajes de votos y escaños obtenidos por los 

diversos partidos, en desventaja de los partidos pequeños. 

Respecto de los sistemas electorales de tipo proporcional, los te~r icos'~ acotan 

que tienden a producir una concordancia relativa entre los porcentajes de votos y 

escaños obtenidos por los diversos partidos. Pero ello no implica que esta 

concordancia sea perfecta. 

l5 Nohlen, Dieter. Diccionario Electoral: Sistemas Electorales. Disponible en: 
htt~:l/www.iidh.ed.cr/ca~eIl, consulta realizada 1511 1/05,9:00 p.m. 

Ver en este sentido; Nohlen, Dieter. Op Cit. 



B.1. Sistema Electoral Mayoritario 

El sistema mayoritario es uno de los dos tipos de sistema electoral más relevantes 

y desarrollados en los regímenes políticos occidentales. Este sistema posee como 

objetivo principal la formación de la mayoría de un partido o de una coalición de 

éstos. En este orden de ideas Dieter Nohlen indica: 

"Representación por mayoría es aquél sistema en el que se elige al 
candidato que obtiene la mayoría (absoluta o relativa)."17 

El sistema de representación mayoritario provoca la desproporcionalidad entre 

sufragios y la asignación de puestos, exige que el candidato obtenga la mayoría 

absoluta o relativa de los sufragios validamente emitidos para asignarle el puesto 

disputado. Hernández Valle reafirma este criterio, al definir este principio, veamos: 

"La fórmula mayoritaria, por consiguiente, exige que un candidato 
obtenga la mayoría de los sufragios para asignarle un escaño. Cuando 
existan más de dos candidatos aspirando al mismo cargo, puede bastar 
la mayoría relativa o exigirle la absoluta. ~ 1 8  

Los sistemas electorales mayoritarios pueden ser clasificados en dos categorías; a 

saber: sistema mayoritario puro y sistema de pluralidad. El sistema mayoritario 

puro se define por la elección del candidato que obtiene la mayoría absoluta o 

relativa de los sufragios validamente emitidos. 

En este orden de ideas Hernández Valle agrega que los sistemas mayoritarios 

puros pueden dividirse a su vez, en: sistema mayoritario plurinominal o de lista y 

sistema uninominal a dos vueltas. En el sistema mayoritario plurinominal: 

17 Nohlen, Dieter. Op Cit. 
18 Hernández Valle, Rubén. Op Cit. p.132. 



"( ...) cada circunscripción elige varios parlamentarios y los electores 

votan por una lista de candidatos." l9 

El sistema mayoritario uninominal a dos vueltas es descrito por Hernández Valle, 

de la siguiente forma: 

"Esta variante considera electo al candidato que haya obtenido 
mayoría absoluta de votos. En otros términos, al menos la mitad más 
uno de los sufragios validamente emitidos. Ahora bien, si dentro de la 
circunscripción ninguno de los candidatos obtiene mayoría absoluta, 
se practica entonces una segunda vuelta, en la que se considera 
electo al candidato que ha obtenido la más alta mayoría relativa."20 

El sistema de pluralidad se caracteriza por la utilización de distritos uninominales, 

de forma que vence el candidato que obtiene el mayor número de votos. Sin 

embargo, ello no implica necesariamente la obtención de mayoría absoluta. 

Asimismo, es importante apuntar que el sistema de pluralidad es el predominante 

en los Estados anglosajones, según el cual, se establecen circunscripciones 

electorales pequeñas encargadas de elegir únicamente a un representante 

parlamentario. 

Los sistemas de pluralidad toman diversas formas de acuerdo con determinadas 

precisiones conceptuales. Así tenemos; sistemas de mayoría relativa, sistemas de 

voto en bloque, sistemas de voto alternativo y sistemas de doble vuelta. 

En el sistema de mayoría relativa obtiene la victoria el candidato que obtiene más 

votos, de forma tal que un candidato puede ser electo con sólo dos votos si los 

otros candidatos sólo lograron conseguir un voto. 

19 Hernández Valle, Rubkn. Op. cit. p.132. 
" Ibid. p. 133. 



El sistema de voto en bloque tiene lugar cuando se emplea este sistema en 

distritos plurinominales, es decir, se eligen simultáneamente varios representantes 

parlamentarios. En este modelo cada sufragante puede elegir entre un número de 

escaños idéntico al de escaños por asignar y posee la libertad de votar por 

candidatos individuales sin tomar en cuenta la afiliación partidaria. Además, se 

pueden usar tantos votos como el elector desee. 

El sistema electoral de voto alternativo es un sistema poco utilizado y posee como 

particularidad distintiva la utilización de la segunda preferencia de los votantes 

para generar un ganador por mayoría, si en la primera vuelta ningún candidato 

resulta electo. Las elecciones fundamentadas en la utilización en el voto 

alternativo generalmente se realizan en distritos uninominales, en el cual, las 

personas al emitir el voto colocan a los candidatos por orden de preferencia, así, el 

sistema permite que los votantes expresen sus preferencias entre los candidatos. 

Este sistema, también, es conocido como voto preferencial. Actualmente, este 

sistema sólo funciona en Australia. 

En este sistema si ningún candidato alcanza mayoría absoluta, el candidato con el 

menor número de las primeras preferencias es excluido del escrutinio y las 

segundas preferencias marcadas en su papeleta son asignadas a los candidatos 

restantes conforme al orden indicado en la papeleta. El referido proceso se repite 

hasta que un candidato obtiene una mayoría absoluta y es declarado electo. 

El último tipo de los sistemas de pluralidad es el de doble vuelta, este se distingue 

por la necesidad de realizar dos rondas electorales, generalmente, separadas por 

una o dos semanas entre una y otra. Si un candidato obtiene la mayoría absoluta 

se le elige inmediatamente, sin requerir de la segunda ronda; pero, si ninguno 

obtiene la mayoría absoluta debe realizarse la segunda vuelta y el candidato que 



obtenga el mayor número de votos en la segunda vuelta se declara electo, 

independientemente de que obtenga mayoría absoluta o no. Francia es el país 

comúnmente asociado a la utilización del sistema de doble ronda. 

B.2. Sistema Electoral Proporcional 

Los sistemas de representación proporcionalidad tiene la finalidad reducir la 

disparidad entre el porcentaje de la votación nacional obtenida por un partido y el 

número de escaños que le corresponden. Este tipo de sistemas predominan en 

América Latina y Europa Occidental. Sobre este punto Hernández Valle indica: 

"( ...) el objetivo o finalidad de la representación proporcional es 
justamente, como lo indica el propio término, establecer una relación 
de proporcionalidad entre votos y escaños y, en última instancia, 
procurar que el electorado se refleje fielmente en el Parlamento." *' 

Los sistemas electorales proporcionales generalmente cuentan con umbrales de 

representación, es decir, establecen mínimos en nivel de votación que requiere un 

partido político para optar por puestos de representación popular. El referido 

umbral puede ser fijado de manera legal o natural. En el primer caso el umbral se 

encuentra consagrado en la ley electoral. En el segundo caso el umbral es 

resultado colateral de las características del sistema electoral, tales como el 

número total de escaños en disputa. 

El sistema de representación proporcional puede operar con barrera legal y 

natural. La barrera legal limita el número de partidos con posibilidad de acceder a 

una representación parlamentaria y restringe las alternativas de decisión de los 

21 Ibid. Op. cit. p. 136. 



electores ya que la circunscribe a los partidos con posibilidades de sobrepasar la 

barreraz2. En este sentido Hernández Valle refiere: 

"Por consiguiente, la finalidad de los umbrales o barreras legales es 
evitar que los minipartidos tengan representantes en el Parlamento. 
Consecuencia lógica de la aplicación de la barrera legal, se limita la 
proporcionalidad, ya que se reduce la probabilidad de los partidos 
menores y también de los nuevos, salvo que obtengan una votación 
bastante sustancial, puedan llevar representantes al ~arlamento."~~ 

Los sistemas que funcionan con barrera natural distribuyen la totalidad de los 

escaños de manera proporcional entre los partidos que sobrepasen la barrera 

artificial determinada legalmente. 

La doctrina generalmente reconoce, en el sistema de representación proporcional, 

un mecanismo de asignación o distribución de escaños, este es, la cuota. 

La determinación de escaños mediante el procedimiento de cuotaz4 tiene como 

punto de partida determinar el cociente, el cual se obtiene dividiendo el número de 

votos validamente emitidos en la circunscripcion por un divisor que varia de 

acuerdo a la fórmula utilizada. La fórmula puede asumir formas diversas: cuota 

simple, esta fórmula divide los sufragios emitidos entre el número de escaños a 

repartir más uno y cuota modificada, que implica sumarle dos al número de 

puestos a elegir y así determinar el divisor. 

" Vall6s y Bosch definen barrera legal como el requisito jurídico de apoyo electoral mínimo, que se 
establece a los partidos para participar en la distribución de escaños para evitar el fraccionamiento 
excesivo del órgano colegiado que se somete a elección. Ver al respecto p. 105. 
23 Hernendez Valle, Rubén. Op. cit. p.140. 
24 Según Bosch A. y Vallés, J. en su libro Sistemas Electorales y Gobierno Representativo, 
página. 89, la cuota es generalmente denominada cociente electoral, puesto que es la cantidad 
que resulta de la división entre votos y escaños en un distrito. Op. Cit, p. 105. 



La fórmula utilizada para calcular la distribución de escaños incide marginalmente 

en los resultados electorales. No obstante, los estudiosos del derecho han 

determinado que la magnitud de las circunscripciones electorales y el 

establecimiento de barreras electorales poseen mayor incidencia en los resultados 

electorales, de forma que a mayor numero de representantes a ser electos en un 

distrito electoral y menor el umbral requerido para acceder al puesto de 

representación popular, mayor proporcionalidad del sistema electoral y mayor 

oportunidad para los partidos minoritarios de ocupar escaños.25 

Los sistemas electorales de representación proporcional asumen cinco vertientes, 

a saber; sistemas de representación proporcional pura, sistemas de 

representación proporcional impura, sistemas de representación proporcional con 

barrera inicial, sistemas de representación proporcional por listas y representación 

proporcional personalizada. 

El sistema de representación proporcional puro se define por la coincidencia 

relativa entre los votos obtenidos por un partido político determinado y la 

proporción de escaños obtenidos por ese partido. Este sistema para desarrollarse 

debe evitar la influencia de barreras electorales directas e indirectas. Al respecto 

Hernández Valle destaca: 

"Desde luego no existen barreras legales directas (umbrales mínimos) 
ni indirectas (tamaño de las circunscripciones electorales) que alteren 
el efecto proporcional. Por consiguiente, no existe ninguna presión 
psicológica sobre los votantes para determinar sus preferencias 
políticas conforme a cálculos de voto 

25 Ver en este sentido: Hernández Valle Rubén. (2004). Derecho Electoral Costarricense. San José: 
Juricentro S.A. y Nohlen, Dieter. Diccionario Electoral: Sistemas Electorales. Disponible en: 
htt~://www.iidh.ed.cr/ca~el/, consulta realizada 1511 1/05, 9:00 p.m. 
=Hernández Valle, Rubén. Op. cit. p.140. 



El sistema de representación proporcional impuro se sustenta en el 

establecimiento de barreras electorales indirectas que imposibilitan el efecto 

proporcional inmediato de igualar el porcentaje de puestos obtenidos con el de 

votos. La división del territorio en un número elevado de circunscripciones 

electorales es un ejemplo de barrera electoral indirecta utilizado en paises como 

España, Brasil y Perú. 

El sistema de representación proporcional con barrera inicial, como su nombre lo 

indica, posee como eje central el establecimiento de barreras legales entendidas 

como porcentajes mínimos de votación para acceder a los puestos de 

representación popular. Sobre este modelo Hernández Valle, indica: 

"(...)afecta la decisión del votante restringiéndola a los partidos con 
posibilidad de superar esta barrera y distribuyendo la totalidad de 
escaños de manera proporcional entre los partidos que lograron tal 
meta."27 

El sistema de representación proporcional por lista requiere que cada partido 

participante en la contienda electoral formule y presente una lista de candidatos al 

electorado. En este sistema los electores emiten el sufragio por un partido y estos 

obtienen un número de escaños proporcional al porcentaje de votación obtenido. 

Además, es importante aclarar que los candidatos vencedores son tomados de la 

lista en orden de ubicación. 

La forma de emitir el voto en los sistemas electorales de representación 

proporcional adquiere una serie de particularidades determinadas por el tipo de 

lista empleada en el sistema. En términos generales, las listas, según la facultad 

que le conceden al ciudadano para elegir al candidato o el partido de su 

preferencia, pueden clasificarse en: abiertas, cerradas y libres. 

27 Ibíd. p. 141. 



Las listas son cerradas cuando el orden de los candidatos es determinado por los 

partidos y los electores no pueden expresar preferencia por alguno de ellos en 

particular. El votante solamente escoge al partido de su preferencia. Esta técnica 

posee la ventaja que permite incluir candidatos miembros de minorías que, de otra 

forma, no gozarían de apoyo generalizado. Sin embargo, como aspecto negativo 

de las listas cerradas resalta su insensibilidad a los cambios ocurridos en el 

entorno. 

Contrariamente, el método de listas abiertas permite indicar el partido de 

preferencia y, dentro de este, el candidato favorito. El orden en que los candidatos 

son electos es determinado por el numero de votos individuales que estos reciben. 

Los sistemas proporcionales por listas pueden ser clasificados como libres en 

aquellos casos en los que los sufragantes tienen derecho a tantos votos como 

escaños a ocupar y estos pueden ser distribuidos entre los candidatos de la lista 

de partido o entre varias listas diferentes. 

Los sistemas de representación proporcional personalizada imperan en paises 

como Alemania e Italia. Estos se definen por la armonización de los aspectos 

positivos de los sistemas electorales proporcionales y los mayoritarios. En este 

tipo de sistema una proporción de los puestos elegibles se determinan mediante el 

método de mayoría, generalmente en distritos uninominales; la proporción restante 

resulta elegida mediante el sistema de representación de listas. 



8.3. Sistema Electoral Semiproporcional 

El sistema semiproporcional estable un mecanismo de asignación de los puestos 

de elección popular intermedio entre los sistemas fundamentados en el principio 

de proporcionalidad y el de Este tipo de sistemas puede ser subdividido 

en sistemas de voto unico no transferible, sistemas de voto paralelo y sistemas de 

voto limitado. 

Los sistemas de voto unico no transferible se sustentan en el principio de que 

cada ciudadano elector posee un voto, pero, existen varios puestos de elección 

que cubrir en cada distrito electoral de manera que los candidatos con el mayor 

número de votos obtienen los puestos. Este sistema permite la elección de 

candidatos de partidos minoritarios y un aumento de los niveles de 

proporcionalidad del sistema. 

Los sistemas de voto paralelo utilizan el mecanismo de listas y se aplican en 

distritos uninominales. Esta clase de sistemas se distinguen, porque las lista no 

son utilizadas para compensar la desproporcionalidad ocasionada por el principio 

de mayoría en los distritos uninominales. 

Los sistemas de voto limitado se ubican en un punto medio entre los sistemas de 

voto único no transferible y los de voto en bloque, se basan en distritos 

NO existe unanimidad en la doctrina sobre la nomenclatura de los sistemas electorales que 
combinan el uso de formulas mayoritarias y proporcionales, algunos autores los califican como 
sistemas mixtos, intermedio o semiproporcionales, tal como se utiliza en este trabajo. Sobre el 
particular Vallés y Bosch consideran que cualquiera de estas denominaciones son poco 
aceptables, en cada sistema electoral considerado individualmente se impone una de las dos 
fórmulas; mayoritaria o proporcional que orientan la asignación de puestos de elección popular. 
Veáse: Vallés y Bosch. p. 99-100. 

Se excluyen de esta definición los sistemas electorales que utilizan pluralidad de fórmulas de 
asignación de escaiíos, es decir, sistemas que utilizan formulas mayoritarias y proporcionales de 
modo eventual y alternativo. 



plurinominales, de forma que resultan electos los candidatos que obtengan mayor 

cantidad de votos. 

En términos generales, es preciso reafirmar que el objetivo general del sistema 

electoral es instituir las reglas que hacen posible el acceso al poder político y la 

representación de los intereses de la ciudadania. De manera que la 

representación política es concebida como el medio a través del cual los grupos 

sociales manifiestan sus intereses y puntos de vista individuales. 

Asimismo, el tipo de sistema electoral está determinado por el principio de 

representación que pretende alcanzar. El referido principio de representación 

política ha asumido dos grandes vertientes; la representación mayoritaria, cuyo 

objetivo es la formación de mayorías y la proporcional, que establece una relación 

directa entre los votos obtenidos y los puestos asignados. Es decir, los sistemas 

electorales pueden asumir dos formas básicas; sistemas electorales mayoritarios y 

proporcionales, cada uno de ellos con sus particularidades que los identifican. 

Además, la doctrina ha desarrollado una forma intermedia denominada 

representación semiproporcional o mixta que combina los dos prhcipios básicos. 

Sección II. Generalidades acerca de los Partidos Políticos y los 

Sistemas de Partidos 

El sistema electoral descansa en el sistema de partidos políticos, cuyo 

componente principal, son precisamente los partidos politicos. El nacimiento y 

desarrollo de éstos y, consecuentemente, de los sistemas de partidos políticos se 

encuentra relacionado con el aumento de la demanda de participar en el proceso 

de formación de las decisiones públicas formulado por la ciudadanía. Los partidos 



políticos surgen como un mecanismo del sistema político que permite la 

participación de la ciudadanía en el ejercicio del poder. 

A. Aproximación Teórica de los Sistemas de Partidos 

La eliminación de los estamentos como universos de los cuales emana la 

representación produjo el surgimiento de canales que permitieran al Estado 

organizar la participación y la representación territorial, asi como la discusión y la 

decisión legislativa. Esta situación convirtió a los partidos políticos en una 

necesidad del Estado-Nación. 

La instauración de elecciones periódicas y los procesos de decisión 

parlamentarios impusieron la necesidad de integrar partidos políticos mediante los 

cuales los ciudadanos -entendidos como electores- puedan contar con referentes 

conocidos, estables que permitan elegir considerando un orden y un horizonte 

nacional. 

Los partidos políticos y su posterior legalización se convierte en el complemento 

indispensable de todo sistema democrático representativo. En este sentido, es 

importante acotar que Estados Unidos en 1886 fue el primer país que reconoció 

legalmente a los partidos políticos. Así surgió un modelo de representación en el 

cual los postulantes a los cargos representativos asisten al proceso electoral con 

un programa concreto y con el respaldo de una organización predefinida. 

Los partidos políticos se sitúan en el centro de los procesos electorales, a los 

cuales se encuentran vinculados orghnicamente. Al respecto Vallés y Bosch 

consideran que: 



"No hay partidos -tal como hoy los conocemos- mientras no hay 
elecciones abiertas a un número amplio de electores. Y no hay 
elecciones razonablemente competidas si no hay partidos que 
concurran a las mismas"30 

Los procesos eleccionarios son la forma en que la ciudadanía expresa su 

confianza hacia una posición politica y ejecuta el principio básico en el que se 

sustenta el sistema político democrático; la representación popular. En palabras 

de Sartori: 

"La representación política una práctica que hizo sobrevivir a la 
democracia a sus propias tensiones, la hizo practicable en contextos 
masivos, en grandes sociedades, la dotó de funcionalidad y se 
constituyó en el mecanismo principal que la hizo durar (...)." 

Los procesos electorales modernos producen una clase de representación ligada 

ineludiblemente, a la pertenencia partidaria y a su origen territorial. El aspirante a 

ostentar la representación popular forma parte de un partido politico específico y 

proviene de un distrito electoral determinado. El partido o candidato que alcance 

cierto grado de apoyo, obtiene una mayoría en el órgano representativo y, por lo 

tanto, el derecho a ser gobierno, a tomar las decisiones del Estado. 

A.1. Concepto de Sistema de Partidos Políticos 

La definición de sistema de partidos es desarrollada por Nolhen a partir de una 

variable cuantitativa y una cualitativa. En el ámbito cuantitativo este autor 

considera fundamental la cantidad de partidos políticos que interactúan en un 

sistema electoral determinado. A este factor numérico debe agregársele una 

variable cualitativa; la estructura y los elementos que caracterizan dicha estructura 

Vallés y Bosch. Op. cit. p.19. 
31 Sartori. Giovanni. 0p.cit. p. 342. 



de los partidos que conforman el sistema de partidos. Dieter Nohlen conceptualiza 

el sistema de partidos políticos de la siguiente manera: 

"Se entiende por sistema de partidos el conjunto de partidos en un 
determinado Estado y los elementos que caracterizan su estructura: 
cantidad de partidos, las relaciones entre sí, tanto respecto a la 
magnitud de ellos como a sus fuerzas relacionales y en tercer lugar, las 
ubicaciones respectivas, ideológicas y estratégicas, como elementos 
para determinar las formas de interacción; las relaciones con el medio 
circundante, con la base social y el sistema 

En un sentido restringido, Bartolini desarrolla una noción de sistema de partidos 

cuyo eje principal es el conjunto de interacciones que resultan de las relaciones de 

cada uno de los partidos políticos que interviene en la contienda electoral. Al 

respecto Bartolini, afirma: 

"Un sistema de partidos es el resultado de las interacciones entre las 
unidades partidarias que lo componen; más concretamente es el 
resultado de las interacciones que resultan de la competición político- 
electoral ."33 

La anterior definición concuerda con el concepto desarrollado por Petra Bendel 

sobre el sistema de partidos, el cual refiere al conjunto de relaciones 

interpartidarias que imperan entre las unidades participantes de los procesos 

electorales. En este sentido Bendel indica: 

"Como sistema de partidos se entiende el conjunto de las relaciones 
interpartidarias. Este se manifiesta no sólo en el número de los partidos 
existentes en un sistema político, sino también en su respectiva fuerza 
electoral, en la distancia o cercanía de su base ideológica, así como en 
la forma de la competencia electoraln34 

32 Nohlen, Dieter. Op Cit. 
33 Bartolini, Stefano (1986). Manual de Ciencia Política. Caoítulo VI. Partidos v Sistemas de 
Partidos. Madrid: Alianza Editorial, pp. 218-219. 
34 Bendel, Petra. (1993) Partidos Políticos v Sistemas de Partidos en Centroamérica. En: 
Elecciones v Sistemas de Partidos en América Latina. San José: IlDH 1 Capel, p. 318. 



A.2. Naturaleza de los Sistemas de Partidos 

El análisis del sistema de partidos responden principalmente a tres tipos de 

criterios: génesis, estructura y capacidad funcional. Estos criterios explican la 

configuración de los diferentes sistemas de partidos desde una óptica genética, 

desde factores institucionales y de otra índole que influyen en ella, y desde 

criterios de conformidad de los sistemas de partidos con objetivos principales. 

A.3. Tipologías de los Sistemas de Partidos Políticos 

El desarrollo inicial en la determinación de los factores causantes de los sistemas 

de partidos se centraron en la cantidad de partidos políticos existentes en el 

sistema político; a saber; sistemas de partido único, bipartidistas, multipartidistas. 

Estas tipologías hacen énfasis en la participación del sistema electoral en la 

formación de las estructuras partidistas. 

Posteriormente, las concepciones en tormo a la naturaleza de los partidos políticos 

evolucionaron a la consideración de elementos cualitativos. Al respecto La 

Palombara y Weiner propusieron una clasificación según el criterio de 

competitividad y la diferenciación entre ideología y pragmática. Estos autores 

distinguieron los sistemas competitivos en cuatro tipos, que son: 

alternante-ideológico; alternante-pragmático; hegemónico-ideológico y 

hegemónico- pragmati~o.~' 

Luego, Sartori elaboró una nueva tipología, que es el resultado de la combinación 

del criterio numérico con los criterios de competición e interacción entre los 

35 En ese sentido véase Nohlen, Dieter. Diccionario Electoral: Sistemas de Partidos. Disponible en: 
htt~://www.iidh.ed.cr/ca~el/, consulta realizada 12/06/05, 7:30 p.m. y Bartolini, Stefano (1986). 
Manual de Ciencia Política. Ca~itulo VI. Partidos v Sistemas de Partidos. Madrid: Alianza Editorial. 



partidos políticos, tomando en cuenta el aspecto dinámico de los sistemas de 

partidos, es decir, su capacidad de transformación de un determinado sistema en 

otro. La tipologia de Sartori distingue entre: 

Sistemas de partido único; en estos sistemas sólo existe un partido político 

permitido. 

Sistemas con un partido hegemónico; en estos sistemas existen varios 

partidos, no obstante, existe un partido hegemónico que no permite que se 

produzcan cambios en el poder político. 

Sistemas con un partido predominante; este tipo de sistemas se define por 

la presencia de un partido predominante, es decir, aquel que obtiene más 

del cincuenta por ciento de los escaños parlamentarios durante al menos 

tres procesos electorales continuos. 

Sistemas bipartidistas; sistemas con presencia de dos grandes partidos que 

compiten por el ejercicio del poder gubernamental, con la posibilidad de 

alternancia en el poder. Además, resulta necesario que uno de estos 

partidos posea la voluntad de ejercer el poder solo y que adquiera la 

mayoría en el Congreso. 

Por último, el pluripartidismo, este tipo de sistemas asumen dos variantes; 

moderado y polarizado. El pluripartidismo moderado "se define por la 

existencia de relativamente pocos partidos-el limite, para Sartori, está entre 

cinco y seis partidos- y se caracteriza por la relativa cercanía ideológica, por 

una competencia política centrípeta así como por la formación de 



coaliciones bipolares."36 Los sistemas de pluralismo polarizado. se 

distinguen por la presencia de tres características; número relativamente 

alto de partidos, polarización ideológica entre ellos y la presencia de 

partidos anti-sistema imperante. 

En la década de los sesentas Lipset y Rokkan desarrollaron una explicación de 

carácter sociológico de la configuración de los sistemas de partidos políticos; estos 

autores, en un intento de reconstruir la evolución de los sistemas de partidos en 

Europa, desarrollaron una explicación del surgimiento de los sistemas de partidos 

a partir de clivajes o líneas de ruptura socio-políticas resultado del proceso de 

construcción del Estado Nación y la industria~ización.~~ Estos autores identificaron 

cuatro clivajes principales, los cuales pueden ser descritos de la siguiente manera: 

a) centro-periferia; b) Estado-Iglesia; c) propietarios de la tierra y sectores 

comerciales-empresariales y d) propietarios de los medios de producción y 

prestadores de mano de obra. 

La fractura centro-periferia surge del proceso de formación de las naciones. Esta 

fractura da lugar a conflictos internos y externos a los Estados en relación a las 

identidades culturales y religiosas de las poblaciones y la oposición entre la cultura 

dominante de las élites políticas y la resistencia de grupos periféricos con 

características diversas. El clivaje Estado-Iglesia se origina en el periodo de las 

revoluciones nacionales y la formación de los Estados Nacionales y surge del 

conflicto Estado y Iglesia por el control de la vida social. 

La ruptura propietarios de la tierra y sectores comerciales-empresariales, tiene 

lugar después de la Revolución Industrial; esta se expresa principalmente en las 

36 Bendel, Petra. Op. cit. p. 320. 
37 Sobre esta teoría consultar: Bartolini, Stefano (1986). Manual de Ciencia Política. Ca~ítulo VI. 
Partidos v Sistemas de Partidos. Madrid: Alianza Editorial, pp. 219-223 y Dix, Robert (1989) 
Clevaae Structures and Partv Sistems in Latin America. Revista Com~arative Politics. pp. 23-37. 



diferencias por las políticas de aranceles y el contraste entre el libre mercado y el 

proteccionismo de los productos agrícolas. El clivaje propietarios de los medios de 

producción y prestadores de mano de obra se caracteriza por la oposición entre el 

liberalismo, la propiedad privada, el mercado y los movimientos sindicales y de 

obreros. 

Actualmente, la tipología de Sartori es la más utilizada para analizar los sistemas 

de partidos, en razón de su distinción entre pluralismo moderado y polarizado. En 

el mismo sentido Dieter ~ o h l e n ~ ~  considera está tipologia constituye una 

herramienta de análisis aplicable a los sistemas de partidos en América Latina, 

puesto que a través de la historia de la región, se puede encontrar todos los tipos 

de sistemas de partidos enumerados por Sartori; a saber; el unipartidismo cubano, 

el sistema de partido hegemónico de México, el bipartidismo en Uruguay y Costa 

Rica, el multipartidismo moderado ecuatoriano y el multipartidismo polarizado 

chileno. 

En sentido opuesto, Petra   en del^' afirma que la tipología de Sartori no debe ser 

aplicada a los paises centroamericanos y en general a los latinoamericanos, ya 

que los partidos políticos de la región se caracterizan por su discontinua variación 

en el tiempo, es decir, por la falta de institucionalización provocada por el ciclo 

democracia-autoritarismo-democracia, el marcado presidencialismo, la volatilidad 

y fluidez electoral típicas de la región. 

38 Ver en este sentido Nohlen, Dieter. Diccionario Electoral: Sistemas de Partidos. Disponible en: 
htt~:/lwww.iidh.ed.cr/ca~el/. consulta realizada 12/06/05, 7:30 p.m. 
39 Ver en este Bendel, Petra. (1993) Partidos Políticos v Sistemas de Partidos en Centroamérica. 
En: Elecciones v Sistemas de Partidos en América Latina. San José: llDH I Capel, p. 320. 



B. Aproximación Teórica de los Partidos Políticos 

La noción general que evocan los partidos políticos en la actualidad, se desarrolló 

a partir de una concepción negativa desplegada a partir del siglo XVII. Este 

concepto hace referencia a la característica principal de estas agrupaciones de 

dividir a la sociedad y consecuentemente gobernar en beneficio de unos pocos, se 

identifica como sinónimo de fracción. 

Así tenemos que durante la Edad Moderna, epoca de la Revolución Francesa, la 

Independencia Norteamericana, la Revolución Inglesa, los partidos políticos fueron 

mirados con desconfianza, se les atribuyó la falta de convivencia pacífica en la 

que estos sucesos se desenvolvieron. La legitimación y consolidación de los 

partidos en los sistemas políticos actuales fue apoyada por dos fenómenos 

históricos; el desarrollo del sufragio y la formación de ciudades y la concentración 

en centros urbanos. 

B.1. Concepto de Partido Político 

Los partidos políticos tienden a ser definidos en el contexto del funcionamiento de 

los sistemas políticos; no obstante, prácticamente no existe una definición única o 

definiciones globales de ellos, lo que la doctrina ha logrado desarrollar son 

conceptos referidos a las funciones de estas agrupaciones dentro del sistema 

políticos y a los temas estrechamente vinculados a estos, tales como; 

representación, articulación de intereses, legitimidad e ideología. 

El autor Klaus von Beyme conceptualiza partido político a partir de una perspectiva 

funcional; lo considera como una organización cuya principal función es la 

articulación de intereses. Al respecto von Beyme indica: 



"(partidos políticos) son aquellas organizaciones que cumplen 
funciones de agregación de intereses." 40 

Por su parte Hernández Valle opta por una noción de partido político que coincide 

con el proceso de integración del electorado en el proceso de acceso al poder, 

asimismo, enfatiza en el componente ideológico que permite la cohesión interna de 

estas agrupaciones. Hernández Valle citando a Lowestein define partido político 

como: 

"una asociación de personas con las mismas concepciones 
ideológicas que se propone participar en el poder político o 
conquistarlo y que para la realización de este objetivo posee una 
organización ~ermanente".~' 

En el mismo sentido el Tribunal Constitucional de Alemania Federal, establece 

como significado de partido politico, el siguiente: 

"asociaciones de ciudadanos que con ayuda de su propia organización 
aspiran a influir en un determinado sentido sobre la formación de la 
voluntad del ~s tado"?~  

Utilizando un criterio funcional Sartori define los partidos políticos tomando como 

eje central y Único la función de maquinaria electoral de estos en el proceso 

político. Específicamente Sartori considera partido político: 

"cualquier grupo político identificado por una etiqueta oficial que 
presenta a las elecciones, y puede sacar en elecciones (libres o no) 
candidatos a cargos p~blicos.'"~ 

40 Von Beyme, Klaus (1986) Los Partidos Políticos en las Democracias Occidentales. Madrid: 
Centro de Estudios Constitucionales. p. 13. 
41 Hernández Valle, Rubén. Op. Cit. p. 233. 
42 Ibíd. p. 234. 
43 Sartori, Geovanni (1992). Partidos v Sistemas de Partidos. Madrid: Alianza Editorial, p.89. 



En el mismo sentido, pero, restringiendo el concepto para América Latina, Petra 

Bendel, establece que los partidos políticos son: 

"( ...) en el ámbito latinoamericano todas aquellas organizaciones que - 
al contrario de los meros clubes electorales -- disponen de un base 
programático-ideológica y una organización permanente, y que - 
delimitándolos así de los grupos de interés - tienen por lo menos la 
intención de participar en procesos electorales y cubrir cargos 
po~ í t i cos .~  

Una noción más amplia es la que ofrece Cotarelo, puesto que, al establecer el 

contenido del concepto partido político, incorpora funciones sociales e 

institucionales tales como; socialización política, movilización de opinión pública, 

representación y legitimación del sistema político. Así tenemos que Cotarelo define 

partido político como: 

"toda asociación voluntaria perdurable en el tiempo dotada de un 
programa de gobierno de la sociedad en su conjunto, que canaliza 
determinados intereses y que aspira a ejercer el poder político o 
participar en él mediante su representación reiterada a los procesos 
electora le^."^^ 

B.2. Naturaleza Jurídica de los Partidos Políticos 

Existen varias teorías sobre la naturaleza jurídica de los partidos políticos. Dentro 

de estas teorías destacan las siguientes: a) como sujetos de derecho privado, b) 

como sujetos de derecho privado de interés público, c) como sujetos auxiliares del 

Estado y d) como entes públicos no estatales. 

44 Bendel. Petra. Op. cit. p. 318. 
45 Cotarelo, Ramón (1986). Los Partidos Politicos. Madrid: Sistema. p. 14. 



8.2.1. Los partidos políticos como sujetos de derecho privado 

La noción de los partidos políticos como sujetos de derecho privado coincide con 

el periodo de formación de estas organizaciones. Esta teoría considera que los 

partidos políticos, en cuanto a su organización y funcionamiento, se rigen en torno 

a principios de autorregulación propios de las asociaciones de derecho privado y 

consiguientemente están fuera de la regulación del Estado. 

La teoría que conceptualiza a los partidos políticos como sujetos de derecho 

privado es una concepción originaria que, en la actualidad, un sector doctrinal 

considera superada. 

B.2.2. Los partidos políticos como asociaciones privadas de interés 

público 

La teoría de los partidos políticos como asociaciones privadas de interés público 

establece que los partidos políticos son organizaciones jurídico-sociales y no entes 

públicos, ya que el presupuesto de regulación máxima contenido en el principio de 

legalidad resulta inaplicable a estos, en tanto son considerados entidades jurídicas 

que existen con anterioridad a la ley que no pueden ser inscritos en la esfera de 

aplicación taxativamente señalada al Estado. 

No obstante lo anteriormente señalado, los partidos políticos constituyen una 

modalidad del derecho asociativo que promueve el ejercicio y promoción de los 

derechos políticos, cuya naturaleza no puede ser variada por el legislador 

ordinario, ni subordinada a la dependencia estatal. 



Esta teoria, desarrollada en nuestro país por Juan José Sobrado, ofrece una 

noción ecléctica entre el Derecho Privado y el Derecho Público respecto de la 

naturaleza de los partidos. La concepción de los partidos políticos como 

asociaciones privadas de interés público encuentra sustento en el principio de 

legalidad, contemplado en el artículo 11 de la Carta Magna y articulo 11 de la Ley 

General de la Administración Pública. Sin embargo, a esta concepción se la han 

señalado algunas deficiencias, al respecto Hernández Valle señala que: 

"En primer lugar es pacíficamente aceptado, tanto por la doctrina 
como por la legislación comparada, la existencia de personas de 
derecho público que no deriven directamente de la ley. Por otra 
parte, en la especie no se trata del derecho de asociación previsto 
en el Articulo 25 de la Constitución, dado que esta norma tutela las 
asociaciones que persiguen fines estrictamente privados, en tanto 
que los partidos políticos participan en una actividad de naturaleza 
pública, como lo son los procesos electorales. Por otra parte es 
conveniente señalar que la personificación de los partidos políticos 
no depende exclusivamente de la voluntad de sus fundadores, sino 
que esta sujeta a un acto-condición de las autoridades electorales, 
que les otorga el reconocimiento necesario para operar validamente 
dentro de los procesos electora le^.'^^ 

B.2.3. Los partidos políticos como sujetos auxiliares del Estado 

La teoría que concibe a los partidos políticos como sujetos auxiliares del Estado 

tiene su origen en la Doctrina Italiana, fundamentalmente desarrollada por 

Biscaretti Di Ruffia quien establece que los partidos políticos en el ejercicio de 

funciones electorales realizan una función pública no estatal, que se deriva del 

derecho al sufragio que se puede ejercer aisladamente o a través de 

organizaciones. Esto es lo que el autor denomina entes auxiliares de la función 

del Estado. Sobre el tema, el autor italiano Biscartetti Di Ruffia señala: 

46 Hernández Valle, Rubén. Op. Cit. p. 237. 



"La continuidad efectuada por los partidos políticos viene a recaer en el 
ejercicio de la función electoral: función pública, por tanto, pero no 
estatal, atribuida a los miembros del cuerpo electoral, como 
consecuencia del derecho político de voto, disfrutado por ellos, y que 
ellos según varias manifestaciones suyas, pueden realizar aisladamente 
o agrupados. Se daría en este caso, el ejercicio de una función pública 
por obra de los partidos; y entonces entraría, al res ecto, en la amplia 
categoría de sujetos (o entes) auxiliares del Estadon. B, 

Rubén Hernández crítica la teoría de Biscaretti en tanto ésta se refiere únicamente 

a la naturaleza política de los partidos, omitiendo la naturaleza estrictamente 

así lo enfatiza al señalar que: 

"La teoría Italiana de los sujetos auxiliares del Estado esta dirigida 
a subrayar la función que desempeñan los partidos políticos 
dentro del Estado democrático, lo cual no tiene relación alguna 
con su naturaleza 

M.4. Los partidos políticos como entes públicos no estatales 

La doctrina jurídica contemporánea se inclina hacia la teoría que considera a los 

partidos políticos como entes públicos no estatales, en razón de su función. La 

concepción que le da el carácter de entes públicos no estatales a los partidos 

políticos se desarrolla a partir de la función que éstos realizan, de vincular la 

sociedad con el Estado sin formar parte de éste, así Sabsay indica que: 

"Los partidos no están dentro del Estado, pertenecen a la sociedad, 
pero posibilitan al mismo tiempo la vinculación entre 

47 Biscartetti Di Ruffia , citado por Hemández Valle, Rubén. Op. cit. p. 238. 
48 Esta teorla fue aplicada por el Tribunal Contencioso Administrativo en la resolución 1433 de las 
08:15 horas del 6 de junio de 1975, donde se estableció que en el ordenamiento jurldico 
costarricense existe ausencia de una teorla general de partidos, no obstante resulta evidente que 
estos se constituyen en verdaderos sujetos auxiliares del Estado y consecuente es posible 
a licarles el Miculo 192 párrafo 2 del Código de Procedimientos Civiles (Actualmente derogado). 
4'Hernández Valle. Rubén. Op. cit. p. 239. 

Sabsay, citado por Hernhndez Valle, Rubén. op. cit. p. 239. 



La noción de ente público no estatal nos la ofrece Marienhoff, al definirlos como 

aquellos entes: 

"(...)que pueden o no responder a un acto del Estado o de los 
particulares. Sus fines si bien han de ser indispensablemente de 
interés general, no es menester que coincidan en todo o en parte con 
los fines específicos del estado (...) trhtese de un interés general 
menos intenso que el que satisface el Estado como función esencial y 
propia de él (...). Sus actos o decisiones no son actos administrativos. 
Su patrimonio no es totalmente del Estado, aunque parte pueda ser de 
éste (...) Pueden poseer cierto poder coercitivo o de imperio sobre los 
administrados o particulares que actúan dentro del ámbito en que el 
ente ejerce su actividad". 51 

Como puede observarse, pueden existir diversas definiciones sobre el concepto 

de partido político dependiendo de la naturaleza jurídica que se les otorgue. Así, 

mientras que en algunos ordenamientos jurídicos como el de Bolivia, Guatemala, 

Honduras, Nicaragua o Paraguay los partidos son clasificados como personas 

jurídicas de derecho público, en otros países se los caracteriza como de derecho 

privado (Brasil y Ecuador). 

La naturaleza no estatal de los partidos políticos en Costa Rica se evidencia al 

analizar las características de los mismos, a saber: 

Acto de origen particular. El acto mediante el cual se crea un 

partido político remite al ejercicio de un derecho de los ciudadanos 

de organizarse, a través de mecanismos propios del derecho 

privado como lo es la protocolización en escritura pública del acto 

en que concurre la voluntad de particulares de incidir en la función 

pública con el objetivo de obtener alguna cuota de poder. 

51 Marienhoff. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo l .  pp. 352-354. 



Fines. Aunque efectivamente estos inciden en la función pública 

del Estado, no necesariamente reflejan los fines generales del 

Estado; sino un fin menos intenso y más acorde con la ideología 

partidaria. 

Órganos. Los Órganos en tanto persona física no pueden ser 

considerados funcionarios públicos sino sujetos sometidos al 

derecho laboral privado. 

Patrimonio. Su patrimonio es mixto, ya que se sustenta por el 

patrimonio del Estado y de los aportes privados de sus miembros o 

particulares; pero sometido al control del Estado. 

B.3. Funciones y Tipos de Partidos Políticos 

No obstante las definiciones dadas, ante la ausencia de definiciones globales de 

los partidos políticos resulta preciso realizar un análisis de las funciones que estos 

cumplen en el sistema político. 

Los partidos realizan una variedad de funciones en el sistema político y algunas de 

ellas no son exclusivas. Los partidos políticos en un régimen democrático deben 

asumir dos funciones elementales: la mediación y la integración política, según las 

cuales los detentadores del poder político deben transformar las demandas 

parciales de los grupos representados en alternativas de política general, es decir, 

políticas públicas coherentes que alcancen a todos los sectores sociales. 

La función de mediación de los partidos políticos es cumplida en parte a través del 

proceso electoral, mediante el siguiente proceso; los candidatos deben percibir los 



problemas de los electores, el otorgamiento de preferencia del electorado a los 

partidos indica a éstos la cercanía entre sus ideas y programas con los problemas 

que los electores aspiran a que sean resueltos en el sistema político. La función 

de integración política se desarrolla desde la función pública. 

Segun Fernández ~aeza'* las funciones de los partidos políticos se relacionan con 

los motivos de existencia de éstos y el grado de desarrollo alcanzado. En apego a 

estas consideraciones el autor estima que los partidos políticos cumplen una labor 

genérica -carácter primario- de mediación entre la sociedad y el Estado; 

simultáneamente y desde el punto de vista de la relación de los partidos políticos 

con la sociedad, cumplen con la función genérica de representación. Además, 

como los partidos políticos tienen una relación con el Estado, asumen respecto de 

este la función genérica del ejercicio del poder. 

sartoriS3 considera que los partidos políticos resultan esenciales para el 

funcionamiento del sistema político. Este autor propone como funciones 

principales de los partidos: la comunicación de la sociedad con el Estado, la 

canalización de intereses y demandas y la expresión de la sociedad en el poder 

politico. 

La comunicaciÓn de la sociedad con el Estado se refiere a la comunicación 

mínima que hace posible la interacción entre estos. No obstante, el autor 

considera que esta función no es un requisito indispensable para el 

funcionamiento del sistema político, ya que pueden asumirla agentes distintos a 

los partidos políticos, en el caso que estos no existan. Es una función dirigida 

52 Fernández Baeza, Mario. Partidos Políticos. Disponible en: 
htt~://www.mercaba.orrilFICHAS/Capel/Daridos ~oliticos.htm, consulta realizada 30/12/06, 
8:00 a.m. 
53 Véase: Sartori, Geovanni (1992). Partidos v Sistemas de Partidos. Madrid: Alianza Editorial. 



desde la sociedad hacia el Estado, que solamente ocurre en el sistema de partidos 

competitivos. 

La canalización consiste en la posibilidad de transmitir al sistema político 

demandas e intereses. En un sistema de partidos competitivo la función de 

canalización hace prevalecer los intereses de la sociedad, mientras que en un 

sistema no competitivo tiende a prevalecer los intereses del Estado. 

La función de canalización de los intereses y demandas se encuentra vinculada al 

origen de los partidos políticos, es decir, si no existen partidos políticos la función 

no se realiza. 

La expresión de la sociedad se fundamenta en la siguiente dinámica: la sociedad 

se hace presente y expresa sus demandas en los centros de decisión político, 

pero en esta expresión de demandas, acompañada de la presión política derivada 

de la competencia partidista, lo que se expresa es la sociedad. 

La presión política se produce porque el proceso de considerar las demandas y 

trasladarlas a los centros de decisión no depende de la voluntad de los partidos, 

sino que se encuentra determinado por los principios básicos del sistema de 

partidos competitivos. La expresión de la sociedad no puede realizarse en los 

sistemas no competitivos, ya que en estos sistemas no existen canales 

alternativos al partido hegemónico que permitan a la sociedad trasladar sus 

apoyos. 



En este orden de ideas, Peter ~ e r k 1 ~ ~  señala como funciones básicas de los 

partidos las descritas a continuación: reclutamiento y selección del personal 

directivo para los diversos cargos gubernativos; producción de programas y 

políticas de gobierno; coordinacidn y control de los órganos de gobierno; 

integración social mediante la satisfacción y conciliación de las demandas de los 

grupos; reproducción de las ideologías; integración social y socialización politica; 

contra la organización de la oposición o subversión. 

Asimismo, Manuel ~lcántara" al referirse a la forma funcional de los partidos 

polítiEos señala seis funciones tradicionales de estas organizaciones, las cuales 

son; socialización, movilización, participación, legitimación, representación y 

operatividad del régimen político. 

La función de socialización de los partidos políticos, desde la concepción teórica 

de Alcántara tiene dos vertientes; por un lado refuerza la cultura politica existente 

y por otro promueve cambios en las pautas de cultura políticas imperantes. En 

ambos casos se trata pues de la capacidad de los partidos de moldear la cultura 

politica. 

La movilización politica, de conformidad con Alcántara, refiere al proceso mediante 

el cual un grupo pasivo de individuos se convierte en activo participante en la vida 

politica del Estado. El desarrollo de esta función requiere una estructura grupa1 

mínima. 

" En este sentido véase: Biblioteca Congreso Nacional, República Nacional de Chile. Las 
funciones de los partidos políticos. Disponible en: 
htt~:l/www.bcn.cll~aaslinstitucionesl~artidosl6 funciones or>.htm. Consulta realizada: 27/05/06, 
755  p.m. 

Alcántara, Manuel (1997). Curso de Partidos Políticos. Capitulo II. Las típolociias Y funciones de 
los Dartidos ~oliticos. Madrid: Ediciones Akal. pp. 44-47. 



La función de participación es enfocada por este autor desde una doble 

dimensión; pasiva y activa. La participación activa concentra todas aquellas 

actividades tendientes a la selección de los líderes y la actividad partidista en 

sentido estricto, entre estas se incluye; el voto y la participación en reuniones y 

campañas informativas de los partidos. La participación pasiva supone la 

obediencia y sumisión de la ciudadanía a las decisiones tomadas en aplicación del 

principio de soberanía de la Nación. 

La función de legitimación de los partidos políticos es definida como la articulación 

del apoyo y la confianza de la ciudadanía en las reglas del juego del sistema 

político. 

Respecto de la función de representación, esta es considerada básica por el autor 

y en estrecha relación con las normas del sistema electoral que establecen las 

formulas de asignación de escaños. Por último, la función de operatividad del 

régimen político refiere a la capacidad de los partidos políticos aspirante al 

gobierno y gobernantes de producir políticas publicas. 

La descripción de los diversos planteamientos acerca de las funciones los partidos 

políticos pone de relieve el carácter central de estas organizaciones políticas en el 

régimen democrático. No obstante, la variedad de posiciones reseñadas es 

posible encontrar similitudes entre las diversas concepciones, de modo que éstas 

pueden agruparse en tres grandes funciones, a saber; articulación política, 

socialización política y reclutamiento político. 



Otro tema central de este acápite es los tipos de partidos La primera de 

las categorías es el partido de notables, este tipo de organizaciones se origina en 

Inglaterra en forma posterior al "Reform Act" (1832), cuando surgen estructuras 

organizativas con la finalidad de ejecutar los procedimientos legales para la 

elección del Parlamento y de promover candidatos a este. Estos partidos eran 

asociaciones locales guiadas por notables, igualmente locales, que designaban a 

los candidatos al Parlamento y financiaban la actividad electoral. El partido de 

notables prevalece durante el siglo XIX en Europa, caracterizándose por agrupar 

un número restringido de personas y funcionar exclusivamente durante periodo 

electoral. 

El partido organizativo de masa surge a raíz de las transformaciones suscitadas 

por el proceso de industrialización, el nacimiento de las masas populares y el 

surgimiento de los partidos socialistas. Este tipo de partido posee las siguientes 

características; es una organización estable, cuenta con un grupo de funcionarios 

retribuidos por realizar actividades proselitistas, posee con un programa político 

sistemático, desarrolla un programa permanente de educación moral e intelectual 

de las bases partidistas, se financia mediante las cuotas o contribuciones 

periódicas de los miembros del partido y aspira a transformar la sociedad. 

Posteriormente, el partido organizativo de masas evoluciona hacia el partido 

electoral de masas. Este no se dirige a una clase social o segmento de la 

población determinado, por el contrario su objetivo primordial es obtener la 

confianza de los segmentos más diversos de la población, pretende consolidar 

plataformas electorales amplias, flexibles y vagas que permitan la satisfacción del 

mayor número de exigencias y la solución de los más variados problemas 

sociales. Este tipo de partidos posee fines esencialmente electorales, siendo la 

56 Este tema se aborda tomando como eje teórico el desarrollado realizado por: Oppo, Ana(1997). 
Diccionario de Política. Décima Ed. Mexico: Siglo XXI. pp. 1153-1 160. 



elección de los candidatos y el aumento del potencial electoral las actividades más 

importantes. 

El partido organizativo de masas es considerado por la doctrina política como el 

paradigma del partido político moderno, ya que promueve eficientemente la 

participación política de los ciudadanos. No obstante, en la actualidad los partidos 

organizativos de masas han cedido su domino a los partidos electorales de masas, 

entendidos estos como maquinarias electorales homogéneas y organizadas. De 

conformidad con los argumentos de 0ppo5', este fenómeno tiene origen en el 

grado de estabilidad que posee el sistema social posmoderno y la capacidad del 

sistema político de suscitar consenso sobre los temas y problemas básicos que 

afectan la sociedad. 

Asimismo, estas transformaciones en las estructuras y fines de los partidos 

políticos incide en las funciones que estos realizan en la sociedad, así funciones 

tales como; la socialización y la movilización política, anteriormente descritas, han 

quedado marginadas para dar paso aquellas funciones meramente electorales. 

57 En este sentido ver: Oppo, Ana (1997). Diccionario de Política. Décima Ed. México: Siglo XXI. 
pp. 1 153-1 160. 



CAP~TULO 11 

APROXIMACIÓN DOCTRINAL A LA FIGURA JUR~DICA DEL 

FINANCIAMIENTO DE LOS PARTIDOS POL~TICOS 

El financiamiento de los partidos políticos constituye un tema fundamental en la 

discusión sobre el funcionamiento y legitimación del sistema democrático. Los 

recursos financieros son indispensables para el funcionamiento del sistema 

electoral; estos permiten a los partidos políticos organizarse, comunicar sus 
a 

propuestas al electorado y sostener la campafia político-electoral. 

No obstante, el sistema electoral debe garantizar la participación de los diferentes 

partidos en condiciones de igualdad y en un contexto de respeto a los derechos 

de las minorías. Es decir, el sistema debe garantizar el equilibrio entre los recursos 

financieros de los diferentes partidos políticos participantes en la contienda 

electoral. Además, debe llevar a cabo acciones de fiscalización y control de los 

recursos financieros públicos y privados. 

El reconocimiento jurídico de los partidos políticos como organizaciones 

encargadas de formar la voluntad popular, debe significar mayor transparencia en 

el financiamiento de funciones. En este orden de ideas, es posible afirmar que el 

sistema de financiamiento de los partidos políticos en un sistema electoral 

democrático debe guiarse por los principios de publicidad y transparencia; a 

efectos de garantizar la legitimidad del proceso electoral, en particular y del 

sistema democrático en general. 



Sección l. Generalidades de la Figura Jurídica del Financiamiento de 

los Partidos Políticos 

El financiamiento de los partidos políticos es un tema central en el desarrollo del 

sistema político democrático; permite el funcionamiento y la consolidación de los 

sistemas de partidos políticos. Resulta imprescindible un marco jurídico que 

proporcione transparencia a los diversos mecanismos de financiamiento. Esta 

situación hace necesaria la existencia de mecanismos que regulen la interacción 

entre los partidos políticos, los candidatos y los representantes electos 

democráticamente y los donantes a los partidos, ello contribuye a fortalecer el 

sistema político. 

El financiamiento a los partidos políticos equitativamente distribuido facilita la 

obtención de un resultado electoral no predeterminado con anterioridad a las 

elecciones; salvaguarda la igualdad política e incide en la legitimidad de los 

partidos políticos y de las instituciones democráticas. 

A. Principios Generales del Financiamiento 

A partir de la década de los ochenta, la forma clásica de las campañas político 

electorales ha sufrido una serie de transformaciones favorecidas por el uso de los 

medios de comunicación masiva como el eje central de la realización y difusión de 

la propaganda y publicidad política. Este fenómeno ha promovido la incorporación 

a las campañas políticas de profesionales en mercadeo político que diseñan 

estrategias de campaña desarrolladas con los instrumentos de alta complejidad 

científico-tecnológica. 



La referida transformación en la conducción de las campañas electorales 

repercute en el costo de las mismas y en la igualdad entre los actores políticos 

participantes en la contienda electoral y establece como imperativo que los 

sistemas de financiamiento de los partidos políticos deban sujetarse a ciertos 

principios generales, tales como: publicidad, austeridad, legalidad e igualdad 

política. 

A.1. Principio de Publicidad 

El principio de publicidad refiere a la transparencia en el origen de los fondos del 

financiamiento y el control de egresos. El control debe ser eficiente en el ámbito 

interno y externo, de modo que exista equilibrio entre el gasto y el ingreso 

fácilmente comprobable. En un sentido similar Hugo Alfonso Muñoz afirma: 

"La publicidad en las contabilidades y en el origen de los fondos 
permiten el conocimiento, la claridad y la transparencia de esos fondos 
y su repercusión en las candidaturas en el seno de los partidos, donde 
muchas veces se desplaza la competencia electoral (...) se requieren 
normas claras y precisas que le posibiliten a la sociedad conocer 
quiénes financian a los partidos políticos cuando el dinero es obtenido 
mediante contribución de los particu~ares.~~ 

Tratándose de financiamiento privado el autor citado enfatiza en la conveniencia 

de conocer el nombre de las personas que contribuyen a los partidos y el monto de 

los aportes, para garantizar la existencia efectiva de un sistema de financiamiento 

transparente. 

Muñoz, Hugo Alfonso. Diccionario Electoral: Financiamiento de los partidos políticos. Disponible 
en: htt~://www.iidh.ed.crlcawell, consulta realizada 01102/06,6:0 p.m. 



El principio de publicidad en el financiamiento de los partidos políticos en nuestro 

ordenamiento jurídico posee reconocimiento de carácter constitucional en el 

artículo 96 inciso 4, el cual indica: 

"ART~CULO 96.- (. . .) El Estado contribuirá a sufragar los gastos de los 
partidos políticos, de acuerdo con las siguientes disposiciones: 
4.- Para recibir el aporte del Estado, los partidos deberán comprobar 
sus gastos ante el Tribunal Supremo de Elecciones. Las contribuciones 
privadas a los partidos políticos estarán sometidas al principio de 
publicidad y se regularan por ley. La ley que establezca los 
procedimientos, medios de control y las demás regulaciones para la 
aplicación de este artículo, requerirá, para su aprobación y reforma, el 
voto de dos tercios del total de los miembros de la Asamblea 
Legislativa. (Así reformado por el articulo la de la ley No.7675 de 2 de 
julio de 1 997)."59 

Asimismo, este precepto es desarrollado por la jurisprudencia electoral del Tribunal 

Supremo de Elecciones, según la cual, la publicidad del financiamiento implica 

transparencia en el origen, manejo y destino de los recursos. Al respecto el 

Tribunal Supremo de Elecciones indica: 

"( ...) no existe impedimento para que los partidos políticos se financien 
a través de las actividades económicas(...); sin embargo, se debe 
indicar que los recursos que se generen a través de esta fuente de 
financiamiento, estarán sometidos al principio constitucional de 
publicidad -artículo 96, inciso 3)-, dado que ante la participación de los 
partidm políticos en este tipo de actividades económicas, surge el 
interés público de conocer sobre el origen, manejo y destino que se le 
den a los recursos."60 

Además, este principio es valorado por el Tribunal Supremo de Elecciones como 

un principio fundamental implícito en toda contribución realizada a un partido 

59 Constitución Política de la República de Costa Rica, Art. 96, inciso 4. 
Tribunal Supremo de Elecciones. Sentencia número 2476-E-2003, de las nueve horas cuarenta y 

cinco minutos del quince de octubre de dos mil tres. 



político, ello sustentado en el interés público inherente al funcionamiento de los 

partidos políticos. Así tenemos que: 

"( ...) toda contribución a los partidos políticos, por su trascendencia, 
lleva implícitos los principios de transparencia y de publicidad. Aunado 
a ello, se trata también de aportes realizados a entes de naturaleza 
pública, lo que implica la adecuación más favorable al interés públi~o."~' 

A.2. Principio de Austeridad 

El principio de austeridad remite al diseño de campañas electorales de duración 

prudente y la promoción de la igualdad de oportunidades entre los partidos 

políticos en participantes en la campaña. Este principio debe constituir un principio 

rector de toda campaña electoral. Este concepto es reafirmado por Hugo Alfonso 

Muñoz al expresar: 

"La austeridad en los gastos, con campañas racionales de plazos 
cortos y con igualdad de oportunidades entre los contendientes, 
constituye otro importante principio que debe respetarse para que el 
proceso electoral no se convierta en derroche irresponsable de dinero, 
con gastos exagerados e  innecesario^."^^ 

A.3. Principio de Legalidad del Ingreso y del Gasto de los Recursos 

La sujeción al principio de legalidad implica la determinación de los criterios que 

justifiquen el ingreso y gasto de los recursos, el contenido y la finalidad lícita. Este 

principio sirve de fundamento al derecho de los ciudadanos de conocer sobre el 

uso y destino de las contribuciones; públicas y privadas; así como su distribución 

conforme a los criterios previstos en el ordenamiento jurídico, tales como; 

61 Tribunal Supremo de Elecciones. Sentencia número 0352-E-2006, de las siete horas con 
cincuenta y cinco minutos del primero de febrero del dos mil seis. 

Muñoz, Hugo Alfonso. Diccionario Electoral: Financiamiento de los ~artidos ~oliticos. Disponible 
en: htt~://www.iidh.ed.cr/ca~ell, consulta realizada 01102/06,6:00 p.m. 



actividades electorales susceptibles de financiamiento y el presupuesto aprobado 

por el organismo electoral del ~ s t a d o . ~ ~  

A.4. Priacipio de igualdad política y proporcionalidad en el financiamiento. 

El principio de igualdad política y proporcionalidad en el financiamiento remite a la 

necesidad de que el sistema de financiamiento de los partidos políticos incluya el 

derecho al financiamiento a los partidos políticos nuevos y grupos no partidarios en 

igualdad de condiciones respecto de los partidos políticos consolidados. Sobre el 

particular el autor Muñoz señala: 

"El respeto a la igualdad y a la proporcionalidad del financiamiento 
entre las distintas fuerzas que ppticipan.en el proceso. En ese sentido, 
tienen derecho al financiamiento tanto los partidos nuevos como los 
que han participado en anteriores contiendas electorales. En igual 
sentido se abre la posibilidad a organizaciones no  partidista^."^^ 

B. Aproximación al Concepto de Financiamiento Político 

Las reglas sobre el financiamiento de los partidos políticos vigentes en un Estado 

determinado influyen en la calidad y el desarrollo de la democracia, dicha 

influencia se manifiesta en su incidencia en las condiciones de la competencia 

electoral, la cantidad y distribución de los recursos económicos y la posibilidad de 

los partidos políticos de hacer llegar su mensaje a los votantes. Además, 

determina el grado de influencia política de los partidos sobre el electorado e 

incluso puede incidir en la independencia de los decisores públicos electos 

popularmente. 

63 En este sentido ver: MuAoz, Hugo Alfonso. Diccionario Electoral: Financiamiento de los partidos 
olíticos. Disponible en: htt~://www.iidh.ed.crlcaoel/, consulta realizada 01/02/06, 6:O p.m. k 



Este aspecto, constituye el eje central de las críticas de los sistemas de 

financiamiento de los partidos políticos, al respecto se argumenta que el proceso 

de recaudación de fondos para financiamiento durante la campaña electoral, 

puede incentivar, el intercambio de favores entre los contribuyentes a las 

campañas y los representantes de los partidos políticos que resulten electos. Esta 

situación favorece la concepción del financiamiento de los partidos políticos como 

un factor de riesgo, para la integridad y la autonomía del sistema político y de los 

decisores públicos. 

Lo anterior pone de relieve la importancia de definir y delimitar el sistema de 

financiamiento de los partidos políticos en los sistemas electorales de carácter 

democrático. 

El autor Casas Zamora refiere a una concepción del sistema de financiamiento de 

los partidos políticos como un sistema de normas jurídicas que determina y 

uniforma el flujo de los fondos de financiamiento en una doble vía; hacia el sistema 

político y desde éste hacia el sistema de partidos políticos. La noción de sistema 

de financiamiento politico desarrollada por Casas Zamora, considera que: 

"Un sistema de financiamiento político es (...) el conjunto de normas 
que regula el indispensable flujo de recursos económicos hacia el 
sistema politico y desde éste último.'d5 

En sentido similar, Hugo Alfonso Muñoz al desarrollar el concepto de sistema 

de financiamiento politico, lo desdobla en dos variables; la primera remite a la 

concepción de éste como agregado de recursos financieros utilizados por los 

partidos políticos para sufragar los gastos que le permitan cumplir con sus 

'5 Casas Zamora, Kevin. Reaulando el financiamiento politico en Costa Rica: Alaunas reflexiones 
prácticas. Disponible en: http://www.on~e.aob.~e/~artidos~oliticos/DOCUMENTOS/casasO2.pdf. 
Consulta realizada 03/05/06, 7:OOpm. 



fines legales y estatutarios; la segunda variable tiene que ver con el 

reconocimiento y posición jerárquica de las normas que regulan el sistema de 

financiamiento en un ordenamiento jurídico determinado. En específico Hugo 

Alfonso Muñoz establece que: 

"El financiamiento de los partidos políticos consiste en el conjunto de 
recursos económicos para el cumplimiento de los fines previstos en 
el ordenamiento jurídico. En algunos países a la regulación sobre el 
financiamiento se le confiere rango constitucional (...) Los códigos 
electorales o las leyes específicas de partidos políticos desarrollan de 
modo complementario el marco jurídico de esa actividad con sus 
controles y sus prohibiciones." 

Sección II. Modelos de Financiamiento de los Partidos Políticos 

Las democracias occidentales modernas han introducido una serie de 

regulaciones normativas sobre los sistemas de financiamiento político con el 

objeto de garantizar la igualdad, la transparencia y la publicidad de estos. 

Las regulaciones referidas en el párrafo anterior poseen gran variedad de formas, 

entre las cuales destacan; establecimiento de límites a los gastos permitidos los 

partidos políticos, restricciones en el monto de donaciones privadas y prohibición 

de ciertos tipos de contribuciones; transparencia en cuanto a los registros de los 

contribuyentes de los partidos políticos; adopción de políticas públicas para 

fomentar las pequeñas donaciones privadas; deducción de impuestos sobre las 

donaciones realizadas; mecanismos de financiamiento público indirecto; 

financiamiento público dire~to.~' 

66 Mufíoz, Hugo Alfonso. Diccionario Electoral: Financiamiento de los Dartidos d olí tic os. 0p.cit. 
En este sentido vease Pinto-Duschinsky, Michael (1997). Traducido por Camacho, Alejandro. 

Financiamiento de Partidos v Candidatos. Disponible en: 
htt~://www.ace~roiect.orn/main/es~anol/~c/~cd.htm. Consulta realizada el 03/05106,6:40pm. 



La diversidad de mecanismos tendientes a regular el financiamiento de los 

partidos políticos determina la trascendencia de sistematizar estas regulaciones, 

con la finalidad de llevar a cabo su anhlisis. En este trabajo se operacionaliza los 

sistemas de financiamiento en dos grandes categorías; la primera, agrupa los 

sistemas de financiamiento según su función y objeto y la segunda los clasifica en 

relación al origen de las fuentes del financiamiento. 

A. Clasificación de los Sistemas de Financiamiento de los Partidos Políticos 

según su Función y 0bjetom6' 

La clasificación de los sistemas juridicos de financiamiento de los partidos políticos 

de acuerdo con la función y objeto del financiamiento, de conformidad con la 

clasificación teórica desarrollada por Casas Zamora, permite agrupar estos en tres 

categorías: sistemas normativos que regulan las fuentes de financiamiento, 

sistemas de normas que se centran en la regulación de los gastos de los partidos 

políticos y sistemas juridicos tendiente a asegurar transparencia en las fuentes y 

los egresos. 

A.1. Sistemas con Regulaciones Atinentes a las Fuentes de Financiamiento 

Los sistemas de financiamiento atinentes a la regulación de los ingresos de los 

partidos se componen de normas que, por lo general, definen los ingresos 

permitidos según su fuente y monto. Las fuentes del financiamiento pueden ser 

La presente clasificación se realiza con fundamento en: Casas Zamora, Kevin. Reciulando el 
financiamiento político en Costa Rica: Alaunas reflexiones prácticas. Disponible en: 
htt~:/lwww.on~e.~lob.~e/~artidos~oliticos/DOCUMENTOS/casas02.pdf. Consulta realizada 
03/05/06, 7:OOpm; Casas Zamora, Kevin El estado del financiamiento de los partidos politicos en 
América Latina. Asociación Civil Transparencia. Primera Sesión; Piñeiro, Rafael y Chasquetti, 
Daniel. El financiamiento de los partidos políticos en Uruauav. Un problema de calidad de la 
democracia. Disponible en: http://www.es~ectador.com/princi~al/documentos/nanciamiento 
partidoschasciueti.doc. 



privadas o públicas. Asimismo, se caracterizan porque surgen en contextos de 

escándalos de corrupción política. 

Los sistemas de financiamiento de los partidos políticos con regulaciones 

atinentes a sus fuentes pueden ser a su vez, de dos tipos: regulaciones negativas 

y positivas. Las regulaciones negativas tienen como objeto limitar ciertas fuentes 

de recursos económicos y las positivas, tienden a estimular ciertas fuentes de 

financiamiento de los actores políticos. 

A.l .l. Sistemas de Financiamiento con Regulaciones Negativas 

En términos generales, las regulaciones de carácter negativo recaen sobre las 

donaciones políticas provenientes de fuentes privadas. Esta situación se 

fundamenta en que la posibilidad de atraer fuentes de financiamiento privadas 

incita a los partidos a penetrar en la sociedad en procura de recursos para su 

acción; es decir, se encuentra latente el riesgo de que los partidos produzcan una 

dependencia desproporcionada de los grupos económicos o individuos que 

financian las campañas políticas. 

Las fuentes privadas de financiación incluyen; las contribuciones de los afiliados a 

los partidos y las que realizan donantes no identificados con el partido, cuya 

procedencia es, generalmente, reservada y asciende a montos importantes. Así 

tenemos que algunos sistemas jurídicos permiten únicamente contribuciones 

privadas de montos pequeños y financian las campañas exclusivamente con 

fondos públicos y otros sistemas fijan montos límites de financiamiento y no 

otorgan subsidios públicos a los partidos. 

Las regulaciones negativas típicas son los controles sobre las donaciones 

políticas, los cuales a su vez asumen dos formas básicas: prohibición de ciertas 



fuentes de financiamiento y limitación cuantitativa de ciertos tipos de 

financiamiento. 

Las prohibiciones tendientes a la regulación de las fuentes de financiamiento, más 

comunes recaen sobre donaciones extranjeras, donaciones de contratistas del 

Estado, donaciones anónimas y donaciones de personas jurídicas. Los límites 

cuantitativos a las donaciones individuales son menos comunes. No obstante, esta 

es una figura regulada en nuestro país, la cual, se abordará en el título siguiente. 

La prohibición del financiamiento privado produce la tendencia a utilizar 

mecanismos de financiamiento cuestionables, esto en razón de que los partidos se 

sienten presionados por la necesidad de recursos económicos para sufragar los 

gastos electorales. Esta situación, según Casas Zamora provoca que: 

"( ...) cuanto más difícil hagamos la recolección de fondos para los 
partidos por las vías legales, mayor será la probabilidad de que los 
busquen por vías singularmente oscuras y cuesti~nables."~~ 

A.1.2. Sistemas de Financiamiento con Regulaciones Positivas 

Los sistemas con regulaciones positivas se fundamentan en la promoción de 

fuentes de financiamiento público, cuyo eje principal es el establecimiento de 

subsidios públicos permanentes o electorales para sufragar los gastos de 

funcionamiento de los partidos políticos y sus campañas. En este sentido Casas 

Zamora agrega: 

"Las regulaciones positivas (...) comprenden las diversas formas de 
subvención pública, tanto directas como indirectas (...) los subsidios 
directos proveen de recursos económicos líquidos a los partidos y10 

Idem. 



candidatos, los indirectos les facilitan, en general, recursos en especie. 
Ambas formas de subvención incluyen múltiples variantes, sólo unidas 
por el origen público de los recursos distribuidos (. . 

Las fuentes públicas de financiamiento aseguran mayor equidad en la 

competencia política, garantizan a los partidos políticos participantes en la 

contienda electoral un ingreso básico para su funcionamiento y autonomía de los 

recursos económicos privados. Las críticas relativas a este tipo de sistemas 

indican que estos sistemas promueven la burocratización de los partidos. En este 

sentido Piñeiro y Chasquetti, afirman: 

"( ...) este tipo de sistema de financiamiento (fuentes públicas de 
financiamiento) abre el peligro del distanciamiento de los partidos de la 
sociedad. Al no depender de las cuotas de los adherentes ni del aporte 
de privados, los partMos pueden llegar a burocratizarse y por tanto, a 
elitizar sus dinámicas." 71 

Por otra parte, es fundamental agregar que los sistemas con regulaciones 

positivas requieren de controles sobre las fuentes de financiamiento, sistemas de 

reporte de financiamiento político complejo y una institución encargada de 

supervisar y ejecutar las acciones correspondientes. 

A.2. Sistemas con Regulaciones del Gasto 

Los sistemas normativos de financiamiento políticos con regulaciones del gasto 

incluyen entre sus normas medidas relativas al gasto electoral y limitaciones a la 

duración de las campañas. Sobre el particular Casas Zamora, amplia: 

- 

'O ídem. 
" Pifieiro, Rafael y Chasquetti, Daniel. El financiamiento de los partidos ~oliticos en Uruciuav. Un 
problema de calidad de la democracia. Disponible en: http:l/www.es~ectador.comlprinci~all 
documentos/financiamientoDartidoschasuueti.doc 



"Esta categoría comprende tanto las reglas que establecen topes 
generales al gasto electoral de partidos y candidatos, como los límites 
y10 prohibiciones a la utilización de rubros especificos de gasto, en 
especial la publicidad electoral. Asimismo, incluye las limitaciones a la 
duración de las campañas electorales." '* 

En cuanto, a la regulación del gasto es posible aplicar medidas tendientes a fijar 

montos máximos de gasto autorizado a los diferentes partidos políticos o aplicar 

medidas que limiten el gasto en determinados aspectos, tales como la propaganda 

y publicidad política. La fijación de montos máximos de gasto presenta un 

problema de operacionalización, el cual refiere a la dificultad para controlar los 

gastos de los partidos políticos, esta situación requiere auditar las operaciones 

comerciales, valor de los bienes muebles e inmuebles de la entidad y diferenciar 

los gastos no electorales de los gastos de campaña. 73 

Respecto a las medidas que limitan rubros especificos del gasto, Piñeiro y 

Chasquetti, consideran que estas pueden ser de diversa índole; determinar un 

límite en minutos de televisión o establecer una duración temporal de la campaña. 

A. 3. Sistemas con Regulaciones sobre la Transparencia Financiera 

Los regulaciones sobre transparencia financiera abarca todas las normas 

tendientes establecer la obligatoriedad de reportar el origen y destino de los 

fondos, con el objeto de garantizar la publicidad y la transparencia en los ingresos 

y los gastos de los partidos políticos. Por esta razón las auditorias independientes 

constituyen el eje central de estos sistemas normativos. 

'* Casas Zamora, Kevin. Requlando el financiamiento político en Costa Rica: Alaunas reflexiones 
rácticas. Op. Cit. 

*e sentido ver: PReiro. Rafael y Chasquetti, Daniel. El financiamiento de los ~artidos 
políticos en Uruauav. Un problema de calidad de la democracia. Disponible en: 
htt~://www.es~ectador.com/~rinci~al/documentos/financiamiento Dartidos chasaueti.doc. Consulta 
realizada el 03/05/06, 7:OOpm. 



En este sentido y refriéndose a la clasificación propuesta por Casas Zamora, 

Thompson establece que los sistemas con regulaciones sobre transparencia: 

"(. . .) cubren todas las normas que obligan a los partidos, candidatos y 
otros actores políticos a reportar a las autoridades públicas el origen de 
los recursos económicos utilizados en sus actividades y10 la utilidad a 
esos recursos. Asimismo, las reglas que definen si esa información es o 
no auditada por la autoridad competente y divulgada púb~icamente."~~ 

Los sujetos típicamente obligados a rendir cuentas son los partidos políticos y 

excepcionalmente los candidatos. Sin embargo, estos sistemas resultan 

inoperantes en aquellos sistemas políticos, cuyo sistema de partidos políticos 

carece de institucionalización y el flujo financiero de las campañas se articula 

alrededor de los candidatos, en los cuales se excluye de control la actividad 

financiera de los principales actores de la contienda electoral. 

Además, es importante señalar, en tanto elemento no positivizado del sistema 

político, el control de transparencia y publicidad llevado a cabo mediante 

mecanismos tales como; investigaciones periodísticas o investigaciones lideradas 

por organizaciones no gubernamentales. 

A.4. Régimen de Sanciones 

El régimen de sanciones cumple una función de complementariedad respecto de 

los tres sistemas normativos, puesto que su finalidad es aplicar las sanciones 

consagradas en el ordenamiento jurídico en caso de incumplimiento de las 

regulaciones sobre las fuentes, los gastos y la transparencia del financiamiento de 

los partidos políticos. Según Casas Zamora el régimen de sanciones abarca: 

74 Thompson, José. (2003). Dinero(s1, oolítica. elecciones. Introducción. San José: Capel. 



"( ...) las sanciones dispuestas para los casos de violación de las 
prohibiciones, limitaciones u obli aciones dispuestas por las tres 
categorías normativas anteriores." 9 

El régimen de sanciones puede asumir diferentes formas; multa, retención de 

subsidios estatales, pena de prisión, inhabilitación electoral o pérdida de 

credencial de quien ha sido electo y como sanción Última, la disolución del partido 

político. Esta situación hace necesaria la presencia de una autoridad electoral 

dotada de recursos materiales y jurídicos con un régimen de sanciones eficaz y 

efectivo ante el incumplimiento. 

El mismo Casas Zamora afirma que los sistemas de financiamiento y control son 

heterogéneos, sus regulaciones ofrecen variedad de opciones que pueden ser 

combinadas en múltiples formas, lo cual tiene como consecuencia que no existe 

en esta materia un modelo estándar u óptimo de regulación. En este punto cabe 

agregar que: 

"la ruta de regulación que transite cada país dependerá de las 
preferencias normativas de su cultura política, de los límites impuestos 
por su entorno institucional y, principalmente, de la naturaleza de la 
coyuntura que le lleva a adoptar una legislación en la materia."76 

B. Clasificación de los Sistemas de Financiamiento de los Partidos Políticos 

según su Origen 

Los sistemas de financiamiento político, según este modelo, presenta tres 

alternativas generales: la primera, que cada partido político, grupo o candidato 

asuma la responsabilidad financiera de su campana, sin la intervención del 

Casas Zarnora, Kevin. Regulando el financiamiento político en Costa Rica: Algunas reflexiones 
rácticas. 0p.cit. 

k z a r n o r a ,  Kevin. Reciulando el financiamiento rxilítico en Costa Rica: Algunas reflexiones 
prácticas. Op. Cit. 



Estado; la segunda, que el Estado cubra la totalidad de los gastos ordinarios y de 

campaña electoral de los partidos políticos; la tercera opción, establece un sistema 

mixto de financiamiento. 

En principio, las dos primeras alternativas son soluciones extremas, que implican 

otorgarle al Estado la responsabilidad total del financiamiento o sacarlo totalmente 

del sistema de financiamiento, dejando este en manos de grandes contribuyentes. 

B.l Sistemas de Financiamiento Público 

La democracia presume la competitividad efectiva de los actores políticos, 

asimismo, en el contexto de la política de masas se requiere la movilización de 

gran número de votantes y, en consecuencia, el conocimiento de alcance nacional 

de las figuras políticas por parte de la ciudadanía, es ingenuo estimar que las 

organizaciones políticas libradas a sus propios esfuerzos y a los recursos que 

puedan recabar de sus miembros tengan alguna oportunidad de enfrentar 

exitosamente la campaña política. 

El reconocimiento de los sistemas de partidos políticos y de los partidos en 

específico como los actores principales de las elecciones y de que éstas 

constituyen la base de la democracia, implica que el Estado asuma financiar los 

gastos en los que los partidos incurran en las campañas electorales. Sobre la 

trascendencia del financiamiento político de origen público Carlos Huneeus estima 

que: 

"( ...) el aporte estatal constituye una base inicial que le permite a los 
partidos disponer de una cierta independencia para respecto de los 
intereses económicos privados, como también de las propias agencias 
estatales, cuestión que es de fundamental importancia para los partidos 
de oposición. Quienes se oponen al financiamiento público aluden sólo 



a los posibles problemas que se crearían y eluden referirse a las 
tensiones y dificultades que se presentan cuando ese financiamiento no 
existe y los partidos y candidatos deben depender del financiamiento de 
las empresas privadas.77 

En el mismo orden de ideas García Laguardia establece que el financiamiento de 

los partidos con recursos estatales garantiza el cumplimiento de los fines de los 

partidos políticos, en tanto el financiamiento proporciona a los partidos 

independencia de los intereses privados y equidad en la asignación de los 

recursos. Así tenemos que: 

"el financiamiento público aparece como natural, en busca de garantizar 
la independencia de los partidos frente a los intereses privados, 
proporcionar equidad en la competencia electoral y frenar el eventual 
financiamiento ilegal." 78 

Un sector de la doctrina desarrolla una tesis opuesta a la anterior, considera que el 

financiamiento de origen público aleja a los partidos políticos y candidatos del 

electorado y sus problemas inmediatos, puesto que contribuye a la burocratización 

de las cúpulas partidarias; tiende a provocar una creciente fragmentación 

partidaria y fomentar el aislamiento del partido. Respecto de las críticas a este 

modelo Garcia Laguardia sintetiza: 

"En una vertiente opuesta se argumenta que la ayuda estatal quita 
responsabilidades a los dirigentes partidarios, burocratiza aún más las 
cúpulas de dirección, fortaleciendo su rigidez, aísla a los partidarios y 
simpatizantes de la organización, fomenta un exagerado 
rnultipartidismo perturbador, y distrae recursos estatales que debieran 
destinarse a otras prior ida de^.'"^ 

77 Huneeus, Carlos. Diccionario Electoral: El Financiamiento de los Partidos Políticos v las 
Camoaiías Electorales en Chile. Disponible en: htt~://www.iidh.ed.cr/caoel/, consulta realizada 
01/02/06,9:0 p.m. 
78 Garcia Laguardia, Jorge Mario. Dinero Y Política. La Cuadratura del Circulo de la Democracia en 
América Latina. p. 19. 
IY Idem. 



La autora Delia Ferreira desarrolló un concepto amplio de financiamiento público, 

cuyo contenido se encuentra referido al aporte estatal a los partidos políticos y 

organizaciones no partidarias en el ejercicio sus funciones. En este sentido señala: 

"Por financiamiento público se debe entender la contribución que el 
Estado brinde a los partidos políticos, con el fin de pagar los gastos 
en que incurran los partidos en el ejercicio de sus funciones, 
electorales y1 u ordinarias" 'O 

En el mismo sentido, Maria del Pilar Hemández concibe el financiamiento público 

como un sistema de contribuciones del Estado a los partidos políticos y candidatos 

con el objeto de que estos financien sus actividades ordinarias o electorales. Esta 

autora considera que: 

"Es un esquema sistematizado de aportaciones -en dinero o en 
especie- que el Estado otorga a los candidatos o a los partidos 
políticos -ya sea en forma proporcional o en forma igualitaria- para el 
sostenimiento de las actividades permanentes y10 de campaña del 
organismo po~ítico;"~' 

La definición anteriormente referida señala tres elementos básicos que introducen 

el tema de las características del financiamiento político de carácter público, tales 

elementos son; el tipo de financiamiento, directo o indirecto; la forma de distribuir el 

financiamiento, igualitaria o proporcional y las actividades partidarias cubiertas por 

el aporte estatal, ordinarias o electorales. Resulta fundamental, agregar a los 

80 Ferreira Rubio, Delia. (1997) Financiamiento de Partidos Políticos. Buenos Aires: Centro 
Interdisciplinario de Estudios sobre el desarrollo latinoamericano (CIEDLA), p. 165. 
'' Hernández, Maria Del Pilar (2003). Financiación de los Partidos Políticos. Re~lanteamiento v 
Estudio Com~arado en Iberoamérica. Introducción. México: UNAM, p.5. Disponible en: 
htt~://www.senado.aob.mx/internacionalec/assets/docc/aaenda analisic/temas/iberoamerica.~df. 
Consulta realizada 



anteriores elementos; el momento de entrega del aporte estatal, antes o después 
82 83 de la campaña electoral y el limite máximo del aporte estatal . 

\Sobre los tipos que puede asumir el aporte estatal Maria del Pilar Hernández 

acota que puede asumir dos formas básicas; directo, el cual incluye la entrega de 

dinero y bonos e indirecto, en el que sobresale el acceso a los medios de 

comunicación estatales. Además, la autora refiere un tercer tipo, resultado de la 

combinación de los dos anteriores. En este sentido Pilar Hernández señala: 

"( ...) el financiamiento público se puede subdividir en financiamiento 
publico directo (entrega de dinero, bonos o prestamos); financiamiento 
público indirecto (facilidades de servicios, infraestructura, 
exoneraciones, acceso a los medios de comunicación, etc.); y por 
último, en financiamiento publico mixto que contempla los dos 
anteriores. 

No obstante, las referencias apuntadas sobre los tipos de financiamiento público 

es importante señalar que dicho tema no se desarrolla en forma amplia a 

continuación porque es objeto de análisis en un acápite posterior. 

Respecto al método de asignación de los recursos estatales existen dos 

alternativas; la primera, distribuir el aporte en forma igualitaria entre cada uno de 

los partidos políticos participantes del proceso electoral; la segunda consiste en 

asignar el subsidio en forma proporcional al resultado electoral. Esta situación no 

excluye la implementación de la asignación mixta de los recursos, en la que un 

82 El monto máximo del aporte es un elemento estrechamente vinculado al financiamiento público 
directo, por esta razón la referencia a este se desarrollará como componente del acápite dedicado 
a dicho tipo de financiamiento. 
8 3 ~ n  este sentido ver: Partidos Políticos. Disponible en: 
httv:/hhMlw.mercaba.or~~/FICHAS/Ca~el/Daidos ~oliticos.htm. Consulta realizada: 01/02/06, 
6:20 p.m. 
84 Hernández, Maria Del Pilar (2003). Op Cit. p. 5. 



porcentaje del subsidio se reparte conforme a las reglas de igualdad y otra en 

forma proporcional. 

Otro aspecto a considerar en cuanto a la forma de distribución del subsidio público 

es el relativo al umbral electoral o barrera de acceso al financiamiento, este 

consiste en obtener un porcentaje mínimo de la votación que faculte al partido 

político como sujeto del subsidio. 

Un componente fundamental del financiamiento público está constituido por el tipo 

de actividades de los organismos políticos cubiertas por el aporte estatal. Así 

tenemos que aporte del Estado puede tener carácter permanente y por tanto 

encontrarse destinado a sufragar los gastos ordinarios de los partidos o poseer 

carácter temporal o electoral y destinarse a financiar de forma exclusiva los gastos 

de la campaña electoral. Esta diferenciación es apuntada por Daniel Zovatto, al 

indicar: 

"Financiación de carácter permanente, es decir aquella destinada a 
financiar las actividades ordinarias de los partidos, y financiación 
temporal, es decir aquella dirigida a subvencionar exclusivamente los 
gastos de las campañas e~ectorales."~~ 

Las subvenciones estatales generalmente poseen carácter electoral, esthn 

concebidas para operar durante la campaña política. La excepción se constituye 

en aquellas regulaciones que establecen únicamente subsidios ordinarios y que 

expresamente excluyen de su cobertura la actividad electoral. 

El momento de la entrega del financiamiento estatal se encuentra vinculado con el 

hecho de que el aporte estatal sea previo o posterior a la realización de las 

85 Zovatto G, Daniel. La Financiación Política en Iberoamérica. Una Visión Preliminar Comparada. 
Introducción. Disponible en: http:/lwww.iidh.ed.cr/ca~el/, consulta realizada 20/07/2006,9:40 p.m. 



campañas, lo cual al mismo tiempo, puede propiciar o restringir la participación 

electoral de ciertos partidos. 

La entrega del subsidio estatal en forma posterior a las elecciones, desfavorece a 

aquellos partidos de reciente fundación, con menos recursos financieros o con 

menor capacidad crediticia. Mientras, el subsidio posterior puede tener efectos 

positivos en cuanto al control de los gastos electorales, es un incentivo para que 

los partidos asuman el control continuo de la contabilidad sobre los costos de la 

campaña y el alcance del subsidio estatal. 

El financiamiento estatal previo se calcula con fundamento en la votación anterior, 

no obstante, es necesario, un sistema especial para incluir a los nuevos o 

pequeños partidos, de lo contrario se coloca en una situación de desventaja a las 

fuerzas políticas que no hubiesen registrado votación anterior. 

B.l .l. Sistemas de Financiamiento Publico Directo 

Como se ha venido señalando el sistema de financiamiento público asume dos 

variantes; directo e indirecto. Autores como Xiomara Navas se refieren al 

financiamiento público directo como aquel que consiste en la entrega efectiva de 

dinero que realiza el Estado a los partidos políticos con el objeto de cubrir en 

forma parcial o total los gastos de su actividad permanente o electoral. En este 

sentido ha señalado: 

"Las contribuciones públicas o medidas de prestación mediante las 
cuales el Estado contribuye a sufragar los gastos en que incurren 
partidos y candidatos pueden ser de carácter permanente para las 



actividades ordinarias de los partidos o, de carácter temporal o 
electoral para la fase previa a las e~ecciones".~~ 

El financiamiento público directo en la generalidad de los casos se distribuye entre 

los distintos partidos que toman parte en la elección, en estricta proporción al 

número de votos obtenidos en las elecciones anteriores. El método proporcional 

de asignación del financiamiento estatal busca lograr la equidad, utilizando como 

criterio de distribución el respaldo electoral. Sin embargo, empleando este criterio 

se quedan fuera del alcance del financiamiento público directo los nuevos partidos, 

lo que hace necesario normas que permitan destinar un porcentaje para distribuirlo 

entre los partidos que por primera vez participan en las elecciones. 

En algunas legislaciones se establece una barrera legal o umbral electoral para 

recibir la contribución estatal directa, de manera que no reciben el subsidio los 

partidos inscritos en escala nacional que no obtienen por lo menos un porcentaje 

de los sufragios válidamente emitidos. Sobre el particular, es imprescindible 

reiterar que este tipo de medidas afecta a los partidos pequeños y en el supuesto 

de los partidos políticos que se les adelantó parte de la contribución y no 

alcanzaron el porcentaje establecido, debe devolver lo recibido o proceder a la 

ejecución de las garantías rendidas. 

Asimismo, para recibir el aporte del Estado los partidos se encuentran obligados a 

comprobar sus gastos, deben aportar pruebas fehacientes que los justifiquen ante 

el organismo electoral. En aquellos casos en los que existe diferencia entre la 

suma aprobada por el organismo electoral y la reportada por el partido, éste sólo 

tendrá derecho a percibir como contribución del Estado la cantidad de dinero que 

86 Navas Carbo, Xiomara (1 998). Tratado de Derecho Electoral Com~arado de América Latina. La 
financiación electoral en América Latina. Subvenciones v aastos. San José: IIDH/Capel. p.149. 
Disponible en: http://www.iidh.ed.cr/ca~el/ Consultarealizada 3011 1/05, 7:19 p.m. 



el organismo electoral tenga como efectivamente utilizada en los gastos ordinarios 

o en la campaña electoral, según sea el caso. 

La carga de la prueba de los gastos de los partidos políticos corresponde a éstos y 

no al órgano fiscalizador, razón por la cual, los partidos políticos deben tener un 

sistema financiero ordenado donde puedan documentar sus gastos. 

El financiamiento público directo puede ser de carácter permanente para las 

actividades ordinarias de los partidos o, temporal para subvencionar los costos de 

las campañas electorales. 

También, es necesario establecer criterios claros que ajusten el monto global del 

financiamiento directo a la realidad económica del país, para ello es necesario 

recurrir a parámetros objetivos tales como: el comportamiento general de la 

economía, el crecimiento de la producción y la situación de las finanzas públicas. 

La ausencia de parámetros objetivos que permitan limitar el monto máximo del 

aporte estatal puede hacer incurrir a algunos Estados en gastos elevados que 

incidan de forma negativa en las finanzas públicas. 

B.1. 2. Sistemas de Financiamiento Público Indirecto 

BI financiamiento público indirecto es empleado por el Estado para solventar los 

gastos en los que incurren los partidos políticos durante sus campañas, esto con el 

objetivo de mitigar las desigualdades presupuestarias de los diferentes actores 

electorales. Este tipo de subsidios, de conformidad con Xiomara Navas, pueden 

adoptar diversas de formas en América Latina, dentro de las cuales predominan: 

"( ...) el acceso gratuito de los partidos a medios de comunicación 
oficiales o privados en los que el Estado dispone de un tiempo de 



difusión gratuito, franquicias postales, exenciones fiscales o 
exoneraciones de impuestos, sobre bienes. donaciones y aduanas 
1 \ 1987. 

El subsidio público indirecto de mayor relevancia es aquel por medio del cual, el 

Estado concede a los partidos políticos en pugna el acceso gratuito a los medios 

de comunicación oficial durante la campaña. La atribución de acceder a las radio y 

televisión estatales a los partidos políticos, es indudablemente una ayuda para que 

éstos realicen su propaganda electoral, sin embargo, esto en la práctica cuenta 

con la limitante de que dichos medios de comunicación estatales suelen ser 

canales o emisoras de menor sintonía que los restantes medios comerciales. 

Como alternativa complementaria, algunos países han tomado medidas tendientes 

financiar mediante el organismo electoral los espacios en los medios de 

comunicación privado; esta medida permite equilibrar la actividad de los partidos 

políticos y, de ese modo, garantiza el principio de igualdad política de los actores 

políticos. No obstante, el éxito de este tipo de medidas se encuentra en relación 

directa con la capacidad financiera y organizativa del organismo electoral. 

En el acceso a los medios de comunicación privados prevalecen condiciones no 

equitativas para los partidos políticos, dependientes únicamente de su capacidad 

económica; razón por la cual algunos Estados han aprobado normas tendientes a 

regular las tarifas y forma de contratación de los medios privados de 

comunicación. Sobre el particular Xiomara Navas esboza lo siguiente; 

"Así, en Brasil, Chile, y Bolivia existen normas que limitan la libertad de 
contratación, indicándose que las emisoras privadas deberán ofrecer 
sus servicios, concediendo el mismo tiempo y las mismas tarifas a 
todos los postulantes políticos. Otro tipo de limitación que encontramos 
-en Bolivia, Ecuador y El Salvador- también respecto a las tarifas, 

- - 

87 Navas Carbo, Xiornara (1998). 0p.Cit. 



consiste en establecer que los precios para la propaganda política no 
podrán exceder aquellos previstos para la publicidad  comercia^."^^ 

La gratuidad del uso de los servicios postales y telefónicos constituye para los 

partidos pequefios y menos solventes un medio de comunicación importante entre 

las centrales partidistas y el suministro de folletos publicitarios y propagandísticos. 

En cuanto a las exoneraciones de determinados impuestos, estas poseen una 

importancia, pues si bien es cierto estas buscan aminorar los gastos de las 

organizaciQnes políticas, en la práctica, las importaciones que se efectúan 

exclusivamente para fines electorales y las donaciones son poco comunes y 

suelen realizarse por medio de vías indirectas que no constan en las cuentas de 

los partidos políticos. 89 

B.2. Sistemas de Financiamiento Privado 

La noción de financiamiento político privado remite aquellos recursos económicos 

que no provienen del Estado sino aquellos que emanan del patrimonio individual 

de los miembros del partido y de individuos externos al mismo. De la misma forma 

Constantino Urcuyo argumenta que el financiamiento privado: 

"Proviene de los miembros del partido y de los particulares, siendo 
éstos Últimos, por lo general, los grupos empresariales y otros 
detentadores del poder económico." 

88~avas Carbo, Xiomara (1 998). Op. Cit. 
En este sentido ver: Navas Carbo, Xiomara (1998). Tratado de Derecho Electoral Comparado de 

América Latina. La financiación electoral en América Latina. Subvenciones v gastos. San José: 
IIDWCapel. Disponible en: htt~:/hvvw.iidh.ed.cr/ca~ei/ Consultarealizada 3011 1/05, 7: 19 p.m. 

Urcuyo, Constantino (1997). Partidos Políticos v Gobernabilidad: La Dimensión Política del 
Desarrollo Humano. Provecto Regional de Gobemabilidad para Centroamérica. San José: PNUD. 
p. 51. 



La cita anterior alude a una definición restringida del financiamiento privado. Otros 

autores apuntan a una concepción amplia del mismo al respecto María del Pilar 

Hernández indica que el financiamiento privado: 

"( ...) se caracteriza por aportaciones -en dinero o en especie- que 
realizan personas físicas o morales -no pertenecientes al Estado- en 
forma anónima o pública para las subrogaciones ordinarias y10 de 
campanas que realizan los candidatos o partidos políticos .'lgl 

Sobre el este tema y con fines meramente didácticos se sigue la clasificación 

elaborada por Humberto Njaim, quien se refiere al financiamiento privado, como; 

endógenoyexógeno. 

B.2.1 Sistemas de Financiamiento Privado Endógeno 

El financiamiento privado endógeno se compone esencialmente de las cuotas 

periódicas de los miembros y dirigentes del organismo partidario. Al referirse a este 

tipo de financiamiento Njaim explica que: 

"es aquel que proviene de los aportes más o menos regulares (cuotas) 
que pagan al partido los militantes o los dirigentes políticos que 
desempeñan algún tipo de cargo público gubernamental o 
parlamentario." 

Las cuotas de los afiliados de los partidos políticos son una fuente de 

financiamiento comúnmente aceptada por los estudiosos de la materia. Sin 

embargo, las criticas en tomo a estás se concentran en papel limitado y escaso 

que éstas poseen en el financiamiento de la actividad partidaria. Sobre este 

particular Njaim es claro al indicar: 

91 Hemández, Maria Del Pilar (2003).p. 5. 



"La investigación empírica sobre los sistemas de financiamiento 
muestra el papel escaso o casi inexistente de las cuotas de la militancia 
como fuente para el sostenimiento del partido y las dificultades 
prácticas para recabar las segundas [dirigentes políticos que 
desempeñan algún tipo de cargo público] sobre todo respecto de 
quienes desempeñan cargos  administrativo^."^^ 

B.2.2. Sistemas de Financiamiento Privado Exógeno 

El financiamiento privado exógeno se compone de las utilidades generadas por 

actividades masivas organizadas por los partidos, tales como; verbenas y rifas 

autorizadas y de las grandes contribuciones procedentes de pocos donantes, ya 

sean estos; nacionales o internacionales. 

Los sistemas de financiamiento privado exógeno se caracterizan por contener dos 

tipos de regulaciones especificas; lo relativo a quiénes pueden contribuir al 

financiamiento de las organizaciones políticas y los topes de las sumas que les 

pueden ser otorgadas por esta vía. 

De la misma forma, es importante señalar que existe uniformidad doctrinal 

respecto de las prohibiciones relativas a los posibles contribuyentes privados, 

especialmente sobre aportes de origen extranjero, de personas vinculadas con el 

Estado, donaciones anónimas y de recursos económicos provenientes de 

actividades ilícitas. Además, resulta común la prohibición al Estado de deducir 

algún monto de las remuneraciones de los servidores públicos para el pago del 

subsidio estatal. 

En cuanto a las proscripciones del financiamiento privado Daniel Zovatto realiza 

un análisis comparado en el que identifica cinco categorías principales de 

92 Njaim, Humberto. Diccionario Electoral: Financiamiento de la Política. Disponible en: 
htt~://www.iidh.ed.cr/caDell Consultarealizada 3011 1/05, 6:00 p.m. 



prohibiciones sobre el origen de dichos aportes privados. Estas prohibiciones se 

clasifican en: recibir aportes de personas naturales o jurídicas, empresas o 

entidades vinculadas a la administración pública; contribuciones provenientes de 

empresas que exploten juegos de azar o que sean de origen ilícito; recaudar 

fondos de origen extranjero, sean éstos públicos, mixtos o privados; recibir 

contribuciones provenientes de personas organizadas (sindicatos) y por Último la 

prohibición de recibir contribuciones anónimas, salvo en algunos países que 

permiten las colectas popu~ares?~ 

La prohibición de recibir aportes de personas naturales o jurídicas, empresas o 

entidades vinculadas a la administración pública busca salvaguardar la 

independencia, respecto a grupos de presión económicos que hubieren 

colaborado en la financiación de la campaña política. 

Por otro lado, el impedimento de recaudar fondos de origen extranjero tiene como 

fin proteger la soberanía nacional y evitar la ingerencia de capitales 

multinacionales en los asuntos internos; salvo la labor de fundaciones 

internacionales, dedicadas al desarrollo de la cultura y participación política y a la 

defensa de los valores democráticos que colaboran en el proceso de capacitación 

de los partidos políticos, dentro del contexto de respeto al orden constitucional y la 

soberanía del Estado. 

En lo atinente al establecimiento de topes de máximos de contribución autorizada 

a los partidos, estos se establecen para mantener dentro de límites razonables los 

costos de las campañas electorales, colocar en una situación de mayor igualdad a 

los contendientes políticos y evitar intromisiones extrañas de los donantes en el 

eventual ejercicio del poder público. Este último aspecto es desarrollado por la 

93 En ese sentido véase, Zovatto G, Daniel. OD Cit.. 



jurisprudencia del Tribunal Supremo de Elecciones, la cual es contundente al 

afirmar que: 

"( ...) el aporte máximo permitido a cada persona física o jurídica 
nacional para contribuir con uno o varios partidos políticos, a juicio del 
Tribunal, pretende evitar influencias indebidas por parte de sujetos, 
conglomerados o estructuras hegemónicas no democráticas. 
Evidentemente, se pretende impedir o restringir el clientelismo político y 
la eventual sumisión o control de los partidos políticos a esas 
representaciones o grupos tendenciosos de poder (. . 

Igualmente, llama la atención, de acuerdo con el estudio comparativo llevado a 

cabo por Xiomara Navas, que sólo los sistemas normativos Latinoamericanos 

poseen disposiciones en las que se fija un tope máximo. A manera de ejemplo es 

posible citar los siguientes casos: 

"En Brasil, hasta una cantidad 200 veces mayor al salario mínimo 
nacional. Y, en Colombia, compete a la Corte Electoral establecer dicho 
tope para cada proceso e~ectoral."~~ 

No obstante, la efectividad de normas de este tipo se encuentra restringida por 

falta de transparencia en las finanzas partidistas y las deficiencias en los 

mecanismos de control desplegados por el organismo electoral. Pese a que como 

regla de principio, la información financiera de los partidos políticos debe sujetarse 

al principio de publicidad y consecuente acceso del electorado a la información 

relativa al origen y cuantía de los fondos, así como la forma y monto de los 

egresos totales y electorales de las organizaciones políticas. Este principio es 

reafirmado por Hugo Alfonso Muñoz, al argumentar que: 

Tribunal Supremo de Elecciones. Sentencia número 0352-E-2006. de las siete horas con 
cincuenta y cinco minutos del primero de febrero del dos mil seis. 
"~avas Carbo, Xiomara (1 998). Tratado de Derecho Electoral Comparado de America Latina. La 
Financiación Electoral en América Latina. Subvenciones v Gastos. Op. cit. 



"Para garantizar la transparencia, los partidos deberán rendir 
permanentemente cuentas de modo detallado del ingreso y del gasto 
a sus partidarios, publicar los ingresos mayores a determinadas 
sumas y el nombre del contribuyente y tener actualizado un registro de 
 contribuyente^".^^ 

El tema de las finanzas sumamente problemático, debido a las dificultades de 

control que posee el poder público sobre las finanzas, especialmente en lo relativo 

a las posibles transacciones ilicitas que pueden tener lugar entre los donantes y 

beneficiarios políticos. Para este fin se requiere que el organismo electoral se 

encuentre autorizado para supervisar y constreñir a los partidos a rendir cuentas 

ante éste. Relativo a este tema Hugo Alfonso Muñoz afirma: 

"El sistema de control abarca diversos niveles: en primer término un 
órgano electoral que ha de tener un departamento para esa finalidad, 
en coordinación estrecha con la entidad estatal encargada de la 
fiscalización de los fondos públicos. Asimismo, se requieren 
competencias determinadas en el ordenamiento electoral para las 
distintas instancias del control y un procedimiento que derive 
resultados eficientes y sanciones para los que transgredan la ley."97 

En términos generales, la tendencia doctrinal respecto del financiamiento privado 

exógeno se encuentra marcada por las disposiciones que limitan los aportes 

privados, garantizan la publicidad y velan el origen legítimo de las fuentes. En 

algunos casos la ley prohíbe expresamente los aportes privados de forma general, 

en otros casos prohíbe el aporte de determinadas instituciones nacionales o 

extranjeras y en otros establecen limites máximos a este tipo de donaciones. 

96 MuAoz, Hugo Alfonso. Diccionario Electoral: Financiamiento de los Dartidos ~oliticos. Op. cit. 
97 Idem. 



6.3. Sistemas de Financiamiento Mixto 

El sistema de financiamiento mixto surge de la combinación de los sistemas de 

financiamiento público y privado descritos anteriormente. Este sistema de 

financiamiento se configura cuando en un régimen jurídico determinado concurren 

el financiamiento público y el privado. Al respecto María del Pilar Hernández 

considera que: 

"( ...) este modelo conjuga en forma proporcional los dos modelos 
anteriores [público y privado]; es decir, los gastos ordinarios y10 de 
campaña son sufragados en proporción por el Estado y por los 
partic~lares."~~ 

En el mismo orden de ideas, Daniel Zovatto desarrolla una noción de 

financiamiento político mixto, en la que indica que en dicho modelo: 

"( ...) los partidos políticos reciben tanto fondos públicos como privados 
para financiar sus campañas electorales y10 p r a  sufragar los gastos de 
funcionamiento ordinario de dichas fuerzas." 

Los estudios sobre legislación comparada en Latinoamérica realizados por 

autores como Zovatto, Pliar Hemández y Xiomara ~ a v a s ' ~ ~  permiten concluir que 

el modelo de financiamiento mixto predomina en la región, con la Única excepción 

de Venezuela, país que prohíbe el financiamiento público. Las diferencias entre 

Estados están dadas en cuanto a términos, modalidades y grados de intensidad 

98 Hernández, Maria Del Pilar (2003). Op Cit. p. 5. 
99 Zovatto, Daniel. Dinero v Política en América Latina: Una Visión Comparada. Op a. 
lW En este sentido ver: Zovatto, Daniel. Dinero y Política en América Latina: Una Visión 
Comparada. Disponible en: htt~://www.observatorioelectoral.ora/, Navas Carbo, Xiomara (1998). 
Tratado de Derecho Electoral Comparado de América Latina. La financiación electoral en América 
Latina. Subvenciones v gastos. San José: IIDH/Capel. Disponible en: htt~://www.iidh.ed.cr/ca~el/ y 
Hernández, Maria Del Pilar (2003). Financiación de los Partidos Políticos. Re~lanteamiento Y 
Estudio Comparado en Iberoarnérica. Introducción. México: UNAM. Disponible en: 
htt~://www.senado.~ob.mx/internacionales/assets/docs/aenda analisis/temas/iberoamerica.~df. 



del financiamiento. Así es posible citar países como Argentina y Panamá, con 

marcada inclinación por el financiamiento público; Méjico, caracterizado por contar 

con una normativa detallada en materia de financiamiento y fuerte tendencia hacia 

el financiamiento público y el sistema mixto de Chile en el cual se privilegia el 

financiamiento privado. 

Actualmente, los estudiosos de los modelos de financiamiento, incluyendo el 

sistema mixto, debaten sobre el método que debe predominar en los diversos 

sistemas políticos. 

En este sentido, es prudente considerar la posición esbozada por Daniel 

~ovatto'~' ,  según la cual, toda regulación en materia de financiamiento debe 

procurar un balance tendiente a evitar la dependencia exagerada de los partidos 

respecto del Estado; el alejamiento de estos de la sociedad y disminuir e impedir 

la influencia negativa de los sujetos de derecho privado sobre los partidos, 

evitando así el flujo de recursos económicos provenientes de grupos relacionados 

con el narcotráfico y en general el financiamiento ilegal. Al referirse a este tipo de 

financiamiento Zovatto considera que: 

( )  cada sistema debe responder a las particularidades del 
ordenamiento político de cada Estado, a su sistema electoral, a la 
realidad política partidaria, y al nivel de su cultura política- nos 
pronunciamos a favor de la tendencia hoy mayoritaria en America 
Latina de mantener un sistema de financiamiento mixto debiendo cada 
país, en función de su situación p$icular, determinar el porcentaje de 
la fórmula dinero públicolprivado.n'O 

101 En este sentido véase: Zovatto, Daniel. Dinero v Política en América Latina: Una Visión 
Com arada. Disponible en: htt~:/lwww.observatorioelectoral.or~l mridem 



La decisión de un Estado de regular el financiamiento de los partidos políticos y de 

privilegiar un modelo sobre otro, debe ser valorada cuidadosamente y responder a 

las necesidades del sistema democrático. 

En términos generales, las sistemas normativos desarrollados con el objeto de 

regular el financiamiento poseen objetivos específicos propios, los cuales 

responden a la realidad sociopolítica de cada Estado, sin embargo, a manera de 

síntesis, es posible señalar que el financiamiento político debe guiase por los 

siguientes fines generales: 

Fomentar la participación política considerando que los partidos políticos son 

entes necesarios para el funcionamiento del sistema democrático y que para su 

sostenimiento dependen del aporte estatal o privado. De este modo, la 

participación activa y conciente de los ciudadanos en el proceso político puede 

poner en evidencia los mecanismos empleados para solapar las infracciones al 

control del financiamiento. 

Establecer mecanismos que aseguren la publicidad y transparencia de los 

sistemas de financiamiento y consecuentemente permita erradicar las 

contabilidades paralelas y establecer el control de la corrupción. La 

operacionalización del principio de publicidad, en normas especificas genera 

mecanismos que la refuerzan; cada participante en el proceso eleccionario se 

interesa en conocer la forma en la que se financian los otros actores que 

intervienen en el proceso y en atacar las irregularidades cometidas. 

Promover la equidad y la igualdad de los participantes en el proceso electoral, 

mediante normas que susciten la participación democrática de los partidos 

políticos y que garanticen el acceso a los medios necesarios para cumplir sus 



fines; una medida importante en este sentido es la instauración de límites a los 

gastos de campaña de los organismos partidarios. 

Establecer sistemas de control del financiamiento de los partidos políticos que 

garanticen la supervisión efectiva, es decir, el organismo electoral debe contar con 

las facultades legales y recursos financieros suficientes. 



T~TULO 11 

EL REGIMEN JUR~DICO DEL FINANCIAMIENTO DE LOS 

PARTIDOS POL~TICOS EN COSTA RICA Y EL ANÁLISIS DE LA 

REFORMA PROPUESTA EN EL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

14268, CÓDIGO ELECTORAL 

La democracia no está amenazada por el 
régimen de partidos, sino por el 
financiamiento de éstos. 

Maurice Duverger. 

La regulación jurídica del financiamiento de los partidos políticos debe enfocarse 

en torno a los principios democráticos tendientes a garantizar y reconocer a las 

organizaciones partidarias como instituciones esenciales del sistema democrático. 

El régimen jurídico del financiamiento debe asegurar la competencia y 

concurrencia política en términos de igualdad entre los participantes del proceso 

electoral; así como la independencia de las organizaciones partidarias respecto de 

los grupos de presión económicos y frente al Estado mismo. La asignación y 

distribución de los recursos para el financiamiento de las actividades partidarias 

incide directamente en la equidad con la que se desarrolla la competencia 

electoral y en la posibilidad de los partidos de hacer llegar su mensaje a la mayor 

cantidad de electores. 

No obstante, los sistemas normativos sobre financiamiento se caracterizan por su 

heterogeneidad; no existen en la materia un modelo óptimo a seguir. Por el 

contrario, cada sistema político determina las normas jurídicas aplicables de 

conformidad con su cultura política, los limites constitucionales del Estado y la 

naturaleza de la coyuntura que determina la aplicación de reformas electorales. 



El presente título desarrolla un análisis del régimen jurídico del financiamiento de 

los partidos políticos en Costa Rica; así como de las propuestas de reforma al 

mismo e incluye una descripción general del sistema normativo sobre la materia 

en dos casos iberoamericanos. El estudio propuesto en este titulo se organiza en 

dos capítulos, los cuales, se dividen en dos secciones cada uno. 

El Capítulo Primero describe el sistema normativo vigente en Costa Rica, España 

y Uruguay sobre financiamiento político. La Secci6n Primera examina el caso de 

Costa Rica, tomando como parámetro de análisis el artículo 96 de la Constitución 

Política y las demás disposiciones de rango legal y reglamentario. La Sección 

Segunda refiere al régimen del financiamiento político en la legislación comparada, 

específicamente el caso de Esparia y Uruguay. 

El Capítulo Segundo describe la propuesta de reforma al sistema de 

financiamiento político contenida en el Proyecto de Ley número 14268 de Código 

Electoral. La Sección Primera lleva a cabo una explicación general sobre el 

contenido e innovaciones planteadas en el proyecto de ley estudiado. La Sección 

Segunda estudia la propuesta de reforma al sistema de financiamiento del Titulo 

Tercero Capítulo Sexto del Proyecto de Ley No 14 268, para tal fin se ejecuta un 

análisis individual de los artículos que la componen. 



CAP~TULO I 

EL REGIMEN JUR~DICO DEL FINANCIAMIENTO DE LOS 

PARTIDOS POL~TICOS EN COSTA RICA Y DOS CASOS 

IBEROAMERICANOS 

En nuestro país, el tema del financiamiento político ha adquirido relevancia debido 

a las prácticas irregulares de recaudación y contribución a los partidos que han 

sido objeto de escrutinio público; las cuales resultan evidentemente contrarias a 

los principios democráticos que deben orientar la materia. Asimismo, la referida 

situación ha puesto en evidencia las debilidades de los mecanismos de control y la 

ausencia de medidas represivas que sancionen de manera efectiva las prácticas 

ilícitas. 

En razón de lo anterior, se plantea la necesidad de revisar críticamente el sistema 

electoral costarricense y junto a este el sistema de financiamiento político, con la 

finalidad de plantear reformas político electorales que aseguren la transparencia y 

equidad en el acceso a los recursos de financiamiento. 

El caso Español no se aleja de la realidad costarricense, las prácticas irregulares 

sobre el manejo de los recursos de financieros de los partidos políticos ha 

motivado al Congreso Español ha generar propuestas de reforma al régimen 

vigente. 

El caso Uruguayo marca una diferencia en este tema; la legislación sobre 

financiamiento está orientada por el principio de autorregulación, estableciendo 

controles mínimos sobre la gestión y administración de los recursos económicos 

de los partidos. No obstante, las propuestas de reforma impulsadas no poseen 

relación directa con el tema del financiamiento de los partidos. 



Sección l.  El Régimen JurSdico del Financiamiento de los Partidos Políticos 

en Costa Rica. 

A partir de 1910 se ha definido paulatinamente en Costa Rica un sistema mixto de 

financiamiento de las actividades de los partidos políticos. El debate nacional sobre 

este tema ha puesto especial atención sobre el financiamiento público de las 

actividades partidarias consagrado constitucionalmente. Cabe agregar que la 

necesidad de establecer un sistema neutral y equitativo de financiamiento público 

constituye una crítica constante al sistema democrático costarricense. 

El proceso de evolución del sistema electoral ha incorporado en el ordenamiento 

jurídico costarricense diversas regulaciones legales y reglamentarias sobre esta 

materia; así es posible mencionar el artículo 96 de la Constitución Política; el Título 

X del Código Electoral y el Reglamento sobre el Pago de los Gastos a los Partidos 

Políticos del Tribunal Supremo de Elecciones y el emitido por la Contraloría 

General de la República. 

No obstante la existencia de normas sobre la materia, éstas resultan insuficientes 

ante la creciente necesidad de los partidos políticos contemporáneos de atraer 

nuevos fondos para enfrentar principalmente los gastos electorales; es así como 

han encontrado en el financiamiento privado una fuente fresca de recursos 

económicos. 

Actualmente, diversos escándalos de corrupción política han puesto en evidencia 

la ausencia de transparencia y publicidad en el financiamiento de los partidos 

políticos. Esta situación convierte el tema en objeto de múltiples cuestionamientos 

y suscita el debate político y doctrinario sobre la conveniencia o no de impulsar 

reformas al sistema electoral vigente. 



Dada la coyuntura electoral, es que resulta insoslayable establecer en términos 

generales las características y principios que rigen tanto el sistema electoral y de 

partidos en Costa Rica; los cuales enmarcan y definen el financiamiento de los 

partidos políticos característico de nuestro país. 

A. Consideraciones Generales del Sistema Electoral y los Partidos Políticos 

en Costa Rica 

A.I. Sistema Electoral Costarricense 

Nuestro país cuenta con un sistema político de carácter democrático, organizado 

en forma de República unitaria. Tal principio se encuentra consagrado en el 

artículo primero de nuestra Carta Fundamental, el cual establece: 

"ART~CULO 1. Costa Rica es una República democrática, libre e 
independiente."lo3 

Este sistema político se complementa con un sistema electoral de carácter 

predominantemente presidencialista. La aproximación general al sistema electoral 

costarricense requiere establecer una distinción entre la elección presidencial y las 

elecciones parlamentarias y municipales. 

La elección del Presidente y los Vicepresidentes de la República utiliza una 

circunscripción uninominal, con candidaturas individuales. El tipo de sistema 

electoral aplicado en esta elección es el mayoritario a dos vueltas, con la variante 

de que resulta ganador de la elección el candidato que obtenga más del 40% de 

los votos válidamente emitidos. 

103 Constitución Política de la República de Costa Rica y sus Reformas, 9 de Noviembre de 1949. 
Art. 1. 



Sin embargo, si dentro de la circunscripción ninguno de los candidatos obtiene la 

mayoría requerida se realiza una segunda vuelta, dos meses después de haberse 

verificado la primera, entre los dos candidatos que hubieren obtenido la mayor 

cantidad de votos en la primera elección, resulta electo el candidato que obtenga 

la mayoria relativa de los votos. Este mecanismo se encuentra consagrado en el 

artículo 138 de la Constitución Política, que en lo que interesa indica: 

"ART(CULO 138. El Presidente y los Vicepresidentes serán elegidos 
simultáneamente y por una mayoria de votos que exceda del 
cuarenta por ciento del número total de sufragios válidamente 
emitidos. 
Los candidatos a Presidente y Vicepresidentes de un partido, deben 
figurar para su elección en una misma nómina, con exclusión de 
cualquier otro funcionario a elegir. 
Si ninguna de las nóminas alcanzare la indicada mayoría, se 
practicará una segunda elección popular el primer domingo de abril 
del mismo año entre las dos nóminas que hubieran recibido más 
votos, quedando elegidos los que figuren en la que obtenga el mayor 
número de sufragios (...). n 104 

Las elecciones legislativas y municipales de regidores emplean circunscripciones 

plurinominales, en el ámbito provincial y cantonal respectivamente. En el caso de 

las elecciones de Diputados la magnitud de la circunscripción varía de 

conformidad con el número de habitantes por provincia, ello en virtud de la 

disposidón contenida en el articulo 106 de la Constitución Política, la cual 

establece que cada vez que se lleve a cabo un censo general de población el 

Tribunal Supremo de Elecciones debe asignar el número de diputaciones 

proporcional a la población de cada provincia. 

Con respecto a las elecciones municipales el número de regidores por municipio 

variará según la cantidad proporcional de la población total del país que 

'O4 Ibid, Art. 138. 



representen y que se fija en el artículo 21 del Código ~un ic ipa l ' ~~ .  Con ese fin el 

Tribunal Supremo de Elecciones fijará los porcentajes señalados, con base en la 

información que para el efecto le suministrará la Dirección General de Estadística 

y Censos, seis meses antes de la respectiva convocatoria a elecciones. 

Las candidaturas de diputados y regidores asumen la forma de listas cerradas y 

bloqueadas. La asignación de puestos, en ambos casos, se realiza mediante el 

sistema proporcional impuro con barrera legal denominada ~ubcociente'~~. Dicha 

determinación de escaños se realiza mediante el procedimiento de cuota simple, 

el cual tiene como punto de partida la determinación del cociente o cuota. 

En el mismo sentido, es importante acotar que la asignación de puestos se realiza 

según lo estipulado en los artículos 136''' y 137'08 del Código Electoral, 

105 Código Municipal de la República de Costa Rica. Art. 21 .- En cada municipalidad, el número de 
regidores, propietarios y suplentes se regirá por las siguientes reglas: a) Cantones con menos del 
uno por ciento (1%) de la población total del país, cinco regidores. b) Cantones con un uno por 
ciento (1%) pero menos del dos por ciento (2%) de la población total del país, siete regidores. c) 
Cantones con un dos por ciento (2%) pero menos del cuatro por ciento (4%) de la población total 
del pais, nueve regidores. d) Cantones con un cuatro por ciento (4%) pero menos de un ocho por 
ciento (8%) de la población total del país. once regidores. e) Cantones con un ocho por ciento (8%) 
o más de la población total del país, trece regidores. El Tribunal Supremo de Elecciones fijará los 
porcentajes señalados, con base en la información que para el efecto le suministrará la Dirección 
General de Estadística y Censos, seis meses antes de la respectiva convocatoria a elecciones 
106 Únicamente pueden participar en la asignación de puestos aquellos partidos que al menos 
hayan alcanzado un subcociente. El Art. 135, párrafo segundo del Código Electoral define este 
como: el total de votos válidos emitidos a favor de un partido que, sin alcanzar la cifra cociente, 
alcanza o supera el cincuenta por ciento de ésta. 
107 Código Electoral de la República de Costa Rica. Art. 136.- El cociente y subcociente para la 
elección de una Asamblea Constituyente, se forma tomando como dividendo la votación total válida 
del pais para la elección de Diputados, tomando como tal la votación total válida de la respectiva 
rovincia y para la elección de Regidores, tomando la votación total válida del cantón respectivo. 

Ibídem. Art. 137.- En los casos de elección por cociente y subcociente, a cada partido que haya 
concurrido a la votación se le declarará electo en el orden de su colocación en la papeleta, por el 
electorado de que se trate, tantos candidatos como cocientes haya logrado. Primero se hará la 
declaratoria de elección del partido que mayor número de votos obtuvo en el circuito electoral de 
que se trate, continuándola en el orden decreciente de los mismos. Si en el tiempo transcurrido 
entre la inscripción de una papeleta de Diputados o de Munícipes y la declaratoria definitiva de 
elección, ocurriere el fallecimiento de alguno de los candidatos, su lugar se tendrá como vacante y 
será llenado ascendiendo automáticamente a los otros candidatos de la misma papeleta que 
estuvieren colocados en puestos inferiores al del candidato fallecido. Cuando se produjere una 



resultando electos tantos candidatos como cocientes hayan alcanzado el partido 

político en la circunscripción electoral específica. 

En caso que hubiese puestos sin ocupar mediante el sistema de cociente, estos 

se distribuyen en orden decreciente de la cifra residual de la votación alcanzada 

por cada partido, pero, debe incluirse en esta asignación aquellos partidos que 

hayan alcanzado al menos un subcociente. Este procedimiento se repite la 

cantidad de veces necesarias para ocupar todas las plazas sujetas a elección y en 

caso de que ninguno de los partidos alcance al menos una cuota. Se establece 

este mecanismo en el artículo 138 del C6digo Electoral, que en lo que interesa 

indica: 

"ART~ULO 138. Si quedaren plazas sin llenar por el sistema de 
cociente, la distribución de las mismas se hará a favor de los partidos 
en el orden decreciente de la cifra residual de su votación, pero 
incluyendo también a aquellos partidos que apenas alcanzaron 
subcociente, como si su votación total fuera cifra residual. Si aun 
quedaren plazas sin llenar, se repetirá la operación que se expresa en 
el aparte anterior. Este mismo sistema se aplicará en el caso de que 
ninguno de los partidos alcance cociente. n 109 

Resultan básicos estos elementos para conocer cuál es el papel de los partidos 

políticos dentro del sistema electoral en Costa Rica enmarcado dentro de los 

parámetros supra indicados. 

vacante definitiva luego de hecha la declaratoria, sea antes o después de la juramentación del 
Diputado, el Tribunal procederá a llenarla llamando a ejercer el cargo, por el resto del período 
constitucional, al ciudadano que en la misma papeleta, ocupó el lugar inmediato inferior al último 
que resultó electo. Caso de que esa persona no pudiere ocupar la vacante se llamará por orden 
descendente, a quienes aparezcan en la misma papeleta. (Adicionado por ley No. 3508 del 31 de 
mayo de 1965, "La Gacetan No. 124 del 3 de junio de 1965). 
1 o9 Código Electoral. Ibíd. Art. 138. 



A.2. Los Partidos Políticos en el Sistema Electoral Costarricense 

Los partidos políticos constituyen componentes fundamentales del sistema político 

y electoral costarricense, de manera que les concede a estos el carácter de rango 

constitucional. En este sentido, el artículo 98 de la Constitución Política de Costa 

Rica señala que: 

"ART/CULO 98. Los ciudadanos tendrán el derecho de agruparse en 
partidos para intervenir en la política nacional, siempre que los partidos 
se comprometan en sus programas a respetar el orden constitucional de 
la República. Los partidos políticos expresarán el pluralismo político, 
concurrirán a la formación y manifestación de la voluntad popular y 
serán instrumentos fundamentales para la participación política. Su 
creación y el ejercicio de su actividad serán libres dentro del respeto a la 
Constitución y la ley. Su estructura interna y funcionamiento serán 

1, 110 democr2ticos . 

La norma constitucional citada garantiza el derecho de los ciudadanos a 

organizarse, libremente, en partidos políticos sin que la ley, las autoridades 

administrativas o electorales puedan validamente limitar la formación de estos, ni 

la pertenencia de los ciudadanos a una organización de este tipo. 

De la misma forma, la Sala Constitucional al desarrollar el artículo 98 supra citado, 

establece que los partidos políticos son: 

"( ...) una organización libre y voluntaria de ciudadanos agrupados en 
torno a un ideario, una concepción de vida y de sociedad, su fin 
primordial es acceder al poder con el objeto de materializar sus 
aspiraciones doctrinarias y programáticas; su integración responde a un 
proceso general de integración del pueblo en el ~stado.""' 

110 Constitución Política. Ibíd. Art. 98. 
111 Sala Constitucional. Sentencia No 2865- 2003. 



En el caso de Costa Rica, los partidos políticos se rigen en su organización y 

actividad por el principio de autorregulación, según el cual estos pueden 

libremente acordar sus principios y estatutos. En este sentido, el Tribunal Supremo 

de Elecciones en su resolución número 1748-1999, indica que el organismo 

partidario es: 

"( ...) un ente público cuya formación, estructura y funcionamiento 
están regulados por la Constitución y la Ley y en los aspectos 
permitidos por ésta, por sus propios estatutos, de tal manera que son 
entidades jurídicas con personería propia e independientes de las 
personas físicas que las conforman."' 

Resulta conveniente analizar la naturaleza jurídica de los partidos políticos en 

nuestro país con la finalidad determinar los principios y normas jurídicas aplicables 

en su estudio, así como, los mecanismos de control y fiscalización a los que estos 

pueden ser sometidos por el Tribunal Supremo de Elecciones. Además, la 

definición de la naturaleza de los partidos políticos determina la decisión del 

Estado contribuir a sufragar los gastos de estos. 

Tal como se indicó en el título primero del presente trabajo de investigación, la 

doctrina jurídica contemporánea, se inclina por la teoría que considera a los 

partidos políticos como entes públicos no estatales, en razón su función de 

vincular la sociedad con el Estado sin formar parte de este. Al respecto la doctrina 

costarricense sobre la materialq3 señala que los partidos políticos son personas 

jurídicas que por su finalidad deben estar sometidos a la regulación del Estado, en 

todos aquellos actos necesarios para la consecución del interés público. 

'la Tribunal Supremo de Elecciones. Sentencia No 1748-1999. 
t t 3  En ese sentido vease: Hernández Valle, Rubén. Derecho Electoral Costarricense. pp. 139 y 
siguientes. 



De igual manera kjwisprudencia del Tribunal Supremo de Elecciones y de la Sala 

Constitucional citada es concluyente al determinar que los partidos políticos tienen 

un origen privado pero ejecutan funciones de interés público que los sujeta al 

control y fiscalización del Estado, mediante el Tribunal Supremo de Elecciones. 

La naturaleza de ente público no estatal de los partidos políticos en Costa Rica se 

evidencia al analizar las características de los mismos, a saber: acto de origen 

privado, persigue fines de carácter público, naturaleza de sus órganos y 

patrimonio mixto. 

Los partidos políticos en Costa Rica nacen a la vida jurídica mediante un acto de 

origen particular, propio del derecho privado, en el que concurren las voluntades 

de un número determinado de particulares de incidir en la función pública y 

obtener alguna cuota de poder público. El artículo 57 del Código Electoral al 

referirse a la creación y organización de los partidos políticos en el ordenamiento 

jurídico nacional reconoce el origen privado de estos, al establecer que: 

"ARTICULO 57. Los electores tendrán libertad para organizar partidos 
políticos. Para este efecto, todo grupo de electores no menor de 
cincuenta podrá constituir un partido político, si concurre ante un notario 
público a fin de que éste inserte en su protocolo el acta relativa a ese 
acto. A falta de notario, el acta podrá levantarse ante el respectivo juez 
o alcalde. En este caso, deberá protocolizarse dentro de los quince días 
siguientes, de lo contrario no surtirá efecto la constitución del partido 
(...). (Así reformado por el artículo lo de la Ley No 7094 de 27 de mayo 
de 1 988).""4 

Resulta evidente que el acto constitutivo de un partido político tiene carácter 

privado, que se materializa a través de los mecanismos del derecho privado y 

remite al ejercicio del derecho de los ciudadanos de organizarse políticamente 

consagrado en el artículo 98 de la Constitución Política. 

114 Código Electoral. Ibíd. Art. 57. 



Los organismos partidarios, concebidos como organismos de intermediación 

politica, persiguen fines públicos e inciden en la función pública del Estado en lo 

atinente a la renovación del régimen democrático y la formación del poder público. 

No obstante lo anterior, los partidos politicos, considerados individualmente, no 

necesariamente reflejan los fines generales del Estado; sino un fin menos intenso 

y más acorde con la ideología partidaria. 

Los órganos del partido, en tanto persona física, no pueden ser considerados 

funcionarios públicos sino sujetos sometidos al derecho privado. Sin embargo, en 

cuanto a la participación de las organizaciones partidarias en el proceso electoral 

estos se encuentran sometidos a regulaciones y controles de naturaleza 

eminentemente pública, conformando un régimen administrativo especial por los 

intereses públicos que tutela y la obligación de respetar el ordenamiento jurídico 

electoral. '15 

Los organismos partidarios poseen un patrimonio de naturaleza mixta, ya que, 

estos se sustentan por la contribución del Estado y los aportes privados de sus 

miembros o particulares; en ambos casos sometido al control del Estado. 

En principio, los elementos esenciales del patrimonio de los partidos politicos son: 

las contribuciones los afiliados, las donaciones de personas físicas, los bienes 

muebles e inmuebles adquiridos por la organización y los recursos económicos 

generados mediante actividades inherentes a su naturaleza, los ingresos 

provenientes de las inversiones, los créditos y el financiamiento estatal. Sobre el 

particular, el Código Electoral en su artículo 57 bis, expresamente indica que: 

115 En ese sentido véase Acta No 14 del 21 de setiembre del 2006, Comisión de Reformas 
Electorales y Partidos Politicos, discusión del Proyecto de Ley 14262. Posición desarrollada por 
Luis Felipe Doble Junqueira, Asesor de Fracción. 



"ARTICULO 57 bis. El patrimonio de los partidos políticos se integrará 
con las contribuciones de sus partidarios, los bienes y recursos que 
autoricen sus estatutos y no prohiba la ley, y la contribución del Estado 
a que tuvieren derecho esos partidos, en la forma y proporción 
establecidas en el artículo 96 de la Constitución Política. (Así 
adicionado por el artículo 3O de la ley No. 7653 de 10 de diciembre de 
1 996.""6 

Este artículo contiene en su redacción una definición amplia de patrimonio, según 

la cual, este está constituido por las contribuciones de los militantes del partido; las 

contribuciones de terceros; las ganancias obtenidas a partir de su patrimonio; el 

conjunto recursos obtenidos mediante las contribuciones del Estado, en la forma y 

proporcidn que autorice el ordenamiento jurídico y todas aquellas que autoricen 

sus estatutos y no prohíba la ley. 

La descripción de las características de los partidos políticos costarricenses, supra 

indicadas, permite arribar a la conclusión de que la naturaleza jurídica que 

ostentan en nuestro ordenamiento jurídico actual, es la de entes públicos no 

estatales sujetos al control y fiscalización del Estado en razón de los fines públicos 

que ejecutan. 

B. Análisis del Régimen Jurídico del Financiamiento de Partidos Políticos en 

Costa Rica 

El sistema de financiamiento de los partidos políticos en Costa Rica es resultado 

de la conjunción de normas consolidadas y regulaciones incipientes."' La 

regulación jurídica del financiamiento en nuestro país tiene su origen durante la 

Administración de Ricardo Jiménez, específicamente en el afío 191 0, momento en 

116 
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Código Electoral. Ibid. Art. 57 bis 
A continuación, se realiza un recuento general y no exhaustivo de las principales reformas 

introducidas al sistema de financiamiento de los partidos políticos en nuestro país con la finalidad 
de esclarecer la afirmación anterior y contextualizar el sistema de financiamiento político vigente en 
la actualidad. 



el que se establece la obligación legal de descontar del salario de los funcionarios 

públicos una determinada cantidad de dinero para sufragar los gastos del partido 

vencedor en las elecciones. 

Sobre la materia, es importante señalar que el primer Código Electoral de Costa 

Rica fue promulgado mediante decreto legislativo número 500 de marzo de 1946, 

normativa que estructuró el sistema electoral de la época. Posteriormente, en el 

contexto de la Asamblea Nacional Constituyente se introduce en la Constitución 

Política el articulo 96, el cual contiene la prohibición expresa al Estado hacer 

deducciones de dinero del salario de los servidores públicos para el pago de la 

deuda política. 

En el año 1954 se introduce en el ordenamiento jurídico el sistema de 

financiamiento directo a los partidos políticos participantes en el proceso electoral. 

El 16 de julio de 1956, mediante Ley número 2036 de reforma al artículo 96 de la 

Constitución, se establece el límite del aporte estatal en el 0.5% del Presupuesto 

General de Gastos Ordinarios correspondiente al año anterior a la elección; se 

instaura un umbral para acceder al financiamiento del 10% de los votos emitidos 

en el ámbito nacional o provincial de acuerdo con la naturaleza de la inscripción 

del partido; por último, se sustituye el financiamiento previo por la entrega del 

subsidio electoral en forma posterior a la celebración de las elecciones. 

AdemAs, introduce en la norma constitucional un precepto tendiente a establecer el 

control y fiscalización de los gastos de los partidos políticos, es decir, establece la 

obligación de los partidos de comprobar sus erogaciones económicas ante el 

órgano fiscalizador y contralor en materia electoral, el Tribunal Supremo de 

Elecciones. 



Propiamente, la materia de financiamiento se inserta en el Código Electoral, a 

través de la reforma aprobada el 08 de junio de 1969 en la que se introduce en 

este cuerpo legal el Titulo X, denominado "Del pago de la deuda política". 

En 1971 se aumenta el límite del subsidio estatal al 2% del promedio de los 

presupuestos ordinarios de los tres años anteriores a aquel en que se celebre la 

elección. Seguidamente, en 1972 y 1976 se realizan reformas al artículo 96 

constitucional; a través de la primera se redefine en un 5% el umbral para optar por 

el financiamiento electoral y mediante la segunda se instaura la figura del 

financiamiento político previo. Este mecanismo consiste en generar un crédito 

sobre el monto del financiamiento a que tiene derecho un partido politico, el cual 

se calcula tomando como base el porcentaje de votación recibida por el partido en 

la elección anterior.' l8 

Finalmente, en 1996 mediante Ley número 7653 de reforma al Código Electoral se 

introduce en el ordenamiento jurídico nacional la regulación al financiamiento 

privado y el financiamiento de las actividades permanentes de los partidos 

políticos. En esta ocasión se modificó la base de referencia para determinar la 

contribución estatal, adoptándose como Iímite de la misma el 0,19% del Producto 

Interno Bruto del año tras anterior a la celebración de la elección y disminuyó la 

barrera de acceso al financiamiento al 4% de los votos válidamente emitidos. 

En el año 2001 mediante Ley numero 8119 del 05 de julio se redujo 

transitoriamente el porcentaje del subsidio estatal al 0,10% del Producto lnterno 

Bruto. 

118 La Sala Constitucional, mediante sentencia número 980-1991 declaró inconstitucional la reforma 
que introdujo el financiamiento previo por vicios de procedimiento en la ley de reforma de este 
articulo. El actual sistema de financiamiento estatal a los partidos políticos, si bien 
constitucionalmente autoriza el pago anticipado de la contribución estatal -articulo 96, inciso 3)-, lo 
supedita a una ley que hasta este momento no se ha emitido. 



Actualmente, el parámetro de toda regulación sobre financiamiento de los partidos 

políticos en nuestro pais es el artículo 96 de la Constitución Política. Además del 

citado artículo 96, el sistema jurídico nacional en torno al financiamiento de los 

partidos políticos se complementa con el Título Décimo del Código Electoral, 

reformado por el artículo No 2 de la Ley número 7653 de 10 de diciembre de 1996, 

denominado "De la Contribución Pública y Privada para Financiar los Gastos 

Político-Electorales de los Partidos Políticos'' y dos disposiciones de carácter 

reglamentario, a saber; Reglamento sobre el Pago de los Gastos de los Partidos 

Políticos del Tribunal Supremo de Elecciones, del 05 de junio de 1977 y 

Reglamento sobre el Pago de los Gastos de los Partidos Políticos de la Contraloría 

General de la República, del 02 de agosto de 1997. 

B.1. Financiamiento Público en Costa Rica 

Nuestro pais posee una amplia y consolidada regulación relativa al financiamiento 

público de los partidos políticos, especialmente en materia de subsidios directos. 

El precepto constitucional consagrado en el artículo 96 constituye la base de toda 

regulación sobre financiamiento público en nuestro ordenamiento jurídico, este 

instaura el deber del Estado de contribuir a sufragar los gastos en los que incurran 

los partidos políticos. Al respecto el citado artículo establece que: 

u ~ ~ ~ I ~ ~ ~ ~  96. El Estado no podrá deducir nada de las 
remuneraciones de los servidores públicos para el pago de deudas 
políticas. 
El Estado contribuirá a sufragar los gastos de los partidos políticos, 
de acuerdo con las siguientes disposiciones: 
1 .- La contribución será del cero coma diecinueve por ciento (0,19%) 
del producto interno bruto del año trasanterior a la celebración de la 
elección para Presidente, Vicepresidentes de la República y 
Diputados a la Asamblea Legislativa. La ley determinará en qué 
casos podrá acordarse una reducción de dicho porcentaje. 
Este porcentaje se destinará a cubrir los gastos que genere la 
participación de los partidos políticos en esos procesos electorales, y 



satisfacer las necesidades de capacitación y organización política. 
Cada partido político fijará los porcentajes correspondientes a estos 
rubros. 
2.- Tendrán derecho a la contribución estatal, los partidos políticos 
que participaren en los procesos electorales señalados en este 
artículo y alcanzaren al menos un cuatro por ciento (4%) de los 
sufragios válidamente emitidos a escala nacional o los inscritos a 
escala provincial, que obtuvieren como mínimo ese porcentaje en la 
provincia o eligieren, por lo menos, un Diputado. 
3.- Previo otorgamiento de las cauciones correspondientes, los 
partidos políticos tendrán derecho a que se les adelante parte de la 
contribución estatal, según lo determine la ley. 
4.- Para recibir el aporte del Estado, los partidos deberán comprobar 
sus gastos ante el Tribunal Supremo de   lecciones 1(...)"'19 

El citado articulo 96 de la Constitución Política, es empleado en este trabajo como 

base de análisis del sistema de financiamiento público en Costa Rica, cuyos 

preceptos se analizan complementariamente con las normas legales y 

reglamentarias correspondientes. El presente análisis tiene como punto de inicio la 

determinación del tipo de subsidio; directo e indirecto. Una vez establecido este 

punto referencia se explica, a partir de cada forma de subsidio, las restantes 

características, a saber; actividades partidarias cubiertas por el aporte estatal, 

forma de distribución del financiamiento, el límite máximo y momento de entrega 

del aporte estatal. 

Tal como se indica en el párrafo primero de este acápite, el régimen jurídico del 

financiamiento público es amplio en la regulación de subsidios directos y limitada 

en la regulación de los subsidios indirectos. 

En nuestro país, el financiamiento público directo está conformado por la 

contribución económica que el Estado otorga a los partidos políticos para 

colaborar con los gastos en los que estos incurran en las elecciones para 

'19 Constituci6n Política. Ibíd. Art. 96. 



Presidente y Vicepresidentes de la República y Diputados de la Asamblea 

Legislativa. 

Resulta importante destacar, que el artículo constitucional es omiso en materia de 

financiamiento público en elecciones municipales; en ese sentido los gastos 

generados por campaña electoral cantonal no son redimibles mediante el subsidio 

estatal. La regulación del financiamiento en este nivel debe supeditarse a los 

lineamientos generales establecidos por el Código Electoral y el Reglamento 

Sobre el Pago de los Partidos Políticos. Al respecto el criterio de la Sala 

Constitucional contenido en el voto No 9802, redactado por el Magistrado Rodolfo 

Piza Escalante, estableció que: 

"(. . .) No hay ninguna inconstitucionalidad en las normas impugnadas en 
tanto que niegan el derecho a la financiación estatal a los partidos 
meramente cantonales, hayan o no participado en la elección d e  
regidores y síndicos municipales-, porque ya están excluidos de la 
contribución del Estado por virtud de la propia Constitución en su 
artículo 96, párrafo 2", e inciso c), 6ste.a contrario sensu de los cuales 
se desprende claramente su restricción a los de carácter nacional o 
provincial; restricción que puede parecer injusta, pero que, por lo dicho, 
obviamente no corresponde a la Jurisdicción Constitucional 

En cumplimiento del citado artículo 96 de la Constitución Política, el legislador 

ordinario, en los artículos 179 siguientes y concordantes del Código Electoral 

establece la forma en la que debe hacerse efectivo el subsidio estatal, al efecto, 

mediante los denominados Bonos de Contribución del Estado a los Partidos 

Políticos. 

El Poder Ejecutivo tiene el deber legal de emitir bonos de contribución del Estado, 

por el monto autorizado por la Constitución para sufrqgar los gastos de los 

''O Sala Constitucional. Sentencia No 9802 de las 13:OO horas del 24 de Mayo de 1991. 



partidos políticos, previa determinación realizada por el Tribunal Supremo de 

Elecciones para el período especifico. Con la finalidad de satisfacer este deber, el 

Poder Ejecutivo incluye en el presupuesto ordinario de la República del año 

anterior a las elecciones, la partida presupuestaria necesaria para el pago de la 

amortización, según estime el Tribunal Supremo de Elecciones. El plazo máximo 

de emisión de dichos bonos es la fecha de convocatoria a elecciones nacionales. 

Esto de conformidad con lo reglado en el artículo 179 del Código Electoral, el cual 

señala que: 

"ARTICULO 179. A más tardar en la fecha de convocatoria a elecciones 
nacionales, el Poder Ejecutivo emitirá bonos por el monto que el Estado 
reconocerá a los partidos políticos, para pagar sus gastos, de acuerdo 
con el artículo 96 de la Constitución Política. Para tal efecto, incluirá en 
el presupuesto ordinario de la República, correspondiente al atío 
anterior al de las elecciones, la partida respectiva para el pago de la 
amortización, según lo estime, oportunamente y con anterioridad, el 
Tribunal Supremo de Elecciones. (Así reformado por el artículo lo de la 
ley No. 7653 de 10 de diciembre de 1996)."'*' 

Los Bonos de Contribución del Estado deben indicar el año de las elecciones al 

que corresponden, la fecha de emisión y el tipo de interés que devengarán. Sobre 

este aspecto, el artículo 180 del Código Electoral expresamente determina que los 

bonos devengarán un interés igual a la tasa básica pasiva calculada por el Banco 

Central de Costa Rica más el uno por ciento, ajustable cada tres meses. Además, 

tienen un vencimiento de dos años a partir de su fecha de emisión. 

El Banco Central de Costa Rica es la entidad designada por la ley para el pago de 

los bonos, sus intereses y la contabilidad de estos. Así el artículo 184 del Código 

Electoral determina que: 

12' Código Electoral. Ibid. Art. 179. 



"ARTICULO 184. El Banco Central de Costa Rica, como agente fiscal, 
será el encargado del pago de los bonos y cupones de intereses y de 
su manejo en la contabilidad, conforme a lo dispuesto en su Ley 
Orgánica. El Banco sólo estará obligado a atender el servicio de tales 
valores, cuando se traspasen oportunamente los fondos necesarios 
para este fin. (Así reformado por el artículo lo de la ley número 7653 de 
10 de diciembre de 1 996)."'22 

Los Bonos de Contribución del Estado han sido dotados por el legislador de un 

régimen especial que les atribuye las características de inembargables, gozan de 

la garantía plena del Estado y son exentos de impuestos. Igualmente, estos bonos 

pueden utilizarse como medio de pago de cualquier impuesto de carácter nacional, 

sobre el particular el articulo 185 del Código Electoral expresa, que: 

"ARTICULO 185. El Estado recibirá los bonos de contribución del 
Estado a los Partidos Políticos en cualquier momento, así como los 
cupones de intereses vencidos, como pago de impuestos nacionales 
de cualquier clase. (Así reformado por el artículo Único de la Ley 
número 81 23 de 1 de agosto del 2001 )."lZ3 

Otro aspecto que pone en evidenkia el régimen especial que recubre los bonos del 

Estado es la posibilidad de que los bancos del Sistema Bancario Nacional 

adquieran y reciban bonos en pago de todo tipo de obligaciones o los conserven 

como titulo de inversión. 

El numeral 191 del Código Electoral contempla la posibilidad de que los partidos 

políticos, a través del Comité Ejecutivo Superior, cedan total o parcialmente el 

derecho de contribución estatal. La facultad de ceder derechos, únicamente se 

encuentra limitada por la ley, es decir, por las restricciones generales a la facultad 

de enajenar. Sobre la posibilidad de los partidos de ceder su derecho al subsidio 

estatal, el Código Electoral refiere: 

122 Ibídem. Art. 184. 
'" Ibídem. Art. 185. 



"ART~CULO 191. Cesión del derecho de contribución estatal. Con las 
limitaciones establecidas en este artículo y la presente ley, los partidos 
políticos por medio de su Comité Ejecutivo Superior, podrán ceder, total 
o parcialmente, los montos de la contribución estatal fijada en el articulo 
96 de la Constitución Política a las que tuvieren derecho. 
Todas las cesiones deberán efectuarse por medio de bonos de un valor 
o de varios valores cambiables en la Tesorería Nacional por los que el 
Estado emita para pagar la contribución política. Los bonos indicarán el 
monto total de la emisión, la cual será notificada a la Contraloria 
General de la República. Cuando existan varias emisiones, cada una 
incluirá el número que le corresponde, su monto y el deblas anteriores. 
Para el pago, la primera emisión tendrá preferencia sobre las demás. 
La notificación a la Contraloria General de la República no implicará 
responsabilidad alguna para el Estado, si el derecho cedido no llegare a 
existir en todo o en parte. 
Si la contribución que el Estado debe liquidar a cada partido, no 
alcanzare para cubrir la totalidad de la primera emisión legalizada por el 
partido, el cambio por los bonos del Estado se realizará con la 
disminución proporcional correspondiente. La misma norma se aplicará 
a las emisiones siguientes, si cubierta en su totalidad la primera 
emisión existiere un sobrante. 
Los partidos quedarán obligados a cubrir los gastos admitidos por ley, 
en dinero efectivo, en bonos de su emisión o mediante entrega de 
documentos de crédito que adquieran contra la entrega de bonos. 
Los partidos entregarán bonos de sus emisiones por el valor de las 
contribuciones redimibles; por las no redimibles, entregarán recibos o 
documentos que expresamente señalen tal circunstancia. (Reformado 
por Ley número 7653, del 28 de noviembre de 1 996)."124 

El derecho de los partidos políticos de ceder el financiamiento estatal a que 

eventualmente tuvieran derecho mediante la emisión de bonos, responde a la 

necesidad de los partidos de recaudar fondos para la campaña política de forma 

previa a la concreción y determinación del subsidio estatal. 

Estos bonos poseen como característica principal la incertidumíbre de su pago, el 

cual depende del resultado electoral obtenido por el partido político, razón que 

entorpece su colocación en el mercado financiero: En consideración a esta 

124 Ibídern. Art. 191. 



circunstancia, el Tribunal reconoce mediante una disposición reglamentaria una 

tasa de descuento, entre el valor facial del bono y el valor de mercado, de un 

quince por ciento. Al respeto el artículo 20 del Reglamento sobre el Pago de los 

gastos a los Partidos P~líticos emitido por el Tribunal Supremo de Elecciones, 

señala que: 

"Artículo 20. Para efectos de la cesión del derecho de contribución 
estatal a que se refiere el articulo 191 del Código Electoral y en razón 
del gasto financiero en que incurren los partidos políticos por poner en 
el mercado sus bonos emitidos, que resulta de la diferencia entre el 
valor nominal del bono y el precio por el cual será vendido, se fija una 
tasa máxima de descuento que será reconocida por el Estado de hasta 
un quince por ciento (1 5%). (Reformado por Decreto 19-2001, LG# 237 
del 10 de diciembre del 2001)."125 

Este criterio es expuesto por el Tribunal Supremo de Elecciones en la resolución 

numero 0515-E-2004, de las catorce horas treinta y cinco minutos del veinticinco 

de febrero del dos mil cuatro, en la que se estableció: 

"En razón del gasto financiero (diferencia entre el valor nominal del 
bono y el precio por el cual es vendido) en que incurren los partidos 
políticos para poner en el mercado su emisión de bonos, 
reglamentariamente se ha fijado como tasa máxima de descuento, 
reconocida por el Estado, hasta un 15% (articulo 20 del Reglamento 
sobre Pago), independientemente del momento de su aplicación. 
Siempre aplicará la tasa vigente que reglamentariamente se fije. 
Vale aclarar que el porcentaje de esa tasa p d r &  ser superior, sin 
embargo, no la cubriría la contribución estatal."' 

El descuento del quince por ciento reconocido por el Estado se encuentra 

supeditado a dos hechos, a saber; que la cesión se lleve a cabo con anterioridad 

1 25~ribunal Supremo de Elecciones. Reglamento sobre el pago de los gastos a los Partidos 
Políticos. Tribunal Supremo de Elecciones, del 5 de Junio de 1977. Reformado por Decreto 19- 
2001, LG# 237 del 10 de diciembre del 2001. Art. 20. 
'?SE. Resolucibn No 0515-E-2004, de las 14:35 minutos del 25 de febrero del 2004. 



al día de la elección para Presidente, Vicepresidente de la República y Diputados 

a la Asamblea Legislativa, salvo que sea necesario una segunda elección, caso en 

el que la colocación de bonos podría extenderse hasta el día anterior a las 

votaciones de la segunda ronda y que ésta se ejecute en los términos y 

condiciones previstos en el artículo 191 del Código Electoral. 

La posibilidad de ceder en todo o en parte el derecho a la contribución del Estado, 

consagrada en el Código Electoral se encuentra debidamente reglada en el 

Capítulo IX, de las Emisiones de Bonos para Ceder el Derecho a la Contribución 

Estatal del Reglamento sobre el Pago de la Contraloría. 

Las disposiciones reglamentarias puntualizan en la obligación de los partidos 

políticos contenida en el artículo 191 citado, de notificar a la Contraloría General 

de la República las cesiones realizadas mediante bonos, la cual, a su vez debe 

comunicar dicha cesión a la Tesorería Nacional con la finalidad de proteger a los 

tenedores de los Bonos de Contribución del Estado. Además, reafirma que dicha 

notificación no implica responsabilidad alguna para el Estado si el derecho cedido 

no llegare a existir en todo o en parte. 

El artículo 35 del Reglamento sobre el Pago de los Gastos de los Partidos 

Políticos de la Contraloría General de la Repubiica establece que las emisiones 

de bonos realizadas por los partidos políticos con el fin de ceder el derecho a la 

contribución estatal, deben hacer referencia a la cesión de derechos eventuales. 

Es obligación de los partidos políticos consignarlo de esta manera y ponerlo en 

conocimiento de los adquirentes. 

Los Bonos de Contribución del Estado emitidos por los partidos políticos 

constituyen un derecho eventual o expectativa de derecho; estos se consolidan 

como una obligación económica garantizada por el Estado sólo si el partido 



político emisor obtiene, previo resultado electoral y liquidación de gastos, el 

derecho al aporte estatal que respalda la emisión de bonos realizada. 

Estos bonos no confieren al tenedor un derecho de crédito puro y simple, se 

encuentran sujetos a riesgo político electoral y no financiero. La notificación a la 

Contraloría General de la República no implica responsabilidad alguna para el 

Estado, si el derecho cedido no llegare a existir en todo o en parte. 

La emisión de bonos de cesión del subsidio estatal debe ser autorizada por el 

Comité Ejecutivo del partido político correspondiente, este acuerdo debe 

consignarse en el libro de actas del partido. Estos bonos deben indicar como 

mínimo; el monto total de la emisión, el valor final, el número, la serie, la campaña 

electoral a que pertenecen y sesión del Comité Ejecutivo Nacional o Provincial en 

que se acordó la emisión. Si se emiten bonos por diferentes valores, resulta 

necesario indicar el número de bonos de cada valor (artículo 36 Reglamento sobre 

el Pago de los gastos de los Partidos Políticos de la Contraloría General de la 

República). 

Los bonos de cesión de la contribución estatal pueden cambiarse en la Tesorería 

Nacional por los bonos que el Estado emita para hacer el pago de la contribución 

estatal, de acuerdo con el monto que corresponda a cada partido, según la 

liquidacidn final del aporte estatal que realicen los partidos. 

La cesión de bonos a particulares realizada por un partido político es una 

contribución reembolsable, cuya diferencia en exceso, resultado de la cesión y el 

monto que le corresponde por concepto de contribución estatal, es una 

contribución no reembolsable que debe asumir el particular contribuyente de su 

patrimonio. 



La jurisprudencia electoral desarrollada por el Tribunal Supremo de Elecciones en 

tomo al artículo 191 en mención, estipula que toda cesión debe efectuarse por 

medio de bonos de un valor o de varios valores cambiables por los que el Estado 

emita para pagar la contribución política. Sin embargo, la diferencia en exceso, 

que resultare entre la cesión y lo que posteriormente se determine por concepto 

de contribución estatal, debe asumirla el particular contribuyente.12' 

Resoecto del plazo para realizar cesiones de los bonos de contribución del 

Estado, el Código Electoral, el Reglamento sobre el Pago de los Gastos de los 

Partidos Políticos del Tribunal Supremo de Elecciones y de la Contraloría General 

de la República no establecen expresamente un limite de tiempo dentro del cual 

deba realizarse dicha cesión. Sin embargo, esta materia ha sido objeto de 

interpretación por parte del Tribunal Supremo de Elecciones, el cual estima que la 

cesión de la contribución estatal puede realizarse en cualquier momento, siempre 

y cuando cumpla con la normativa aplicable y con el deber legal de informar a la 

Contraloría General de la República. En este sentido la resolución 515-E-2004 del 

Tribunal refiere que: 

"( ...) ni el Código Electoral, ni los Reglamentos sobre el Pago de los 
Gastos de los Partidos Políticos, tanto del Tribunal Supremo de 
Elecciones como de la Contraloria General de la República, establecen 
expresamente un límite de tiempo para la cesión, por lo tanto, se 
interpreta que en cualquier momento el partido político podrá ceder su 
derecho a la contribución estatal, siempre y cuando cumpla con los 
requisitos normativos y con el deber legal de informar a la Contraloria 
General de la República, en los términos y plazos contemplados en los 
artículos 192 del Código Electoral y 34 al 38 del Reglamento sobre 
Pago-CGR (....)".12* 

127 Ibídem. TSE. Resolución No. 515-E-2004, de las 14:35 minutos del 25 de febrero del 2004. 
la Idem. 



Pese a que no existe una fecha limite para la emisión de bonos, el Tribunal 

Supremo de Elecciones interpreta que toda cesión realizada, con posterioridad a 

la celebración de las elecciones para Presidente y Vicepresidentes de la República 

y Diputados para la Asamblea Legislativa debe liquidarse de conformidad con los 

resultados obtenidos en la campaña electoral inmediatamente siguiente. Al 

respecto, la resolución 2749-E-2005, de las 07:19 horas del 10 de noviembre del 

dos mil cinco, refiere a que: 

"( ...) los partidos políticos pueden colocar los bonos (...) con 
anterioridad al día de la elección para Presidente, Vicepresidente de la 
República y Diputados a la Asamblea Legislativa, salvo que sea 
necesario dilucidar la elección mediante una segunda elección, pues 
ante esta eventualidad, la colocación de bonos podría extenderse hasta 
el día previo a las votaciones de esa segunda ronda, por tratarse ésta, 
de una etapa m& del mismo procesp (...)."'?a 

Por disposición del artículo 192 del Código Electoral, los partidos políticos pueden 

ceder el monto de la contribución estatal a que eventualmente tuviesen derecho, 

como respaldo a las operaciones crediticias que realicen en los bancos del 

Sistema Bancario Nacional. Sobre el particular el Código Electoral literalmente 

indica: 

1 ' ~ ~ ~ 1 ~ ~ ~ ~  192. Las operaciones crediticias en el Sistema Bancario 
Nacional, respaldadas por las cesiones previstas en el artículo 191, 
deberán reportarse a la Contraloría General de la República. (Asi 
reformado or el articulo único de la Ley número 8123 de 1 de agosto P del 2001)." 

El mecanismo de financiamiento regulado en el artículo 192 del Código Electoral 

debe ser considerado un crédito donde la cesión del eventual derecho a la 

contribución estatal del partido a la entidad bancaria, constituye una garantía que 

bbíd. Resolución No 2749-E de las 07:19 minutos del 10 noviembre del 2005. 
130 Cbdigo Electoral. Ibid. Art. 192. 



respalda el crédito. Esta situación le abre la posibilidad al partido de liquidar como 

contribución estatal los intereses del préstamo; mientras que en caso de la venta 

pura y simple de bonos, Únicamente se reconoce como gasto justificable el 

descuento de hasta el quince por ciento.I3' 

El mecanismo de financiamiento contenido en el artículo 192 del Código Electoral 

es reglado por el Capítulo XIV, de las Operaciones Crediticias Garantizadas con 

Bonos Emitidos por los Partidos Políticos para Ceder el Derecho al Aporte Estatal 

del Reglamento sobre el Pago de la Contraloría. 

El Capítulo XIV del Reglamento citado instaura la obligación de los partidos 

políticos de comunicar oficialmente a la Contraloría General de la República todas 

aquellas las operaciones crediticias garantizadas con cesiones de bonos de la 

contribución estatal. Tal comunicación es competencia de cualquiera de los 

miembros del Comité Ejecutivo del Partido, debe contener como mínimo; el 

nombre de la entidad financiera, el monto del crédito, el detalle de los bonos 

ofrecidos en garantía, el descuento sobre los bonos, la tasa de interés y el detalle 

de los intereses pagados. AdemCis, debe adjuntar certificación bancaria que 

demuestre la realización de las operaciones crediticias. 

Del mismo modo, cada partido político tiene la obligación de depositar 

íntegramente, en la cuenta corriente de este, el dinero obtenido en cada operación 

de crédito. 

Dentro del ordenamiento jurídico nacional, el inciso 2) del artículo 96 de la 

Constitución Política, establece una barrera de acceso al financiamiento público 

directo del 4% de los votos validamente emitidos. No obstante, lleva a cabo una 

'3' En este sentido vease: TSE. Resoluci6n No 2749-E-2005, de las 07:19 horas del 10 de 
noviembre del 2005. 



diferenciación entre los partidos inscritos a escala nacional, a los cuales aplica el 

porcentaje referido anteriormente, y los inscritos a escala provincial, respecto de 

los cuales establece una barrera alternativa, la obtención del 4% de los votos 

válidamente obtenidos en el ámbito provincial o que resulte electo al menos un 

diputado. 

No obstante lo anterior, este inciso ha sido objeto de diferentes interpretaciones 

del Tribunal Supremo de Elecciones. En un primer momento el Tribunal consideró 

que un partido político inscrito a escala nacional, aunque hubiese obtenido un 

diputado, requería paralelamente obtener el 4% de los sufragios emitidos a escala 

nacional para acceder al subsidio estatal. 

Posteriormente, en el año 2002, específicamente a partir de la interpretación 

contenida en la resolución del Tribunal Supremo de Elecciones No 591-E-2002 de 

las 9:35 horas del 19 de abril del 2002, esta instancia en tutela de los principios de 

representación de las minorías y pluralismo político, interpretó que tendría derecho 

a la contribución estatal, aquel partido politico inscrito a escala nacional que 

obtuviera un 4% de los sufragios válidamente emitidos en todo el país, o en su 

defecto que eligiera al menos un Diputado, aunque no hubiese alcanzado el 4% de 

sufragios en el ámbito nacional. Al respecto esta sentencia indica: 

"( ...) la alternativa de considerar suficiente para acceder a la 
contribución estatal que un partido político obtenga un diputado, sin 
reparar en que no haya alcanzado el 4% de la votación presidencial, 
reconoce el esfuerzo partidado y el favor de un número considerable de 
electores necesarios para acceder a esa plaza, lo cual resulta acorde 
con la finalidad del instituto del aporte estatal y con el principio 
democrático. Por ende, tal es la mejor interpretación que se puede 
hacer del párrafo segundo del artículo 96 constitucional, pues resulta 
acorde con su contexto normativo y axiológico y el fin público 
perseguido por el 

13* Ibid. TSE. Resolucibn No 0591-E-2002, de las 09:35 minutos del 19 de abril del 2002. 



Actualmente, mediante resolución número 1297-E-2006 de las 14:50 minutos del 

6 de abril del 2006, el Tribunal llevb a cabo una nueva interpretación del referido 

inciso 2) del artículo 96 de la Constitución, según la cual; 

"( ...) también tienen derecho a recibir la contribución estatal, aquellos 
partidos políticos inscritos a nivel nacional que, pese a no haber 
alcanzado el porcentaje mínimo establecido en esa escala, ni haber 
elegido un diputado, si alcanzaron, al menos, el 4% de sufragios 
válidos en alguna o varias provincias individualmente consideradas. En 
este caso, el monto de la contribución estatal se calculará sobre la base 
de los votos válidamente emitidos para diputados en la provincia en que 
hubiere alcanzado ese 4% y, si hubiere logrado ese porcentaje en más 
de una provincia, el monto se obtendrá de la suma de los votos 
válidamente emitidos de esas provincias."'33 

Sobre el particular, coincido con el voto de minoría contenido la recién citada 

resolución, suscrito por los Magistrados Sobrado González y Zamora Chavarría, el 

cual estima que la norma constitucional posee suficiente claridad lingüística que no 

permite realizar mayor distinción que la derivada de la literalidad de la norma. El 

precepto constitucional Únicamente distingue entre los partidos inscritos a escala 

nacional y los inscritos a escala provincial, respecto de los cuales establece una 

barrera alternativa, la obtención del 4% de los votos validamente obtenidos en el 

ámbito provincial o que resulte electo al menos un diputado. En este sentido el 

voto de minoría establece que: 

"( ...) la norma constitucional que interesa es suficientemente clara al 
establecer expresamente un tratamiento diferenciado para los partidos 
inscritos a escala nacional y los que participan solo provincialmente, 
disponiendo que los primeros únicamente tendrán derecho a la 
contribución estatal cuando superen el cuatro por ciento de los votos 
validamente emitidos en todo el país, resultando entonces insuficiente 
que hayan superado dicho umbral en una o algunas provincias pero no 
en el país integralmente considerado. 

Ibid. TSE. ResoIuci6n No 1297-E-2006. de las 14:40 horas del 6 de abril del 2006. 



Dada la claridad en la formulación lingüística del precepto constitucional 
no se abre espacio alguno para que, a través de un ejercicio 
interpretativo, pueda reconocérsele un significado o alcance jurídico 
distinto al pretendido, con precisión, por el con~t i tu~ente." '~~ 

Ademásd es importante señalar que no existe ninguna norma legal o reglamentaria 

que permita realizar una interpretación integral de la disposición constitucional, 

sobre este punto el Código Electoral en su artículo 193, Únicamente se limita a 

remitir al artículo objeto de análisis, que en lo que respecta expresa: 

"ARTICULO 193. Los partidos políticos inscritos tendrán derecho a 
recibir la contribución estatal siempre que hubieren alcanzado el 
porcentaje de sufragios válidamente emitidos, según se establece en el 
articulo 96 de la Constitución Política. (Así reformado por el artículo lo 

135 de la ley No. 7653 de 10 de diciembre de 1996) . 

Un elemento indispensable de considerar relativo al financiamiento público directo, 

es la determinación del tipo de actividades cubiertas por la contribución estatal. De 

conformidad con lo indicado en el Título Primero, el aporte estatal puede asumir 

carácter permanente y10 temporal. 

Nuestro ordenamiento jurídico contempla en el inciso 1) del artículo 96 de nuestra 

Carta Fundamental el financiamiento público directo, tanto a las actividades 

permanentes como a las actividades temporales de los partidos políticos. El 

precepto normativo indica que: 

"ARTICULO 96. El Estado contribuirá a sufragar los gastos de los 
partidos políticos, de acuerdo con las siguientes disposiciones: 
1 .- (...) Este porcentaje se destinará a cubrir los gastos que genere la 
participación de los partidos políticos en esos procesos electorales, y 
satisfacer las necesidades de capacitación y organización política. 

'" Ibidem. Voto Salvado del Magistrado Sobrado González y de la Magistrada Zamora Chavarría. 
Código Electoral. Ibid. Art. 193. 



Cada partido político fijará los porcentajes correspondientes a estos 
16 136 rubros . 

El tema de los gastos justificables para optar por el financiamiento estatal es 

dotado de especificidad por el Código Electoral que en su artículo 177, establece: 

"ARTICULO 177. Los gastos que pueden justificar los partidos políticos 
para obtener la contribución estatal serán únicamente los destinados a 
sus actividades de organización, dirección, censo y propaganda. No 
podrán considerarse justificables los gastos por embanderamiento. (...) 
Solo se reconocerán los gastos por propaganda en que incurran los 
partidos, de conformidad con este Código. El reglamento que habrá de 
dictar el Tribunal Supremo de Elecciones indicará las actividades que 
deberán comprendersg en los conceptos de organización, dirección, 

11 137 censo y propaganda (. . .) . 

La regulación del financiamiento para las actividades permanentes de los partidos 

políticos fue introducida mediante Ley de Reforma Constitucional No 7675 del 02 

de julio de 1996. Anterior, a esta fecha la contribución estatal se limitaba a sufragar 

los gastos de la elección; razón por la que el subsidio para gastos ordinarios posee 

carácter incipiente. 

El financiamiento ordinario a los partidos abarca Únicamente los egresos 

originados a partir de actividades de organización y capacitación. El articulo 2 del 

Reglamento sobre el Pago del Financiamiento a los Partidos Políticos del Tribunal 

Supremo de Elecciones en cumplimiento a la obligación legal estipulada en el 

articulo 179 citado, ofrece un concepto detallado sobre los gastos justificables 

para efectos de la contribución estatal; considera actividades de organización 

todas aquellas, de carácter permanente, necesarias para el establecimiento de la 

Constitución Política. Ibid. Art. 96. 
j3' Ibidem. Art. 177. 



estructura formal de los partidos políticos a fin de alcanzar los objetivos 

propuestos. 

El concepto de organización incluye los gastos por concepto de inscripción del 

partido, integración y funcionamiento de comités, asambleas, convenciones, 

instalación de clubes, celebración de reuniones y plazas públicas hasta un máximo 

de veinticinco, programas de prepapción y capacitación de delegados, fiscales y 

miembros de juntas electorales. Asimismo, incluye transporte y movilización de 

simpatizantes y electores, excepto egresos originados por el arrendamiento de 

autobuses de los concesionarios y peimisionarios de transporte de autobuses con 

ruta asignada, prohibido expresamente por el Código Electoral. 

Los costos derivados de las actividades de dirección y censo son.catalogados por 

el Tribunal Supremo de Elecciones como gastos de organización. Las acciones de 

dirección comprenden la labor de planificación, coordinación y ejecución de las 

actividades de los partidos políticos, incluida la gestión financiera. Este concepto 

abarca los desembolsos realizados por concepto de salarios y viáticos. 

El censo se refiere a la confección evaluación y análisis del registro de ciudadanos 

sufragantes y simpatizantes de un partido político. 

La capacitación comprende las actividades, de carácter permanente, tendientes a 

la promoción, organización y ejecución de cursos, seminarios, encuentros 

académicos, programas de becas y otros que le permiten a los militantes de la 

organización partidaria fortalecer su formación política, tanto en el ámbito técnico 

como en el ideológico y programático. 

En lo relativo al tema del subsidio público de las actividades temporales y 

electorales de las organizaciones partidarias, nuestro ordenamiento jurídico prevé 



una serie de regataciones específicas, particularmente en materia de propaganda 

y publicidad electoral. Los gastos de justificables por concepto de propaganda son 

aquellos desplegados a partir de la convocatoria a elecciones nacionales y hasta 

dos días antes de la celebración de éstas. 

El artículo 2 del Reglamento sobre el Pago de los Gastos de los Partidos Políticos, 

emitido por el Tribunal Supremo de Elecciones, define propaganda política 

electoral como: 

"ARTICULO 2. (...) toda publicación en la cual se pondera o se 
combate a uno de los partidos políticos que participan en la contienda 
electoral, o se pondera o se combate a uno de sus candidatos; abarca 
la acción de los partidos políticos para difundir sus ideas, opiniones y 
programas de gobierno a través de exposiciones, discursos, 
conferencias de prensa por radio y televisión, así como por medio de 
los anuncios en los medios de difusión citados y en el cine; o bien por 
servicio artísticos para la elaboración de los anuncios, por servicios de 
grabación para la difusión por radio, servicios de audio y vídeo para 
cortos de televisión, folletos, volantes, vallas y el uso de altoparlantes, 
debidamente autorizados, en reuniones, manifestaciones y desfiles 
(. . .).w138 

Cualquier otra actividad propagandística y publicitaria desplegada por las 

tendencias y los partidos políticos que no está enmarcada en los conceptos 

anteriores, de conformidad con el Título V del Código Electoral, no constituye un 

gasto justificable redimible por el Estado. En esta materia, existe disposición 

expresa que excluye como publicidad los costos de embanderamiento y toda 

forma de propaganda, en la que mediante creencias religiosas e invocando 

motivos de este tipo promueva en la población la adhesión a partidos o candidatos 

determinadas, 

TSE. Reglamento para (...). Ibid. Art. 2. 



El artículo constitucional supracitado en su inciso 1) establece el límite a la 

contribución del Estado en el cero coma diecinueve por ciento del Producto Interno 

Bruto del año trasanterior a la celebración de la elección para Presidente, 

Vicepresidentes de la República y Diputados a la Asamblea Legislativa. La 

potestad de determinar el aporte estatal para sufragar los gastos de los partidos 

políticos se encuentra encomendada al Tribunal Supremo de Elecciones, según lo 

preceptúa el artículo 187 del Código Electoral. 

El Contador del Tribunal previa consulta al Departamento de Contabilidad Social 

del Banco Central de Costa Rica remite un informe al Tribunal en el que se 

determina el Producto Interno Bruto del período que se trate. Posteriormente y con 

fundamento en dicho informe el Tribunal procede a estimar el monto de la 

contribución estatal a los partidos políticos. 

El Tribunal Supremo de Elecciones para las elecciones del 2006, mediante 

resolución No 2310-E-2005 de las 12:15 minutos del 29 de setiembre del 2005 fijó 

la contribución total del Estado para el gasto de los partidos políticos en la suma 

de trece mil novecientos cincuenta y seis millones ciento un mil quinientos 

cuarenta colones (~13.956.101.540). Al respecto, es importante denotar que esta 

cifra se refiere al subsidio total asignado y no necesariamente corresponde al 

monto desembolsado a los partidos, tras la liquidación de gastos electorales. 

Por disposición constitucional, los fondos del subsidio se desembolsan Únicamente 

a los partidos que superen la barrera electoral establecida en el inciso 2 del 

artículo 96 en estricta proporción a los votos obtenidos por los partidos políticos 

participantes en el proceso electoral y dentro de los limites establecidos en el 

inciso primero del artículo constitucional referido. 



La distribución del financiamiento público directo por partido político la lleva a cabo 

el Tribunal Supremo de Elecciones, en forma inmediatamente posterior a la 

declaración de las elecciones de Diputados, en estricto apego al procedimiento 

reglado en el artículo 187 del Código Electoral, mediante resolución fundada. Este 

procedimiento está compuesto de dos fases, a saber; la determinación del costo 

individual del voto y la asignación propiamente dicha del aporte estatal. 

El costo individual del voto es el resultado de dividir el monto de la contribución 

estatal autorizado por la Constitución Política entre la suma de los votos obtenidos 

por los partidos con derecho a esta contribución, en la elección de Presidente y 

Vicepresidentes de la República y Diputados. 

FI monto de la contribución estatal por partido es el producto obtenido de la 

multiplicación del costo individual del voto por el resultado de la suma de los votos 

obtenidos en la elección de Presidente y Vicepresidentes de la República y 

Diputados o por lo que obtuvo en una u otra elección, si solo participó en una de 

ellas. 

En el caso de las elecciones celebradas en el 2006, como se indicó líneas atrás, el 

Tribunal Supremo de Elecciones fijó el monto máximo de la contribución estatal en 

la suma de # 13.956.101.540 y teniendo en consideración la suma de los votos 

obtenidos por todos los partidos políticos con derecho a contribución en las 

elecciones de Presidente y Vicepresidentes y Diputados asciende a la cantidad de 

2.976.099 resulta que el costo individual del voto es de $4.689,39425066169G. 

La suma de los votos válidos obtenidos en las elecciones para Presidente y 

Vicepresidentes y Diputados a la Asamblea Legislativa por los partidos políticos 

con candidaturas inscritas en el ámbito nacional y provincial, de conformidad con 



lo determinado por el Tribunal Supremo de Elecciones, proyecta el siguiente 

resultado: 

Tabla #l. 

Total de votos obtenidos por partido político, clasificado por votos a Presidente y 
Vicepresidentes y votos obtenidos por Diputados 

Partido Político Votos Obtenidos Votos Total 
Presidente y Obtenidos Votos 

Vicepresidentes Diputados Obtenidos 
Acción Ciudadana 646.382 409.030 1.055.412 
Liberación Nacional 664.551 589.731 1.254.282 
Movimiento Libertario 137.71 O 147.934 285.644 
Unidad Social Cristiana 57.655 126.284 183.939 
Unión Nacional 26.593 40.280 66.873 
Unión para el Cambio 39.557 37.994 77.551 
Renovación Costarricense 15.539 55798 71.337 
Coalición Izquierda Unida 2.291 5.744 8.035 
Integración Nacional 5.136 12.945 18.081 
Unión Patriótica 1.864 8.612 10.476 
Alianza Dem. Nacionalista 3.670 14.537 18.207 
Patria Primero 17.594 26.438 44.032 
Rescate Nacional 2.430 2.430 
Fuerza Democrática 3.020 13.675 16.695 
Restauración Nacional 32.909 32.909 
Accesibilidad sin Exclusión 25.690 25.690 
Frente Amplio 17.751 17.751 
Unión Agrícola Cartaginés 9.395 9395 
Guanacaste Independiente 5.01 O 5.01 0 
Integración Provincial Tres 2.835 2.835 
Auténtico Herediano 3.556 3.556 
Acción Dem. Alajuelense 7.867 7.867 
Auténtico Turrialbeño Cartaginés 1 .O02 1 .O02 
Verde Ecologista 1.885 1.885 
Nueva Liga Feminista 2.357 2.357 
Acción Laborista Agrícola 11.713 11.713 
Fuerza Agraria de los Cartaginesa 1.482 1.482 
Movimiento Trabajadores y Camp. 1 S07 1.507 

FUENTE: Tribunal Supremo de Elecciones. Disponible en: www.tse.ao.cr. Consulta realizada el 
lo de Noviembre del 2006, 10:OO a.m. 

Inmediatamente después, el Tribunal procede a multiplicar el valor individual del 

voto por el resultado de la suma de los votos que obtuvo cada partido con derecho 



al aporte estatal en la elección de Presidente y Vicepresidentes y Diputados, esta 

operación determina que estos partidos podrán recibir como máximo las siguientes 

sumas: 

Tabla #2. 

Monto máximo redimible por concepto de financiamiento público, 

por Partido Politico 

Partido Político Monto 
Liberación Nacional 5.881.822.799.51 
Acción Ciudadana 4.949.242.964,88 
Movimiento Libertario 1.339.497.331,34 
Unidad Social Cristiana 862.562.489,07 
Unión Nacional 313.593.861,72 
Renovación Costarricense 183.796.1 18,26 
Restauración Nacional 154.323.275,40 
Accesibilidad sin Exclusión 120.470.538.30 
Frente Amplio 83.241.437,34 
Unión Agricola Cartaginés 44.056.858,98 
Guanacaste Independiente 23.493.865.20 

FUENTE: Tribunal Supremo de Elecciones. Disponible en: www.tse.qo.cr. Consulta Realizada el 
lo de Noviembre del 2006, 10:OO a.m. 

En Costa Rica por disposición constitucional, el subsidio estatal se desembolsa a 

los partidos tras la elección. El artículo 96 inciso 4) establece como requisito 

ineludible para recibir la contribución estatal directa llevar a cabo la liquidación de 

los gastos sufragados con el aporte estatal ante la Contraloría General de la 

República. El Código Electoral en su articulo 176 estipula tos lineamientos 

generales del proceso de comprobación de gastos, este señala: 

"ARTICULO 176. En la forma y en la proporción establecidas en el 
artículo 96 de la Constitución Política, el Estado contribuirá a sufragar 
los gastos de los partidos políticos participantes en las elecciones para 
Presidente y Vicepresidentes de la República y para Diputados a la 
Asamblea Legislativa. 
Para recibir el aporte estatal, los partidos políticos estarán obligados a 
comprobar sus gastos ante el Tribunal Supremo de Elecciones. A fin de 
registrar las operaciones y los gastos en que incurra, cada partido 



llevará su contabilidad al día y los comprobantes de gastos ordenados, 
conforme al Reglamento que dictará la Contraloría General de la 
República. Ocho meses antes de las elecciones, los partidos políticos, 
por medio del Comité Ejecutivo Superior, deberán presentar al Tribunal 
Supremo de Elecciones un presupuesto donde incluirán sus posibles 
gastos durante el desarrollo de las actividades político-electorales. Los 
que no lo presenten a su debido tiempo perderán un cinco por ciento 
(5%) del monto que les corresponda de la contribución estatal. (Así 
reformado por el artículo lo de la ley No. 7653 de 10 de diciembre de 
1 996)."'39 

El Tribunal Supremo de Elecciones, por medio de la Contraloría General de la 

República, es el órgano competente para controlar y verificar los gastos de los 

partidos políticos, los cuales deben justificar de manera fehaciente todos sus 

egresos. Corresponde a la Contraloría General de la República verificar que los 

gastos certificados por contador público autorizado- presentados por los partidos 

ante el Tribunal Supremo de Elecciones, posean el sustento necesario para 

respaldar el aporte estatal que les corresponda por su participación en un proceso 

electoral. 

Los partidos políticos están obligados a llevar al día el libro de actas y los libros de 

contabilidad, ambos debidamente legalizados por el Tribunal Supremo de 

Elecciones; como requisito previo a asumir los gastos por inscripción del partido. 

Otro requisito preliminar, que sobresale es la obligación del Comité Superior de 

cada partido participante en el proceso electoral para acceder a los recursos 

públicos presentar al Tribunal, ocho meses antes de las elecciones, un 

presupuesto que incluya los posibles ingresos, provenientes de la emisión de 

bonos, préstamos y contribuciones privadas y gastos redimibles del proceso 

electoral. La no presentación de dicho presupuesto implica una reducción de un 

cinco por ciento del monto que correspondiente a la contribución estatal. Al 

139 Código Electoral. Ibid. Art. 137. 



respecto el artículo 16 del Reglamento sobre el Pago de los Gastos de los 

Partidos Políticos del Tribunal Supremo de Elecciones, indica que: 

"Artículo 16. Los partidos políticos por medio del Comité Ejecutivo 
Superior, deberán presentar al Tribunal Supremo de Elecciones, ocho 
meses antes de las elecciones, un presupuesto en donde se incluyan 
los ingresos probables, provenientes de la emisión de bonos (artículo 
191 del Código Electoral), préstamos, contribuciones privadas y otras 
fuentes, así como los gastos en actividades de organización, 
propaganda y capacitación. (...) Asimismo, deberá aportarse el acuerdo 
del Comité Ejecutivo Superior mediante el cual se aprobó el 
presupuesto. Quien omita presentar en tiempo y forma el presupuesto 
incurrirá en la sanción prevista por el artículó 176 del Código Electoral. 
(Así reformado mediante sesión número 19 de 28 de noviembre del 
2001 )".140 

Los partidos políticos participantes en la contienda electoral se encuentran 

obligados a presentar al Tribunal Supremo de Elecciones liquidaciones parciales 

de los gastos justificables al menos una vez al mes a partir de la fecha de 

convocatoria a elección de Presidente de la República, Vicepresidentes y 

Diputados a la Asamblea Legislativa y hasta la fecha de la declaratoria de 

elección. Tales liquidaciones y sus respectivos comprobantes son revisados por la 

Contraloría General de la República. 

Además, una vez que el Tribunal emita la declaratoria de elección de Diputados y 

dentro de los cuarenta y cinco días siguientes cada partido con derecho a recibir el 

aporte estatal debe formalizar su cobro ante el Tribunal en estricta conformidad 

con las liquidaciones parciales y los comprobantes de contabilidad que no hayan 

sido presentados. El Tribunal mediante la colaboración de la Contraloría General 

de la República determina el monto definitivo que le corresponde a cada partido 

político, resolución que debe ser comunicada al Ministerio de Hacienda. 

140 TSE. Reglamento para el Pago (...). Ibíd. Art. 16. 



Luego, dentro de los ocho días siguientes a la fecha en que el Ministerio de 

Hacienda reciba la comunicación de aceptación del Tribunal Supremo de 

Elecciones, en aplicación de lo estipulado en el artículo 189 del Código Electoral, 

la Tesorería Nacional realiza la entrega a los partidos políticos del monto 

liquidado. 

La regulación sobre subsidios indirectos a los partidos políticos costarricenses es 

prácticamente nula. Esta incluye únicamente la franquicia postal y telegráfica 

durante la campafia electoral y el día de las e~ecciones'~~; así como el uso gratuito 

de algunos edificios públicos para reuniones partidarias. 

B.2. El Financiamiento Privado en Costa Rica 

En nuestro país el subsidio estatal a los partidos políticos no sustituye, ni limita, el 

aporte privado, el cual está permitido constitucionalmente y regulado por el Código 

Electoral, El artículo 96 de la nuestra Carta Maga establece que: 

"Las contribuciones privadas a los partidos políticos estarán sometidas 
al principio de publicidad y se regularán por ley."142 

En aplicación de este principio constitucional, las contribuciones privadas a los 

partidos están reguladas por ley y sometidas al principio de publicidad. Sin 

embargo, no se establece la obligación de los partidos políticos de publicar sus 

listas de contribuyentes en un medio de comunicación, éstas son entregadas al 

Tribunal, que mantiene un registro de consulta pública sobre las mismas. Los 

documentos de informes de los partidos tienen carácter público, motivo por el cual 

14' Código Electoral. Ibid. Art. 170 y 171' 
142 Constitución Política. Ibid. Art 96. 



deben exhibirse obligatoriamente en caso de ser requeridos por un habitante del 

país. 

El artículo 176 bis del Código Electoral es la disposición de carácter legal sobre la 

que descansa el régimen de financiamiento privado de los partidos políticos en 

Costa Rica, este contiene un conjunto de obligaciones y prohibiciones que deben 

acatar los partidos políticos. Al respecto este señala: 

"ARTICULO 176 bis. Prohíbese a los partidos políticos aceptar o recibir, 
directa o indirectamente, de personas físicas y jurídicas extranjeras, 
contribuciones, donaciones, préstamos o aportes, en dinero o en 
especie, para sufragar sus gastos de administración y los de sus 
campañas electorales. 
Ninguna de las personas señaladas podrá adquirir bonos ni realizar 
otras operaciones que impliquen ventajas económicas para los partidos 
políticos. No obstante, quedarán autorizadas para entregar 
contribuciones o donaciones dedicadas específicamente a labores de 
capacitación, formación e investigación de los partidos políticos. 
Las personas fisicas y jurídicas nacionales podrán destinar 
contribuciones, donaciones o cualquier otro tipo de aporte, en dinero o 
en especie, a los partidos políticos, hasta por un monto anual 
equivalente a cuarenta y cinco veces el salario base mínimo menor 
mensual que figure en la Ley de Presupuesto Ordinario de la República, 
vigente en el momento de la contribución. Se permite la acumulación de 
donaciones, contribuciones o aportes, durante el período presidencial 
respectivo. 
Se prohiben las donaciones, contribuciones o aportes en nombre de 
otra persona. 
Será sancionado con la pena referida en el artículo 152 de este Código, 
quien contravenga las prohibiciones incluidas en este articulo. 
Los tesoreros de los partidos políticos estarán obligados a informar, 
trimestralmente, al Tribunal Supremo de Elecciones, acerca de las 
contribuciones que reciban. Sin embargo, en el período comprendido 
entre la convocatoria y la fecha de elección, deberán rendir informe 
mensual. 
De no informar a tiempo, el Tribunal Supremo de Elecciones los 
prevendrá, personalmente, para que cumplan con esta obligación 
dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación de esa 
prevención. 



Omitir el envío del informe o retrasarlo injustificadamente, una vez 
practicada la prevención, será sancionado con la pena que se señala 
en el artículo 151 de este Código. (Así adicionado por el artículo 3' de 

99 143 la ley No. 7653 de 10 de diciembre de 1996) . 

Del artículo 176 bis Código Electoral se desprenden dos elementos fundamentales 

del sistema de financiamiento privado consagrado en el ordenamiento jurídico 

nacional, a saber: habilita a los partidos políticos a recibir contribuciones de 

personas físicas o jurídicas nacionales" y prohibe la recepción de donaciones 

internacionales y establece un monto máximo de contribución privada por persona 

física o jurídica nacional anual. 

El Código Electoral en su artículo 176 bis faculta a los partidos políticos a recibir 

contribuciones, donaciones o cualquier tipo de aporte legal proveniente de 

personas físicas o jurídicas nacionales. Tratándose de contribuciones nacionales 

de personas físicas o jurídicas, los partidos deben llevar un registro cronológico 

individual en el que se consigne el nombre y número de cédula de los 

contribuyentes, así como los montos recibidos. 

El precepto normativo contenido en el artículo citado no establece la necesaria 

correspondencia entre un donante o contribuyente particular y la organización 

partidaria receptora de la donación. No existe una norma legal que determine si 

una persona física o jurídica nacional debe contribuir sólo con un partido o puede 

contribuir con varios de estos paralelamente. Esta materia es desarrollada por la 

jurisprudencia electoral, esta al respecto señala que: 

143 

144 
Código Electoral. Ibíd. Art. 176 Bis. 
El régimen jurídico del financiamiento en nuestro país concibe a las personas jurídicas 

nacionales, aquellas constituidas bajo el ordenamiento jurídico costarricense y domiciliadas en el 
territorio nacional. En este sentido véase artículo 12 del Reglamento sobre el Pago de los Gastos 
de los Partidos Políticos emitido por el Tribunal Supremo de Elecciones. 



"( ...) cabe colegir que la posibilidad de que una persona física o jurídica 
nacional pueda destinar su aporte a determinado número de opciones 
partidarias en forma concurrente es jurídicamente viable y encuentra 
sustento en ese valor fundamental de libertad que, para el caso 
concreto, consagran los artículos 24 y 28 párrafo segundo de la 
Constitución Política, así como el artículo 18 de la Ley General de la 
Administración Pública del cual deriva el principio de autonomía de la 
voluntad .14= 

Tal como resulta evidente, la interpretación del Tribunal Supremo de Elecciones 

posee carácter no restrictivo, en tutela de la libertad personal. 

Nuestro sistema de financiamiento privado prohíbe expresamente las donaciones 

anónimas y las realizadas a nombre de otras personas, así como cualquier 

donación, contribución, préstamo o aporte, en dinero o en especie, proveniente de 

personas físicas o jurídicas extranjeras con la finalidad de sufragar gastos de 

administración y la campaña electoral de los partidos políticos. 

La norma legal es complementada y reafirmada por la disposición contenida en el 

articulo 10 del Reglamento sobre el Pago a los Partidos Políticos emitido por el 

Tribunal Supremo de Elecciones. Además, la norma reglamentaria hace énfasis en 

inhibir a las personas físicas y jurídicas extranjeras de adquirir bonos de los 

partidos políticos u otras operaciones que generen ventajas económicas a estos. 

Sin embargo, esta misma norma exceptúa de la prohibición todas aquellas 

donaciones internacionales destinadas actividades de capacitación, formación e 

investigación en el seno de los partidos políticos. Con la finalidad de depositar las 

contribuciones de este tipo, la organización partidaria debe abrir al menos una 

cuenta corriente bancaria donde cada pago debe realizarse por medio de cheque 

y sustentarse con documentos. En este caso es necesario solicitar autorización al 

145 TSE. Resolución No 0352-E-2006, de las 07:45 minutos del lo de febrero del 2006. 



Tribunal Supremo de Elecciones, para que este determine si el concepto al que se 

dirige la donación puede catalogarse dentro de los rubros permitidos por nuestro 

régimen jurídico. 

La legislación nacional en la materia establece una serie de regulaciones 

tendientes a establecer control del financiamiento privado. Los partidos políticos 

deben llevar un registro de las donaciones y aportes de personas físicas y 

jurídicas extranjeras autorizados, en los que se deben consignar los montos 

recibidos. Además, dicho registro debe contener nombre, calidades, número de 

identificación de los contribuyentes, tratándose de personas jurídicas es necesario 

adjuntar certificación de personería, registro contable y archivo de comprobantes. 

Además, en forma ordinaria trimestralmente los partidos políticos mediante sus 

tesoreros tienen el deber de informar al Tribunal sobre las contribuciones recibidas 

y una vez declarado el inicio de la campaña electoral dicho informe debe 

presentarse mensualmente. 

En el mismo plazo, con la misma regularidad y en cumplimiento a las regulaciones 

del Reglamento sobre el Pago del Tribunal, el tesorero de cada partido debe 

agregar a titulo de anexo al citado informe; el auxiliar de la cuenta bancaria donde 

conste el número de depósito, nombre, monto y número de cédula de cada 

donante, el estado de cuenta bancaria y estados financieros, conforme a las 

normas internacionales de contabilidad. La omisión del envío del informe o su 

injustificado retraso hace al tesorero del partido incurrir en una acción delictiva. 

Los fondos provenientes de las contribuciones, donaciones o aportes privados que 

reciban los partidos políticos de personas físicas o jurídicas nacionales deben ser 

depositados en una cuenta corriente única y exclusiva para dichos recursos en 

cualquier banco del Sistema Bancario Nacional. Los partidos políticos podrán 



tener abierta una cuenta corriente en colones y otra en dólares, sobre este punto 

en particular la jurisprudencia del Tribunal Supremo de Elecciones indica: 

"( ...) dada la situación monetaria que se presenta en el país, los 
partidos políticos puedan tener, además de la cuenta corriente en 
colones, otra cuenta corriente en dólares americanos para recibir los 
dineros provenientes de contribuciones, donaciones o aportes privados, 
ambas sometidas estrictamente a las condiciones, señaladas en el 
artículo 14 del Reglamento sobre el Pago de los Gastos de los Partidos 
Políticos emitido por este ~r ibunal . " '~~ 

La apertura y cierre de las cuentas corrientes de la organización partidaria debe 

ser comunicada formalmente al Tribunal dentro del plazo de tres días hábiles 

posteriores al cierre correspondiente, a través del tesorero del partido. Además, el 

Reglamento sobre el Pago del Tribunal Supremo de Elecciones encomienda a los 

bancos del Sistema Bancario Nacional la responsabilidad de asumir las medidas 

necesarias tendientes a controlar que no se acredite a las cuentas bancarias de 

los partidos ningún depósito anónimo o sin identificar plena y fehacientemente al 

depositante. 

Otro componente esencial en materia de financiamiento privado a los partidos 

políticos en Costa Rica es el establecimiento de un límite anual por contribuyente. 

Las donaciones, contribuciones, en dinero o en especie, se permiten hasta por un 

monto máximo anual equivalente a cuarenta y cinco veces el salario base mínimo 

menor mensual establecido en la Ley de Presupuesto Ordinario de la República, 

vigente al momento de la contribución. 

1 4 6 ~ ~ ~ .  Resolución N" 2196-E-2005, de las 14: 30 minutos del 14 de catorce de setiembre de 
2005. 



En este orden de ideas, el artículo 9 del Reglamento sobre el Pago del TSE 

establece la fórmula para determinar el aporte privado máximo, específicamente 

instituye: 

"Artículo 9. El cálculo del monto total máximo de contribución 
autorizada para cada persona física o jurídica nacional, se determinará 
con base en la siguiente fórmula: Salario base mínimo x 45 x 4. Esta 
misma fórmula se utilizará para el caso de las contribuciones para 
capacitación, formación e investigación que sean realizadas por 
personas físicas o jurídicas extranjeras. (Así reformado mediante 
sesión número 19 del 28 de noviembre del 2001)."'47 

Un aspecto importante al respecto, es que si bien es cierto la jurisprudencia 

electoral estima que una persona física o jurídica nacional p u ~ d e  contribuir con 

varios partidos políticos simultáneamente. No obstante, la suma de todas sus 

donaciones simultáneas no puede sobrepasar el Iímite referido en el artículo 

recién citado, es decir, un contribuyente tiene la posibilidad de distribuir el aporte 

máximo autorizado entre varios partidos, siempre y cuando no exceda el límite 

equivalente a cuarenta y cinco veces el salario base mínimo mensual vigente en la 

Ley de Presupuesto Ordinario de la República. Lo relativo a este tema ha sido 

objeto de interpretación por el Tribunal Supremo de Elecciones, sobre el particular 

es enfatico en sefialar que: 

"(. ..) el fin perseguido por el legislador fue, sin duda alguna, establecer 
un monto Iímite máximo para la contribución de cada persona física o 
jurídica nacional con los partidos políticos. Obviamente, esta 
interpretación de la norma electoral desecha la posibilidad de que una 
persona física o jurídica nacional pueda destinar topes máximos a 
varios partidos, simultáneamente, en forma anual o a~umulada."'~~ 

147 TSE. Reglamento sobre el Pago (...). Ibid. Reformado mediante sesión número 19 del 28 de 
noviembre del 2001. Art. 9. 
148 TSE. Resolución No 0352-E-2006, de las 07:45 minutos del lo de febrero del 2006. 



Al mismo tiempo y en concordancia con el citado artículo 9, el Tribunal considera 

que la contribución privada posee carácter acumulativo durante el período 

presidencial respectivo; el aporte privado puede realizarse en un solo tracto 

sumando los montos establecidos anualmente durante los cuatro años de labor 

presidencial. En este sentido la resolución 2238-E-2002 de las 10:35 minutos del 

veintisiete de noviembre del dos mil dos, emitida por el Tribunal expresa: 

"La interpretación de las leyes, cuando se trata de limitaciones a alguna 
forma de libertad individual, debe ser restrictiva y desde esta 
perspectiva, el Tribunal interpreta el párrafo tercero del artículo 176 bis 
citado, en el sentido de que permite la acumulación de las donaciones 
que correspondan a un periodo electoral, en cualquier momento 
durante dicho período. Partiendo de la premisa anterior y considerando 
que, además, la fórmula adoptada reglamentariamente predetermina 
esta interpretación flexible, es que el Tribunal interpreta que la 
acumul~ción total o parcial del monto anual de las donaciones, puede 
realizarse en cualquier momento durante el período presidencial 

Cabe agregar, que el Tribunal estima que la anterior interpretación es razonable, 

oportuna y congruente con la necesidad de los partidos políticos de financiar las 

elecciones municipales no beneficiadas de la contribución estatal. 

En el caso del periodo presidencial iniciado en el 2006, el Tribunal Supremo de 

Elecciones fijó el monto máximo del aporte privado acumulado en la suma de 

diecinueve millones cuatrocientos ochenta y cinco mil colones ($19 485 000). Este 

cálculo es obtenido mediante la aplicación de la siguiente formula: 

'1 ...) el salario base mínimo mensual que figura en la Ley de 
Presupuesto Ordinario de la República para el año 2006 corresponde a 
$108.250,00, por lo que, de acuerdo al fórmula estimada para la 
contribución del monto máximo que corresponde a las personas físicas 

14' lbidem. TSE. Resoluci6n N0.2238-E-2002. de las 10:35 horas del 27 de noviembre del 2002. 



o jurídicas nacionales sería de: $108.205,00 x 45= 4.874.250,OO x 4 = $ 
19.485.000,OO." 150 

La regulación del financiamiento privado de los partidos políticos, tal como se 

apuntó líneas atrás, es objeto de polémica. Esta situación produce la ausencia de 

transparencia y publicidad en el origen y administración de las fuentes de 

financiamiento privado y la injerencia de intereses económicos particulares o 

corporativos en proceso electoral que distorsionan el principio de representación 

política. 

Las estipulaciones jurídicas sobre los aportes privados muestra una marcada 

tendencia a controlar el financiamiento privado directo. No obstante, la 

participación e injerencia de grandes intereses económicos asume la forma de 

donativos indirectos, como la contratación de servicios de publicidad y propaganda 

en las que los gastos son asumidos por terceros ajenos al partido. 

Como se puede colegir el sistema de financiación costarricense es mixto con 

preeminencia pública, destinándose para actividades ordinarias, de capacitación y 

de campañas electorales; para tener acceso a este financiamiento los partidos 

políticos en elecciones deben obtener un 4% de la votación valida o elegir al 

menos un diputado, cuyo monto total se distribuye en estricta proporción con el 

número de votos obtenidos por cada uno de los partidos con derecho al 

financiamiento. 

TSE. ResoIuci6n No 0352-E -2006, de las 07:55 horas del lo de febrero del 2006. 



Sección II. El Financiamiento de los Partidos Políticos en la Legislación 

Comparada: Los Casos de España y Uruguay 

La presente sección tiene fin presentar una visión general sobre la normativa y 

realidad del financiamiento de los partidos políticos en España y Uruguay. 

El sistema de financiamiento politico vigente en España se caracteriza por la 

combinación de formas públicas y privadas; dando origen a un sistema mixto de 

financiamiento. El régimen jurídico del financiamiento español está compuesto por 

un conjunto amplio y detallado de normas sobre el mismo, las cuales incluyen 

complejos mecanismos de control y fiscalización sobre el uso de los recursos 

financieros de las organizaciones partidarias. 

En contraste, el sistema electoral uruguayo posee una legislación escasa en 

materia de financiamiento a los partidos politicos e incluso carece de una ley de 

partidos políticos. Esta situación orienta a las organizaciones partidarias a seguir 

el principio de autorregulación en su organización y financiamiento. 

A. El Financiamientos de los Partidos Políticos en España 

La Constitución Española promulgada en 1978 consagra un sistema democrático 

representativo. Este texto constitucional implica la ruptura definitiva con el régimen 

dictatorial franquista e instaura en su lugar un régimen electoral sustentado en el 

sistema de partidos políticos, cuyo eje es central es el pluralismo político. Este 

precepto se desprende del articulo 6 de la Carta Fundamental, al expresar: 



"Artículo 6. Los partidos políticos expresan el pluralismo politico, 
concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular y son 
instrumento fundamental para la participación po~ítica."'~' 

La creación y funcionamiento de los partidos políticos en la legislación española se 

considera el ejercicio de un derecho politico sometido únicamente a la 

Constitución y la ley. El funcionamiento de estos, así como su estructura interna 

debe ser democrático. 

El sistema electoral español le atribuye a los partidos la naturaleza entes públicos 

no estatales, cuya función principal es contribuir en la formación y manifestación 

de la voluntad popular. Esta concepción es considerada por el Tribunal 

Constitucional Español como el fundamento del aporte estatal a los partidos 

políticos; entendidos como organizaciones sociales con relevancia constitucional. 

A.1. Descripción General del Régimen de Financiamiento de los Partidos 

Políticos en España 

Las profundas modificaciones en el sistema político español contemporáneo han 

condicionado el tratamiento legislativo otorgado al tema del financiamiento de 

partidos políticos. No obstante, el reconocimiento legal de los partidos políticos 

trajo consigo la positivización de los sistemas de financiamiento de estos; siendo 

que la primera normativa sobre financiamiento politico data de 1977 y coincide con 

la realización de las primeras elecciones democráticas posteriores a la dictadura 

franquista. 

El ordenamiento jurídico español regula un sistema de financiamiento de los 

partidos políticos de carácter mixto, en el que coexisten formas publicas y privadas 
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de financiamiento no excluyentes entre sí, particularizado por la preeminencia del 

financiamiento público. El régimen jurídico del financiamiento está compuesto 

esencialmente por la Ley Orgánica del Régimen Electoral General y la Ley 

Orgánica de Financiamiento de los Partidos Políticos. 

A.1.1. Financiamiento Publico 

El sistema de financiamiento con marcada tenencia al ámbito público consagrado 

por el ordenamiento legal español se configura a partir de 1977, se complementa 

con la Ley Orgánica del RAgimen Electoral General, promulgada en 1985, la cual 

establece restricciones a los montos de los subsidios privados y públicos. 

Finalmente, en 1987 con la aprobación de la Ley de Financiación de los Partidos 

Políticos se consolida el sistema de financiamiento predominadamente estatal. 

A.l. l  .l. Financiamiento Público Directo 

El sistema de financiamiento público en Espaiía contempla el subsidio tanto a las 

actividades ordinarias como a las electorales desplegadas por los partidos 

políticos. Además, incluye una tercera categoría denominada subvención por 

actividad parlamentaria. 

El financiamiento público por actividad ordinaria se encuentra regulado en la Ley 

Orgánica del Financiamiento de los Partidos Políticos. Este tipo de financiamiento 

consiste en la obligación del Estado de conceder a los partidos políticos, con 

representación parlamentaria, un aporte anual para asumir los gastos de 

funcionamiento. 

La subvención por actividad parlamentaria a los partidos políticos fue introducida 

en 1977 al ordenamiento juridico español por la Ley Orgánica del Financiamiento 



de los Partidos Políticos con el objetivo principal de entregar a las fracciones 

parlamentarias una cantidad de dinero que le permita desarrollar de forma eficaz 

la función legislativa y cubrir los gastos originados por el pago de salarios del 

personal administrativo, técnico y de asesoría. Esta ley fusionó todos los ingresos 

y gastos de los partidos, determinando así que las subvenciones parlamentarias 

fueran parte del financiamiento público de los partidos. 

Además, el régimen jurídico español estipula el aporte estatal destinado a financiar 

las elecciones generales, municipales y las elecciones al Parlamento Europeo, ello 

de conformidad con las reglas generales establecidas en la Ley Orgánica del 

Régimen General Electoral. 

La distribución del financiamiento público directo por partido político en el sistema 

electoral español posee reglas diferenciadas en virtud del tipo de actividades 

objeto de financiamiento. Así la distribución del aporte estatal para cubrir los 

gastos originados en la actividad ordinaria de las organizaciones partidarias se 

efectúa en proporción al número de escaños y votos obtenidos para el Congreso 

en las elecciones generales. 

El sistema de distribución consiste en dividir el monto total del aporte a distribuir 

en tres partes, de las cuales dos se asignan en proporción a los votos obtenidos y 

la parte restante se distribuye en proporción al número de puestos de 

representación popular obtenidos por el partido correspondiente. Los resultados 

obtenidos constituyen el monto del aporte anual para cada formación, el cual se 

divide en doce partes y se distribuye en cantidades mensuales. La distribución del 

subsidio estatal corresponde al Ministerio del Interior. 

La doctrina española sobre la materia de financiamiento considera que el método 

de asignación del aporte estatal genera un beneficio a favor de los partidos 



mayoritarios en detrimento de las organizaciones minoritarias, que pese a alcanzar 

un porcentaje significativo de sufragios no logran elegir un Diputado y por 

consiguiente no resultan beneficiarios del aporte estatal. Al respecto Díaz Santana 

Cataños, afirma que: 

"( ...) el sistema de reparto empleado beneficia a los partidos 
mayoritarios, los que generalmente obtienen escaños en casi todas las 
circunscripciones y con ello, todos los votos conseguidos computan en 
el reparto de las subvenciones. Por el contrario, en el caso de los 
partidos minoritarios que obtienen un porcentaje significativo de votos 
en diferentes circunscripciones, pero insuficiente para alcanzar un 
escaño, sus votos no son computables o sujetos de finan~iamiento."'~~ 

En el caso de la distribución del financiamiento generado por la actividad 

parlamentaria, remite a los Reglamentos Internos de cada una de las Cámaras, 

que determina un aporte fijo e igualitario para cada uno de los miembros del 

Parlamento; y otra variable en proporción al número de Diputados o Senadores 

pertenecientes a cada partido. 

Refiriendo a la asignación del financiamiento directo originado por actividades 

meramente electorales se fija una cantidad determinada por escaño obtenido y 

otra por voto recibido, entre las organizaciones partidarias que obtengan 

representación. 

Otro elemento fundamental a considerar dentro del sistema de financiamiento 

público directo español es la ausencia de un parámetro preestablecido y objetivo 

para determinar el monto de la contribución estatal. En el caso específico, la 

suma total del aporte es delimitada por el Ministerio del Interior, a través de la 

Dirección General de Política Interior, y el Ministerio de Economía y Hacienda. 
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El procedimiento dispuesto para determinar el financiamiento por actividad 

ordinaria tiene como eje dos variables; incrementar el monto del presupuesto 

anterior en el porcentaje de variación del [ndice del Precio al Consumo y en 

periodo de procesos electorales existe la posibilidad de efectuar un aumento 

adicional al del índice. La propuesta de financiamiento elaborada por la Dirección 

General de Política Interior se incorpora en el Proyecto de Presupuesto General 

del Estado y es sometido a la aprobación del Congreso de los Diputados, quienes 

deciden el monto total del dicho rubro. 

En cuanto al financiamiento por actividades electorales, es determinado por 

Ministerio de Economía y Hacienda, considera como parámetro el monto asignado 

en el periodo anterior y adiciona un monto proporcional al indice inflacionario 

acumulado durante el periodo preelectoral. 

La ausencia de un referente preestablecido para determinar el monto global del 

aporte estatal genera un círculo vicioso en el que los partidos políticos 

beneficiarios del financiamiento determinan la suma de dinero a recibir. Esta 

situación hace vulnerable el sistema de financiamiento público a las presiones e 

intereses individuales de las organizaciones partidarias. 

Una característica importante de precisar en todo sistema de financiamiento 

público es el momento de entrega del aporte. En España, la entrega del subsidio 

para sufragar los gastos ordinarios de los partidos tiene ocasión en tres momentos 

distintos. Así, el equivalente al treinta por ciento del aporte estatal es entregado en 

forma previa a las elecciones, dicho monto es calculado de conformidad con la 

cantidad de sufragios obtenidos en la elección inmediatamente anterior. 



En forma posterior a la celebración de las elecciones es entregado el sesenta por 

ciento del susidio, previo cumplimiento del proceso de comprobación y liquidación 

de gastos ante el Tribunal de Cuentas. Por último, el restante diez por ciento es 

ejecutado al constatar la transparencia y regularidad de la contabilidad del partido. 

El Tribunal de Cuentas es la entidad encargada de fiscalizar y verificar la 

contabilidad de cada partido político, en caso de encontrar irregularidades en 

materia de ingresos y gastos partidarios posee la potestad de disminuir el monto 

subsidio estatal. Los asuntos resueltos por el Tribunal de Cuentas son conocidos 

en apelación por los Tribunales ordinarios. 

A.l .1.2. Financiamiento Público Indirecto 

El sistema de financiamiento público directo español es complementado con un 

sistema de subsidios indirectos que facilitan el ejercicio de las funciones 

partidarias durante la campalla electoral. Este tipo de financiamiento puede asumir 

formas diversas, tales como; espacios en los medios de comunicación, uso 

gratuito de edificios estatales para actos de partidarios, tarifas diferenciadas para 

el envio de propaganda y boletas electorales y colocación de propaganda y 

publicidad política en espacios públicos. 

El Código Electoral espafiol contempla que aquellos partidos que inscriban 

candidatos en el setenta y cinco por ciento de las circunscripciones electorales 

dentro del ámbito de difusión del medio de comunicación correspondiente posee el 

derecho a espacios publicitarios en radio y televisión. 

La asignación de espacios publicitarios en los medios de comunicación estatales 

es realizada por la Junta Electoral Central y la Comisión de Radio y Televisión, 

valorado la cantidad de votos obtenidos en la elección anterior. No obstante, de 



conformidad con lo señalo por Díaz Santana Catanos, los espacios 

propagandisticos son distribuidos, en forma desigual, siguiendo las siguientes 

pautas: 

"Diez minutos durante el transcurso de la campana electoral, para las 
formaciones políticas sin representación o que se presentan por 
primera vez a un proceso electoral; quince minutos para las 
formaciones políticas con representación, pero que no hubiesen 
alcanzado el 5% de la votación; treinta minutos a las formaciones 
políticas con representación y con una votación comprendida entre el 
5% y 20% y cuarenta y cinco minutos a los partidos que hubiesen 
obtenido una votación mayor al 20%."'~~ 

Este sistema de asignación espacios publicitarios es desigual e injusto, en tanto, 

limita la posibilidad de las agrupaciones partidarias emergentes y minoritarias 

pequeñas de dar a conocer sus propuestas programáticas y atraer nuevos 

electores. Sin embargo, una parte de la doctrina española'" considera que el 

sistema de distribución de espacios propagandisticos efectivamente garantiza el 

principio de proporcionalidad, estimado que pese a que los partidos son, en tesis 

de principio, iguales, poseen distinta magnitud e importancia electoral que justifica 

la asignación de espacios publicitarios reseñada. 

Resulta fundamental acotar que el sistema de financiamiento público español 

prohibe a los partidos políticos, candidatos y personas cercanas a estas adquiriu 

espacios televisivos para efectuar propaganda política durante la campaña 

electoral. En época electoral, únicamente, es permitido contratar espacios en 

radio. 

La prohibición de adquirir espacios televisivos durante la campaña electoral se 

fundamenta en la necesidad del Estado de garantizar el acceso equitativo de las 
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organizaciones partidarias a los recursos proselitistas y evitar la manipulación de 

las masas electorales promovida con el libre acceso a los medios de 

comunicación. Al respecto Díaz Santana Cataños considera que: 

"El criterio de prohibir la contratación de espacios en televisión tiene 
como fin otorgar ciertas garantías de equidad entre los contendientes 
politicos en el proceso electoral. Con esta medida se pretende impedir 
que los partidos políticos que cuenten con medios económicos 
desahogados puedan manipular la televisión en su benefi~io."'~~ 

Los partidos políticos españoles pueden utilizar gratuitamente edificios públicos 

para llevar a cabo actos electorales, para ello resulta necesario formalizar dicha 

petición ante las autoridades electorales, quienes atienden las solicitudes en orden 

de presentación. Además, la legislación electoral concede un precio especial, 

fijado por orden ministerial, para el envío postal de propaganda y boletas 

electorales. 

La última forma que asume el financiamiento público indirecto es la utilización 

gratuita de espacios públicos para la instalación de propaganda electoral. La 

fórmula de distribución de espacios publicitarios es igualitaria, complementada por 

la fórmula proporcional que permite a las formaciones políticas que obtuvieron el 

mayor número de votos en elección pasada elegir las zonas de mayor circulación 

peatonal. 

A.1.2. Financiamiento Privado 

La Ley Orgánica de Financiación de los Partidos Politicos autoriza a las 

organizaciones partidarias a financiarse mediante las cuotas de sus miembros, las 



rentas originadas a partir de patrimonio, las herencias, los legados y todo tipo de 

donaciones privadas permitidas por la ley. 

Las cuotas ordinarias periódicas de los miembros de partido constituyen un acto 

de adhesión y lealtad a la organización. Respecto a este tema la legislación 

española instituye el deber de los militantes que ostentan un puesto de elección 

popular o de confianza, designado por el partido en el gobierno de pagar una 

cuota adicional a la ordinaria calculada en proporción al salario recibido. 

Los ingresos generados a partir del patrimonio del partido pueden ser de diversa 

índole, tales como; ventas de publicaciones editadas por el partido, las rentas de 

las inversiones bancarias y las producidas por el alquiler de locales y edificios. En 

lo referente a los ingresos originados por herencias y legados estos son 

esporádicos e insignificantes para el patrimonio de la organización. 

El principal ingreso de las organizaciones partidarias está compuesto por las 

donaciones privadas autorizadas por la ley. La Ley de Financiamiento de Partidos 

faculta a las personas físicas y jurídicas a realizar aportes a dichas 

organizaciones. 

Sobre el particular y de conformidad con el artículo 5 de la ley supra citada, las 

donaciones privadas autorizadas son aquellas de carácter no finalista y no 

condicionado; estas se encuentran sometidas a los lineamientos generales 

consagrados en la ley. En este caso, la legislación instituye restricciones diversas, 

entre las que sobresalen; límite al monto de donación anual por persona física y 

las donaciones realizadas por personas jurídicas deben fundarse en un acuerdo 

del órgano social competente. Por último, si bien es cierto que los aportes 

anónimos se encuentran permitidos en el ordenamiento jurídico español, estos no 



pueden superar el cinco por ciento del monto anual asignado a los partidos para 

sufragar los gastos ordinarios. 

Respecto al tema de los aportes privados anónimos, la legislación sobre la materia 

justifica su existencia con dos argumentos generales, a saber; la tutela del 

carácter secreto del sufragio y evitar eventuales represalias contra los donantes de 

los partidos perdedores. En este sentido, Diaz Santana CataAos, argumenta que 

los aportes anónimos tienen asidero en: 

"( ...) el respeto al principio del sufragio; como es lógico, el hecho de 
que una persona contribuya a un partido político, indica que por ese 
mismo partido votará, por lo cual si se publican los nombres de los 
donantes, se viola el secreto del voto. [Además](. . .) se puede presentar 
el caso de que una empresa que aporte a un partido perdedor, reciba 
posteriormente represalias del partido gobernante. 9, 156 

Estas restricciones se sustentan en la necesidad de crear condiciones de 

competencia electoral igualitarias y evitar la injerencia de grandes capitales en las 

eventuales políticas públicas del nuevo gobierno. 

En cuanto a las prohibiciones relativas a los aportes privados, la ley de 

financiamiento española veda las donaciones provenientes de empresas públicas, 

empresas que tengan alguna relación contractual con el Estado y las realizadas 

por gobiernos y organismos públicos extranjeros, salvo las otorgadas para 

elecciones del Parlamento Europeo. 

Las restricciones a donativos de empresas públicas se establece en tutela de las 

finanzas públicas; el presupuesto de una entidad pública no puede utilizarse para 

favorecer intereses partidarios determinados. En lo concerniente a la prohibición 



de aportes de las empresas que poseen una relación contractual con el Estado. 

esta tiene la finalidad de evitar que dichas donaciones constituyan un pago por 

resultar adjudicatario en un proceso de contratación administrativa. 

Al igual que nuestro país la legislación española contempla una restricción a las 

donaciones de gobiernos extranjeros, a efectos de garantizar la soberanía 

nacional y evitar la influencia de entes externos en las políticas publicas 

nacionales. Por otra parte, es igualmente prohibido recibir aportes de personas 

extranjeras, con el fin de impedir la representación política de intereses 

extranjeros. 

Otra característica fundamental del sistema de financiamiento privado español es 

que en epoca de campaña electoral aplica restricciones especiales, tales como; 

disminución a la décima parte del límite a los aportes de personas físicas o 

jurídicas y apertura de una cuenta bancaria exclusivamente destinada para el 

ingreso de las fuentes de financiamiento privado. 

Los partidos políticos tienen el deber de contar con registros contables detallados, 

que permitan conocer su situación financiera y el estado de sus obligaciones, para 

tales efectos los partidos deben llevar libros de Tesorería, lnventarios y Balances, 

los cuales deben incluir el inventario anual de los bienes, la cuenta de ingresos, la 

cuenta de gastos y las operaciones de capital. 

La fiscalización en torno a las finanzas de las organizaciones partidarias se realiza 

en dos vías. La primera, un control interno propio de cada partido y la segunda, la 

fiscalización externa que le compete en forma exclusiva al Tribunal de Cuentas 

Español. Además, la ley de financiamiento regula de forma diferenciada el proceso 

de fiscalización de la actividad financiera ordinaria y otro especial propio de 

campaña electoral. 



Durante el desarrollo de la campaña electoral, el Tribunal de Cuentas exige a los 

partidos el nombramiento de un administrador general responsable de todos los 

ingresos y gastos del partido. La actividad de los administradores de los partidos 

es supervisada y constatada por Juntas Electorales. Posteriormente, las Juntas 

Electorales informan al Tribunal de Cuentas quien verifica la regularidad de las 

contabilidades. El incumplimiento comprobado de irregularidades en la 

contabilidad de los partidos acarrea la supresión o reducción de la subvención 

estatal por gastos electorales y acciones penales, según sea el caso. 

El financiamiento privado indirecto resulta menos frecuente y más difícil de 

constatar; esté consiste en prestaciones personales de trabajo al partido sin que 

medie remuneración alguna. 

En términos generales, el sistema de financiamiento Español tiende a limitar y 

restringir las fuentes privadas de recursos y el establecimiento de controles 

públicos sobre el origen de los donativos. Estas restricciones están vinculadas a 

los principios de transparencia de las fuentes, igualdad en la competencia electoral 

y la eliminación de la representación política de los intereses sectoriales o 

extranjeros. 

B. El Financiamiento de los Partidos Políticos en ~ r u g u a y ' ~ ~  

El sistema electoral uruguayo, hasta la reforma constitucional de 1996, se 

caracterizó por el doble voto simu~táneo'~~. Este sistema generó el 
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fraccionamiento interno de los partidos políticos, de modo que tanto, los partidos y 

sus fracciones son considerados actores políticos sometidos al control y 

fiscalización del Estado uruguayo. 

Los partidos políticos uruguayos gozan de reconocimiento legal desde 1925, año 

en el que se aprobó la Ley No 7812, la cual entre otras cosas regula los procesos 

internos y la actividad electoral de los partidos políticos. Esta ley no contiene 

referencia alguna los sistemas de financiamiento de los partidos y fracciones. 

Consecuentemente, las organizaciones partidarias disfrutan de un margen de 

libertad amplio en tomo a la forma de financiamiento de sus actividades. Cabe 

resaltar que el sistema de partidos políticos uruguayo, pese a poseer controles 

escasos sobre financiamiento de los partidos, no registra casos de corrupción 

política vinculados a la falta de transparencia y publicidad en el sistema de 

financiamiento de las organizaciones partidarias. 

6.1. Descripción General del Regimen de Financiamiento de los Partidos 

Políticos en Uruguay 

El sistema electoral uruguayo desde el año 1928 introdujo regulaciones en tomo al 

financiamiento público de los partidos políticos. Sin embargo, en la actualidad no 

es posible afirmar que Uruguay cuente con un sistema formal de financiamiento de 

los partidos políticos; el subsidio de carácter público es regulado mediante una ley 

emitida al efecto para la elección especifica que se trate, cada ley proyecta los 

criterios para una única elección. 

15' El sistema de doble voto simultáneo uruguayo le permitía al elector, simultáneamente, optar 
entre partidos y definir sus opciones dentro de este. Este sistema kie instaurado en 1910 para 
permitir la competencia interna dentro de los partidos y evitar rupturas. 



El ordenamiento jurídico uruguayo faculta a los partidos políticos a recibir aportes 

privados, pero, no contempla ningún tipo de regulación sobre la forma de 

recepción de estos, ni establece restricciones a los montos de los aportes. La 

única restricción a los gastos de los partidos es la reducción del espacio temporal 

de la campaña electoral, así como, la determinación de un periodo de tiempo 

determinado para difundir publicidad y propaganda política. Tal como se describe, 

el sistema de financiamiento de los partidos políticos en Uruguay combina formas 

publicas y privadas dando origen a un incipiente sistema mixto. 

B.l . l .  El Financiamiento Público 

El sistema de financiamiento publico directo en Uruguay no está institucionalizado 

en normas de aplicación general, en su lugar, de forma previa a cada elección el 

Parlamento promulga una ley especial que determina el aporte estatal aplicable. 

Generalmente, la ley que determina el aporte estatal se refiere a una única 

elección e históricamente ha poseído características similares, tales como; 

determinar solamente subsidios para actividades electorales, la inexistencia de 

barreras de acceso al financiamiento, fijar el monto global del subsidio público de 

acuerdo con los criterios expuestos en la propia ley y calcular la cantidad total de 

la contribución estatal por partidos en proporción al número de votos obtenidos. 

B.1.1 . l .  Financiamiento Público Directo 

En principio, el aporte estatal debe entregarse los partidos políticos y no a los 

candidatos. No obstante, en la práctica el subsidio estatal es distribuido a los 

candidatos de las diferentes fracciones del partido, esta costumbre es reforzada 

por algunas leyes especiales de financiamiento que asignan el aporte entre los 

candidatos o listas de candidatos a los diferentes cargos. 



La ausencia de umbral de acceso al financiamiento público es una característica 

esencial del sistema de financiamiento uruguayo; la ley de financiamiento para 

cada campaña, normalmente, no impone un porcentaje mínimo de sufragios para 

acceder al aporte estatal. Esta situación coloca en condiciones de igualdad a 

todas las organizaciones partidarias y sus fracciones, con la salvedad de las 

condiciones para optar por el financiamiento previo, las cuales se analizan más 

adelante. 

Habitualmente, la ley especial de financiamiento contempla sólo el financiamiento 

de las actividades electorales desplegadas por los organismos partidarios. El 

ordenamiento jurídico no contiene ningún tipo de subsidio directo destinado a 

cubrir las actividades ordinarias de los partidos. 

En este sentido, resulta fundamental considerar que la reforma constitucional 

uruguaya de 1996 introdujo importantes cambios en el sistema electoral y su 

calendarización. En primer lugar, rompe con el sistema de voto doble simultáneo y 

establece la obligación de celebrar elecciones internas del partido para elegir el 

candidato presidencial; en segundo lugar, en el ámbito presidencial instaura el 

sistema de mayoría absoluta a doble vuelta y separa temporalmente las 

elecciones municipales de las nacionales; produjo la ampliación de la campaña 

electoral y maximizó la necesidad de los partidos políticos de contar con los 

recursos para hacerle frente a éstas. No obstante lo anterior, las leyes especiales 

de financiamiento no han previsto esta situación, únicamente han limitado el 

financiamiento público a la primera vuelta de las elecciones generales y a las 

municipales. 

Consistentemente, las leyes especiales de financiamiento fijan el subsidio estatal 

con fundamento en el monto asignado en la elección anterior más un reajuste en 

proporción al índice Nacional de Salarios por cada voto. El total del aporte estatal 



recibido por partido, lista o candidato es calculado en estricta proporción a la 

cantidad de sufragios obtenidos. Cabe agregar, que no existe un limite 

preestablecido al monto del subsidio estatal, este se determina caso por caso 

mediante ley especial promulgada para cada elección. 

El financiamiento público directo es entregado a las organizaciones partidarias y 

sus fracciones en forma posterior a la celebración de las elecciones, no obstante, 

la legislación sobre la materia, usualmente, faculta a los partidos a solicitar 

financiamiento previo a las elecciones, para lo cual deben otorgar garantía 

hipotecaria, prendaria o personal. 

La asignación del financiamiento público previo es realizada en consideración de 

dos factores; primero, el resultado obtenido en la elección inmediatamente anterior 

y la expectativa de votación por partido en la elección que se pretende financiar. 

Evidentemente, los requisitos de acceso al financiamiento adelantado constituyen 

un obstáculo para los partidos emergentes y pequeños, situación que genera 

condiciones de competencia electoral desiguales. 

El ente público encargado de conocer y resolver las solicitudes de financiamiento 

previo realizadas por los diferentes partidos es el Banco Central de Uruguay. 

Generalmente, el monto adelantado no debe sobrepasar el cincuenta por ciento de 

la suma que presumiblemente recibirá después de la elección. 

6.1.1.2. Financiamiento Publico Indirecto 

El ordenamiento jurídico uruguayo no contempla formas de financiamiento 

indirecto. Sin embargo, en la práctica existen formas no reguladas de 

financiamiento consideradas indirectas, las cuales incluso pueden ser objeto de 

cuestionamientos éticos. Estas formas indirectas consisten en emplear las partidas 



presupuestarias asignadas a los legisladores para enfrentar gastos como 

publicaciones, suscripciones a revistas y diarios, en el financiamiento de 

actividades propias de los partidos políticos y utilizar con fines partidarios los 

funcionarios asignados en comisión por las entidades estatales a los despachos 

de los miembros del Congreso. 

Ambas formas constituyen una desviación de los fines de la norma, por lo que no 

pueden ser consideradas formas de financiamiento indirecto en sentido estricto. 

B.1.2. Financiamiento Privado 

El régimen jurídico uruguayo faculta a los partidos políticos a financiarse mediante 

las cuotas de sus militantes y los aportes provenientes de fuentes externas al 

partido. Sin embargo, no existe norma que estipule las condiciones y controles a 

las que debe someterse el financiamiento de carácter privado. 

En este sentido, es preciso agregar que el ordenamiento jurídico uruguayo en 

materia de financiamiento privado se sustenta en el principio de autorregulación 

financiaera, según el cual, cada organización partidaria posee libertad para 

recabar los fondos para financiase, razón por la que las donaciones recibidas no 

están sometidas a mecanismos de publicidad y control y se admiten las 

donaciones provenientes de personas y entes extranjeros. 

En este contexto, las principales fuentes de recursos privados en Uruguay son las 

cuotas obligatorias de los funcionarios que ostentan puestos públicos en 

representación del partido y los aportes, en dinero o en especie, de personas 

físicas o jurídicas ajenas al partido. 



Los partidos reciben aportes indirectos para realizar sus actividades corrientes, 

fundamentalmente en el área de comunicación social, en la actualidad llegar a la 

población a través de ellas resulta una prioridad. En general se hace a través de la 

televisión y la radio, en los noticieros y programas periodísticos y para un 

segmento específico a través de la prensa escrita. Es este caso se apunta a 

quienes forman los criterios rectores de la opinión pública. 

No existen medios de comunicación que expresen la posición de un partido, sólo 

órganos de prensa escrita que responden a fracciones o a grupos de los partidos 

tradicionales. La cobertura de la política nacional en los diversos medios 

audiovisuales es amplia, aunque sin costo para los partidos. 

Los informativos centrales de la televisión normalmente dedican un tercio de su 

contenido a noticias y pequeñas entrevistas. Las radios, especialmente las de tipo 

AM también tienen amplia cobertura. Toda esta actividad sólo tiene por costo el 

tiempo de los entrevistados. No hay que pagar por la invitación, pero también, 

como contrapartida para el programa, los gastos de producción son muy bajos. 

La recaudación de fondos se centra exclusivamente en el periodo electoral. No 

hay publicidad de cuanto es lo que se consigue. Por lo general, los aportes son 

empresarios que, obviamente, buscan tener una buena posición en relación con el 

gobierno y aun con la oposición. 



CAP~TULO II 

APLICACIÓN DE REFORMAS ELECTORALES EN COSTA RICA: 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 14 268, CÓDIGO ELECTORAL 

Las reformas en materia de financiamiento político deben articular la correlación 

entre la ética y política, con el fin de revalorizar la política y sus actividades. La 

consecución de este objetiv~ debe sustentarse en la publicidad y transparencia en 

el origen de los ingresos y la administración de los recursos por parte de las 

organizaciones partidarias. 

El financiamiento de los partidos políticos es uno de los temas más importantes en 

el derecho electoral. En términos generales, es comúnmente aceptado por la 

doctrina que la legislación sobre financiamiento de los partidos debe dirigirse a 

sustraer estas organizaciones de la influencia de intereses económicos 

específicos, impedir el condicionamiento ideológico y programático a estos 

intereses y evitar que las personas con amplia capacidad adquisitiva inviertan por 

igual en los partidos con mayor probabilidad de alcanzar la victoria electoral. 

Actualmente, en nuestro país existe una detallada regulación normativa relativa al 

financiamiento de los partidos políticos y las campanas políticas, el sistema de 

control y fiscalización de los recursos de las campañas se basa en la obligación 

constitucional de rendir cuentas ante el organismo electoral para poder acceder a 

la contribución estatal y en el control institucional cruzado. 

No obstante, estos controles han resultado insuficientes y esquivadas con alguna 

facilidad por los partidos políticos; así durante la campana electoral 2002-2006 se 

detectaron importantes irregularidades en el financiamiento de las organizaciones 

partidarias detectadas, razón por la que el tema de la implementación de reformas 



electorales generales y del sistema de financiamiento en particular ha cobrado 

especial importancia en la opinión pública nacional. 

Costa Rica en materia de financiamiento político requiere necesariamente una 

reforma legal tendiente a definir claramente las potestades y obligaciones del 

Tribunal Supremo de Elecciones en el control y sanción de las prácticas 

irregulares sobre el origen y administración de los recursos de los partidos, así 

como la elaboración de un detallado régimen de sanciones aplicable cuando se 

configuren acciones que vulneren las condiciones legales establecidas para el 

manejo de los recursos partidarios. 

Sección l. Consideraciones Generales sobre el Proyecto de Ley No 14268, 

Código Electoral 

El presente acápite desarrolla las consideraciones generales sobre el Proyecto de 

Ley No 14268 de Código Electoral; sobre el particular es preciso señalar que 

análisis propuesto en este trabajo de investigación se focaliza en un tema 

especifico del proyecto de ley, a saber; el financiamiento de los partidos políticos. 

Concretamente, esta sección comprende dos apartados. El primero de ellos 

considera los antecedentes del Proyecto de Ley objeto de estudio y de la 

Comisión Especial de Reformas Electorales y Partidos Políticos, tramitada 

mediante expediente administrativo número 16212, en la que actualmente es 

discutido el proyecto de ley de interés. El segundo apartado describe las partes 

generales que comprende el proyecto en estudio; así como, los temas relevantes 

contenidos en este. 



A. Intentos de Reforma al Sistema Electoral Costarricense y 

Nombramiento de la Comisión Especial de Reformas Electorales y Partidos 

Políticos 

La necesidad de impulsar reformas electorales se materializa en la multiplicidad de 

proyectos de ley en corriente legislativa, los cuales durante el transcurso de los 

Últimos años se conocen de forma paralela pero independiente; lo que acarrea la 

imposibilidad generar una reestructuración integral del sistema electoral 

costarricense. 

Está situación produce la inquietud de conformar una comisión que aglomere todas 

los proyectos en materia electoral y brinde una propuesta general reforma al 

sistema electoral. Esta inquietud se consolida mediante moción presentada por el 

diputado Sigifredo Aiza Campos, en Sesión No 81 de Plenario, de fecha 30 de 

septiembre de 2003, en la que se aprueba la creación de una Comisión Especial 

para que conozca el expediente No 13862 Ley de Partidos Políticos y recopile 

todas las iniciativas similares que promulguen aspectos tendientes al 

financiamiento de partidos políticos, procesos electorales y otros y rinda un nuevo 

texto con el espíritu de todos esos proyecto para que sustituya y ocupe el lugar que 

le corresponde al actual proyecto de ley 13862 Ley de Partidos Políticos. En dicha 

sesión se le otorga la competencia para conocer los proyectos afines a la materia 

electoral, los cuales fueron remitidos de las diferentes comisiones en las que se 

encontraban 

A partir del 23 de Octubre del 2003, esta comisión, integrada por Sigifredo Aiza, 

Marta Zamora Castillo, Kira de la Rosa Alvarado, Emilia Rodriguez Arias, Marco 

Tulio Mora Rivera, Ronaldo Alfaro García y Ricardo Toledo Carranza, empieza a 

conocer los quince Proyectos de Ley que se encontraban en la corriente 

Legislativa referidos a aspectos electorales. Esta Comisión rinde Informe Parcial, 



en la que se desecha el Proyecto de Ley de Partidos Políticos, expediente No 

13862 y se acoge el Proyecto de Código Electoral No 14268, como texto sustitutivo. 

El Informe Parcial concluye con Dictamen Afirmativo de Mayoría, el cual satisface 

el mandato inicial que tenía como fin generar un solo texto. 

be los proyectos referidos supra, la actual Comisión Especial de Reformas 

Electorales y Partidos Políticos, esta conociendo y debe emitir dictamen de los 

siguientes: Proyecto de Ley No 15715; Reforma del Título IV, Capítulo 1 de La Ley 

No 3504 de 10 de mayo de mil novecientos setenta y cinco, Ley Orgánica del 

Tribunal Supremo de Elecciones y del Registro Civil, de los artículos 60 y 97 y del 

Capítulo X de la Ley No 1536 de diez de diciembre de mil novecientos cincuenta y 

dos y sus reformas, Código Electoral (Ley de Financiamiento Político); Proyecto de 

Ley No 15343; Ley de Partidos Políticos; Proyecto de Ley No 15328; Modificación a 

los artículos 85 ter. y 86, y creación de un nuevo inciso del artículo 152 del Código 

Electoral relacionado con la difusión de encuestas y sondeos de opinión de 

carácter político-electoral y Proyecto de Ley No 14268; Código Electoral 

A pesar de que el Informe Parcial de dicha Comisión se suscribe el 19 de abril del 

2005 y llega a Plenario el 11 de mayo del mismo año, es hasta el 16 de mayo del 

2006 que este es conocido, en sesión numero 11 de la Primera Legislatura del 

Primer Periodo de Sesiones Ordinarias, se aprueba la creación de la Comisión de 

Reforma Electorales y Partidos Políticos, conformada por Fernando Sánchez 

Campos, Lesvia Villalobos Salas, Lorena María Vásquez Badilla, José Rosales 

Obando, Mario Alberto Nuñez Arias, Francisco Javier Marin Monge y Francisco 

Antonio Pacheco Fernández. Esta comisión cuenta con el plazo máximo de un año 

para emitir dictamen, y principalmente se pronuncie sobre el Proyecto de Ley de 

Partidos No 15796 y el Proyecto de Código Electoral No 14268; 

administrativamente todos los proyectos se conocen bajo expediente de Comisión 

No 16212 



Actualmente los proyectos de Ley No 15796 y el No 14268 ocupan el segundo y 

primer lugar del orden del día de la Comisión, los demás proyectos se encuentran 

en subcomisiones con el fin de ser dictaminadas de forma expedita. 

Con fin de cumplir el mandato conferido la Comisión Especial de Reformas 

Electorales y Partidos Políticos, se acuerda en la sesión del 20 de julio del 2006, 

acta No 6; la adopción del texto sustitutivo formulado por la Comisión Técnica de 

Asesores; cuyo texto base es el Proyecto de Ley No 14268; Código Electoral, el 

cual reúne las modificaciones realizadas vía moción por la Comisión Especial para 

que conozca el expediente No 13862 Ley de Partidos Políticos y recopile todas las 

iniciativas similares que promulguen aspectos tendientes al financiamiento de 

partidos políticos, procesos electorales y otros. 

El texto sustitutivo propuesto es aprobado por unanimidad en la Comisión Especial 

de Reformas Electorales y Partidos Políticos como texto base de trabajo para la 

discusión, mediante Moción No 2 (1-06-CE) de la sesión No 06 del día 20 de julio 

de 2006, la cual literalmente señala: 

"Para que se tome como texto sustitutivo del proyecto el que se 
adjunta."'59 

Es a partir de este momento que inicia la discusión por el fondo del Proyecto de 

Ley No 14268, Código Electoral; la cual es desarrollada dividiendo el texto por 

títulos en orden ascendente, con la única salvedad del Capítulo Sexto del Título 

Tercero relativo al financiamiento de los partidos políticos cuya discusión es 

reservada para el final; tomando en consideración que este es el eje central de 

159 Asamblea Legislativa, Comisión Especial de Reformas Electorales y Partidos Políticos. Proyecto 
de Ley No 14268. Acta N. 6, del 06 de julio, 2006 



diferentes irregularidades detectadas en la campaña electoral 2002-2006, 

situación que lo hace acreedor de atención especial. 

B. Generalidades del Texto Sustitutivo Base del Proyecto de Ley No 14268 

El texto sustitutivo del Proyecto de Ley No 14268 de Código Electoral aprobado 

como texto de trabajo en la sesión No 6 de la Comisión Especial de Reformas 

Electorales y Partidos Políticos del 20 de julio de 2006, actualizado con mociones 

aprobadas al día 05 de octubre de 2006, constituye documento base del análisis 

de la propuesta de reforma al régimen jurídico del financiamiento de los partidos 

políticos desarrollado en este Capítulo. El referido texto sustitutivo está organizado 

en seis títulos, los cuales se encuentran divididos en diferentes capítulos y cuenta 

con doscientos catorce artículos. 

El título primero se denomina Disposiciones Generales, agrupa solo dos articulos. 

El primero hace referencia a los principios aplicables en el ordenamiento electoral 

y el segundo desarrolla la jerarquía de las fuentes del ordenamiento electoral. 

El titulo segundo llamado Los Organismos Electorales y aborda temas relativos a 

la organización, funciones, requisitos de integración e instalación de diferentes 

órganos electorales, fija diversos procedimientos y crea el Registro Electoral. 

El título tercero denominado Partidos Políticos agrupa disposiciones en tomo al 

derecho fundamental a formar agrupaciones políticas, la naturaleza de estos, los 

principios por los que deben regirse, ámbito de participación, organización y 

competencias, funciones, derechos y deberes de los miembros de un partido 

político, la forma de registro de los partidos, procedimientos de inscripción, fusión, 

coalición, y extinción. Además, el Capítulo VI titulado Financiamiento de los 

Partidos Políticos contiene disposiciones relativas a las formas de financiamiento 



público y privado, los requisitos y condiciones necesarias para la liquidación de los 

gastos de los partidos, así como los mecanismos de fiscalización y control 

relativos a la administración financiera de los partidos políticos. 

Las diferentes fases del proceso lectoral son abordadas en el Titulo IV del 

Proyecto. Este título dispone sobre la división territorial, la inscripción de 

candidaturas, elección de representantes, listas de electores, sistema de padrón, 

emisión de voto y escrutinio, material y documentación electoral, la validez y 

nulidad de los sufragios, el escrutinio, el sistema de adjudicación de puestos de 

elección popular y la fiscalización electoral. Asimismo, este título introduce en el 

ordenamiento jurídico nacional el tema de los métodos electrónicos de votación, la 

posibilidad de emitir el sufragio en el extranjero y el denominado procedimiento 

jurisdiccional electoral. 

El título quinto consagra las disposiciones relativas a los ilicitos electorales, al 

respecto contiene cuatro figuras distintas, a saber; los delitos electorales; las 

sanciones accesorias de suspensión de derechos políticos e inhabilitación para 

ejercer cargos públicos; las contravenciones electorales e introduce la facultad del 

Tribunal Supremo de Elecciones de destituir e inhabilitar para el ejercicio de 

cargos públicos a los funcionarios públicos que contravengan las prohibiciones 

constitucionales y legales sobre parcialidad y participación política. 

Por último, el título sexto regula lo referente a las disposiciones finales y 

derogatorias, 

La propuesta normativa contenida en el texto sustitutivo del Proyecto Ley Código 

Electoral No 14268 contiene una series de disposiciones cuyo objetivo primordial 

es fortalecer y actualizar la legislación electoral vigente, de forma que esta 

responda a las necesidades coyunturales actuales. 



En thrminos generales las principales innovaciones del proyecto corresponden a la 

regulación del voto en el extranjero, el sufragio electrónico, la simplificación de 

requisitos para la inscripción y funcionamiento de los partidos, la distribución de 

las formas públicas de financiamiento, los controles sobre los aportes privados a 

los partidos políticos, el conteo definitivo en las juntas receptoras de votos, la 

creación del Instituto de Formación y Estudios para la Democracia, el 

establecimiento del amparo electoral y acción de nulidad. 

Relativo al voto en el extranjero delega en el Tribunal Supremo de Elecciones el 

establecimiento progresivo de un programa que permita a los ciudadanos 

costarricenses residentes en el extranjero emitir su voto en las elecciones 

presidenciales. Para tales efectos puede autorizarse la instalación de juntas 

receptoras de votos en las representaciones diplomáticas y utilizar medios 

tecnológicos para su emisión, con la única condición de garantizar el secreto del 

voto. 

Asimismo, el texto sustitutivo permite que el sufragio se emita a través de medios 

electrónicos que aseguren el secreto del voto, la seguridad y transparencia del 

proceso electoral. 

En cuanto a la simplificación en el funcionamiento de los partidos, el proyecto 

elimina la obligación de las organizaciones partidarias de celebrar asambleas de 

distrito, en su lugar, las asambleas de cantón deben promover la participación de 

afiliados y simpatizantes de los diferentes distritos que Integran cada cantón. 

Una innovación fundamental tendiente a acelerar el proceso de escrutinio 

definitivo realizado por el Tribunal es el carácter definitivo atribuido al conteo 



realizado por las Juntas Receptoras de Votos; este resultado únicamente debe ser 

revisado en caso de impugnación. 

El Proyecto de Código Electoral ordena la creación del denominado Instituto de 

Formación y Estudios para la Democracia cuyos fines primordiales son la 

promoción de valores democráticos, la participación cívica de la ciudadanía, 

coadyuvar con los partidos políticos al desarrollo de programas de educación para 

la democracia y la formación civica, fomentar el desarrollo de investigaciones y 

publicaciones sobre las instituciones del sistema político y gestionar cooperación 

técnica y académica para el cumplimiento de sus fines. 

Sobre el tema es importante acotar que el instituto referido no puede promover 

una ideología o programa político particular, ya que esta es una función típica de 

las organizaciones partidarias. 

Además, el texto sustitutivo instituye la figura del amparo electoral como medio 

para garantizar los derechos políticos de los ciudadanos costarricenses y 

establece el mecanismo de la acción de nulidad para impugnar los actos de 

autoridades de los partidos en los procesos internos. 

Las innovaciones introducidas sobre las formas de financiamiento público y 

privado de los partidos políticos no son reseñadas en este punto; puesto que son 

objeto de análisis detallado en la Sección II de este Capítulo por constituir el 

elemento esencial del presente trabajo de investigación. 



Sección II. Análisis de la Propuesta del Proyecto de Ley No 14268; Código 

Electoral en Relación al Sistema de Financiamiento de los Partidos Políticos 

En esta sección se realiza un estudio pormenorizado e individualizado de cada 

uno de los artículos del Texto Sustitutivo del Proyecto de Ley número 14268 de 

Código Electoral que resultan de interés para el presente trabajo de investigación. 

En el apartado A se abordan los artículos del texto sustituto relativos a las 

características generales del sistema de partidos costarricense, tales como; el 

derecho a formar partidos políticos y su organización interna, su naturaleza 

jurídica y la composición de su patrimonio. 

El apartado B describe el Capítulo Sexto del Título Tercero del texto sustitutivo del 

Proyecto de Ley No 14268, denominado "Financiamiento de los Partidos Políticos". 

Este acápite se desarrolla a partir de dos grandes ejes de análisis, el primero de 

ellos, el financiamiento público y el segundo, estudia los numerales sobre el 

financiamiento de origen privado. Además, está sección incluye una breve 

referencia los ilicitos electorales que tipifican conductas directamente relacionadas 

con el tema objeto de análisis. 

A. Los Partidos Políticos en el Texto Sustitutivo Base del Proyecto de Ley No 

14268, Código Electoral 

El Capitulo Primero del Titulo Tercero del texto sustitutivo del Proyecto de Ley No 

14268, denominado Disposiciones Generales, desarrolla una serie de 

características del sistema de partidos costarricense; dentro de las que destacan 

la facultad de formar partidos políticos, su naturaleza, organización interna y 

conformación del patrimonio. 



Con respecto al derecho de organizarse políticamente, el articulo 43 amplia la 

posibilidad de conformación de organizaciones partidarias, al disminuir las 

condiciones previas para el surgimiento de estas a la vida jurídica. Al mismo 

tiempo establece las reglas interpretativas, dentro del contexto de Código 

Electoral; al señalar que cualquier interpretación debe tener como fin el 

fortalecimiento de los partidos políticos como canalizadores de la participación 

ciudadana. En ese sentido señala que: 

"ART/CULO 43. Derecho a formar partidos políticos (moc. ) 
El derecho de agruparse en partidos políticos, así como el derecho 
que tienen las personas a elegir y ser electas se realiza al tenor de lo 
que dispone el artículo 98 de la Constitución Política. En las 
elecciones, presidenciales, diputadiles y municipales, sólo pueden 
participar individualmente o en coalición los partidos inscritos. 
Ninguna norma o disposición de este Código se interpretará en el 
sentido de debilitar el papel de los partidos políticos como vehículos 
de la participación ciudadana en la política nacional."160 

Este artículo refiere al derecho de los ciudadanos asociarse libremente en partidos 

políticos, para cuyos efectos garantiza a las personas que ni la ley ni las 

autoridades administrativas o electorales pueden limitar la creación de partidos 

políticos, la cantidad de estos o la decisión individual de pertenecer a una 

organización política determinada. 

Asimismo, el articulo 46 del texto sustitutivo regula los procedimientos de 

inscripción, organización, funcionamiento, fiscalización de las organizaciones 

partidarias en el sistema electoral costarricense. Particularmente, este artículo 

determina que los partidos políticos en su organización y funcionamiento se rigen 

por el principio de autorregulación; este les permite organizarse libremente con 

160 Asamblea Legislativa. Proyecto de Ley No 14268. Texto sustitutivo al 05 de Octubre del 2006. 
Artículo 43. 



respeto los principios de igualdad y libre participación de los miembros. En este 

caso el artículo 46 señala: 

n ~ ~ ~ I ~ ~ ~ ~  46. Organización y democracia interna de los partidos 
(moc. 47 y 60). Los partidos políticos se regirán por la Constitución 
Política, este Código, sus estatutos, sus cartas ideológicas y 
cualesquiera otros documentos libremente acordados por ellos en 
virtud del principio de autorregulación. 
En su organización y actividad deberán regirse por sus propios 
estatutos, siempre que se respete el ordenamiento jurídico, los 
principios de igualdad, de libre participación de los miembros, y demás 
fundamentos democráticos. El cumplimiento de estos principios será 
vigilado por el Tribunal Supremo de Elecciones. 
Se tendrán por constituidos y contarán con personalidad jurídica 
propia, a partir de la fecha de su inscripción ante el Tribunal Supremo 
de ~lecciones."'~~ 

Respecto al régimen jurídico el artículo 45 define los partidos políticos como 

asociaciones privadas cuyas funciones poseen interés público. Al respecto, es 

preciso señalar que la norma propuesta no atribuye a las organizaciones 

partidarias una naturaleza jurídica explicita, no obstante, mediante un proceso de 

interpretativo es posible deducir que la propuesta se inclina por configurar a los 

partidos políticos como entes públicos no estatales ya que los considera 

organizaciones de la sociedad que en el desarrollo de sus funciones permiten la 

vinculación de los ciudadanos con el Estado. Sobre el particular el articulo 45 

apunta que: 

u ~ ~ ~ I ~ ~ ~ ~  45. Régimen jurídico. Los partidos políticos son 
asociaciones voluntarias de ciudadanos y ciudadanas, sin fines de 
lucro, creadas con el objeto de participar activamente en la política 
nacional, provincial o cantonal según estén inscritos, y que cumplen 
una función de relevante interés público. Se regirán por la Constitución 
Política, este Código, sus estatutos, sus reglamentos, sus cartas 

161 Ibid. Articulo 46 



ideológicas, y cualesquiera otros documentos acordados por ellos. u162 

El proyecto en su articulo 48 se refiere al patrimonio de los partidos políticos, al 

efecto establece que este se integra con las contribuciones de miembros de la 

organización, los bienes y recursos que autorizados mediante su propio estatuto 

en estricto apego al principio de legalidad y el aporte estatal. La redacción del 

articulo no introduce cambios irriportantes respecto de la noción contenida en el 

Código vigente, por el contrario, reitera la concepción noción numerus apertus en 

su composición. Así dicho numeral indica que: 

i l ~ ~ ~ I ~ ~ ~ ~  48. Patrimonio de los partidos políticos. El patrimonio de 
los partidos políticos se integrará con las contribuciones de sus 
personas partidarias, los bktnes y recursos que autoricen sus estatutos 
y no prohíba la ley, y la contribución del Estado en la forma y 
proporción establecidas por este Código y el ordenamiento jurídico 
electoral. 
Los bienes muebles o inmuebles registrables que se adquieran con 
fondos del partido, o que provinieran de contribuciones o donaciones 
(...).,1163 

El numeral 55 de la propuesta, introduce la obligación de los partidos políticos de 

presentar el libro de actas ante el Tribunal Supremo de Elecciones para su 

respectiva legalización. Además, establece el deber de depositar dichos libros 

concluidos ante el Tribunal, quién finalmente los depositará en el Archivo Nacional; 

este precepto atribuye a las actas de la organización partidaria la naturaleza de 

documento público custodiado por las instancias estatales respectivas. En este 

sentido el articulo 55 expresa: 

"ART~CULO 55. Libros de actas de los partidos. Los libros de actas de 
los partidos deberán recibir el visado previo del Registro Electoral y, 
una vez concluidos, deberán depositarse en dicho Registro. El 

16' Ibid. Articulo 45. 
163 Ibid. Artículo 48. 



Tribunal Supremo de Elecciones determinará el plazo durante el cual 
resguardará los referidos libros. Vencido el mismo, pasarán a custodia 
del Archivo Nacional. 
Los partidos dispondrán de una copia fiel de sus libros para consulta 
pú biica. 
En caso de extravío, deberá procederse a su inmediata reposición, en 
los términos en que lo establezca el reglamento que al efecto dictará 
el ~r ibunal . " '~~ 

La propuesta contenida en el texto sustitutivo del Proyecto de Ley No 14268 no 

introduce cambios profundos al sistema electoral costarricense, ni a la 

conceptualización y funciones de los partidos políticos en el sistema democrático 

costarricense. En términos generales, la propuesta esbozada por el proyecto 

objeto de análisis implica el fortalecimiento del sistema vigente, mediante la 

atribución de rango legal a disposiciones vigentes a nivel reglamentario. 

B. Análisis del Régimen Jurídico del Financiamiento de Partidos Políticos en 

el Texto Sustitutivo Base del Proyecto de Ley No 14 268, Código Electoral 

Este apartado desarrolla el análisis del la propuesta del Texto Sustitutivo del 

Proyecto de Ley No 14268, para tal efecto se toma como objeto de estudio el 

Capítulo Sexto del Título Tercero relativo al financiamiento de los partidos 

políticos; el cual está dividido en tres secciones; la primera, desarrolla lo 

concerniente al financiamiento de público; la segunda regula el tema de los 

aportes privados y por ultimo, la sección tercera es dedicada al financiamiento 

mediante bonos de contribución del Estado. 

El análisis del texto sustitutivo se desarrolla en dos apartados. El primer apartado 

se refiere la propuesta de reforma al sistema de financiamiento de carácter público 

'134 Ibid. Articulo 55. 



y el segundo apartado desarrolla las regulaciones propuestas en torno al régimen 

privado de financiamiento. 

B.1. Financiamiento Público 

Tal como se indicó en el acápite anterior el financiamiento partidario de origen 

público es abordado en la Sección Primera del Capitulo Sexto, del Título Tercero 

del Texto Sustitutivo del Proyecto de Ley No 14268, esta sección se compone de 

dieciocho articulos, entre los que sobresale la reinserción del financiamiento 

previo. 

El artículo 84 del Texto Sustitutivo consagra cuatro principios a los que debe 

someterse la aplicación e interpretación de las normas relativas al financiamiento 

público de las organizaciones partidarias, estos son; legalidad, transparencia y 

publicidad, rendición de cuentas y responsabilidad de los representantes de los 

partidos políticos. Es importante acotar que solamente los dos primeros 

corresponden a principios típicos del financiamiento reconocidos por la doctrina, 

tal como se desarrollo en el apartado A de la Sección Primera del Capitulo 

Segundo del Título Primero. Sobre el particular este articulo indica que: 

u ~ ~ ~ I ~ ~ ~ ~  84. Principios aplicables. Las disposiciones establecidas 
en el presente Código relativas al financiamiento político-electoral de 
los partidos se interpretarán y aplicarán con apego a los siguientes 
principios: 
a) Principio de legalidad: En materia de financiamiento, los partidos 
políticos, sus dirigentes y militantes se abstendrán de realizar o 
propiciar la realización de actos u omisiones que contravengan lo 
dispuesto por la Constitución Política, este Código, otras leyes 
atinentes y demás normativa, y su inobservancia acarreará las 
responsabilidades administrativas, civiles y penales que las leyes 
establezcan. 
b) Principio de transparencia y de publicidad: Los partidos políticos 
deben garantizar la transparencia en su gestión, como un medio para 



la realización del régimen democrático que les da sustento. El Tribunal 
Supremo de Elecciones garantizará y facilitará a todo ciudadano el 
acceso a la información relativa a los asuntos financieros de los 
partidos políticos. Corresponde a estos últimos entregar, en forma 
oportuna y fehaciente, la información que el Tribunal Supremo de 
Elecciones requiera. En todo caso, las disposiciones de este Código 
relativas a las actividades financieras -sean de origen público o 
privado- se deberán interpretar bajo el principio de publicidad en 
resguardo del interés general que tutela el principio democrático. 
c) Rendición de cuentas: Los partidos políticos, sus dirigentes y 
militantes, así como quienes realicen donaciones a favor suyo, 
rendirán cuentas de sus actuaciones, en los términos y bajo los 
procedimientos fijados por este Código y su Reglamento. Esos 
principios serán aplicables a las disposiciones establecidas en la 
Sección II, Del Financiamiento Privado, del presente título. 
d) Responsabilidad de los representantes de los partidos políticos: 
Las personas que ejerzan cargos de dirección en un partido político, 
quien ejerza la auditoría del partido político, quienes estén postulados 
a cargos de elección popular, y cualquier militante del partido que de 
hecho o de derecho tenga a su cargo el manejo de fondos partidarios 
sin importar su origen, serán responsables de velar para que el partido 
al que pertenecen cumpla a cabalidad con las disposiciones de este 
Código y demás normas aplicables en esta materia. La omisión o 
infracción a esta normativa generará las responsabilidades 
administrativas, civiles y penales que c~rrespondan."'~~ 

El artículo 85 recoge el contenido de la contribución del Estado establecido en el 

artículo 96 de la Constitución Política; el porcentaje del aporte estatal permanece 

en iguales términos al artículo ~ i t a d 0 . l ~ ~  Además, es claro y enfático al establecer 

que dicha contribución debe emplearse tanto en sufragar los gastos ordinarios de 

organización y capacitación como los generados en el período electoral. Sobre 

este punto establece que: 

Ibid. Articulo 84. 
166 La única referencia relativa a la disminución del porcentaje del aporte público se encuentra en el 
Titulo VI, Disposiciones Finales, el cual en su transitorio primero, apunta: "Para las elecciones 
nacionales del allo 2010, la contribución estatal a los partidos politicos no podrá exceder del cero 
coma diez por ciento (0.10%) del producto interno bruto del allo trasanterior a la celebración de la 
elecci6n presidencial. Para calcular el producto interno bruto, se utilizará la metodología más 
actualizada o en su defecto, la del ario base 1991 ." 



u ~ ~ ~ I ~ ~ ~ ~  85. Contribución del Estado. En la forma establecida en el 
artículo 96 de la Constitución Política, el Estado contribuirá a sufragar 
los gastos en que incurran los partidos políticos en los procesos 
electorales para las elecciones para Presidencia y Vicepresidencia de 
la República y Diputaciones a la Asamblea Legislativa y para satisfacer 
las necesidades de capacitación y organización política en época 
electoral y no electoral. 
Tales gastos comprenden tanto los ordinarios y permanentes en que 
incurran los partidos políticos con respecto a la organización y 
capacitación para prepararse y enfrentar los procesos electorales antes 
indicados, como los generados en el período no electoral. Además 
adelantará a título de financiamiento anticipado parte de tal contribución 
en los términos de este Código. 
Para recibir el aporte del Estado, los partidos políticos deberán 
comprobar sus gastos ante el Tribunal Supremo de Elecciones y 
tendrán derecho a percibir la cantidad que la autoridad electoral 
constate como efectivamente gastada.*l6' 

Sobre el mismo tema, el artículo 86 detalla la obligación del Tribunal de determinar 

el monto total del aporte estatal conforme al parámetro establecido en el artículo 

96 constitucional y su posterior distribución, para cuyo efecto es indispensable 

determinar el valor individual del voto y el tope máximo de la contribución no puede 

exceder el producto de la cantidad de votos en relación con el valor de cada 

sufragio. En este sentido el numeral 86 precisa que: 

"ARTICULO 86. Determinación del aporte estatal. Doce meses antes de 
las elecciones y dentro de los límites establecidos en el artículo 96 de la 
Constitución Política, el Tribunal Supremo de Elecciones fijará el monto 
de la contribución que el Estado debe reconocer a los partidos políticos, 
por los gastos justificados conforme a esta Ley. 
El Tribunal Supremo de Elecciones, tan pronto declare la elección de 
Diputados, dispondrá, por resolución debidamente fundada, la 
distribución del aporte estatal entre los partidos que tengan derecho a 
él. 
El Tribunal determinará la distribución, siguiendo el procedimiento que 
se describe a continuación: 

le7 Ibid. Artículo 85. 



a) Se determinará el costo individual del voto; para ello, se dividirá el 
monto total de la contribución estatal entre el resultado de la suma de 
los votos válidos obtenidos por todos los partidos políticos con derecho 
a contribución, en la elección de Presidente y Vicepresidentes de la 
República y Diputados a la Asamblea Legislativa. 
b) Cada partido podrá recibir, como máximo, el monto que resulte de 
multiplicar el costo individual del voto por el resultado de la suma de los 
votos válidos que obtuvo en la elección de Presidente y 
Vicepresidentes de la República y Diputados a la Asamblea Legislativa, 
o por lo que obtuvo en una u otra elección, si solo participó en una de 
ellas, deduciendo de ésta los montos que, de conformidad con el 
artículo 87 de esta ley, se hubieren distribuido a título de financiamiento 
anticipado  caucionad^."'^^ 

El numeral 87 del proyecto, reintroduce en el ordenamiento jurídico electoral el 

financiamiento previo al asignar el 15% del monto total de la contribución estatal a 

cubrir dicho rubro, de los cuales reserva, con garantía estatal, el 1,5 % para 

utilizarlo en la contratación de servicios de imprenta, propaganda y publicidad para 

aquellos partidos políticos sin capacidad para rendir las garantías necesarias al 

efecto. 

Este precepto resulta novedoso en el sistema electoral costarricense y reviste 

especial importancia en tanto garantiza el acceso a los medios de difusión a las 

organizaciones partidarias pequefias con recursos económicos sumamente 

limitados. Este constituye un importante adelanto en materia de subsidios 

estatales indirectos en nuestro país. 

Sobre este aspecto, es imprescindible verificar si la disposición propuesta se 

encuentra dentro de los límites expresados por la Sala Constitucional en esta 

materia, a saber; ajustarse a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, 

Ibid. Articulo 86 



constituir efectivamente financiamiento y no de un pago y no debe plegarse a los 

límites y condiciones del artículo 96 con~titucional.'~~ 

En términos generales, la redacción del artículo 87 satisface las directrices 

apuntadas por la Sala Constitucional, en tanto se apega al principio de igualdad en 

la distribución del financiamiento previo y se ajusta a los márgenes del precepto 

constitucional. El numeral analizado literalmente instituye que: 

8 8 ~ ~ ~ 1 ~ ~ ~ ~  87. Financiamiento anticipado. Del monto total que se 
determine como contribución estatal, los partidos políticos podrán 
recibir, de forma anticipada y previa rendición de las garantías reales o 
personales suficientes, el quince por ciento (15%). La distribución del 
anticipo se hará en partes iguales para cada partido político de la 
siguiente manera: 
a) A los partidos políticos inscritos a escala nacional que hayan 
presentado candidaturas a Presidente, Vicepresidentes de la República 
y Diputados a la Asamblea Legislativa, se les distribuirá en sumas 
iguales el setenta por ciento (70%) del monto establecido. 
b) Un veinte por ciento (20%) del monto antes sefíalado será 
distribuido en sumas iguales entre todos los partidos inscritos 
únicamente a escala provincial con candidaturas a Diputados a la 
Asamblea Legislativa. 
c) Un diez por ciento (10%) será caucionado por el Estado y 
administrado por el Tribunal Supremo de Elecciones para ser destinado 

169 En este sentido véase: Sala Constitucional, voto 980-91. de las 13:OO horas del 24/05/1991. En 
ese voto se encuentra claramente asentado el criterio & la Sala Constitucional sobre el 
financiamiento político previo, respecto a este punto determinó: "Como se dijo, el requisito principal 
para considerar autorizada la financiación estatal -adelantada- de los partidos es que se trate, no 
de un "pago adelantado", sino de un "financiamienton propiamente dicho, a cuenta de la Única 
verdadera obligación asumida constitucionalmente por el Estado, que es la de reembolsar a los 
partidos sus gastos electorales, una vez realizada la respectiva elección y con base en los 
sufragios que en ella haya recibido cada uno. Se trata, pues, de un mero "anticipo" sobre una 
obligación futura e incierta que, conforme al artículo 96 de la Constitución no se establecerá ni se 
hará líquida y exigible sino después de la elección y de acuerdo con sus resultados, imposibles de 
profetizar y por ende. puramente aleatorios. Tiene pues, más bien las caracteristicas de un 
"préstamow con vencimiento en el mismo momento en que deba cancelarse la deuda definitiva -a 
posteriori- del Estado, con lo cual se producirá una verdadera compensaciónw, debiendo entonces. 
o completarse por el propio Estado la cancelación de la deuda mayor o reintegrársele por cada 
partido el exceso que hubiere recibido, si ella resultare menor -esto último, por cierto, ha ocurrido 
en diversas oportunidades, y hasta se ha establecido la corruptela de condonar posteriormente ese 
exceso a los partidos perdidosos, a menudo mediante "normas atípicas" del Presupuesto 
Nacional." 



a contratación de servicios de imprenta, propaganda y publicidad para 
brindarlos a los partidos políticos que no puedan caucionar de acuerdo 
a los incentivos. 
El Tribunal deberá constituir un fideicomiso con cualquiera de los 
bancos estatales, a efecto de administrar el financiamiento anticipado a 
los partidos políticos. En este se establecerán las condiciones relativas 
al otorgamiento de cauciones, desembolsos, trámites de cobro y 
liquidación que fueran procedentes. Los partidos políticos que hayan 
recibido contribución estatal a modo de financiamiento anticipado y que 
no hubieren cumplido las condiciones que establece el artículo 96 de la 
Constitución Política y lo preceptuado en este artículo, deberán 
devolver lo recibido por concepto de financiamiento anticipado, en los 
términos del artículo 180 de este Código. Igual procedimiento se 
aplicará con los excedentes, en caso de que la suma adelantada 
supere el monto a que tenía derecho el partido político. Queda 
exceptuado de esta devolución lo contemplado en el inciso c) de este 
a r t í cu~o .~ '~~  

En el párrafo in fine del artículo 87 instituye la obligación del Tribunal de constituir 

un fideicomiso en cualquiera de los bancos estatales, a efectos de administrar el 

financiamiento adelantado a los partidos políticos; en éste deben establecerse las 

condiciones relativas al otorgamiento de cauciones, desembolsos, trámites de 

cobro y liquidación que fueran procedentes. 

Respecto a este tema el Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea 

Legislativa y la Contraloría General de la República han advertido que aspectos de 

relevancia fundamental para la aplicación de una ley no pueden quedar 

supeditados a las cláusulas de un contrato privado de fideicomiso. Incluso estiman 

que dicho instituto es contrario al principio de seguridad y el principio de legalidad. 

En este orden de ideas la Contraloría senala que: 

"( ...) la utilización de la figura del contrato de fideicomiso para la 
gestión de fondos públicos requiere, mayor reflexión. (...) 
consideramos que es necesario que mientras no exista una 

''O Ibid. Articulo 187 



normativa específica que regule el contrato de fideicomiso con 
fondos públicos, el legislador, en las leyes que autoricen su 
utilización, al menos defina los elementos esenciales de este 
negocio jurídico, aspectos en los que también el proyecto en estudio 
resulta omiso."'" 

Por otra parte, de conformidad con la propuesta contenida en el articulo 88 la 

asignación del monto total del financiamiento previo por partido político es 

competencia exclusiva del Tribunal Supremo de Elecciones, el cual mediante 

resolución fundamentada debe autorizar el retiro del mismo al partido que solicite 

el subsidio previo. 

De la misma forma, el citado articulo 88 expresa la obligación de los partidos 

políticos de devolver el dinero recibido por concepto de financiamiento anticipado 

más los intereses calculados a partir de la fecha en la que se produjo el adelanto 

hasta el momento de la devolución. El plazo para hacer efectiva la devolución es 

de dos meses contados a partir del cierre del periodo de inscripción del que se 

trate. 

Pese a lo referido anteriormente, el texto sustitutivo no regula el supuesto de que 

la organización partidaria no alcance el porcentaje de votación necesaria para 

obtener el derecho a la contribución estatal. Esta omisión implica para el Estado 

asumir un riesgo ante las eventuales pérdidas económicas que trae consigo dicho 

resultado posible y lo enfrenta a las eventuales dificultades para hacer efectiva la 

caución rendida. Especificamente el artículo 88 estipula que: 

"ART/CULO 88. Retiro del financiamiento anticipado para el proceso 
electoral. Los partidos políticos tendrhn derecho a retirar la cantidad 
que les corresponda por concepto de financiamiento anticipado 
caucionado, de acuerdo con la resolución que para ese efecto debers 

'71~ontraloria General de la Republica. Oficio 4026, en la respuesta a la consulta realizada en 
relaci6n con el Proyecto de Ley No 14268, 18 de abril, 2001. 



emitir el Tribunal Supremo de Elecciones. Los retiros por ese concepto 
se harán a partir del mes de junio anterior a las elecciones de la 
Presidencia y las Vicepresidencias de la República, observando la 
forma de distribución indicada en el artículo anterior. Los partidos que 
no lleguen a inscribir candidaturas, deberán devolver lo recibido por 
concepto de financiamiento anticipado, dentro de los dos meses 
siguientes al cierre de esta inscripción, más los intereses, estos últimos 
no podrán ser inferiores a la tasa básica pasiva fijada por el Banco 
Central de Costa Rica, y calculados a partir de la fecha del adelanto y 
hasta su efectiva devolución; caso contrario se harán efectivas las 
garantias o cauciones y lo correspondiente a intereses, por medio de la 
Procuraduría General de la República. 
La Tesorería Nacional deberá girar al Tribunal Supremo de Elecciones 
los montos correspondientes al financiamiento anticipado, en efectivo y 
a más tardar diez meses antes de las elecciones. 
Los dineros correspondientes al financiamiento anticipado serán 
administrados por un banco estatal, seleccionado por el Tribunal 
Supremo de Elecciones, mediante un fondo denominado "Fondo de 
Administración del Financiamiento Anticipado para los Partidos 
Politicos" y bajo la modalidad de un fideicomiso. La entidad bancaria 
otorgará el financiamiento anticipado tomando en cuenta los 
parámetros contenidos en la presente ley y además, deberá de 
observar los principios bancarios que regulan el acceso al crédito, 
particularmente el correspondiente a las garantias que ofrezcan los 
partidos políticos. 
En caso de garantias reales necesariamente deberá evaluar la entidad 
bancaria que administre el fondo del anticipo, lo correspondiente al 
valor real de bien inmueble tomando en cuenta la valoración fiscal de 
Tributación Directa y el peritaje bancario. En materia de garantias 
personales se deberá de observar necesariamente la capacidad de 
pago del garante el riesgo de recuperación de los dineros entregados 
como anticipo. 1117 Y 

Las actividades objeto de financiamiento público durante el proceso electoral, 

segun se propone en el articulo 89 del texto sustitutivo, son las actividades de 

organización, censo, propaganda y capacitación desplegadas por los partidos a 

partir de la convocatoria a elecciones y hasta un mes después de efectuado el 

proceso electoral. 

1 72 Ibid. Articulo 88. 



El artículo de referencia reitera las restricciones consagradas en el Código 

Electoral vigente al excluir del financiamiento estatal las plazas públicas que 

sobrepasen el límite de veinticinco por partido durante la campafía electoral, la 

propaganda realizada fuera del periodo de campaña y en general toda actividad 

ejecutada en violación de alguna prohibición expresa contenida en el ordenamiento 

jurídico. En este sentido el artículo 89 agrega: 

"ART/CULO 89. Gastos justificables en período electoral. Los gastos 
que pueden justificar los partidos políticos para obtener la contribución 
estatal por concepto de la participación en el proceso electoral, serán 
los ocasionados a partir de la convocatoria y hasta un mes después de 
efectuado el proceso electoral, y Únicamente los destinados a sus 
actividades de organización, censo, propaganda y capacitación. 
Tampoco podrán considerarse justificables los desembolsos que 
genere la organización de un número superior a veinticinco (25) plazas 
públicas por partido durante el periodo en que procedan, ni los de 
propaganda que se realicen fuera del período comprendido entre la 
convocatoria y hasta dos días antes de la elección, ni los que se hagan 
con violación de las prohibiciones indicadas en el ordenamiento 
jurídico. 
Sólo se reconocerán los gastos por propaganda en que incurran los 
partidos, de conformidad con este Código. El reglamento que habrá de 
dictar el Tribunal Supremo de Elecciones indicará las actividades que 
deberán comprenderse en los conceptos de organización, propaganda, 
capacitación, censo y divulgación, y en concordancia con lo dispuesto 
en el articulo ~ i~u iente. " "~ 

En relación a la definición de las actividades partidarias cubiertas con el 

financiamiento estatal, el articulo 90 del texto sustitutivo puntualiza el contenido de 

los conceptos de organización, propaganda, divulgación, capacitación y censo. 

Sobre el particular es necesario agregar que el contenido de este numeral 

corresponde al articulo 2 del Reglamento sobre el Pago del Financiamiento a los 

Partidos Políticos del Tribunal Supremo de Elecciones vigente detallado en el 

173 Ibid. Articulo 89. 



Capitulo dos del Título Primero; el texto propuesto otorga rango legal a una figura 

reglamentaria. 

El articulo 91 del texto sustitutivo crea la obligación de los partidos politicos de 

formular y presentar ante el Tribunal un presupuesto ordinario, en el que debe 

incluirse la proyección de ingresos, los fondos reservados del financiamiento 

estatal como los aportes privados, y una proyección de los gastos a ejecutar en 

cada nibro. Al mismo tiempo, esta norma impone la obligación a los partidos 

políticos de destinar al menos el veinticinco por ciento de la contribución estatal a 

las actividades de capacitación y organización, desarrolladas tanto en periodo 

electoral como durante su gestión ordinaria; sobre el particular el articulo 91 señala 

que: 

"ART~ULO 91. Presupuestos ordinarios. El Comité Ejecutivo Superior 
de los partidos politicos estará obligado a presentar ante el Tribunal 
Supremo de Elecciones, antes del 30 de noviembre de cada año, un 
presupuesto. Se entenderá como gastos ordinarios los que se realicen 
en los periodos no comprendidos en la convocatoria a elecciones que 
realice el Tribunal. 
El presupuesto ordinario incluirá los gastos regulares de Organización y 
Censo, de Divulgación, y de Capacitación; de conformidad con los 
contenidos específicos de cada uno de esos rubros que defina el 
Tribunal Supremo de Elecciones. Los partidos politicos deberán fijar 
estatutariamente un porcentaje mínimo, no inferior al veinticinco por 
ciento (25%) de la contribución estatal que le corresponda, para efectos 
de capacitación y organización, tanto en su gestión ordinaria como 
electoral. Los partidos que renuncien a recibir la contribución estatal 
están igualmente obligados en los términos de este articulo. 
Las liquidaciones de gastos correspondientes a este presupuesto serán 
trimestrales y deberán presentarse dentro de los treinta dias naturales 
siguientes a la fecha de vencimiento del trimestre del que se trate. El 
Tribunal verificará que los nibros estipulados en el plan presupuestario 
efectivamente sean cumplidos, lo que será un requisito necesario para 
continuar girando los fondos para la ejecución de dicho presupuesto 
ordinario. 
La Contraloría General de la República, en calidad de colaborador del 
Tribunal Supremo de Elecciones en esta materia, revisará y avalará o 



rechazara los comprobantes de gastos que presenten los partidos 
políticos, con el fin de acceder a los fondos reservados del 
financiamiento estatal para el periodo ordinario. Los gastos 
debidamente liquidados por los partidos políticos en la ejecución de sus 
presupuestos ordinarios, y que hayan sido financiados con donaciones, 
créditos u otros recursos ajenos a la contribución estatal, podrhn aplicar 
como gastos justificables para la liquidación de la siguiente campaña 
electoral, e incluso el Tribunal Supremo de Elecciones, con base en las 
tasas anuales de inflación, podrá fijar las tasas de indexación que 
estime pertinentes para no afectar las finanzas de los  partido^."'^' 

El articulo en comentario tiene por finalidad conminar a los partidos políticos a 

asignar efectivamente una porción del financiamiento estatal a las actividades de 

capacitación y organización, al mismo tiempo que los constriñe a mantener una 

estructura organizativa mínima en periodo no electoral; esth medida posiblemente 

tienda a disminuir el papel de maquinaria electoral atribuido a los partidos políticos 

contemporáneos. 

EI texto sustitutivo en su articulo 92 reitera la obligación de las organizaciones 
partidarias, contenida en el artículo 176 del Código Electoral vigente, de presentar 

ante el Tribunal Supremo de Elecciones un presupuesto de campana. Sin 

embargo, la norma propuesta en el proyecto refiere mayores detalles sobre el 

presupuesto; este debe presentarse treinta dlas antes de la convocatoria oficial a 

cualquier elección, individualizar los costos previstos para su participación en el 

proceso electoral y desglosar las fuentes de financiamiento. Además, si el 

presupuesto no se ajusta a proyecciones de egresos e ingresos reales y los gastos 

de campaña excedan el presupuesto respectivo, tal excedente no constituye un 

gasto justificable para efectos del aporte estatal. 

La potestad de fiscalización y control del Tribunal sobre la actividad financiera de 

las organizaciones partidarias es materializada en el articulo 93 del texto 

1 74 Ibid. Artículo 91. 



sustitutivo, el cual le atribuye al Tribunal la facultad de ordenar mediante resolución 

fundada y comunicada la ejecución de auditorias sobre las finanzas partidarias, 

con el objetivo de determinar el correcto cumplimiento de las normas que regulan 

el aporte estatal. Además, el numeral en análisis atribuye a la Contraloría General 

de la República el rol de colaborador del Tribunal en materia de fiscalización de 

gastos. En este sentido el artículo 93, expresa que: 

"ART~CULO 93. Fiscalización y control contable del uso de la 
contribución estatal. Corresponde al Tribunal Supremo de Elecciones 
fiscalizar y verificar los gastos de los partidos políticos comprendidos en 
la Contribución Estatal. Para tal tarea, contará con la colaboración de la 
Contraloria General de la República y utilizará las liquidaciones que 
realicen los Partidos Políticos y cualquier otra información que 
consideren oportuna y apropiada. 
El Tribunal Supremo de Elecciones, cuando lo crea necesario y 
mediante resolución fundada y comunicada, podrá ordenar auditorias 
sobre las finanzas de los partidos políticos, a efecto de verificar el 
respeto a las normas que regulan la contribución estatal, las cuales 
podrá realizar por medio de sus propios funcionarios o de profesionales 
o firmas contratadas con tal propósito. A fin de facilitar dicho control, los 
partidos políticos observarán las reglas técnicas de contabilidad y las 
disposiciones reglamentarias que emitirán el Tribunal Supremo de 
Elecciones y la Contraloria General de la República, y suministrarán 
cualquier informe o documento que les sea requerido. Para tales 
efectos, la Tesorería y la Auditoria de cada partido deberán prestar 
obligada colaboración y será responsable de la exactitud y veracidad de 
los datos que ~uministre."'~~ 

El artículo 94 del Proyecto en estudio regula la obligación de los partidos políticos 

de llevar al día los libros contables, los cuales deben contar con el visado del 

Tribunal Supremo de Elecciones. Este precepto imputa al Tesorero del Comité 

Ejecutivo la responsabilidad de custodiar la documentación contable y financiera 

de la organización política e incluso contempla una sanción de multa hasta diez 

veces el monto equivalente al salario mínimo de la administración pública al 
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tesorero que falte a los deberes descritos en este artículo. En lo que aquí interesa, 

el articulo 94 determina: 

"ART¡CULO. (...)Es responsabilidad de la Tesorería, y extensivamente 
el resto de los miembros del Comité Ejecutivo Superior del partido 
cuando así lo determine el Tribunal Supremo de Elecciones, el 
resguardo de la documentación contable y financiera. En caso de 
verificarse el incumplimiento de ese resguardo mediante el 
procedimiento que establezca el Tribunal Supremo de Elecciones 
previamente, este impondrá una multa a la persona titular de la 
Tesorería, por hasta diez veces el monto equivalente al salario mínimo 
de la administración pública, la cual deberá cancelarse dentro de los 
treinta días hábiles siguientes a la firmeza de la resolución final (...)."'76 

El numeral 95 del texto sustitutivo, prescribe que una vez que el Tribunal emita la 

declaratoria de elección de Diputados y dentro de los sesenta días hábiles cada 

partido con derecho a recibir el aporte estatal debe formalizar el cobro, a través de 

una liquidación que detalle los gastos electorales y los comprobantes que sirven 

de respaldo a la liquidación, los cuales deben hacerse acompañar por una 

certificación de contador público autorizado emitida al efecto. De lo anterior, se 

desprende que la propuesta del articulo 95 amplia el plazo vigente de cuarenta y 

cinco días para formalizar la liquidación de gastos ante el Tribunal. 

El Tribunal contando con la colaboración de la Contraloría General de la República 

determinará mediante resolución fundada, dentro de los tres meses siguientes, el 

monto definitivo del aporte estatal correspondiente a cada partido político; 

resolución de la que se dará audiencia por una plazo de quince días a los partidos 

interesados para referirse a los detalles de la liquidación aprobada por el Tribunal. 

Este es un elemento novedoso introducido por el Proyecto de Ley No 14268. El 

numeral 95 literalmente indica que: 

"13 Ibid. Articulo 94. 



"ARTICULO 95. Comprobación de gastos. Dentro de los sesenta días 
hábiles siguientes a la declaratoria de elección de Diputados, cada 
partido con derecho a recibir el aporte estatal deberá hacer su cobro al 
Tribunal Supremo de Elecciones, mediante una liquidación detallada de 
los gastos en que hubieren incurrido, a la que deberán adjuntar en 
forma ordenada los respectivos comprobantes, y acompañada de una 
certificación extendida por un Contador Público Autorizado. 
El Tribunal, con la colaboración de la Contraloría General de la 
República, los revisará en un termino no mayor a tres meses a partir de 
la presentación. Finalizada la revisión, la Contraloria deberá 
comunicarlo al Tribunal Supremo de Elecciones, quien a su vez dará 
audiencia por quince días hábiles al partido para que se manifieste. 
Vencido ese término, y salvo que requiera de la Contraloria una 
ampliación de su informe, el Tribunal resolverá lo que corresponda, en 
un plazo no mayor a siete días hábiles. Contra lo resuelto cabrá 
únicamente recurso de reconsideración, el cual deberá ser resuelto en 
un plazo no mayor de cinco días hábi~es."'~' 

El articulo 96 introduce un elemento no regulado en nuestro país, según el cual; si 

surge diferencia entre el monto de la contribución a que tenga derecho un partido y 

el total de los gastos electorales debidamente liquidados, una vez aprobada la 

liquidación de gastos de los partidos políticos, este saldo debe sumarse a los 

fondos previstos para financiar los gastos no electorales de la organización en 

concordancia con lo estipulado en el artículo 91 analizado páginas atrás. Sobre es 

aspecto en particular el artículo 96 determina que: 

"ART¡CULO 96. Remanentes de la contribución estatal. La Tesorería 
Nacional girará los fondos correspondientes a la contribución estatal 
una vez que las liquidaciones de gastos hayan sido debidamente 
presentadas y aprobadas, dentro de los plazos y bajo los 
procedimientos establecidos en este Código. 
Toda diferencia que surja entre el monto de la contribución a que 
tenga derecho un partido y el total de los gastos electorales 
debidamente liquidados, se sumará a la reserva prevista para financiar 
los gastos ordinarios y permanentes de ese partido, según lo 
dispuesto por el inciso p) del artículo 58 de este Código, mismos que 
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se liquidarán conforme a las reglas señaladas por el Código para 
estos a~pectos.""~ 

El tema del financiamiento mediante bonos de contribución del Estado forma la 

Sección Tercera del Capítulo Sexto aquí analizado, el texto sustitutivo trata 

separadamente el financiamiento estatal y el financiamiento mediante bonos. No 

obstante, los bonos de contribución del Estado a los partidos políticos son la forma 

elegida por el constituyente para hacer efectivo el subsidio estatal; razón por la que 

considero prudente analizar este como parte integral del financiamiento de carácter 

público. 

Además, en atención al argumento esgrimido es recomendable que el legislador 

modifique el Capítulo Sexto, suprima la referida Sección Tercera y traslade su 

contenido a la Sección Primera, de manera que el financiamiento mediante bonos 

de contribución del Estado forme una unidad con las normas relativas al subsidio 

estatal. 

No obstante, en tanto el financiamiento público es regulado en el artículo 96 de la 

Constitución Política como un tipo de endeudamiento, es necesario que mediante 

la ley se establezcan las condiciones esenciales de este tipo de aporte. En esta 

materia la jurisprudencia constitucional establece que la ley que autoriza la 

emisión de bonos debe contener parámetros suficientes respecto del plazo de 

emisión, amortización y tasas de interés; aspectos que no pueden quedar al 

arbitrio del reglamento del Poder ~jecutivo."~ 

En el caso especifico del Proyecto de Ley No 14268 de Código Electoral, el 

Informe Jurídico del Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea 

17' Ibid. Articulo 96. 
17' Sala Constitucional, votos número 9192-98 de 23 de diciembre de 1998 y 9317-99 de 26 de 
noviembre de 1999. 



Legislativa contenido en el oficio No ST-260-04-2001, puso en evidencia la omisión 

de parámetros básicos sobre la emisión de bonos delegando su regulación en 

normas de menor rango.lsO 

La situación referida en el párrafo anterior produjo la introducción al Capítulo Sexto 

de la Sección Tercera sobre el financiamiento mediante bonos del Estado, 

compuesta por ocho artículos que abarcan del numeral 116 al 123 del texto 

sustitutivo del Proyecto de Ley número 14268. Sin embargo, esta sección es una 

trascripción literal de la regulación contenida en el Código Electoral vigente, 

exceptuando el numeral 123 que ofrecen algunas diferencias con el texto actual. 

En razón de lo anteriormente descrito y tomando en cuenta que el financiamiento 

mediante bonos fue analizado en el Capítulo precedente, solamente es objeto de 

análisis en este apartado el artículo 123. 

El artículo 123 del texto sustitutivo regula el derecho de las organizaciones 

partidarias de ceder total o parcialmente el derecho de contribución estatal. Sobre 

la facultad de los partidos de ceder el derecho al susidio estatal el texto sustitutivo 

refiere que: 

"ART/CULO 123. Cesión del derecho de contribución estatal. Con las 
limitaciones establecidas en este artículo y la presente ley, los partidos 
políticos por medio de su Comité Ejecutivo Superior, podrán ceder, total 
o parcialmente, los montos de la contribución estatal fijada en el artículo 
96 de la Constitución Política a las que tuvieren derecho. 
Todas las cesiones deberán efectuarse por medio de bonos de un valor 
o de varios valores cambiables en la Tesorería Nacional por los que el 
Estado emita para pagar la contribución política. Los bonos indicarán el 
monto total de la emisión, la cual será notificada a la Contraloría 
General de la República. Cuando existan varias emisiones, cada una 
incluirá el numero que le corresponde, su monto y el de las anteriores. 

180 En este sentido véase: Departamento de Servicios Tbcnicos Asamblea Legislativa, Informe 
Jurídico, oficio No ST-260-04-2001, pp. 81-82. 



Para el pago, la primera emisión tendrá preferencia sobre las demas. 
La notificación a la Contraloria General de la República no implicará 
responsabilidad alguna para el Estado, si el derecho cedido no llegare a 
existir en todo o en parte. 
Si la contribución que el Estado debe liquidar a cada partido, no 
alcanzare para cubrir la totalidad de la primera emisión legalizada por el 
partido, el cambio por los bonos del Estado se realizará con la 
disminución proporcional correspondiente. La misma norma se aplicará 
a las emisiones siguientes. Cuando un partido realice más de dos 
emisiones de bonos, los montos que queden al descubierto para los 
títulos de su tercera y siguientes emisiones, serán considerados para 
todos les efectos legales como donaciones realizadas por los 
cesionarios que adquirieron esos bonos o los recibieron en pago de 
bienes o servicios. 
Las operaciones crediticias en el Sistema Bancario Nacional, 
respaldadas por las cesiones aquí previstas deberán reportarse a la 
Contraloria General de la República. Cada partido político deberá 
acordar, reglamentar y ordenar la emisión de los bonos de acuerdo con 
las instrucciones señaladas en la presente Ley. 
Los partidos quedarán obligados a cubrir los gastos admitidos por ley, 
en dinero efectivo, en bonos de su emisión o mediante entrega de 
documentos de crédito que adquieran contra la entrega de bonos. 
Los partidos entregarán bonos de sus emisiones por el valor de las 
contribuciones redimibles; por las no redimibles, entregarán recibos o 
documentos que expresamente señalen tal cir~unstancia."'~' 

Relativo a la cesión de los bonos emitidos por el Estado para el financiamiento de 

las organizaciones partidarias, el citado artículo 123 contiene al menos un 

elemento novedoso, a saber; prescribe que en el supuesto que un partido 

determinado realice más de dos emisiones de bonos, los montos que resulten en 

descubierto de la tercera y subsiguientes emisiones deben ser computados como 

aportes privados no redimibles realizados por cesionarios o adquirientes. 

Por otra parte, el artículo 210 del texto sustitutivo, ubicado en el Título Sexto de 

Disposiciones Finales, contiene una regulación en torno al financiamiento público 

indirecto, específicamente concede una exención en los servicios postales y de 

I8l Ibid. Artículo 123. 



comunicación que proporcionen entes y empresas públicas a los organismos 

electorales. Al respecto, el ordinal210 asienta que: 

"ART/CULO 2 10. Franquicia durante el periodo eleccionario. Los 
organismos electorales gozan, durante el período de la campaña 
electoral, de franquicia en todos los servicios que presten los entes y 
empresas públicas encargadas de las comunicaciones y el servicio 
postal. Durante el día de las elecciones, los particulares gozarán de 
franquicia en esos servicios, para quejarse de cualquier irre ularidad 
ante las autoridades administrativas, judiciales y ele~torales."'~ ? 

El sistema de financiamiento público descrito en el Texto Sustitutivo del Proyecto 

de Ley No 14268 se caracteriza por el predominio de formas directas de 

financiamiento. Sin embargo, prevé -a través del financiamiento previo- la 

contratación por parte del Tribunal Supremo de Elecciones de servicios de 

imprenta, propaganda y publicidad para aquellos partidos políticos que no poseen 

la capacidad económica de acceder a este. La introducción efectiva de este 

precepto en el régimen jurídico costarricense significaría un avance en la 

promoción de la competencia electoral equitativa. 

8.2. Financiamiento Privado 

El financiamiento de origen privado es abordado en la Sección Segunda del 

Capitulo Sexto, del Título Tercero del Texto Sustitutivo del Proyecto de Ley No 

14268, esta sección se compone de dieciocho artículos. 

El artículo 97 fija el parámetro general sobre el financiamiento privado; faculta a 

los partidos políticos, movimientos, tendencias y precandidaturas oficializadas a 

financiar sus actividades ordinarias o electorales con recursos provenientes de las 

donaciones realizadas por los militantes y afiliados a la organización, los aportes 

''* Ibid. Artículo 210. 



provenientes de personas físicas costarricenses no vinculadas al partido, los 

créditos bancarios, los legados, los recursos originados a partir de su propio 

patrimonio y cualquier otro aporte no prohibido por la ley. Literalmente el artículo 

97 del texto sustitutivo expresa que: 

u ~ ~ ~ I ~ ~ ~ ~  97. Financiamiento privado de los partidos. El 
financiamiento privado a los partidos políticos, y a los movimientos, 
tendencias y precandidaturas oficializadas que surjan a lo interno de 
éstos para participar en los procesos de elección popular, estarán 
sometidos al principio de publicidad y se regulará por lo aquí 
dispuesto. 
Además de la contribución estatal cuando cumplan con lo dispuesto 
por el artículo 96 de la Constitución Política, los partidos políticos se 
podrán financiar mediante: 
a) Las donaciones ordinarias y extraordinarias que efectúen sus 
afiliados o militantes. 
b) Por contribuciones y donaciones privadas de personas físicas 
costarricenses. 
c) Por operaciones de crédito financiero. 
d) Por asignaciones testamentarias. 
e) Por los frutos o productos de los bienes de su pro io patrimonio. 
9 Cualquier otro recurso que no le prohíba la ley.'"' l' 

El deber de fiscalizar no debe limitarse al aporte estatal; es necesario ejercer 

control sobre las fuentes privadas de financiamiento con la finalidad de garantizar 

los principios democráticos, el pluralismo politico y la ética en el ejercicio de la 

función pública. El numeral 98 del Proyecto en análisis prevé el establecimiento de 

una instancia administrativa dentro del Tribunal Supremo de Elecciones encargada 

de controlar y fiscalizar ingresos de los partidos políticos correspondientes a las 

contribuciones de origen privado. En este sentido el numeral 98 dispone: 

u ~ ~ ~ I ~ ~ ~ ~  98. Fiscalización del financiamiento privado de los 
partidos políticos. El Tribunal Supremo de Elecciones dispondrá dentro 
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de su organización administrativa de un departamento encargado de 
fiscalizar el financiamiento privado que reciban los partidos politicos. 
Corresponderá al Tribunal Supremo de Elecciones atender lo relativo 
a la organización administrativa, financiera y funcional de esta 
dependen~ia."'~~ 

La instauración de una dependencia encargada de fiscalizar los aportes privados 

es una necesidad apremiante en el régimen de financiamiento costarricense, ya 

que en la actualidad, únicamente se establecen controles rigurosos en tomo a los 

recursos provenientes del erario público, los cuales son ejecutados por la 

Contraloría General de República, en atención al principio de colaboración que la 

vincula al Tribunal. Respecto a este tema el artículo 99 del proyecto de repetida 

cita enumera las funciones que debe ejecutar la dependencia fiscalizadora de los 

aportes privados, específicamente consigna: 

"ART/CULO 99. Funciones. La dependencia del Tribunal que fiscalice el 
financiamiento privado a los partidos políticos tendrá al menos las 
siguientes funciones: 
a) Vigilar y verificar que las contribuciones privadas a los partidos 
políticos se ajusten al ordenamiento jurídico. 
b) Recibir y revisar los presupuestos presentados por los partidos 
políticos y verificar que sus liquidaciones correspondan a los gastos 
efectivamente realizados. 
c) Autorizar los libros contables de las contribuciones privadas. 
d) Realizar las auditorias a los partidos políticos que le solicite el 
Tribunal Supremo de Elecciones a fin de verificar el control de sus 
ingresos y el origen de los mismos. 
e) Otras tareas atinentes a su función que el Tribunal Supremo de 
Elecciones les asigne."la5 

Como parte integral del deber de fiscalización atribuido al Tribunal Supremo de 

Elecciones, el articulo 100 del texto sustitutivo lo faculta para que mediante 

resolución fundada ordene la ejecución de una auditoria; para que constate la 

'84 Ibid. Articulo 98 
Ibid. Articulo 99 



regularidad de los aportes privados. Al respecto el referido artículo establece que: 

"ART~CULO 100. Control del financiamiento privado. El Tribunal 
Supremo de Elecciones, cuando lo crea necesario y mediante 
resolución fundada y comunicada, podrá ordenar auditorias sobre las 
finanzas de los partidos políticos, a efecto de verificar el respeto a las 
normas que regulan los aportes privados a estos, las cuales podrán 
realizarse por medio de la Dirección especializada en la materia o de 
profesionales o firmas contratadas con tal propósito. 
A fin de facilitar dicho control, los partidos políticos observarán las 
reglas técnicas de tesoreria, contabilidad y las disposiciones 
reglamentarias que emitirá el Tribunal Supremo de Elecciones, y 
facilitarán cualquier informe o documento que les sea requem. 
Para tales efectos la tesorería del partido deberá prestar obligada 
colaboración y será responsable de la exactitud y veracidad de los 
datos que suministren. 
Todo tipo de actividad, distinta a la contribución privada directa, en 
dinero o especie, que realicen los Partidos Políticos con el objetivo de 
financiar gastos que se generen en los procesos electorales y que 
conlleve la posibilidad de recaudar fondos privados no redimibles, 
deberá ser autorizada por el Comité Ejecutivo Superior y comunicada 
al Tribunal Supremo de ~lecciones."'~~ 

El artículo 101 del texto sustitutivo otorga rango legal a la obligación de los partidos 

de concentrar todos los aportes privados en una cuenta corriente única creada al 

efecto. Esta norma tiene la finalidad de centralizar el ingreso de donativos 

privados, al respecto el artículo establece que: 

"ART¡CULO 101. Cuenta bancaria unica. Los fondos provenientes de 
las donaciones, contribuciones o aportes privados que reciban los 
partidos políticos, deberán depositarse en una cuenta corriente unica 
dedicada exclusivamente a esos fondos, en cualquier banco del 
sistema bancario nacional, y que podrá estar dividida en sub cuentas. 
La apertura y cierre de la cuenta corriente respectiva, deberá ser 
comunicada formalmente al Tribunal dentro del plazo de ocho días 
hábiles posteriores al evento correspondiente. 
Los bancos del Sistema Bancario Nacional, bajo su responsabilidad, 
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tomarán las medidas necesarias de control para que a esas cuentas 
corrientes no se acredite depósito alguno en forma anónima o sin 
identificar plena y fehacientemente al depositante. En todo caso de 
ocurrir depósitos en cuanto a lo aquí regulado, deberá la entidad 
bancaria dar aviso inmediato al Tribunal Supremo de Elecciones y 
congelar cualquier transacción que se quiera hacer con el dinero 
irregular, hasta que se identifique plenamente al depositante. 
Al suscribir el contrato de cuenta corriente, el Comité Ejecutivo deberá 
autorizar al Banco respectivo a entregar la información sobre los 
estados de cuenta que, cuando lo consideren oportuno, soliciten el 
Tribunal Supremo de Elecciones o la Dirección General de 
Financiamiento Privado. 
Cuando una tendencia, precandidatura o candidatura cuenten con la 
autorización establecida en el último párrafo del articulo 196 de este 
Códicio, la Tesorería informará al Tribunal Supremo de Elecciones de 
los movimientos bancarios realizados en las cuentas autorizadas para 
dichos fines. 
Igualmente, las personas autorizadas de los comités de finanzas de 
los candidatos o precandidatos, con fundamento en el citado articulo 
196, deberán cumplir con las formalidades indicadas en el articulo 201 - 
de este Código, entregando un informe al tesorero del partido. La 
inobservancia de lo dispuesto en éste párrafo y el anterior será 
sancionada según dispone el párrafo quinto del articulo 201 ."18' 

Del articulo 101 citado, se derivan cuatro tipos específicos de control relativos a 

las cuentas bancarias de las organizaciones partidarias, entre los cuales 

sobresalen; el deber de los partidos políticos de poseer una Única cuenta corriente 

abierta en todo el territorio nacional en cualquier banco del Sistema Bancario 

Nacional; la obligación de las organizaciones partidarias de comunicar al Tribunal 

Supremo de Elecciones la apertura y cierre de la cuenta de interés; la 

responsabilidad de los bancos del Sistema Bancario Nacional de controlar el uso 

de las cuentas por parte de las organizaciones partidarias y evitar la presencia de 

depósitos anónimos. 

Por último; la obligación legal del partido autorizar a la entidad financiera, desde el 

la' Ibid. Articulo 101. 



momento en el que se suscribe el contrato de cuenta corriente, a entregar la 

información sobre los estados de cuenta al Tribunal Supremo de Elecciones y la 

dependencia administrativa de este encargada de fiscalizar los aportes privados. 

El artículo 102 regula las restricciones y limitaciones generales al financiamiento 

privado, en términos generales prohíbe entregar los aportes privados directamente 

a los candidatos o precandidatos oficializados por los partidos políticos a cualquier 

cargo de elección popular. Las contribuciones privadas deben canalizarse por 

medio del Tesorero del partido; no obstante, si estos aportes se dirigen a apoyar 

algún candidato o precandidato oficializado determinado el Tesorero está obligado 

a ordenar el traslado de dichos aportes a la tendencia particular e incluirlos en los 

informes. Estas contribuciones están sometidas a las mismas restricciones y 

controles generales desarrollados en todo el cuerpo normativo. 

Esta prohibición tiene la finalidad de evitar que los particulares financien 

directamente a los candidatos; como un mecanismo que asegure la independencia 

de los funcionarios públicos frente al clientelismo político producto de los intereses 

económicos particulares. En ese sentido señala que: 

' 1 ~ ~ ~ 1 ~ ~ ~ ~  102. Requisitos y limites a las donaciones privadas. Las 
contribuciones privadas a los partidos politicos o a sus tendencias 
debidamente acreditadas, se regirán por las siguientes regulaciones: 
a) Las contribuciones privadas otorgadas al amparo de esta Ley sólo 
pueden acreditarse a favor de partidos políticos formalmente 
constituidos o a las tendencias, precandidaturas o candidaturas 
debidamente autorizadas por su Comité Ejecutivo Superior. La 
persona o personas que no estando autorizadas recauden 
contribuciones políticas, para promover de hecho precandidaturas 
será sancionada con multa de hasta diez veces el salario mínimo de la 
administración pública, según el procedimiento que aplique el Tribunal 
Supremo de Elecciones. 
b) Toda contribución debe ser debidamente individualizada y quedar 
registrada mediante un recibo oficial expedido por el partido político o 



tendencia beneficiara, en el momento mismo de su recepción y el 
recibo deberh ser firmado por el donante o contribuyente. Tales 
donaciones o contribuciones no podrán recibirse si son anónimas o 
por interpósita persona. 
c) Toda contribución financiera debe realizarse a través de la cuenta 
bancaria única dispuesta en el articulo anterior, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el inciso d) de este artículo. 
d) Toda actividad colectiva tales como: rifas, subastas, cenas, bailes 
o similares que conlleven la recaudación de dineros para el partido o 
para alguna de las tendencias, oficialmente acreditas por éste, debe 
ser previamente autorizada por el Comité Ejecutivo Superior e 
informada al Tribunal Supremo de Elecciones. En cumplimiento de los 
principios de transparencia y publicidad, el Comité Ejecutivo Superior 
del Partido o en su caso, los comités de finanzas de las tendencias 
deberhn llevar un registro de este tipo de actividades en las que 
documentará lo siguiente: nombre de las personas responsables de la 
actividad y monto del dinero recaudado. 

El numeral 103 del texto sustitutivo, en principio posee como objetivo general 

prohibir a las personas extranjeras y jurídicas de cualquier naturaleza y 

nacionalidad efectuar directa, indirecta o encubiertamente contribuciones en 

dinero o en especie, para sufragar los gastos de los partidos políticos o grupos 

independientes. No obstante, la técnica legislativa utilizada tiende a traslapar las 

prohibiciones establecidas respecto de las personas físicas y jurídicas extranjeras 

con la tipificación de conductas ilícitas electorales. 

En ese sentido el primer inciso prohibe a los altos jerarcas de los partidos y a los 

candidatos a puestos de elección popular, recibir o aceptar directa o 

indirectamente donaciones provenientes de personas físicas o juridicas 

extranjeras para enfrentar los gastos electorales. El segundo inciso retorna la 

prohibición anterior pero destinada a las personas juridicas imponiendo una 

sanción económica. Por último, el tercer inciso refiere a las sanciones establecidas 

en los incisos a) y b) para los sujetos emisores de las donaciones prohibidas. 

"' Ibid. Articulo 102. 



"ARTICULO 103. Prohibición de la contribución de personas 
extranjeras a los partidos. La prohibición de contribuciones de 
personas extrajeras se regula de la siguiente forma: 
a) Los miembros del Comité Ejecutivo Superior del partido político, 
los candidatos o candidatas y los precandidatos o precandidatas 
oficializados por los partidos políticos para ocupar cargos de elección 
popular a la Presidencia y Vicepresidencias de la República, y las 
personas que ocupen las Jefaturas de las campañas electorales serán 
sancionados con prisión de ocho meses a tres años, por recibir o 
aceptar directamente o por interpósita persona, contribuciones o 
donaciones de personas fisicas o jurídicas extranjeras, para sufragar 
los gastos de campañas político-electorales. La misma sanción se 
impondrá al que recibiere la contribución para ocultar o procurar la 
impunidad del autor. 
b) Se impondrá sanción de pagar a favor del Tribunal Supremo de 
Elecciones diez veces el monto recibido, a la persona jurídica cuyos 
representantes, funcionarios o empleados, hubieren actuado como 
intermediarios para recibir la contribución a que se refiere este 
articulo, con el consentimiento de la Junta Directiva aunque no conste 
en actas. 
c) Iguales sanciones se impondrán a los representantes, personeros, 
empleados o emisarios de personas físicas o jurídicas extranjeras, que 
dieren la contribución o donación a que se refieren los párrafos 
anteriore~."'~~ 

El articulo 104 del texto sustitutivo describe la prohibición de las autoridades 

partidarias y candidatos a puestos de elección popular de recibir donaciones 

directas e indirectas provenientes de personas jurídicas nacionales. En este caso, 

tal como sucede con el articulo 103, la técnica legislativa empleada tiende al 

mezclar la prohibición en si misma con la descripción de conductas ilícitas 

electorales. En lo que respecta el artículo 104 expresa: 

"ARTICULO 104. Prohibición a las contribuciones de personas 
jurídicas. Los miembros del Comité Ejecutivo Superior del partido 
político, los candidatos y precandidatos oficializados por éstos a 
ocupar cargos de elección popular de Presidente y Vicepresidentes de 
la República, Diputados a la Asamblea legislativa, Alcaldes 

18' Ibid. Artículo 103 



municipales y los jefes o encargados de las campañas electorales, no 
podrán gestionar o aceptar, en cualquier forma, contribuciones, en 
dinero o en especie, de personas jurídicas nacionales. Quien incumpla 
esta norma será reprimido con prisión de seis meses a dos años, sin 
perjuicio de la sanción del articulo anterior cuando se tratare de una 
persona jurídica extranjera."lW 

El ordinal 105 describe cuatro restricciones relativas a los aportes privados. En 

primer lugar, reitera la prohibición contenida en el artículo 102 referente al 

financiamiento directo de candidaturas o tendencias partidarias y establece 

sanciones penales a quien ofrezca o entregue este tipo de donaciones, asimismo, 

estipula la misma sanción a los miembros del Comité de Finanzas que permitan 

esta situación. 

En segundo lugar, atribuye una sanción al individuo que por interpósita persona 

gestione, reciba, administre y disponga de donaciones prohibidas; en tercer lugar, 

establece la obligación de los candidatos y los comandos de campaña de solicitar 

al Comité Superior autorización para nombrar un Comité de Finanzas encargado 

de administrar las donaciones privadas. Finalmente, instituye que tratándose de 

candidatos oficializados las contribuciones privadas deben canalizarse 

exclusivamente mediante la cuenta bancaria única de la organización. El numeral 

105, en su literalidad expresa: 

"ART/CULO 105. Financiamiento a candidaturas o precandidaturas. El 
financiamiento a las candidaturas o precandidaturas se regula de la 
siguiente forma: 
a) Se prohíbe el financiamiento privado directamente a los candidatos 
o precandidatos, para ocupar los cargos de elección popular 
oficializados por los partidos políticos. 
b) Siempre que la acción no constituya otro delito, será sancionado 
con prisión de dos a seis años, quien, para financiar campañas o 
precampañas políticas, entregue u ofrezca contribuciones privadas en 

lgO Ibid. Artículo 104 



forma directa a los candidatos o precandidatos, para ocupar los cargos 
de elección popular oficializados por los partidos políticos. Con igual 
pena se sancionará al candidato o precandidato, para ocupar los 
cargos de elección popular oficializados por los partidos políticos, que 
reciba o acepte directamente contribuciones privadas para financiar 
campañas o precampaiias políticas. 
c) Las mismas penas se aplicarán a los integrantes del Comité de 
Finanzas del partido político, que permita la comisión de los delitos 
tipificados en el párrafo anterior. 
d) Toda gestión, recibo, administración y disposición de 
contribuciones o donaciones privadas, en dinero o en especie, que se 
realice por medio de terceras personas, grupos paralelos, o mediante 
la utilización de mecanismos de gestión o recaudación, que no estén 
previamente autorizados por el Comité Ejecutivo Superior de cada 
agrupación política está absolutamente prohibida. 
e) Será sancionado con prisión de dos a seis años, quien por medio 
de terceras personas o de grupos paralelos, o mediante la utilización 
de mecanismos de gestión o recaudación, no autorizados por el 
Comité Ejecutivo Superior de la agrupación política, gestione, reciba, 
administre o disponga de contribuciones o donaciones privadas. 
f) Cuando se trate de precandidatos a cargos de elección popular, 
deberán gestionar ante sus respectivos comités ejecutivos la 
autorización para el nombramiento y funcionamiento de su Comité de 
Finanzas. Dicha autorización se pondrá en conocimiento del Tribunal 
Supremo de Elecciones y contendrá al menos: nombre y apellidos 
completos, numero de cédula y dirección residencia de las personas 
autorizadas; además, se informará el número de la cuenta bancaria 
que utilice para la recepción de las contribuciones e indicación 
expresa en donde se autorice al partido político a acceder a la 
información en ellas contenidas. 
g) Una vez oficializado el candidato a un cargo de elección popular 
por parte del partido politico, las contribuciones que de manera 
privada y dentro de los parámetros autorizados en este Código se le 
quieran otorgar, se canalizarán y depositarán exclusivamente a través 
de la cuenta bancaria del partido político re~pectivo."'~' 

Respecto del artículo recién citado, es preciso reiterar el comentario realizado en 

los artículos 103 y 104; la redacción de esta norma entremezcla la prohibición o 

restricción al financiamiento de origen privado con las medidas o sanciones 

lgl Ibid. Articulo 105 



aplicables en caso de demostrarse el incumplimiento de la restricción o 

prohibición. 

El articulo 106 desarrolla los lineamientos generales a los que deben sujetarse las 

contribuciones privadas realizadas por personas físicas nacionales. En términos 

generales, la propuesta normativa incluye; la sujeción de las donaciones privadas 

a un límite máximo de 52 veces el salario base mensual del oficinista 1 en la 

relación de puestos del Poder Judicial incluido en el Presupuesto de la República 

vigente al momento de efectuar la donación; las donaciones en especie deben 

tasarse para efectos de computar los limites a las donaciones; las cuotas 

periódicas por afiliación partidaria deben contabilizarse dentro del monto global de 

donación permitida; las asignaciones testamentarias no se encuentran sometidas 

a los montos máximos de donación; autoriza la acumulación de los aportes 

privados durante el periodo constitucional y en transcurso de la campaña electoral 

permite efectuar donaciones extraordinarias, por un monto igual al limite máximo. 

Sobre el particular el articulo 106 señala: 

1 1 ~ ~ ~ 1 ~ ~ ~ ~  106. Financiamiento proveniente de personas fisicas 
costarricenses. Para el recibo de las contribuciones privadas de 
personas físicas costarricenses se atenderá a las siguientes 
disposiciones: 
a) Toda persona física costarricense podrá destinar contribuciones, 
donaciones o cualquier otro tipo de aporte, en dinero o en especie, en 
periodo no electoral, a los partidos políticos, o a las campañas de sus 
candidatos o precandidatos oficializados a ocupar puestos de elección 
popular -siempre a través de la cuenta única del partido político o sus 
subcuentas-, hasta por un monto anual equivalente a cincuenta y dos 
veces el salario base mensual del "oficinista 1" que aparece en la 
relación de puestos del Poder Judicial, en la Ley de Presupuesto 
Ordinario de la República, vigente en el momento de la contribución. 
En el caso de que llegaren a existir, en la misma Ley de Presupuesto, 
diferentes salarios para ese mismo cargo, se tomará el del monto 
mayor para los efectos de este artículo. Para los efectos de este 



artículo, se considerará como "periodo no electoraln todo lapso no 
comprendido en la disposición del inciso d). 
b) Se permite la acumulación de donaciones, contribuciones o 
aportes durante el periodo constitucional respectivo. 
c) Conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, cada 
precandidatura debidamente inscrita a cargos de elección popular 
deberá contar con un Comité de Finanzas. La Tesoreria del partido 
creará, a solicitud del Comité de Finanzas de cada precandidatura, 
una subcuenta para su uso exclusivo, en la cual podrán realizarse los 
movimientos indicados en este artículo. 
d) El Comité de Finanzas de cada precandidatura acreditará ante la 
Tesoreria del partido al que pertenezca, el nombre y las calidades de 
la persona física que desean autorizar para la recepción y depósito de 
las contribuciones, donaciones o cualquier tipo de aporte permitido en 
este Código, proveniente de personas físicas costarricenses, y 
destinado a promover la campaña del respectivo precandidato. La 
persona nominada deberá ser de reconocida honorabilidad, estar en 
pleno goce de sus derechos políticos, y no haber sido procesada por 
delitos financieros en los últimos dos periodos constitucionales ni 
hallarse en insolvencia. La Tesorería podrá autorizar a la persona 
propuesta por el Comité de Finanzas, o rechazarla bajo causas 
justificadas y solicitarle que nomine a otra. Ninguna persona no 
autorizada por la Tesorería podrá realizar depósitos ni movimientos de 
ningún tipo. 
e) Durante el período electoral las personas nacionales podrán hacer 
contribuciones extraordinarias hasta por un monto equivalente a 
cincuenta y dos veces el salario base señalado en el inciso a) del 
presente artículo, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso a). Sólo 
podrán recibir estas contribuciones extraordinarias aquellos partidos 
con candidaturas inscritas para la elección de que se trate. Para los 
efectos de este artículo, se considerará como "periodo electoral" el 
comprendido entre el día de la convocatoria a elecciones para 
Presidente y Vicepresidentes, o para Alcaldes, Regidores y Síndicos 
Municipales, por parte del Tribunal Supremo de Elecciones, y la 
declaratoria de elección para los mismos cargos hecha por el mismo 
Tribunal. 
f) Las aportaciones que realicen los militantes de los partidos 
políticos, por concepto de membresía ordinaria o extraordinaria, serán 
calculadas dentro del monto global de donaciones, contribuciones o 
aportes, que tiene derecho a realizar cualquier persona, cumpliendo 
los parámetros establecidos en el presente artículo. 



g) En los casos en que un partido político reciba una asignación de 
carácter testamentario, ésta no estará sujeta al monto máximo de 
contribución que aquí se autoriza. 
h) Para todo efecto las contribuciones o donaciones en especie que 
realicen las personas nacionales serán tasadas según se dispone en 
este Código. 
Quien incumpla estas disposiciones por entregar al partido político o 
recibir en nombre de éste montos superiores a los parámetros fijados 
en este artículo, o no encontrándose autorizado para recibir dicho 
aporte o hacerlo en nombre de otra persona, será reprimido con 
prisión de dos meses a un ano, siempre que la conducta no constituya 
un ilícito más grave. n 192 

El numeral 107 implanta la limitación a los miembros del Comité Ejecutivo y a los 

candidatos a los puestos de elección popular de los diferentes partidos políticos de 

hacer uso de contribuciones privadas que cualquier persona física o jurídica, 

nacional extranjera haya depositado o transferido fuera del territorio nacional. 

Además, en el caso que está situación ocurra, los representantes del partido 

deben comunicarlo al Tribunal, so pena de incurrir en el delito tipificado en el 

párrafo in fine del mismo artículo. Concretamente el artículo 107 enuncia: 

"ART(CULO 107. Prohibición en el uso de las contribuciones 
depositadas fuera del país. Los partidos políticos, los miembros del 
Comité Ejecutivo Superior, los candidatos o precandidatos 
oficializados por los partidos políticos, para ocupar cargos titulares de 
la Presidencia y Vicepresidencias de la República, diputaciones a la 
Asamblea Legislativa, Alcaldías y Regidurías no podrán hacer uso de 
contribuciones, donaciones o cualquier otro tipo de aporte en dinero o 
en especie, que personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, 
hayan depositado en su favor y para la promoción de sus campañas 
políticas, en bancos, entidades financieras o entidades dedicadas a la 
transferencia de dineros ubicadas fuera del territorio nacional. Si 
tienen conocimiento de la existencia de estos depósitos, deberán 
comunicarlo inmediatamente al Tribunal Supremo de Elecciones. En 
los casos en que la presente ley autoriza las donaciones o 

Ig2 Ibid. Artículo 106. 



contribuciones en dinero, éstas deberán ser depositadas en cuentas 
bancarias nacionales a nombre de los partidos políticos. 
Las personas indicadas anteriormente que incumplan la resente 
prohibición serán reprimidas con prisión de dos a seis af i~s." '~  P 

El artículo 108 del texto sustitutivo establece el deber de los partidos políticos de 

tasar las donaciones en especie recibidas, la cual es ejecutada mediante acuerdo 

entre el contribuyente y el partido receptor. Está tasación puede ser revisada de 

oficio o a instancia de parte por el Tribunal Supremo de Elecciones. Únicamente, 

excluye esta valoración el trabajo voluntario en actividades de proselitismo y 

organización del partido y el apoyo en alimentación y transporte prestado el día 

de las elecciones destinado a satisfacer la necesidad de los electores del centro 

de votación en el que esta inscrito el donante. En este orden de ideas, el artículo 

108 asienta: 

"ART(CULO 108. Tasación y registro de donaciones en especie. Para 
asegurar el cumplimiento de las regulaciones establecidas por esta 
ley, las contribuciones en especie serán objeto de tasación por 
acuerdo común entre la persona contribuyente y el partido receptor. El 
recibo correspondiente consignará, además de la tasación convenida, 
una descripción detallada del bien o servicio donado. El Tribunal 
Supremo de Elecciones tendrá la facultad de revisar y ajustar las 
valuaciones de las contribuciones en especie, por iniciativa propia o 
ante solicitud razonada de cualquier interesado. No requerirá tasación 
el trabajo voluntario y realizado en forma ad-honorem por cualquier 
persona, para apoyar tareas de organización o labores de proselitismo 
electoral del partido de sus preferencias. Tampoco será objeto de 
tasación el apoyo que, con sus propios medios y en forma gratuita, 
brinde una persona a las tareas de transporte o alimentación el día de 
las elecciones, siempre que esos aportes estén destinados a 
satisfacer las necesidades propias de las personas electoras del 
centro de votación en el cual esté inscrito el donante. 194 

El numeral 109 establece que las organizaciones internacionales dedicadas al 

Ig3 Ibid. Articulo 107. 
Ig4 Ibid. Articulo 108. 



desarrollo de la cultura, participación política y defensa de los valores 

democráticos, pueden colaborar con los partidos políticos, sin embargo restringe 

dicha asistencia a que se encamine a actividades de educación e investigación 

social, económica y política, o tareas editoriales que las organizaciones partidarias 

requieran, bajo el respeto del orden constitucional y la soberanía del país; 

prohibiendo de forma expresa los contribuciones dirigidas a financiar la campaña 

electoral. 

"ARTICULO 109. Participación de organizaciones internacionales en 
los procesos de capacitación de los partidos políticos. Las 
organizaciones internacionales dedicadas al desarrollo de la cultura, la 
participación política y la defensa de los valores democráticos, 
únicamente podrán colaborar con ayudas técnicas a los partidos 
políticos mediante el patrocinio, apoyo, gestión u organización de 
actividades de educación e investigación social, económica y política, o 
tareas editoriales que los partidos les requieran, siempre que respeten 
el orden constitucional y la soberanía nacional. Sin embargo, queda 
prohibido que brinden contribuciones o realicen aportes económicos a 
los partidos políticos o a sus precandidatos o candidatos oficializados a 
puestos de elección popular con ocasión de financiar sus campañas 
electora le^."'^^ 

Los siguientes cuatro artículos del texto sustitutivo tienen como objetivo establecer 

la obligatoriedad de publicar los aportes recibidos y la procedencia de los mismos, 

en aras de garantizar la transparencia del régimen de financiamiento privado. En 

ese sentido se delimitan los deberes de los partidos, por medio de su tesorero, de 

presentar informes trimestrales al Tribunal Supremo de Elecciones; los cuales se 

presentaran mensualmente, desde la convocatoria hasta la finalización del día de 

las elecciones; aun cuando no se haya recibo contribución. Con fundamento en el 

artículo 96 Constitucional, el numeral 110 del texto sustitutivo indica que: 

Ig5 Ibid. Articulo 109. 



"ART[CULO 110. Obligación de informar. Para garantizar el 
cumplimiento del principio de publicidad contenido en el artículo 96 de 
la Constitución Política, los partidos políticos, por medio del tesorero, 
estarán obligados a informar, trimestralmente al Tribunal Supremo de 
Elecciones, sobre las donaciones, contribuciones o aportes que 
reciban. Sin embargo, durante el período comprendido entre la 
convocatoria y la fecha de elección, el informe deberá ser mensual. En 
todo caso cuando un partido político no reciba contribuciones dentro de 
los períodos señalados estará siempre obligado a informar tal 
circunstancia. Toda la información contable de los partidos políticos es 
de acceso público a través del Tribunal Supremo de ~lecciones." '~~ 

En el mismo sentido que el anterior articulo; el artículo 110 especifica los 

requisitos indispensables que debe contener el Informe, trimestral o mensual 

según corresponda, que se remitirá al Tribunal, estos requisitos son: calidades del 

donante, valor de la donación y si van dirigidas a gastos ordinarios o electorales. 

Junto a dicho informe existe el deber de anexar los estados de cuenta que reflejen 

el número de depósito, el estado de cuenta bancaria y estados financieros del 

mismo. Así el artículo supra desarrollado señala que: 

"ARTICULO 1 1 1. Requisitos del informe. El informe deberá incluir una 
lista detallada que indique el nombre y apellidos completos, número de 
cédula de identidad de cada donante; el monto de la contribución o su 
equivalente si ha sido en especie; deberá indicarse además si la 
contribución ha sido realizada para las actividades propias de la 
agrupación política, o si es aportada con ocasión a la actividad política 
de un candidato o precandidato oficializado por et partido político a 
ocupar algún puesto de elección popular, para los cargos de Presidente 
y Vicepresidentes de la República. 
En los mismos plazos y con la misma regularidad, los tesoreros 
deberán suministrar como anexo de los citados informes, el Auxiliar de 
la Cuenta Bancaria en donde conste el número de depósito, el estado 
de Cuenta Bancaria y estados Financieros -estado de situación, estado 
de ganancias y pérdidas y flujos de efectivo-, conforme a las normas 
internacionales de contabi~idad."'~' 

lg" Ibid. Articulo 11 0. 
lg7 Ibid. Artículo 11 1. 



En caso de omisión de lo estipulado en los artículos anteriores, el artículo 112 

indica los mecanismos para la prevención y sanción ante el incumplimiento en la 

presentación del informe o que aun presentado el informe a derecho no cumpla 

con los requisitos del numeral 11 l. Para cumplir con dicha prevención el libelo en 

análisis establece el plazo de 10 días hábiles; en caso contrario el Tribunal 

mediante resolución fundada retendr6 los montos correspondientes al aporte 

público. En ese orden de ideas, el artículo 112 expresa que: 

"ART¡CULO 112. Prevención por incumplimiento. El Tribunal Supremo 
de Elecciones prevendrá al partido político que no informe a tiempo o 
que habiéndole hecho, la información no este completa o de manera 
clara, para que cumpla con esta obligación dentro de los diez días 
hábiles siguientes a la notificación de esa prevención. Cuando por 
motivos injustificados el partido politico no cumpla con la obligación de 
rendir los informes de manera completa, el Tribunal Supremo de 
Elecciones mediante resolución fundada retendrá el pago de toda suma 
por concepto de contribución estatal a ue tenga derecho, hasta tanto 9 no se cumpla con la referida obligación." 98 

Por otro lado, los partidos que se nieguen a presentar el Informe indicado en el 

articulo 110, ya sea porque no tienen derecho al aporte estatal o aún tendiéndolo 

renuncian a este, el Tribunal podrá aplicar una sanción monetaria equivalente al 

cinco por ciento de la contribución estatal a que tuvieron derecho en el proceso 

electoral anterior. La responsabilidad de satisfacer las obligaciones contempladas 

en este articulo recae en el tesorero del partido. Sobre el particular el artículo 113 

del texto sustitutivo expresa: 

"ARTICULO 11 3. Negativa a informar. Cuando se trate de la negativa 
de entregar los informes por parte de un Partido Político que, por 
cualquier motivo, no hace uso del dinero de la contribución política a la 
que tiene derecho o que carece de tal derecho, el Tribunal Supremo de 
Elecciones una vez vencido el plazo de la prevención y mediante 
resolución fundada sancionará al partido politico con una multa 

lg8 Ibid. Articulo 112. 



equivalente al cinco por ciento del total de la contribución estatal fijada 
para el proceso electoral anterior. 
Siempre que no constituya un delito más grave, se sancionará con 
prisión de dos meses a un año, al tesorero que omita el envío del 
informe, lo haga de forma incompleta o lo retrase in ustificadamente, 
una vez finalizado el plazo que otorga la prevención."' 9 i  

Los artículos 114 y 11 5 del texto sustitutivo introducen un elemento novedoso; este 

es la obligación de los candidatos oficiales a cargos de elección popular, los 

miembros de los Comités Ejecutivos y Comités de Finanzas de las organizaciones 

partidarias, así como de los jefes de campana de declarar su situación patrimonial 

ante la Contraloría General de la República, según establece el numeral 115 del 

texto sustitutivo, en los términos consagrados en el articulo 22 de la Ley No 8422, 

Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. En lo 

atinente a este punto, el artículo 114 apunta: 

"ART/CULO 114. Miembros de campaña obligados a declarar su 
situación patrimonial. Deberán declarar la situación patrimonial ante la 
Contraloría General de la República, los integrantes de los comités 
ejecutivos nacionales de los partidos políticos, los candidatos 
oficializados para optar al puesto de Presidente y Vicepresidentes de la 
República y diputados, los candidatos oficializados para optar a los 
puestos de alcalde y regidor municipal, y el jefe de campaña y los 
integrantes de los Comités de Finanzas. Para los efectos pertinentes, 
se seguirá lo dispuesto en la presente ley y en su reglamento. 
El Tribunal Supremo de Elecciones queda facultado para solicitar, en 
cualquier momento, el suministro de copia de las declaraciones que 
estime necesarias para sus fines fis~alizadores."~~~ 

Por su parte, el artículo 115 del texto sustitutivo del Proyecto de Ley No 14268 

literalmente manifiesta que: 

lgQ Ibid. Artículo 1 13. 
*O0 Ibid. Articulo 11 4. 



"ART~CULO 115. Presentación de declaraciones. Todas las personas 
señaladas en el artículo anterior deberán presentar declaración en los 
términos establecidos en el artículo 22 de la Ley N . O  8422 de 29 de 
octubre del 2004."~~' 

Otro elemento fundamental en el análisis de la presente reforma al sistema 

jurídico del financiamiento de los partidos políticos es la referencia al régimen de 

sanciones atribuidas a las conductas violatorias de las obligaciones, límites y 

prohibiciones establecidas en las normas sustantivas sobre el financiamiento de 

las organizaciones partidarias. El régimen jurídico del financiamiento no se agota 

en el establecimiento de un conjunto de preposiciones de carácter preventivo 

tendientes a eludir la realización de actos y conductas que atentan contra la 

legalidad, transparencia y publicidad de los medios de financiamiento. 

La noción de delitos electorales sobre financiamiento abarca aquellas conductas, 

acciones u omisiones que violenten o amenacen violar los principios sobre el 

mismo existentes en un ordenamiento jurídico determinado. Sin embargo, no es 

suficiente la definición del delito en una norma legal, resulta necesario que la 

tipificación de las conductas se realice mediante una descripción clara, precisa y 

delimitada, de forma que no exista margen de interpretación. 

El principio de tipicidad determina la necesidad de que los tipos penales describan 

apropiadamente las conductas transgresoras, de forma que el operador del 

derecho encuentre en este los elementos necesarios que identifiquen la conducta 

tipificada y la pena aplicable en cada caso especifico. El Titulo VI del texto 

sustitutivo del Proyecto de Ley No 14268 recoge las conductas tipificadas como 

ilicitos electorales, de los cuales son objeto de análisis en el presente trabajo 

aquellos directamente relacionados con el régimen de financiamiento de los 

partidos políticos. 

'O1 Ibid. Articulo 11 5. 



Los ilícitos electorales contemplados en el texto sustitutivo son de dos tipos, a 

saber; delitos y contravenciones. En lo que aquí interesa el numeral 199 del 

Proyecto de Ley No 14268 determina una pena de prisión de dos a doce meses, 

para quienes incurran en cuatro conductas diversas, las cuales se analizan 

separadamente. 

El inciso i) del artículo 199 tipifica como conducta punible aceptar o recibir, directa 

o indirectamente contribuciones, donaciones, préstamos o aportes, en dinero o en 

especie, en contravención a lo dispuesto en el propio cuerpo legal. En este caso el 

sujeto activo de la acción punible es el tesorero del partido o la persona 

responsable de administrar los recursos financieros de la organización partidaria. 

Atribuye igual responsabilidad a los miembros del Comité Político y candidatos 

oficializados que conozcan las irregularidades y no las denuncien. El inciso i) del 

articulo 199, señala: 

"( ...) ¡)Al tesorero o al responsable de administrar los fondos de los 
partidos políticos, que aceptare o recibiere, directa o indirectamente 
contribuciones, donaciones, préstamos o aportes, en dinero o en 
especie, en contravención a lo dispuesto en esta Ley. Esta sanción 
también se aplicará al miembro del Comité Ejecutivo Superior del 
partido, que haya tenido conocimiento de tal situación y no lo denuncie, 
así como a los candidatos o precandidatos oficializados que reciban 
financiamiento privado en contravención a las regulaciones de este 
Código. (. . 

El inciso j) del artículo en comentario, remite en la descripción de la conducta 

punible a los criterios estipulados en los artículos 101 y 102, analizados 

anteriormente, estos artículos respectivamente corresponden a los regulaciones 

sobre la cuenta bancaria Única de las organizaciones partidarias y los requisitos y 

202 Ibid .Artículo 199 inciso i). 



límites generales a los cuales deben sujetarse las donaciones privadas. 

Literalmente el inciso j) del articulo 199 del texto sustitutivo expresa: 

"( ...) j) Al que incumpla las obli aciones establecidas en los artículos 
101 y 102 de este código.(. ..)"*O ? 

El artículo 199 en su inciso k), no describe en su redacción una conducta ilicita, en 

su lugar, remite los supuestos que sefíala el articulo 102 del mismo texto. 

Concretamente, el inciso k) del articulo 199 del texto sustitutivo expresa: 

"( ...) k) Al extranjero o responsable de la persona jurídica que 
contravenga lo dispuesto en el articulo 102 de este Código. (. . .)'"O4 

El inciso 1) de articulo de repetida cita, posee una redacción sumamente abierta, en 

la que considera punible la acción de hacerse valer o servir de medio para 

transgredir cualquiera de las restricciones y prohibiciones contenidas en el texto 

sustitutivo. Sobre el particular el inciso 1) consagra: 

"( ...) 1) A quien se valga de otra persona o a quien sirva de medio para 
que, a través suyo, se hagan contribuciones contrarias a las 
prohibiciones establecidas en esta ~ey." '~ 

En general, los cuatro tipos descritos poseen la estructura de un tipo penal abierto, 

ya que ninguno de estos individualiza totalmente la conducta prohibida, para lograr 

este objetivo es necesario acudir a disposiciones contenidas en otros artículos del 

texto sustitutivo, es decir, el operador del derecho debe recurrir a normas de 

alcance general que reencuentran fuera del tipo penal. 

m31bid. Articulo 199 inciso k) 
204 Ibid. Articulo 199 inciso 1). 
'051bid. Articulo 199i inciso 1). 



Además, el artículo 202 del texto en comentario describe como sanción accesoria 

la inhabilitación para ejercer cargos públicos, en aquellos casos en los que el 

sujeto activo de la acción ostente la condición de funcionario público o el delito 

cometa con ocasión de su cargo o valiéndose de este. Al respecto, el referido 

articulo 202 indica: 

n ~ ~ ~ í ~ ~ ~ ~  202. Inhabilitación para ejercer cargos públicos. Si el autor 
o autora de cualquiera de los delitos a que se refieren los artículos 
anteriores fuera una persona funcionaria pública, y el delito se 
cometiera con ocasión del ejercicio de su cargo o valiéndose de su 
condición, se le impondrá además la inhabilitación para ejercer cargos 
públicos, por un período de cuatro a diez años."206 

Es importante acotar que el Título Sexto del Texto Sustitutivo desarrolla, 

únicamente, cuatro tipos penales relacionados directamente con el financiamiento 

político. No obstante, en la Sección Segunda del Titulo Tercero se encuentran 

entremezcladas con los preceptos y restricciones al financiamiento privado una 

serie de sanciones penales. 

Resulta posible afirmar que la propuesta de reforma planteada en el Texto 

Sustitutivo Base del Proyecto de Ley No 14268; Código Electoral implica un 

remozamiento del régimen electoral vigente, sin introducir una reforma sustancial 

al sistema electoral costarricense. 

En cuanto al financiamiento de los partidos políticos el proyecto de ley en estudio 

propone un sistema mixto de financiamiento similar al régimen de financiamiento 

vigente. Relativo a la regulación del financiamiento público el principal aporte del 

texto sustitutivo es su pretensión de conceder carácter legal a disposiciones 

reglamentarias vigentes en la actualidad. 

206 Ibid. Articulo 202. 



En lo concerniente al financiamiento privado el texto sustitutivo promueve el 

control efectivo de los aportes de esta naturaleza mediante el establecimiento de 

una serie de restricciones y mecanismos de control y fiscalización, para cuyo fin 

propone la creación de una dependencia especializada en la materia adscrita al 

Tribunal Supremo de Elecciones. No obstante, la técnica legislativa empleada en 

la redacción de estos articulas no resulta satisfactoria ya que entremezcla los 

preceptos sustantivos y restricciones al financiamiento privado con las sanciones 

penales a quien infrinja dicha disposiciones. 



CONSIDERACIONES FINALES 

Las reformas electorales específicamente en materia de financiamiento político 

deben articular una correlación entre la ética y política, con el fin de revalorizar la 

política y sus actividades. Esto con la finalidad general de garantizar la publicidad 

y transparencia en el origen de los ingresos y la administración de los recursos por 

parte de las organizaciones partidarias. 

En términos generales, los sistemas normativos relativos al financiamiento deben 

responder a objetivos propios de la realidad sociopolítica del Estado. El 

financiarniento político debe guiase por los siguientes fines generales: 

Fomentar la participación política considerando que los partidos políticos son 

entes necesarios para el funcionamiento del sistema democrático y que para su 

sostenimiento dependen del aporte estatal o privado. 

Establecer mecanismos que aseguren la publicidad y transparencia de los 

sistemas de financiamiento y consecuentemente permitan erradicar las 

contabilidades paralelas y establecer el control de la corrupción. 

Promover la equidad y la igualdad de los participantes en el proceso electoral, 

mediante nomas que susciten la participación democrática de los partidos 

políticos y que garanticen el acceso de éstos a los medios necesarios para cumplir 

sus fines. 

Establecer sistemas de control del financiarniento de los partidos políticos que 

garanticen la supervisión efectiva, en los que el organismo electoral cuente con las 

facultades legales y recursos financieros suficientes. 



Teniendo en consideración los fines generales que deben guiar una propuesta de 

reforma al régimen de financiamiento de los partidos políticos en nuestro país, se 

analiza la conveniencia de adoptar algunos preceptos introducidos por el Texto 

Sustitutivo Base del Proyecto de Ley número 14268. Específicamente resulta 

recomendable incorporar a nuestro sistema de financiamiento las siguientes 

modificaciones: 

Modificar el momento de entrega del subsidio estatal, de manera el desembolso se 

lleve acabo de forma periódica. Sobre el particular, el artículo 91 del referido texto 

establece la obligación de los partidos políticos de presentar un presupuesto 

ordinario anual en el que deben reservarse fondos para financiar actividades no 

electorales de los partidos. Además, el mismo artículo establece la obligación de 

los partidos políticos de destinar al menos el veinticinco por ciento de la 

contribución estatal a las actividades de capacitación y organización, desarrolladas 

tanto en periodo electoral como durante su gestión ordinaria. 

En caso de aprobarse una norma en este sentido, se conmina a los partidos a 

asignar efectivamente una porción del financiamiento estatal a las actividades de 

capacitación y organización en periodo no electoral y liquidar estos rubros en 

época no electoral. 

Además, en estricta relación con lo anteriormente expuesto el artículo 96 

determina que la diferencia entre el monto de la contribución a que tiene derecho 

el partido y el monto debidamente liquidado debe sumarse a los fondos previstos 

para financiar los gastos no electorales. 

Adoptar un sistema que permita el financiamiento previo a los partidos políticos 

sustentado en garantías suficientes otorgadas por los partidos receptores y 

generar un mecanismo que garantice el acceso a los partidos nuevos, pequeños y 



que no tengan la capacidad de rendir las cauciones requeridas al efecto. En este 

sentido el numeral 87 del proyecto, reintroduce en el ordenamiento jurídico 

electoral el financiamiento previo al asignar el quince por ciento del monto total de 

la contribución estatal a cubrir dicho rubro. La distribución del financiamiento 

previo se realiza conforme a los principios de igualdad y proporcionalidad. 

El Estado como parte de las formas indirectas de financiamiento debe facilitar 

espacios publicitarios en los medios de comunicación masiva a todos los partidos 

políticos. Si bien es cierto que el texto de reforma no establece de forma directa 

este mecanismo, al menos contempla, como parte del financiamiento previo, la 

obligación de reservar 1,5 % del total destinado a este tipo de financiamiento para 

emplearlo en la contratación de servicios de imprenta, propaganda y publicidad 

para aquellos partidos políticos sin capacidad de rendir las garantías necesarias al 

efecto. 

La inclusión de este precepto en el sistema electoral costarricense implicaría un 

importante avance, en tanto garantiza el acceso a los medios de difusión a las 

organizaciones partidarias pequeñas o con recursos económicos limitados. No 

obstante, la norma propuesta no garantiza el acceso de todos los partidos políticos 

en la contienda electoral a los medios de comunicación, pero tiende generar 

condiciones de equidad en la contienda electoral. 

La potestad de fiscalización y control del Tribunal sobre la actividad financiera de 

las organizaciones partidarias debe utilizarse para auditar tanto el financiamiento 

privado como público de los partidos; por ello resulta necesario crear una 

dependencia administrativa encargada de velar por la correcta administración de 

los recursos del financiamiento. En nuestro país, se requiere de una instancia de 

fiscalización de los aportes privados, ya que en la actualidad, únicamente se 

establecen controles rigurosos en torno a los recursos provenientes del erario 



público, los cuales son ejecutados por la Contraloría General de República. Sobre 

este punto, el texto sustitutivo ordena la creación de un departamento 

administrativo dentro del Tribunal Supremo de Elecciones encargado de fiscalizar 

lo relativo a las contribuciones de origen privado. 

La instauración de la facultad de Tribunal Supremo de Elecciones de ordenar de 

oficio auditorias a los partidos políticos. El texto sustitutivo en sus artículos 93 y 

100 le atribuye al Tribunal la facultad de ordenar mediante resolución fundada y 

comunicada la ejecución de auditorias sobre las finanzas partidarias, con el 

objetivo de determinar el correcto cumplimiento de las normas que regulan el 

aporte estatal y las contribuciones privadas respectivamente. Además, el numeral 

en análisis atribuye a la Contraloria General de la República el rol de colaborador 

del Tribunal en materia de fiscalización de gastos. 

La obligación de los partidos políticos de reportar periódicamente todos sus 

ingresos al Tribunal Supremo de Elecciones con especial referencia a las 

contribuciones en especie. Al respecto el artículo 96 prevé la obligación de los 

partidos de tasar todas las donaciones en especie y de consignar su valor en un 

recibo de forma que el monto en el que fue valorado el bien se adicione al total de 

aporte privado por persona, a efectos de establecer los topes máximos de 

donación. En nuestro sistema de financiamiento resulta fundamental determinar 

mecanismos de control sobre las donaciones en especie, puesto que éstas 

representan importantes cantidades de dinero no reportadas al Tribunal Supremo 

de Elecciones; este es el caso de los servicios propagandísticos y publicitarios 

contratados por un tercero. 

Respecto, a la regulación propuesta en el Texto Sustitutivo Base del Proyecto de 

Ley número 41268, resulta absolutamente necesario someter a revisión la Sección 

Segunda del Capítulo Sexto del Título Tercero relativa al financiamiento privado; 



ya que la técnica legislativa empleada en la redacción de estos artículos 

entremezcla los preceptos sustantivos y las restricciones generales al 

financiamiento privado con la estipulación de una serie de sanciones penales. En 

este caso, resulta pertinente revisar en forma individualizada cada uno de los 

artículos con el objeto de determinar las prohibiciones y restricciones generales 

relativas al financiamiento privado y excluir de esta sección toda disposición que 

contenga sanciones de tipo penal. Las conductas que tipifican hechos punibles 

deben individualizarse en Título consagrado al efecto, el cual, se denomina "llícitos 

Electorales". 

La regulación del financiamiento debe complementarse con un régimen de 

sanciones que individualice los responsables de las irregularidades en la 

administración de los fondos de financiamiento de los partidos políticos. Este 

sistema debe incluir la retención del financiamiento público, la posibilidad de 

establecer multas, la disolución del partido como sanción para las violaciones 

graves e inclusive penas de prisión para los responsables de administrar las 

finanzas de las organizaciones partidarias. 

La técnica legislativa en la redacción de los tipos penales electorales debe ser 

cuidadosa, ya que en téminos generales las conductas descritas en el Texto 

Sustitutivo Base del Proyecto de Ley No 14268 no individualizan totalmente la 

conducta prohibida, obligando al operador del derecho a recurrir a normas de 

alcance general que se encuentran fuera del tipo penal. Se trata de tipos penales 

abiertos que impiden la efectividad de la norma sancionatoria. 

Otro aspecto que resulta importante comentar es la ubicación del financiamiento 

mediante bonos de contribución del Estado la Sección Tercera del Capítulo Sexto 

del Texto Sustitutivo Base del Proyecto de Ley No 14 268, separadamente del 

financiamiento estatal. Los bonos de contribución del Estado a los partidos 



políticos son la forma elegida por el legislador para hacer efectivo el subsidio 

estatal; razón por la que es recomendable que el legislador modifique el Capítulo 

Sexto, suprima la referida Sección Tercera y traslade su contenido a la Sección 

Primera, de manera que el financiamiento mediante bonos de contribución del 

Estado forme una unidad con las normas relativas al subsidio estatal. 

Asimismo, en caso de implementarse una reforma al régimen del financiamiento 

de los partidos políticos resulta recomendable adoptar otras medidas no 

contempladas en la propuesta analizada, a saber: 

Eonsiderando que la publicidad y transparencia constituyen principios 

fundamentales del financiamiento es necesario aumentar los topes a las 

donaciones privadas, siempre y cuando éstas se sujeten a los lineamientos 

establecidos por el Tribunal Supremo de Elecciones. No obstante, en el caso de 

implementarse una norma en este sentido es necesario instaurar y fortalecer el 

régimen de control y fiscalización de los aportes privados a las organizaciones 

partidarias y evitar la interferencia de intereses económicos particulares. 

Resulta fundamental promover un proyecto de reforma constitucional tendiente a 

incluir como gastos redimibles con la contribución estatal los erogados en las 

elecciones municipales; esto con el objetivo evitar la dependencia absoluta de las 

fuentes privadas de financiamiento en las elecciones de alcaldes y síndicos, así 

como motivar la participación política a nivel local. 

En términos generales, la regulación del financiamiento de los partidos políticos es 

un tema complejo que requiere de un &gimen jurídico claro y preciso con el objeto 

de materializar los fines públicos que las organizaciones partidarias persiguen a 

través de éste. 



Tomando en consideración que la actual coyuntura que atraviesa el país evidencia 

la ausencia de transparencia y publicidad en esta materia, resulta fundamental 

someter a revisión constante las normas reguladoras del financiamiento. 

Asimismo, es probable que en el corto plazo aún aprobando esta reforma al 

régimen de financiamiento imperante, los partidos políticos y las personas 

particulares encuentren mecanismos tendientes a evadir las regulaciones o 

desviar los fines de Asta. Es decir, el tema del financiamiento político no se agota 

con la aprobación de una reforma legal, es necesario aplicar efectivamente las 

disposiciones que se aprueben y establecer mecanismos de revisión periódica que 

permitan controlar y determinar la efectividad de las medidas jurídicas aplicadas. 
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

C~DIGO ELECTORAL 

TÍTULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 

ART~CULO 1.- Principios que rigen en materia electoral. (moc. 28) 

En materia electoral, a falta de disposición expresa, se estará a los principios generales del 
derecho. 

ARTICULO 2.- Eliminado por moción 29 

ART~CULO 2.- Fuentes del ordenamiento juridico electoral (moc. ) 

La jerarquía de las fuentes del ordenamiento jurídico electoral se sujetará al siguiente orden: 
a) La Constitución Política 
b) Los tratados internacionales vigentes en Costa Rica 
c) Las leyes electorales 
d) Los reglamentos, instructivos y circulares emitidos por el Tribunal Supremo de Elecciones. 
e) Los estatutos de los partidos políticos debidamente inscritos. 
9 Las demás disposiciones subordinadas a los reglamentos y a los estatutos partidarios. 

Las normas no escritas, como la jurisprudencia electoral, los principios del derecho electoral y la 
costumbre, tendrán el rango de la norma que interpretan, integran o delimitan. 

Las interpretaciones y opiniones consultivas del Tribunal Supremo de Elecciones son vinculantes 
erga omnes, excepto para el propio Tribunal, con la salvedad de lo dispuesto en el articulo 97 de la 
Constlución Política. 

T~TULO II 
LOS ORGANISMOS ELECTORALES 

CAPITULO I 
DISPOSICIONES PRELIMINARES 

ART~CULO 3.- Los organismos electorales 

Los organismos electorales son: 

a) El Tribunal Supremo de Elecciones. 

b) El Registro Electoral. 

c) El Registro Civil. 

d) Las juntas electorales. 

e) Eliminado por moción 5 del Diputado Pacheco 
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ART~CULO 4.- Sede de los organismos electorales 

Los organismos electorales tendrán la siguiente sede: 

a) Eliminado por moción 6 de vanos diputados 

b) Las juntas cantonales, la cabecera de su jurisdicción. 

c) Las juntas receptoras, el que fije la Dirección General del Registro Civil al distribuir 
a los electores conforme al artículo 139. 

ART/CULO 5.- Ausencia de los integrantes (moc.7) 

La ausencia definitiva de los integrantes de los organismos electorales se llenará lo más pronto 
posible con un nuevo nombramiento, realizado en la forma que proceda, jurídicamente. (modificado 
por moción 7 del Diputado Pacheco) 

ART~CULO 6.- Impedimentos para ser integrante (m0~.9,11) 

No podrán ser integrantes de los organismos electorales: 

a) Los funcionarios y empleados a que se refiere el párrafo segundo del artículo 127 de este 
Código, salvo los funcionarios del Registro Civil, los funcionarios del Tribunal Supremo de 
Elecciones y los Magistrados del Tribunal Supremo de Elecciones. (mod. Moc. 9) 

b) En un mismo organismo electoral, en un mismo momento, el cónyuge, hermanos, padres e 
hijos, además de la unión de hecho. (mod. Moc. 11) 

c) En el Tribunal Supremo de Elecciones, el cónyuge, los hermanos, ascendientes o 
descendientes hasta tercer grado de consanguinidad o afinidad, de los candidatos cuya 
declaratoria de elección debe efectuar dicho Tribunal. No obstante, si estando ya integrado 
el Tribunal surgiere alguna candidatura que produjere la incompatibilidad apuntada, desde 
ese mismo momento el miembro en funciones afectado deberá excusarse de intervenir en 
el proceso electoral, sin perjuicio del derecho a su sueldo. Tratándose de los Magistrados 
titulares del Tribunal, el impedimento cesará a partir de la declaratoria de elección. 

ART~CULO 7.- Prohibiciones para ejercer el cargo 

En los organismos electorales, no podrá servir su cargo la persona que se presente armada, en 
estado de ebriedad o bajo el efecto de drogas que le impidan ejercer sus obligaciones. 
Inmediatamente después de desaparecido el impedimento, entrará en funciones sin perjuicio de las 
sanciones que resulten aplicables. 

ART~CULO 8.- Quórum y mayoria para las actuaciones 

Para que los organismos electorales de carácter colegiado actúen válidamente, es necesaria, con 
las excepciones que expresamente se hacen en este Código, la asistencia de al menos la mitad 
más uno de los miembros. 

Los acuerdos se tomarán por simple mayoría. En caso de empate, la presidencia tendrá voto de 
calidad, salvo lo dispuesto en lo respecto al Tribunal Supremo de Elecciones. (mod. Moc. 13) 
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ART~CULO 9.- Comunicación de los actos electorales 

La comunicación de los actos de los organismos electorales se regirá por las siguientes 
disposiciones: 

a) Los actos de carácter general. y aquellos otros que disponga la ley, se publicarán en el 
Diario Oficial o por medios electrónicos y, de estimarse pertinente, en cualquier otro diario 
de circulación nacional. (mod. Moc. 14) 

b) Los acuerdos y resoluciones se comunicarán por medio de edicto, estrados, apartados, fax, 
correo electrónico o cualquier otra forma que permita la seguridad del acto de 
comunicación, conforme a la reglamentación que el Tribunal dicte al efecto. 

c) Las resoluciones y acuerdos en materia electoral se comunicarán en el lugar o por el medio 
sefialado a la persona interesada. Para tales efectos, toda persona interesada. en su 
primera gestión o cuando sea prevenida al efecto por el organismo electoral, deberá indicar 
de manera precisa, el lugar dentro del perímetro judicial respectivo o medio para atender 
notificaciones. Caso contrario, quedará notificada con sólo el transcurso de veinticuatro 
horas despues de dictadas. Se producirá igual consecuencia si el medio escogido 
imposibilitare la notificación por causas ajenas al despacho, o bien, si el lugar sefíalado 
permaneciere cerrado, fuere impreciso. incierto o inexistente. 

d) La resolución que da traslado a cualquier tipo de acción en materia electoral, y sin que 
tenga la gestión previa, deberá notificarse a quien se traslada personalmente en su 
domicilio, lugar de trabajo o por medio de correo certificado dirigido a cualquiera de estos 
lugares. Si no hubiere dirección disponible, se le podrá notificar mediante edicto publicado 
en el Diario Oficial La Gaceta. Lo anterior no implica que se paralicen las demás 
actuaciones. 

e) Las juntas cantonales notificarán sus acuerdos mediante exposición de copia en la puerta 
de su local de trabajo. 

En cuanto a formalidades, requisitos y nulidades de la notificación, no contemplados en este 
articulo o en su reglamento. se aplicarán supletoriamente las disposiciones de la Ley de 
Notificaciones, Citaciones y otras Comunicaciones Judiciales No 7637, del 21 de octubre de 1996 y 
sus reformas. 

CAPITULO II 
EL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES 

Sección I 

ARTICULO 1 0.- Juramentación (nuevo, moc. 18) 

Los Magistrados presentarán el juramento constitucional ante la Corte Suprema de Justicia. 
Quienes ejerzan la Secretaria y Prosecretaria, los Delegados, los jefes de Sección o de 
Departamento del Tribunal, así como el Director, los Oficiales Mayores, el Secretario, los Jefes de 
Sección y los Jefes de Oficinas Regionales del Registro Civil y del Registro Electoral, lo harán ante 
el Tribunal Supremo de Elecciones. 

ART~CULO 10.- Atribuciones del Tribunal Supremo de Elecciones 

Al Tribunal Supremo de Elecciones le corresponde, además de las atribuciones que le confieren la 
Constitución, este Código y demás leyes, las siguientes: 
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a) Organizar, dirigir y vigilar los actos relativos al sufragio, pudiendo dictar para ese fin los 
reglamentos, acuerdos y resoluciones de conformidad con la Ley. 

b) Efectuar el escrutinio de los sufragios emitidos y la declaratoria definitiva del resultado de 
las elecciones que est6n bajo su responsabilidad. 

c) Interpretar, en forma exclusiva y obligatoria, y sin perjuicio de las atribuciones de la Sala 
Constitucional en materia de conflictos de competencia, las disposiciones constitucionales 
y las demás del ordenamiento jurídico electoral, de oficio o a instancia del Comité Ejecutivo 
Superior de cualquiera de los partidos políticos inscritos. La resolución final que se dicte en 
esta materia será publicada en el Diario Oficial y se comunicará a todos los partidos 
políticos. 

d) Emitir opinión consultiva a solicitud del Comité Ejecutivo superior de cualquiera de los 
partidos politicos inscritos o de los jerarcas de los entes públicos que tengan un interés 
legitimo en el proceso electoral. Cualquier particular podrá tambi6n solicitar una opinión 
consultiva, pero en este caso quedará a criterio del Tribunal evacuarla, si lo considera 
necesario para la correcta orientación del proceso electoral y actividades afines. Cuando el 
Tribunal lo estime pertinente, dispondrá la publicación de la resolución respectiva. 

e) Garantizar, mediante el recurso de amparo electoral, el ejercicio de los derechos 
electorales previstos en la Constitución Política y en los tratados internacionales vigentes 
en Costa Rica, la ley, los reglamentos, y en los Estatutos de los partidos politicos para el 
caso concreto, con motivo de la actividad electoral. El amparo electoral se tramitará según 
lo dispuesto en este Código y, en su defecto, según el procedimiento establecido en la Ley 
de la Jurisdicción Constitucional. 

f) Vigilar los procesos internos de los partidos políticos para la designación de los integrantes 
de sus órganos, delegados a las asambleas, y de los candidatos a puestos de elección 
popular, con el fin de que éstos se sujeten al ordenamiento jurídico electoral y al principio 
democrático. 

g) Declarar integradas las juntas electorales y remover de su cargo a cualquier persona 
integrante por causa justa. 

h) Efectuar, publicar y notificar la declaratoria de elección a los candidatos electos, y 
conferirles las respectivas credenciales. 

i) Reglamentar y hacer cumplir las normas relativas a la contribución estatal y privada a favor 
de los partidos políticos, pudiendo ordenar, en cualquier tiempo, las auditorías que estime 
pertinentes, para lo cual contará con la obligada colaboración de la Auditoría o la Tesorería 
de los partidos políticos y sus contadores. 

j) Velar por el debido cumplimiento de la normativa referente a propaganda electoral y 
encuestas electorales, conforme a lo dispuesto en este Código y demás normativa 
aplicable para estos fines. 

k) Formular y publicar la División Territorial Electoral. 

1) Formular programas de capacitación dirigidos a la ciudadanía, en relación con la 
importancia que la participación política ciudadana y el financiamiento a los partidos 
políticos reviste para la democracia. 

m) Promover las reformas electorales que estime necesarias y colaborar en la tramitación 
legislativa de los proyectos relacionados con esa materia. 
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n) Evacuar la consulta a que se refiere el artículo 97 de la Constitución Política. 

o) Actuar como jerarca administrativo del Registro Civil y demás organismos electorales, y en 
ese carácter dictar sus reglamentos autónomos de organización y de servicio, y los de 
cualquier organismo bajo su dependencia. 

p) Conocer en alzada los recursos que procedan contra las resoluciones que dicten los 
organismos electorales, los cuales deberán interponerse dentro del quinto dla a partir de la 
notificación. En materia electoral, la resolución que dicte el Tribunal Supremo de 
Elecciones no tendrá recurso alguno, salvo la acción por prevaricato. 

q) Organizar los referendos y los plebiscitos previstos en los artículos 105 y 168 de la 
Constitución Política y hacer la respectiva declaratoria. 

r) Garantizar de manera efectiva el acceso de todos los partidos políticos participantes en un 
proceso electoral, en los debates político-electorales que se organicen una vez hecha la 
convocatoria a elecciones por parte del Tribunal Supremo de Elecciones. 

S) Reglamentar lo dispuesto en esta ley sobre las normas relativas a la contribución estatal y 
privada a favor de los partidos políticos. 

Integración 

El Tribunal Supremo de Elecciones estará integrado ordinariamente por tres magistrados 
propietarios y seis suplentes cuyo nombramiento hará la Corte Suprema de Justicia por el voto de 
no menos de dos tercios del total de sus integrantes, ante quien prestarán el juramento 
constitucional. El nombramiento será por perlodos de seis afios y se considerarán reelectos para 
periodos iguales, salvo que por la misma mayoría se acuerde lo contrario. 

En caso de que se requiera llenar una vacante antes del vencimiento del plazo, el nombramiento se 
hará por el resto del periodo, de suerte que cada dos afios sean renovados un propietario y dos 
suplentes, sin perjuicio de que puedan ser reelectos. 

El cargo de miembro del Tribunal Supremo de Elecciones es incompatible con cualquier otra 
función remunerada por el Estado o los demás entes públicos, excepto la docencia en instituciones 
de educación superior. 

Desde un ano antes y hasta seis meses después de la celebración de las elecciones generales 
para la Presidencia y Vicepresidencias o Diputados y Diputadas de la República, el Tribunal deberá 
integrarse con sus integrantes propietarios y dos de los suplentes escogidos por la Corte Suprema 
de Justicia para formar, en esa época, un Tribunal de cinco integrantes. La misma disposición 
regirá seis meses antes y hasta tres meses después de las elecciones municipales. 

Las personas que ostenten el cargo de una magistratura del Tribunal Supremo de Elecciones 
estarán sujetas a las condiciones de trabajo, en lo que fueren aplicables, y al tiempo mínimo de 
labor diaria que indique la Ley Orgánica del Poder Judicial para los magistrados de la Corte 
Suprema de Justicia, y percibirán las remuneraciones que se fijen para éstos. 

ART~CULO 12.- Quórum 

El quórum lo formará la mayoría de miembros del Tribunal salvo en los casos siguientes en que se 
requiera la asistencia de todos los Magistrados que lo integran: 
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a) Declaratorias definitivas de elección popular. 

b) Declaratoria del resultado de las consultas populares previstas en la Constitución 
Política. 

c) Resoluciones de fondo en los casos determinados por el artículo 102 incisos 3,4 y 
5 de la Constitución Política, asi como en las resoluciones definitivas de carácter 
jurisdiccional. 

d) Nombramiento de los Directores Generales de los Registros Civil y Electoral. 

e) Cualquier otro que expresamente determine la ley. 

ART~CULO 13.- De los Magistrados suplentes 

Las ausencias temporales de los Magistrados propietarios se llenarán con Magistrados suplentes, 
conforme al turno que al efecto llevará la Presidencia del Tribunal. Las ausencias absolutas se 
llenarán en igual forma hasta tanto la Corte Suprema de Justicia designe un nuevo propietario. 

Es obligación del Magistrado suplente asistir con puntualidad al Tribunal cuando deba integrarlo. La 
inobservancia de esta disposición faculta al Tribunal para separarlo y llamar a otro suplente en su 
lugar. 

Los Magistrados suplentes llamados a integrar el Tribunal no podrán excusarse de la designación 
sino por causa justificada. 

ART~CULO 14.- Separación de los magistrados por impedimento 

El Magistrado con motivo legal de excusa o impedimento respecto de determinado asunto se 
separará de su conocimiento hasta que cese el motivo, y en su lugar actuará un suplente. Para tal 
propósito se aplicarán en lo conducente las normas de la Ley Orgánica del Poder Judicial y las 
causales reguladas en el Código Procesal Civil. 

Mayoria para decisiones (Moc. 15) 

Los acuerdos y resoluciones del Tribunal se tomarán por simple mayoría de votos presentes. Si no 
resultare mayoría de votos conformes de toda conformidad, se hará una nueva votación en la cual 
participarán dos Magistrados suplentes. Si aún asi no hubiere resolución de mayoría, el Magistrado 
cuyo voto fuere único, debe adherirse forzosamente a cualquiera de los otros votos, con el fin de 
formar mayoría, sin que esta forzada adhesión pueda acarrearle ninguna responsabilidad. (mod. 
Moc. 15) 

ART~CULO 1 6.- Sesiones ordinarias y extraordinarias 

El Tribunal sesionará ordinariamente los días que 6ste setiale y se reunirá además en forma 
extraordinaria, cada vez que sea convocado por su Presidente para asuntos urgentes o cuando lo 
solicite la mayoría de los Magistrados en ejercicio. 

ART~CULO 17.- Sesiones privadas, excepciones 

Las sesiones del Tribunal serán privadas, excepto cuando: 
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a) Se verifiquen escrutinios donde tienen derecho a asistir los partidos políticos previamente 
acreditados. 

b) Cuando así lo soliciten los representantes de los partidos políticos, los fiscales acreditados 
por los partidos políticos o las personas interesadas y así lo acuerde el Tribunal. 

c) Se realicen audiencias orales en el ejercicio de la actividad jurisdiccional. 

d) Así lo disponga el propio Tribunal. 

Las votaciones serán siempre en privado 

ART~CULO 18.- De la presidencia y vicepresidencia 

El Tribunal nombrará de su seno, y en forma conjunta, un presidente y un vicepresidente, por un 
período de cuatro años, pudiendo ser reelectos. Ambos deberán ostentar la condición de 
Magistrado propietario. Quien ejerza la presidencia del Tribunal tiene las siguientes atribuciones: 

a) Presidir las sesiones, anticipar o prorrogar las horas de despacho en caso de que así 
lo requiera algún asunto urgente. 

b) Fijar el orden en que deban verse los asuntos sujetos al conocimiento del Tribunal. 

c) Dirigir los debates y poner a votación los asuntos cuando el Tribunal los considere 
discutidos. 

d) Ejercer la representación legal del Tribunal. 

e) Autorizar con su firma los informes que deban rendirse a los Poderes del Estado. 

9 Designar al Magistrado suplente cuando corresponda, segun el rol establecido. 

g) Las demás atribuciones que este Código u otras disposiciones legales le asignen. 

ART~CULO 19.- Ausencias temporales del Presidente 

En caso de ausencia temporal del Presidente, lo sustituirá el Vicepresidente. En caso de ausencia 
de ambos, la presidencia recaerá en el restante Magistrado propietario, y en ausencia de bste, en el 
de mayor edad. 

Sección II 
Actas y resoluciones del Tribunal 

ART~CULO 20.- Registro de actas y aprobación de actas 

El Tribunal llevará un registro de actas de sus sesiones, en las cuales Únicamente se asentarán los 
acuerdos que se adopten, salvo que alguno o alguna de sus integrantes solicite que se consigne 
algún hecho o circunstancia en particular. Las actas estarán a disposición del público una vez que 
hayan sido aprobadas en firme. 
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El acta de cada sesión será aprobada en la sesión ordinaria inmediata siguiente. Previo a su 
aprobación, los Magistrados podrán solicitar al Presidente su lectura integral, sin que este requisito 
sea obligatorio para su aprobación. 

ART~CULO 21 .- Firmeza de las resoluciones o actuaciones del Tribunal (moc.19 ) 

Las resoluciones del Tribunal quedarán firmes al aprobarse el acta respectiva, salvo que se haya 
dispuesto otra cosa. Los magistrados asistentes a una sesión estarán obligados a firmar el acta 
respectiva; si por cualquier motivo no asistieren a la sesión en que se apruebe y firme el acta, 
deberán hacerlo posteriormente. 

Cualquier magistrado que intervenga en su aprobación puede pedir revisión de lo acordado en la 
sesión inmediata anterior o solicitar modificaciones en la redacción del acta, antes de ser aprobada. 
Si no fueran acogidas, dejará constancia de su oposición y firmará el acta. 

CAP~TULO III 
EL REGISTRO ELECTORAL 

FIRMAS (moc 16 ) 

ARTICULO 22.- Naturaleza 

El Registro Electoral es un órgano bajo la dependencia directa del Tribunal Supremo de Elecciones. 
Las decisiones de su director o directora son recurribles ante el Tribunal. 

ART~CULO 23.- Integración (moc. 20) 

El Registro Electoral estará a cargo de un director nombrado y removido libremente por el Tribunal 
Supremo de Elecciones. bajo el régimen de confianza. Además contará con el personal necesario. 

En lo no previsto expresamente y siempre que fuere compatible con sus funciones, serán aplicables 
al Registro Electoral, las normas legales previstas para el Registro Civil. 

ART~CULO 24.- Funciones (moc. 26) 

El Registro Electoral tendrá las siguientes funciones: 

a) Llevar el registro de partidos pollticos, en el cual se asentarán las inscripciones indicadas 
en el articulo S?. Estas solo son oponibles a terceros a partir de su inscripción. 

b) Resolver en primera instancia las solicitudes de inscripción de los partidos políticos, de los 
estatutos partidarios y sus reformas, asi como de las candidaturas a puestos de elección 
popular y demás actos sujetos a inscripción en el Registro de Partidos Políticos. 

c) Emitir certificaciones propias del registro. 

d) Llevar el control de las contribuciones privadas y del Estado a los partidos políticos e 
informar al Tribunal Supremo de Elecciones cualquier irregularidad que detecte. 

e) Ejecutar, dirigir y coordinar los Programas Electorales conforme a las directrices del 
Tribunal Supremo de Elecciones. 
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f) Designar a los delegados que asistirán a las asambleas de los partidos políticos que el 
Tribunal autorice, y supervisar su labor. 

g) De ser necesario y cuando se lo encargue, el Tribunal Supremo de Elecciones, coordinará 
la comprensión de las papeletas electorales. (moc. 26, nuevo) 

h) Las demás funciones que le otorgue el ordenamiento jurídico electoral, o le encargue el 
Tribunal. 

CAP~TULO IV 
EL REGISTRO CIVIL (MOC. 35) NUEVO 

ART~CULO 25.- Atribuciones 

El Registro Civil, además de las funciones que le selialan la Constitución Política y las leyes, tendrá 
las que expresamente determine este Código". 

CAP~TULO IV 
JUNTASELECTORALES 

Sección 1 
Disposiciones generales 

ART~CULO 25.- Juntas electorales 

Las juntas electorales serán: juntas cantonales, una en cada cantón, y juntas receptoras de votos, 
tantas como llegue a establecer el Tribunal para cada elección en cada distrito electoral, de acuerdo 
con este Código. El Tribunal tambikn reglamentará la instalaci6n de juntas receptoras de votos 
para permitir el sufragio de los privados de libertad, y de los ciudadanos costarricenses residentes 
en el extranjero. 

ARTICULO 26.- Requisitos para Integrar las juntas electorales (moc. 22 y ) 

Para ser integrante de una junta electoral se requiere: 
a) ser ciudadano en ejercicio. 
b) No tener motivo de impedimento legal. 
c) Tener idoneidad para el desempeilo del cargo. 

El Tribunal Supremo de Elecciones nombrará a los integrantes de las juntas cantonales y, a 
propuesta de éstas, a los de las juntas receptoras de votos. Para nombrar a los integrantes se 
tomarán en cuenta las propuestas hechas por los partidos políticos interesados, según lo regulan 
los artículos de este Código. 

Ninguna persona podrá ser nombrada como integrante de más de una junta electoral en una misma 
elección. 

El Tribunal procurará que los integrantes de las juntas electorales sean electores del mismo cantón 
donde deban desempeñar sus funciones, a fin de facilitarles la emisión del voto. 

Además, el Tribunal removerá o sustituirá en el cargo, sin trámite alguno, a los integrantes 
designado originalmente en caso de fallecimiento o imposibilidad justificada para ejercer el cargo. 
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También lo hará con aquellas personas que no reúnan alguno de los requisitos anteriores, estén 
incluidas dentro de las prohibiciones sefialadas en este Código, o incumplan los deberes de su 
cargo. 

Por excepción, y por justa causa, el día de las elecciones la remoción o sustitución de un 
integrante de junta receptora de votos también podrá ser acordada por la junta cantonal, quien lo 
comunicará de inmediato al Tribunal. 

ART~CULO 27.- Ejercicio del cargo (moc. 23) 

El cargo de integrante de las juntas electorales es honorífico y obligatorio. 

Los integrantes de las juntas electorales deberán actuar con absoluta imparcialidad y acatar 
solamente el ordenamiento electoral y las instrucciones del Tribunal Supremo de Elecciones y de 
los asesores electorales, sin atender, en el ejercicio de sus funciones, a la circunstancia de que un 
partido político los haya propuesto. 

La asistencia a las sesiones de las juntas electorales es obligatoria. El integrante de la junta remiso 
será conducido por la fuerza pública a cumplir con sus funciones, a petición de alguno de sus 
compafieros, del asesor electoral o del representante de cualquier partido político, sin perjuicio de la 
sanción previstas en esta Ley. 

ART~CULO 28.- Miembros suplentes de las juntas electorales (moc. ) 

Cada uno de los miembros de las juntas electorales podrá contar con uno o dos suplentes 
a fin de llenar sus ausencias temporales. Los partidos políticos que participen en los procesos 
electorales sea a escala nacional, provincial o cantonal, tendrán la oportunidad de proponer a 
los miembros suplentes de las juntas electorales de su interés, cuyo nombramiento realizara 
el Tribunal Supremo de Elecciones. Dichas suplencias estarán sometidas, en lo conducente, 
a las mismas disposiciones establecidas para los miembros propietarios. A l  designar, admitir y 
juramentar a los propietarios, deberá procederse igual con las suplencias. Perderá el derecho 
de tener representación en las Juntas, el partido político que, aunque inscrito en escala 
nacional, provincial o cantonal, no inscnbiere oportunamente a sus candidatos, o cuyos 
candidatos no se presenten a juramentarse dentro del plazo previsto. 

Los integrantes de las Juntas Electorales podrán ser sustituidos cuando el delegado designado 
originalmente no pueda ejercer el cargo por muerte o cualquier otra causa justificada, a juicio 
del Tribunal Supremo de Elecciones o de la Junta Cantonal, según el caso. E l  partido 
correspondiente, o en su defecto el Tribunal, propondra un nuevo integrante para 
sustituir al integrante que no pudo ejercer el cargo. 

Una vez vencido el periodo de juramentaciones a que se refiere el articulo 37, los partidos 
no podrán proponer nuevas sustituciones". 

ART~CULO 29.- Locales para las juntas electorales 

Durante el ejercicio de sus funciones, y mientras no tengan local propio, las juntas electorales, 
ocuparán para sus labores, por propia autoridad, las escuelas y otros locales públicos que no estén 
prestando servicio y que consideren adecuados para ese objeto. Para sesionar en locales 
particulares necesitarán autorización del Tribunal Supremo de Elecciones. 
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ART~CULO 30.- Apelaciones y quejas 

Los acuerdos de las juntas cantonales y el conteo efectuado por las juntas receptoras de votos 
podrán apelarse ante el Tribunal Supremo de Elecciones. En este último caso, la apelación, que no 
tendrá efecto suspensivo, deberá presentarla el fiscal o representante de algún partido político 
participante en la elección y, bajo pena de inadrnisibilidad, deberá ser fundamentada con 
ofrecimiento de las pruebas del caso. 

De las actuaciones de las juntas electorales, cualquier ciudadano o ciudadana podrá quejarse ante 
el Tribunal dentro de tercero día. excepto el dia de las elecciones en que deberá hacerlo durante la 
misma jornada. Éste resolverá sin mayor trámite, y lo resuelto deberá acatarse de inmediato. 

Sección II 
Juntas cantonales 

ART~CULO 31 .- Atribuciones de las juntas cantonales 

Corresponderá a las juntas cantonales: 

a) Proponer al Tribunal Supremo de Elecciones los nombres de los miembros de las 
juntas receptoras de votos de su cantón. El Tribunal deberá realizar los 
nombramientos a más tardar dentro de los quince días posteriores al recibo de la 
propuesta. 

b) Coordinar sus actividades con la Dirección del Registro Electoral. 

c) Acondicionar los recintos electorales atendiendo las directrices de la Dirección del 
Registro Electoral. 

d) Recibir de la Dirección del Registro Electoral y distribuir a las juntas receptoras de 
votos la documentación y materiales electorales. 

e) Entregar a la Dirección del Registro Electoral la documentación y materiales 
electorales que reciba de las juntas receptoras de votos. 

f) Cualquier otra que determine la ley o disponga el Tribunal. 

ARTICULO 32.- Integración de las juntas cantonales 

Las juntas cantonales estarán integradas por un elector delegado de cada uno de los partidos 
políticos participantes en la elección con candidaturas inscritas en esa circunscripción. 

Tres meses antes de una elección, y por medio de la Presidencia del Comité Ejecutivo Superior del 
partido o del Presidente del Comité ejecutivo de la asamblea de cantón, cada partido politico 
comunicará por escrito al Tribunal Supremo de Elecciones, los nombres de los delegados 
propietarios y suplentes del respectivo cantón. Si no lo hiciere, perderá todo derecho a 
representación en la respectiva junta. 

Dentro de los tres días posteriores al vencimiento de ese término, el Tribunal se pronunciará sobre 
las designaciones realizadas por las personas interesadas. Si alguna de esas designaciones no 
estuviere conforme a derecho, lo comunicará al partido para la correspondiente sustitución, y 
publicará en el Diario Oficial el acuerdo en que declare integradas las juntas cantonales, siguiendo 
el mismo orden de la División Territorial Electoral. 
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ARTICULO 33.- Instalación de las juntas cantonales (moc. ) 

Dentro de los ocho días posteriores a la publicación del acuerdo indicado en el artículo 
anterior, los integrantes de las juntas cantonales concurrirán a prestar juramento ante e l  
asesor electoral que el Tribunal designe o la autoridad de policía del lugar respectivo. 
Perderá su representación ante la junta el partido cuyos representantes no se 
juramenten en el plazo previsto. 

En la instalación de las juntas cantonales, el asesor electoral o la  autoridad de policía 
recibirán el voto de cada persona designada en propiedad, y en ausencia de esta, de quien 
ejerza su suplencia, para los cargos de presidente y secretario. Se tendrán por electos a 
quienes hubieren obtenido el  mayor número de votos de los presentes. En caso de empate, 
decidirá la suerte. Luego, se señalarán el local y las horas de trabajo. Esta fijación podrá 
variarse con posterioridad, pero el cambio no surtirá efecto sino hasta dos días después de 
comunicada en la  forma establecida en este Código. 

La  ausencia de una o varias personas designadas en propiedad y de sus respectivos 
suplentes no impedirá la  instalación, siempre que al menos hubieren concurrido dos de sus 
integrantes, sin perjuicio de que luego se complete la jurarnentación". 

ARTICULO 34.- Integración de las juntas en casos especiales (moc. 54) 

Si al integrarse las juntas cantonales solamente se hubieren propuesto dos o menos miembros, el 
Tribunal Supremo de Elecciones las completará con las personas adicionales que se requieran , de 
modo que se constituyan con al menos tres miembros. 

Cuando una situación idéntica se presente al integrar las juntas receptoras de votos, se seguirá el 
mismo procedimiento. Lo mismo se hará si los partidos no han propuesto integrantes para una 
junta receptora en el plazo dispuesto en este Código. 

La coalición o fusión de dos o más partidos deberá tenerse como un solo partido para la 
representación correspondiente en las juntas electorales. 

Sección III 
Juntas receptoras de votos 

ART~CULO 35.- Atribuciones y deberes (moc. Y 55 ) 

Corresponderá a las juntas receptoras de votos: 

a) Recibir y revisar la documentación y materiales electorales, y comunicar de inmediato al 
Tribunal o al asesor electoral del respectivo cantón cualquier faltante o irregularidad 
encontrada. 

b) Confeccionar las actas de apertura y cierre de la votación. 

c) Recibir el voto de los electores y resolver cualquier incidencia que se presente al respecto. 
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d) Extender las certificaciones del número de votos emitidos en cualquier momento en que así 
lo solicite un fiscal de partido debidamente acreditado, sin exceder de tres por partido, las 
que serán firmadas por el presidente y el secretario. 

e) Escrutar los votos recibidos y computar por separado los emitidos a favor de cada partido. 

9 Comunicar al Tribunal, a la brevedad posible, el resultado de la votación por los medios que 
éste disponga. 

g) Entregar a la junta cantonal o a quien el Tribunal indique, la documentación electoral y los 
materiales sobrantes. una vez cerrada el acta final de votación. 

h) Cualquier otra que determine la ley o disponga el Tribunal. 

ARTICULO 36.- Integración (moc. 56) 

Las Juntas Receptoras de Votos estarán formadas por al menos tres personas con sus respectivos 
suplentes. 

Cada partido inscrito en escala nacional que participe en la elección con candidaturas inscritas 
podrá proponer un elector delegado para cada junta, así como el suplente respectivo. Para ello, 
dos meses naturales antes de una elección, cada partido comunicará a la respectiva Junta 
Cantonal, por escrito y por medio del Presidente del Organismo Superior del Partido o del 
Presidente del Comité Ejecutivo de la Asamblea de Cantón, los nombres de los delegados 
propietarios y suplentes. El partido renuente en hacer esa designación perderá todo derecho a 
representación en la Junta respectiva. 

La Junta Cantonal respectiva, dentro de los tres días naturales siguientes al vencimiento del 
término dicho, acogerá necesariamente las designaciones que se hubieren hecho y publicará el 
acuerdo en que se declaren integradas las Juntas Receptoras de su cantón, siguiendo el orden de 
la División Territorial Electoral. 

Si la Junta Cantonal no enviare la propuesta de integración de las juntas receptoras en el plazo 
indicado, o si la enviare incompleta, el Tribunal nombrará directamente a las personas que sean 
necesarias para que las juntas receptoras de votos estén debidamente integradas por al menos tres 
personas. El Tribunal estimulará el servicio voluntario de los ciudadanos en las juntas receptoras 
de votos. 

El Tribunal reglamentará el procedimiento para reclutar a los miembros de las juntas y para realizar 
las designaciones dichas. 

ARTICULO 37.- Instalación de las juntas receptoras de votos (moc. ) 

Inmediatamente después de designar a los miembros de las juntas receptoras de votos, el Tribunal 
emitirá notificación a las juntas cantonales y a la autoridad de policía correspondiente. El asesor 
electoral setíalará hora, fecha y lugar para que estas personas concurran a prestar juramento. 

Cuando, por raz6n de la distancia u otra causa justificada, los miembros de la junta no se 
apersonaren ante las autoridades mencionadas, podrán juramentarse ante el respectivo delegado 
distrital de policía o el asesor electoral que el Tribunal designe, siempre y cuando lo hagan dentro 
del periodo previsto. La realizaci6n de dichas juramentaciones deberá ser comunicada al Tribunal 
para tener por instalada la junta receptora de que se trate. 
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Si un mes antes de la elección, un miembro de junta receptora no se ha presentado a 
juramentarse, el partido que lo designó perderá el derecho a la representación en la junta de que se 
trate. El Tribunal revocará el nombramiento y, si a consecuencia de ello la junta receptora quedare 
con menos de tres miembros, realizará sin más trámite los nuevos nombramientos que se 
requieran para que la junta funcione al menos con tres integrantes. 

Las presidencias y secretarías de las juntas receptoras de votos serán distribuidas por el Tribunal 
Supremo de Elecciones. 

La distribución realizada por el Tribunal se comunicará inmediatamente a los partidos políticos, las 
juntas cantonales, el Registro Electoral y la autoridad policial del lugar donde actuará la Junta. 

ART~CULO 38.- Quórum de las juntas receptoras de votos 

Las juntas receptoras de votos iniciarán su labor con cualquier número de sus miembros que 
asistan; y si sólo una de éstas estuviere presente, asumirá la función de presidente o presidenta ad 
hoc. 

ART~CULO 39.- Auxiliares electorales 

El Tribunal Supremo de Elecciones podrá designar auxiliares electorales para que asesoren a las 
juntas receptoras de votos e informen al Tribunal de cualquier incidencia que se produzca. Las 
funciones de estos auxiliares electorales serán reglamentadas por el Tribunal. 

CAP~TULO v 
EL CUERPO NACIONAL DE DELEGADOS 

ART~CULO 40.- Integración del Cuerpo Nacional de Delegados 

El Cuerpo de Nacional de Delegados previsto en el artículo 102 inciso 6) de la Constitución 
Política estará constituido por ciudadanos que podrán ser nombrados y removidos por el Tribunal 
Supremo de Elecciones, por iniciativa propia o a propuesta del jerarca del Cuerpo Nacional de 
Delegados o el funcionario designado como enlace entre este Cuerpo y el Tribunal. 

La organización interna, jerarquía, funciones y responsabilidades del Cuerpo Nacional de 
Delegados se regirán por el reglamento que deberá dictar el Tribunal Supremo de Elecciones. 

ART~CULO 41 .- Requisitos (moc. ) 

Para integrar el Cuerpo Nacional de Delegados se requiere: 

a) Ser costarricense. 

b) Ser ciudadano en ejercicio. 

Las personas miembros del Cuerpo Nacional de Delegados estarán sujetas a las causales de 
impedimento que indica el párrafo segundo del ordinal 27 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo 
de Elecciones y del Registro Civil, además de las indicadas en este Código. 

ART~CULO 42.- Responsabilidades 

Las actuaciones de las delegados estarán sujetas al régimen de responsabilidad establecido en el 
titulo sétimo. capitulo segundo, del libro primero de la Ley General de la Administración Pública y 
podrán ser objeto de queja ante el Tribunal Supremo de Elecciones. 
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CAP~TULO IV ( ~ o c .  59) 
EL INSTITUTO DE FORMACI~N Y ESTUDIOS PARA LA DEMOCRACIA 

Artlculo 43.- Funcionamiento (moc. 70) 

El lnstituto de Formación y Estudios para la Democracia se dedicará a promover los valores 
democráticos y la participación cívica de la ciudadanía. Funcionará con cargo al presupuesto 
nacional, y contará con personería jurídica instrumental, pudiendo recibir donaciones nacionales e 
internacionales para el cumplimiento de sus fines. 

Este lnstituto tendrá las siguientes funciones: 

a) Coadyuvar con los partidos políticos debidamente inscritos ante el Registro Electoral, al 
desarrollo de programas de educación para la democracia y la formación cívica. 

b) Generar y promover sistemas de formación sobre temas políticos nacionales e 
internacionales. 

c) Realizar y fomentar el desarrollo de investigaciones y publicaciones sobre temas 
relacionados con la política y sus instituciones. 

d) Promover y gestionar intercambios de información, estudios y realizar proyectos de 
cooperación técnica y académica con otras entidades. 

e) Establecer un centro de documentación especializado en temas políticos y con aplicación 
de técnicas informáticas. 

El Instituto contará con una dirección ejecutiva cuyo nombramiento hará el Tribunal Supremo de 
Elecciones, y estará bajo la dirección de un Consejo Académico, integrado por una persona en 
representación de la Asamblea Legislativa, otra en representación del Consejo Nacional de 
Rectores, y una más en representación del electorado costarricense, la cual designará el Tribunal 
Supremo de Elecciones. 

El lnstituto no podrá, sin embargo, promover una ideología o programa político particular. Esta 
función, así como la formación y capacitación que se brinde en este sentido, serán realizadas por 
cada partido político de acuerdo a sus respectivos estatutos y cartas ideológicas, para lo cual 
recibirán fondos segun lo que dispone este Código 

TITULO 111 
PARTIDOS P O L ~ ~ C O S  

CAPITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

ART~CULO 43.- Derecho a formar partidos políticos (moc. ) 

El derecho de agruparse en partidos políticos, así como el derecho que tienen las personas a elegir 
y ser electas se realiza al tenor de lo que dispone el artículo 98 de la Constitución Política. En las 
elecciones, presidenciales, diputadiles y municipales, sólo pueden participar individualmente o en 
coalición los partidos inscritos. 

Ninguna norma o disposición de este Código se interpretará en el sentido de debilitar el papel de los 
partidos políticos como vehículos de la participación ciudadana en la política nacional. 

ART~CULO 44.- Eliminado por moción 45 

ARTICULO 45.- Regimen Jurídico 
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Los partidos políticos son asociaciones voluntarias de ciudadanos y ciudadanas, sin fines de lucro, 
creadas con el objeto de participar activamente en la política nacional, provincial o cantonal según 
estén inscritos, y que cumplen una función de relevante interés público. Se regirán por la 
Constitución Política, este Código, sus estatutos, sus reglamentos. sus cartas ideológicas, y 
cualesquiera otros documentos acordados por ellos. 

ART~CULO 46.- Organización y democracia interna de los partidos (moc. 47 y 60) 

Los partidos políticos se regirán por la Constitución Política, este Código, sus estatutos, sus cartas 
ideol6gicas y cualesquiera otros documentos libremente acordados por ellos en virtud del princpio 
de autorregulación. 

En su organización y actividad deberán regirse por sus propios estatutos, siempre que se respete el 
ordenamiento jurídico, los principios de igualdad, de libre participación de los miembros. y demás 
fundamentos democráticos. El cumplimiento de estos principios será vigilado por el Tribunal 
Supremo de Elecciones. 

Se tendrán por constituidos y contarán con personalidad jurídica propia, a partir de la fecha de su 
inscripción ante el Tribunal Supremo de Elecciones. 

ART~CULO 47.- Ámbito de participación electoral de los partidos politicos (moc. 60) 

Los partidos tendrán carácter nacional cuando se formen para la elección a la presidencia y 
vicepresidencias de la República, a una Asamblea Constituyente, elección de diputadas, diputados 
o cargos municipales en todo el territorio nacional. 

Tendrán carácter provisional cuando se propongan intervenir solamente en la elección de 
diputadas, diputados o cargos municipales de la provincia. 

Tendrán carácter cantonal cuando se funden únicamente para participar en la elección de cargos 
municipales del cantón. 

El partido inscrito a escala nacional se entenderá que lo está a escala provincial y cantonal en todas 
las provincias y cantones del país. 

ART~CULO 48.- Patrimonio de los partidos politicos 

El patrimonio de los partidos políticos se integrará con las contribuciones de sus personas 
partidarias, los bienes y recursos que autoricen sus estatutos y no prohiba la ley, y la contribución 
del Estado en la forma y proporción establecidas por este Código y el ordenamiento jurídico 
electoral. 

Los bienes muebles o inmuebles registrables que se adquieran con fondos del partido, o que 
provinieran de contribuciones o donaciones.. . 

ART~CULO 49.- Estatuto de los partidos políticos 

El estatuto de los partidos constituye su ordenamiento fundamental interno y deberá contener, al 
menos: 

a) Nombre del partido: 

b) Divisa 

c) Manifestación expresa de no subordinar su acción política a las disposiciones de 
organizaciones o estados extranjeros. Esta prohibición no impedirá que los partidos 
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integren organizaciones internacionales. participen en sus reuniones y suscriban 
declaraciones, siempre que no atenten contra la soberania e independencia del Estado 
costarricense. 

d) Principios doctrinarios relativos a los asuntos económicos, políticos, sociales y éticos. 

e) Formal promesa de respetar el orden constitucional de la República. 

f) Nómina y estructura de los organismos del partido, sus facultades, funciones y forma de 
integrarlos, así como los recursos internos que procedan contra sus decisiones. 

g) Forma de convocar a sesiones a los miembros de sus organismos, garantizando su 
efectiva comunicación, con la debida antelación e inclusión de la agenda. el lugar, fecha y 
hora, tanto para la primera como para la segunda convocatoria cuando proceda. 
Necesariamente se deberá convocar cuando lo solicite, por lo menos, la cuarta parte de 
miembros del respectivo órgano. 

h) Quórum requerido para que sus órganos sesionen, el cual no podrá ser inferior a la mitad 
más cualquier exceso de sus integrantes. Sin embargo, las asambleas podrán sesionar en 
segunda convocatoria con los miembros presentes. 

i) Votos necesarios para adoptar acuerdos. Su número no podrá ser inferior al de la simple 
mayoria de los presentes. 

j) Forma de consignar las actas, de modo que se garantice la autenticidad de su contenido y 
los medios en que se dará publicidad a los acuerdos de alcance general. 

k) La forma de escogencia de los integrantes de las papeletas para cargos de elección 
popular, la que necesariamente requerirá la ratificación de la Asamblea superior del partido, 
salvo que se trate de convenciones abiertas para la designación del candidato a la 
Presidencia de la República, en cuyo caso la voluntad mayoritaria de ese proceso se tendrá 
como firme. 

1) Mecanismos que garanticen la efectiva publicidad de su información contable y financiera. 

m) Normas que permitan conocer públicamente el monto de las contribuciones de cualquier 
clase, que el partido reciba y la identidad de quienes contribuyan. Asimismo se deben 
contemplar los mecanismos necesarios para determinar el origen, cuando así se amerite. 
El tesorero o la tesorera estará obligado a informar esos datos trimestralmente al Comité 
Ejecutivo Superior del Partido y al Tribunal Supremo de Elecciones. En el período de 
campana política, el informe se rendirá mensualmente. 

n) Normas sobre d respeto a la equidad por género, tanto en la estructura partidaria como en 
las papeletas de elección popular. 

o) Regulación de las sanciones internas. 

p) Indicar la forma como se distribuye en período electoral y no electoral, la contribución 
estatal de acuerdo con lo que establece la Constitución Política, en los rubros de 
capacitación, organización, censo, propaganda y divulgación. 

q) Determinación del lugar o medio para recibir notificaciones de las resoluciones que emitan 
los órganos electorales. 

r) Derechos y deberes de los miembros del partido. 
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S) El mecanismo para la participación efectiva de la juventud en las diferentes papeletas, 
órganos del partido y diferentes puestos de participación popular. 

ART~CULO 50.- Derechos de los miembros de los partidos 

En sus estatutos, los partidos politicos, además de otros derechos que expresamente 
consagren, asegurarán a los integrantes lo siguiente: 

a) Derecho a la libre afiliación y desafiliación. 

b) Derecho a elegir y a ser electo en los cargos internos del partido y en las candidaturas a 
puestos de elección popular. 

c) Derecho a la discrepancia, al libre pensamiento y a la libre expresión de las ideas. 

d) Derecho a la libre participación equitativa por género, conforme a lo dispuesto en el inciso 
n) del artículo anterior. 

e) Ejercicio de las acciones y recursos internos y jurisdiccionales, para combatir los acuerdos 
de los órganos partidarios que se estimen contrarios a la ley o a los estatutos, o para 
denunciar las actuaciones de sus miembros que se estimen indebidas. 

9 Derecho a la capacitación y adiestramiento politicos. 

g) Derecho a conocer todo acuerdo, resolución o documento que comprometa al partido o a 
sus órganos. 

h) Respeto al ordenamiento jurídico en la aplicación de los procedimientos sancionatorios 
internos por parte de las autoriidades pertinentes. 

ART~CULO 51.- Deberes de los miembros de los partidos 

Los integrantes de los partidos políticos, cualquiera que fuera su condición, de conformidad con 
las categorías que establezcan los estatutos, deberán: 

a) Compartir las finalidades del partido y colaborar para su consecución. 

b) Respetar la orientación ideológica y doctrinaría del partido, y contribuir a su definición y 
actualización frente a los cambios sociales, culturales y económicos de la realidad nacional. 

c) Respetar el ordenamiento jurídico electoral. 

d) Respetar el procedimiento democrático interno. 

e) Contribuir económicamente según sus posibilidades. 

9 Participar en los procesos con absoluto respeto a la dignidad de los demás. 

g) Abstenerse de la violencia en todas sus formas y de cualquier expresión injuriosa, 
calumniosa o difamatoria dirigida a copartidarios o miembros de otros partidos u 
organizaciones políticas. 

h) Respetar y cumplir los acuerdos válidamente adoptados por los órganos directivos del 
partido. 
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i) Cualquiera otro deber que se establezca en los estatutos y que sea conforme con el 
ordenamiento jurídico. 

ARTICULO 52.- Exclusividad del nombre, la divisa y el lema 

El nombre, la divisa y el lema de un partido le pertenecen con exdusividad. Es inadmisible la 
inscripción de un partido con elementos distintivos iguales o similares a los de otro partido inscrito 
en cualquier escala o con derecho de prelación para ser inscrito, cuando con ello pudiere producir 
confusión. No se admitirán como divisa la bandera o el escudo costarricenses o de otros paises, ni 
la invocación de motivos religiosos o símbolos patrios en estos elementos distintivos. 

En cualquier tiempo los partidos politicos inscritos podrán cambiar su nombre, divisa o lema, previa 
modificación de sus estatutos, excepto dentro de los ocho meses anteriores a una elección. Para 
tales efectos se ajustarán a lo dispuesto en el párrafo anterior. 

ARTICULO 53.- Cancelación de inscripciones 

La Dirección General del Registro Electoral? cancelará sin más trámite las inscripciones de los 
partidos políticos que no participaren o no obtuvieren, en la elección respectiva, un número de votos 
válidos igual o superior al número de adhesiones exigidas en este Código. 

CAPITULO II 
EL REGISTRO DE PARTIDOS POL~TICOS 

ARTICULO 54.- Actos inscribibles 

Deberán ser inscritos ante el Registro de Partidos Políticos, como requisito de eficacia y para que 
sean oponibles a terceros, la constitución, la cancelación, la fusión, la coalición, la personeria, el 
estatuto. la integración de los órganos internos y las nóminas de candidatos de los partidos 
políticos, así como las modificaciones que se acuerden a esas inscripciones. 

Los órganos públicos en general solo atenderán las gestiones de los partidos políticos realizadas 
por los personeros y órganos partidarios debidamente inscritos. 

ART~CULO 55.- Libros de actas de los partidos 

Los libros de actas de los partidos deberán recibir el visado previo del Registro Electoral y, una vez 
concluidos, deberán depositarse en dicho Registro. El Tribunal Supremo de Elecciones 
determinará el plazo durante el cual resguardará los referidos libros. Vencido el mismo, pasarán a 
custodia del Archivo Nacional. 

Los partidos dispondrán de una copia fiel de sus libros para consulta pública. 

En caso de extravío, deberá procederse a su inmediata reposición, en los términos en que lo 
establezca el reglamento que al efecto dictará el Tribunal. 

CAP~ULO III 
PROCEDIMIENTO DE INSCRIPCION DE PARTIDOS POL~ICOS 

ART~CULO 56.- Constitucidn 

Para constituir un partido político, todo grupo no menor de cien ciudadanos podrá concurrir ante 
una notaria o notario público a fin de que éste inserte en su protocolo el acta relativa a ese acto. Si 
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se tratare de la formación de un partido de escala cantonal, el grupo podrá ser de cincuenta o más 
ciudadanos, siempre y cuando sean electores del cantón respectivo. 

Necesariamente en el acta de constitución se consignarán: 

a) Los nombres y calidades de todas las personas que integren el grupo solicitante. 

b) Los nombres de quienes integran el comité ejecutivo provisional. 

c) Los estatutos provisionales del partido, que formalmente deben cumplir con los 
requisitos establecidos en el artículo 49 de este Código. 

ARTICULO 57.- Constitución de los órganos del partido 

Una vez constituido el Comité Ejecutivo Provisional, éste tomará las medidas y acciones necesarias 
para integrar los órganos del partido, como requisito necesario para su inscripción. Para tal efecto, 
deberá realizar las convocatorias a las asambleas correspondientes, de acuerdo con la escala en 
que se inscribirá el partido. A la asamblea superior de cada partido le corresponderá ratificar los 
estatutos provisionales y conformar o validar los órganos que, con arreglo a éstos y a la legislación 
electoral, deba tener el partido. 

ARTICULO 58.- Solicitud de inscripción 

La solicitud de inscripción deberá presentarla el Presidente del Comité Ejecutivo Provisional ante 
el Registro Electoral dentro de los dos anos siguientes, contados a partir de la fecha del acta de 
constitución, y siempre que no sea en los doce meses anteriores a la elección en que se pretenda 
participar. 

Dentro de los seis meses previos al día de la elección, ni el Registro Electoral ni el Tribunal podrán 
dictar resolución alguna que ordene inscribir partidos. 

En todo caso, llegado ese momento, se tendrán por inscritos todos los partidos cuya resolución no 
haya sido dictada por causas exclusivamente atribuibles a la Dirección General del Registro 
Electoral, siempre y cuando la solicitud de inscripción se hubiere presentado en tiempo y forma. 

Junto con la solicitud de inscripción, deberán presentarse los siguientes documentos: 

a) Certificación del acta notarial de constitución del partido referida en el artículo 56 de 
este Código. 

b) Protocolización del acta de las asambleas correspondientes, segun la escala en que 
se inscribirá el partido, con indicación del nombre del delegado o delegada del 
Tribunal Supremo de Elecciones que estuvo presente en las mismas. 

c) Estatutos debidamente aprobados por la asamblea superior. 

d) Nombre y calidades de los miembros de los órganos del partido, con detalle de sus 
cargos. 

e) Tres mil adhesiones de personas electoras inscritas en el Registro Civil a la fecha de 
constitución del partido, si se tratare de partidos a nivel nacional. Para inscribir 
partidos de carácter provincial, el número de adhesiones será de mil, y para los 
partidos cantonales, quinientos. 
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Objeciones 

Recibida la solicitud de inscripción, el Registro Electoral publicará un aviso en el diario oficial 
durante cinco dias. en el que exprese en resumen el contenido de la inscripción que se pretende, 
con prevención para las personas interesadas, de hacer objeciones dentro del término de quince 
días naturales a partir de la última publicación. 

ART~CULO 60.- Impugnación de acuerdos (moc ) 

Cualquiera de las personas que integren las asambleas indicadas en el artículo 57 de este Código, 
podrá impugnar la validez de los acuerdos tomados en ella. Para la resolución de tales 
impugnaciones servirá como prueba, entre otras, el informe de los o las representantes del Tribunal 
Supremo de Elecciones. Corresponderá al Comité Ejecutivo Provisional resolver esta impugnación, 
salvo que se trate de acuerdos de la Asamblea Superior. 

Lo resuelto por dicha instancia del partido, o si la impugnación es contra acuerdos de la Asamblea 
Superior, podrá apelarse dentro de los tres dias siguientes a la notificación de lo resuelto, ante el 
Registro Electoral. Contra lo que resuelva este órgano electoral, podrá presentarse recurso de 
apelación ante el Tribunal Supremo de Elecciones, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes 
para su resolución definitiva. 

Sobre la legitimidad de las firmas 

La impugnación de la legitimidad de las firmas de adhesión, deberá formularse también dentro de 
la audiencia indicada en el articulo 59 de esta ley, la que será resuelta por la Dirección General 
del Registro Electoral al momento de pronunciarse sobre la inscripción del Partido. Sin perjuicio 
de lo resuelto, si los hechos pudieren ser constitutivos del delito, los antecedentes se remitirán al 
Ministerio Público, para lo que corresponda; tal remisión no suspenderá el proceso de inscripción. 
Sin embargo, si como consecuencia del pronunciamiento penal, resulta ser que el Partido no 
alcanzaba las firmas legitimas necesarias, la Dirección General del Registro Electoral cancelará la 
inscripción, sin que esta decisión afecte los actos cumplidos. 

ART~CULO 62.- Término para resolver la solicitud 

Vencido el plazo de objeciones, la Dirección General del Registro Electoral, sin más trámite, 
se pronunciará sobre las objeciones, si las hubiera, y acordará o denegará la inscripción mediante 
resolución debidamente fundamentada, dentro del plazo de un mes. Dicha resolución deberá ser 
comunicada por la Dirección General del Registro Electoral al partido o partidos políticos 
involucrados en el proceso. 

ART~CULO 63.- Omisión de inscripción 

Si el partido no fuere inscrito en la Dirección General del Registro Electoral dentro de los 
dos afios siguientes, contados a partir de la fecha del acta de constitución, se tendrá por no 
constituido para todo efecto legal, salvo que la omisión de inscripción sea por causas 
exclusivamente imputables a la administración electoral, caso en el que la Dirección deberá inscribir 
de manera inmediata al partido e iniciar una investigación en la que se rinda posteriormente un 
informe en el que se detallen los factores que incidieron en la omisión de la inscripción, así como la 
determinación de la responsabilidad administrativa de los funcionarios públicos involucrados. 

CAP~TULO IV 
ORGANIZACIÓN Y COMPETENCIAS DE LOS ÓRGANOS PARTIDARIOS 

Preparado por la Comisión Técnica de Asesores 



Expediente N.O 14268 TEXTO SUSTITUTIVO 

ART~CULO 64.- Órganos de los partidos politicos 

Sin perjuicio de la potestad autorreglamentaria de los partidos políticos para delimitar su 
propia organización interna, necesariamente ésta deberá comprender al menos: 

a) Una asamblea cantonal en cada cantón. Ésta estará integrada por los electores 
inscritos en el cantón respectivo que sean miembros del partido. Si se tratare de un 
partido inscrito Únicamente a escala cantonal, esta asamblea deberá integrarse por 
un mínimo de dos representantes de cada uno de los distritos del cantón, designados 
según los estatutos del partido. 

b) Una asamblea provincial en cada provincia, integrada por cinco delegados de cada 
una de las asambleas cantonales de la respectiva provincia. 

c) Una asamblea nacional como autoridad máxima del partido, integrada por diez 
delegados de cada asamblea provincial. 

d) Un comit6 ejecutivo. designado por cada asamblea, integrado al menos por una 
presidencia. una secretaría y una tesorería con sus respectivas suplencias, además 
contará con una persona encargada de la fiscalía. 

e) Un órgano de fiscalización nombrado por la asamblea superior 

f) Una instancia colegiada de resolución de conflictos internos integrada al menos por 
tres miembros designados por la asamblea superior del respectivo partido. 

g) Una auditoría interna. 

La estructura de los partidos, en cuanto a asambleas se refiere, se ajustará a la escala 
territorial en que estén inscritos. Tendrá carácter de asamblea superior, como autoridad máxima de 
cada partido, la nacional, la provincial o la cantonal, según la escala en que esté inscrito. 

ARTÍCULO 65.- Funcionamiento de las asambleas de partido 

Las asambleas se ajustarán a las siguientes reglas: 

a) Cada partido podrá ampliar sus asambleas siempre que los miembros se escojan con base 
en principios democráticos y de representatividad. El número total de los integrantes 
adicionales de cada una siempre deberá ser menor al de los delegados y delegadas de 
carácter territorial. 

b) El quórum para cada asamblea se integrará, en cada convocatoria, con la mayoría 
absoluta del total de sus integrantes; sus acuerdos serán tomados por la mayoría absoluta 
de los y las personas presentes, salvo en los asuntos para los cuales los estatutos 
establezcan una votación mayor. En el caso de las asambleas cantonales de partidos 
inscritos a escala provincial o nacional, el quórum será de un número equivalente a dos 
personas por cada distrito administrativo, sin que tal número pueda ser inferior a diez 
personas, correspondiendo hacer su convocatoria por medios que garanticen su efectiva 
publicidad. 

c) El Tribunal Supremo de Elecciones deberá designar las delegados que lo representarán en 
las sesiones de las Asambleas que efectúen los Partidos Políticos, según se dispone a 
continuación: 

Preparado por la  Comisión Técnica de Asesores 



Exvediente N.O 14268 TEXTO SUSTITUTIVO 

1. Será obligación del partido político bajo pena de nulidad de la asamblea, comunicar 
al Tribunal Supremo de Elecciones el lugar, la hora, la fecha y contenido general de la 
agenda de estas asambleas. Tal comunicación debe ser realizada en un plazo no 
menor de ocho días hábiles, a efecto de que el Tribunal realice la designación de sus 
delegados cuando así se requiera, y coordine con el partido politico interesado. 

2. Para las reuniones convocadas por el partido político a efecto de informar a los 
asambleístas sobre actividades y acciones de su interés, distintas a las de naturaleza 
electoral, no será necesaria la comunicación al Tribunal Supremo de Elecciones, ni la 
presencia del delegado del mismo. 

Órganos de dirección 

La dirección política superior de los partidos estará a cargo de la asamblea de mayor rango. 
Para los organismos y las asambleas inferiores, serán obligatorios los acuerdos que adopten en 
uso de las atribuciones conferidas por los estatutos y la ley. No obstante que por vía estatutaria 
podrán crearse órganos de dirección intermedios, sus actuaciones serán revisables por aquélla. A 
ellos pueden integrarse representantes sectoriales, según los estatutos y siempre que se escojan 
democráticamente. Las decisiones fundamentales de los partidos son, empero, indelegables. 
Tendrán este carácter, la creación de órganos internos, la definición de sus atribuciones y la 
facultad de dictar sus reglamentos. 

Órganos de ejecución 

Cada asamblea tendrá un Comité Ejecutivo encargado de la ejecución de sus acuerdos y 
las demás atribuciones que le encargue el estatuto. 

El Comité Ejecutivo Superior estará formado al menos por una Presidencia, una Tesorería y 
una Secretaría General, nombrados por la asamblea de mayor rango. La fiscalización y vigilancia 
de los acuerdos corresponderá al Fiscal General, quien tendrá voz pero no voto, y que será elegido 
por el mismo órgano político que nombre al Comité Ejecutivo. 

Cada uno de los miembros del órgano de ejecución tendrá su suplente, designado 
igualmente por la asamblea de mayor rango del partido. 

ART~CULO 68.- Órgano de fiscalización 

Al órgano de fiscalización le corresponde: 

a) Vigilar el cumplimiento de las leyes electorales y su reglamento, del estatuto y de los 
acuerdos de los órganos partidarios. 

b) Supervisar la aplicación de esas regulaciones en todos los niveles partidarios. 

c) Informar al órgano superior sobre los actos violatorios de esas regulaciones en un órgano 
inferior o sobre el incumplimiento de acuerdos en general. 

d) Presentar su informe anualmente, ante la asamblea que realizó su nombramiento como 
fiscal. 

e) En caso de denuncias en materia de financiamiento. fungir como órgano instructor y 
auxiliar de los órganos disciplinarios, respetando el ordenamiento jurídico y las 
disposiciones internas del partido. 

Este órgano de fiscalización podrá actuar por petici6n de parte, denuncia o iniciativa propia. 
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De no existir un tribunal de elecciones internas o un tribunal de 6tica y disciplina, este órgano 
asumirá las competencias dispuestas en los artículos 70 y 71 de este Código. 

Los miembros de este órgano, así como los que se indican en los artículos 70 y 71 de este 
Código, serán nombradas por la asamblea superior y sólo pueden ser removidos por ella con base 
en las causas expresamente establecidas en los estatutos, y mediante votación de las dos terceras 
partes de los y las participantes en la respectiva asamblea. 

ART~CULO 69.- Instancia colegiada de resolución de conflictos 
A la instancia colegiada de resolución de conflictos le corresponde conocer de la 

impugnación de todos los acuerdos adoptados por los diferentes Órganos del partido, salvo los de la 
asamblea superior, su comité ejecutivo, el tribunal de elecciones internas, si lo hubiera, o, en su 
defecto, del órgano de fiscalización cuando ejerza funciones propias ese Tribunal. Cuando lo 
resuelto de manera definitiva por cualquiera de estos órganos cause perjuicio, podrá acudirse al 
Tribunal Supremo de Elecciones por la vía de la acción de nulidad, siempre que se trate de la 
materia indicada en el artículo 3 inciso h) de este Código. 

ART~CULO 70.- Los tribunales de ética y disciplina 

Los partidos políticos integrarán órganos encargados de la ética y la disciplina de sus partidarios, 
cuyos miembros serán nombrados por la asamblea de mayor rango. Para ello en sus reglamentos 
se tendrá que establecer con claridad las atribuciones, competencias, procedimientos y sanciones. 
El Comité Ejecutivo Superior del partido propondrá este reglamento. En los partidos de escala 
nacional, este reglamento será aprobado por votación favorable de mayoría absoluta de los votos 
presentes en cada una de las asambleas provinciales, y ratificado por la asamblea nacional 
mediante mayoría absoluta de votos presentes. En el caso de los partidos provinciales, serán las 
asambleas cantonales las que por mayoria absoluta de votos presentes aprobarán el reglamento. el 
que deberá ser ratificado por la asamblea provincial. Para los partidos cantonales, la asamblea 
cantonal aprobará y ratificará el reglamento por mayoria de dos terceras partes del total de sus 
miembros. 

ART~CULO 71.- Tribunal de elecciones internas 

Los partidos políticos deberán, de acuerdo al principio de autorregulación partidaria establecido en 
el artículo 98 de la Constitución Política, crear un tribunal de elecciones internas. Este tribunal 
garantizará en sus actuaciones la participación democrática de los miembros del partido, para lo 
cual actuará siempre segun los criterios de imparcialidad, objetividad y transparencia. Tendrá 
independencia administrativa y funcional. 

Este órgano tendrá, además de las competencias que le atribuya el estatuto, la asamblea superior y 
el reglamento respectivo, al menos las siguientes: 

a) Organizar, dirigir y vigilar la actividad electoral interna de los partidos políticos. 
b) Interpretar las disposiciones atinentes a la actividad electoral interna. 
c) Resolver los conflictos que se susciten en el proceso, sin recurso interno alguno, salvo la 
adición y aclaración. 

ART~CULO 72.- Auditoria interna (moc. 69) 

La auditoria interna de cada partido político inscrito estará a cargo de un auditor, el cual deberá 
ser un Contador Público Autorizado, y será designado por el Comite Ejecutivo superior del partido. 
Tendrá independencia en cuanto a criterio y acción en el ejercicio de sus funciones. Deberá actuar 
con objetividad e imparcialidad en el cumplimiento de sus funciones, y le corresponde: 
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a) Verificar y evaluar el sistema de control interno de las tesorerías de los partidos políticos y 
proponer las medidas correctivas. 

b) Cumplir con las normas técnicas de auditoría y las disposiciones emitidas por la Contraloría 
General de la República para el manejo de recursos de la contribución estatal. 

c) Realizar auditorías o estudios especiales en relación con cualquiera de los órganos 
partidarios internos del partido por el cual fue designado. 

d) Advertir, bajo su responsabilidad en caso de no hacerlo, sobre las violaciones al ordenamiento 
electoral en materia de su competencia. 

e) Rendir informe anual sobre su gestión ante el órgano político partidario de mayor rango. 
f) Rendir al Tribunal Supremo de Elecciones cualquier informe en el momento en que éste lo 

solicite. 

Para cumplir con su cometido, la auditoría interna tendrá libre acceso, en cualquier momento, 
a todos los libros, archivos, valores y documentos del partido. Podrá solicitar informes a las 
autoridades o empleados del partido, así como los datos que juzgue convenientes. 

A los partidos con derecho a la financiación estatal no se les girará suma alguna hasta 
tanto no hayan designado su propio auditor interno. 

CAP~TULO v 
FUSIONES Y COALICIONES 

Sección I 
Fusiones 

ART~CULO 73.- Requisitos generales de la fusión 

Los partidos políticos inscritos podrán fusionarse entre sí, bajo las siguientes reglas: 

a) Deberá existir un pacto de fusión, suscrito en forma conjunta por las personas de los 
partidos políticos involucrados, el cual deberá ser aprobado por la asamblea superior de 
cada uno de ellos. debiendo contar ese acuerdo con el respaldo de la mayoría absoluta de 
la totalidad de los miembros. 

b) Acordada la fusión, la persona presidente del Comité Ejecutivo Superior de los partidos que 
concurran a ella solicitarán por escrito al Director o Directora del Registro Electoral, en 
presentación conjunta, que inscriba el pacto de fusión, que deberá adjuntarse debidamente 
protocolizado. Esta inscripción será dispuesta previa verificación de los requisitos legales. 

c) Puede darse entre partidos de escalas o ámbitos diferentes, a nivel nacional, en una o 
varias provincias y en uno o varios cantones, siempre que por este mecanismo, no se 
evadan los requisitos que rigen para la constitución, inscripción y funcionamiento de los 
partidos según la escala de que se trate. 

ARTICULO 74.- Fusión de partidos 

Todo partido político podrá fusionarse con otro u otros en forma plena o por absorción y, en 
ambos casos sus efectos son irreversibles. Ello, sin necesidad de cumplir nuevamente con las 
exigencias establecidas en cuanto a las adhesiones. 

ART~CULO 75.- Fusión plena 

La fusión plena tiene como finalidad la creación de una nueva agrupación, diferente a 
todos los partidos fusionados. 
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En caso de la fusión entre partidos cantonales del mismo cantón, la Asamblea Cantonal del 
nuevo partido se formará con las delegaciones designadas por cada uno de los partidos 
fusionados, aprobadas por su respectiva Asamblea Cantonal. 

Cuando la fusión ocurre en partidos cantonales para formar un nuevo partido a escala 
provincial, las Asambleas Cantonales del nuevo partido constituido serán las mismas de cada 
partido fusionado, y se deberá integrar la Asamblea Provincial respectiva. De igual manera si la 
fusión ocurre entre partidos provinciales de distintas provincias para formar un nuevo partido 
nacional. 

La formación de la nueva Asamblea Provincial o Nacional, según corresponda, se hará por 
delegaciones según reza este Código. 

ART~CULO 76.- Fusión por absorción 

Uno o más partidos inscritos podrán convenir en fusionarse a favor de otro, sin que surja 
por ello una nueva agrupación que requiera ser inscrita. Al partido beneficiado con la fusión se le 
denominará "supérstite", y a los que a él se unan "absorbidos". 

ART~CULO 77.- Efectos de la fusión por absorción 

Cuando se trate de una solicitud de inscripción de un pacto de fusión por absorción, y una 
vez subsanados los defectos si los hubiere, la Dirección General del Registro Electoral ordenará 
publicar por una única vez en el diario oficial, el extracto del pacto, a los efectos de que dentro de 
los siguientes diez días hábiles se presenten oposiciones. Vencido ese término, la citada Dirección 
General resolverá lo que corresponda. En caso de resolverse favorablemente la solicitud de 
inscripción, se ordenará la cancelación de la inscripción de los partidos absorbidos, y se conservará 
únicamente la inscripción a favor del partido supérstite. 
ART~CULO 78.- Efectos de la fusión plena 

Cuando se trate de la solicitud de inscripción de un pacto de fusión plena, la Dirección 
General del Registro Electoral resolverá de inmediato y, de ser procedente, ordenará la cancelación 
de los partidos fusionados y que se inicie el trámite de inscripción del nuevo partido. El plazo de 
dos aííos que contempla el articulo 58 de este C6digo se contará a partir de este momento. 

ARTICULO 79.- Transmisión de derechos y deberes de partidos fusionados 

Los derechos y las obligaciones de los partidos fusionados quedarán asumidos, de pleno 
derecho, por el partido supérstite o por el nuevo partido constituido, según el caso, lo cual incluye 
los derechos y obligaciones que se deriven de la contribución estatal a los partidos políticos. A 
partir de la inscripción del pacto de fusión, y durante la vigencia de la inscripción del supérstite o del 
nuevo partido, no se inscribirá ningún otro con los distintivos de los partidos absorbidos o 
fusionados. 

ARTICULO 80.- De las personas afiliadas del nuevo partido fusionado 

Se considerarán personas afiliadas al nuevo partido o al supérstite todos los ciudadanos y 
ciudadanas que, a la fecha de inscripción del pacto, lo sean de cualquiera de los partidos 
fusionados o absorbidos y conservarán los derechos que se deriven de esa condición. 

Sección II 
Coaliciones 

ARTICULO 81 .- Coaliciones parciales o totales 
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Los partidos políticos podrán coaligarse con el exclusivo propósito de presentar 
candidaturas comunes en alguna o todas las escalas o circunscripciones en que participen en una 
determinada elección. La postulación común sólo es posible en las circunscripciones donde los 
partidos coaligados estén autorizados a participar. 

Los partidos coaligados mantendrán su identidad y deberán cumplir con todos los requisitos 
necesarios para mantenerse vigentes, durante la existencia de la coalición. 

ART~CULO 82.- Condiciones y pacto 

Las condiciones de la coalición se pactarán por escrito, con la firma de las personas 
representantes de los respectivos partidos y deberán ser aprobadas por las respectivas asambleas 
superiores, por mayoría absoluta de la totalidad de sus miembros. Deberá expresar 
necesariamente: 

a) Programa de gobierno común a los partidos coaligados, que puede diferir del programa 
doctrinal declarado en el acta de constitución de cada uno de esos partidos. 

b) Los puestos reservados para cada partido en las nóminas de candidatos y candidatas por 
inscribir. 

c) El nombre, la divisa y el lema oficiales de la coalición. 

d) La forma de distribuir entre ellos el porcentaje de la contribución estatal. 

e) Las reglas comunes para la recepción de contribuciones de origen privado. 

f) Las normas básicas para la resolución de sus conflictos internos. 

ART~CULO 83.- Anotación marginal de la coalición 

Una vez aprobado el pacto de coalición, deberá protocolizarse y presentarse a la Dirección 
General del Registro Electoral, y previa subsanación de los defectos que se adviertan, se procederá 
a la anotación al margen de la inscripción de los partidos coaligados, la que se cancelará: 

a) Por acuerdo unánime de los partidos involucrados, aprobado por sus asambleas 
superiores, salvo que ya estuvieren inscritas candidaturas comunes. 

b) Por retiro o disolución en cualquier tiempo de los partidos coaligados y, como 
consecuencia de ello, sólo quede un partido formando la coalición. El retiro 
voluntario no podrá darse durante el aíio anterior a las elecciones. 

c) Pasado el proceso electoral para el cual fue acordada. 

El Registro Electoral no inscribirá candidaturas comunes una vez cancelada la anotación 
marginal a que se refiere este artículo. 

CAP~TULO VI 
FINANCIAMIENTO DE LOS PARTIDOS POL~TICOS 

Sección I 
De la Contribución Estatal 
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ART~CULO 84.- Principios aplicables 

Las disposiciones establecidas en el presente Código relativas al financiamiento político- 
electoral de los partidos se interpretarán y aplicarán con apego a los siguientes principios: 

a) Principio de legalidad: En materia de financiamiento, los partidos políticos, sus dirigentes 
y militantes se abstendrán de realizar o propiciar la realización de actos u omisiones que 
contravengan lo dispuesto por la Constitución Política, este Código, otras leyes atinentes y 
demás normativa, y su inobservancia acarreará las responsabilidades administrativas, 
civiles y penales que las leyes establezcan. 

b) Principio de transparencia y de publicidad: Los partidos políticos deben garantizar la 
transparencia en su gestión, como un medio para la realización del régimen democrático 
que les da sustento. El Tribunal Supremo de Elecciones garantizará y facilitará a todo 
ciudadano el acceso a la información relativa a los asuntos financieros de los partidos 
políticos. Corresponde a estos últimos entregar, en forma oportuna y fehaciente, la 
información que el Tribunal Supremo de Elecciones requiera. En todo caso, las 
disposiciones de este Código relativas a las actividades financieras-sean de origen público 
o privado-se deberán interpretar bajo el principio de publicidad en resguardo del interés 
general que tutela el principio democrático. 

c) Rendición de cuentas: Los partidos politicos, sus dirigentes y militantes, asi como quienes 
realicen donaciones a favor suyo, rendirán cuentas de sus actuaciones, en los términos y 
bajo los procedimientos fijados por este Código y su Reglamento. Esos principios serán 
aplicables a las disposiciones establecidas en la Sección II, Del Financiamiento Privado, del 
presente título. 

d) Responsabilidad de los representantes de los partidos políticos: Las personas que 
ejerzan cargos de dirección en un partido político, quien ejerza la auditoría del partido 
político, quienes esten postulados a cargos de elección popular, y cualquier militante del 
partido que de hecho o de derecho tenga a su cargo el manejo de fondos partidarios sin 
importar su origen, serán responsables de velar para que el partido al que pertenecen 
cumpla a cabalidad con las disposiciones de este Código y demás normas aplicables en 
esta materia. La omisión o infracción a esta normativa generará las responsabilidades 
administrativas, civiles y penales que correspondan. 

ART~CULO 85.- Contribución del Estado 

En la forma establecida en el artículo 96 de la Constitución Política, el Estado contribuirá a 
sufragar los gastos en que incurran los partidos políticos en los procesos electorales para las 
elecciones para Presidencia y Vicepresidencia de la República y Diputaciones a la Asamblea 
Legislativa y para satisfacer las necesidades de capacitación y organización política en época 
electoral y no electoral. 

Tales gastos comprenden tanto los ordinarios y permanentes en que incurran los partidos 
políticos con respecto a la organización y capacitación para prepararse y enfrentar los procesos 
electorales antes indicados, como los generados en el período no electoral. Además adelantará a 
título de financiamiento anticipado parte de tal contribución en los términos de este Código. 

Para recibir el aporte del Estado, los partidos políticos deberán comprobar sus gastos ante 
el Tribunal Supremo de Elecciones y tendrán derecho a percibir la cantidad que la autoridad 
electoral constate como efectivamente gastada. 

ART~CULO 86.- Determinación del aporte estatal 

Preparado por la Comisión Técnica de Asesores 



Expediente N . O  14268 TEXTO SUSTITUTIVO 

Doce meses antes de las elecciones y dentro de los límites establecidos en el artículo 96 de 
la Constitución Política, el Tribunal Supremo de Elecciones fijará el monto de la contribución que el 
Estado debe reconocer a los partidos políticos, por los gastos justificados conforme a esta Ley. 

El Tribunal Supremo de Elecciones, tan pronto declare la elección de Diputados, dispondrá, 
por resolución debidamente fundada, la distribución del aporte estatal entre los partidos que tengan 
derecho a él. 

El Tribunal determinará la distribución, siguiendo el procedimiento que se describe a 
continuación: 

a) Se determinará el costo individual del voto; para ello, se dividirá el monto total de la 
contribución estatal entre el resultado de la suma de los votos válidos obtenidos por todos 
los partidos políticos con derecho a contribución, en la elección de Presidente y 
Vicepresidentes de la República y Diputados a la Asamblea Legislativa. 

b) Cada partido podrá recibir, como máximo, el monto que resulte de multiplicar el costo 
individual del voto por el resultado de la suma de los votos válidos que obtuvo en la elección 
de Presidente y Vicepresidentes de la República y Diputados a la Asamblea Legislativa, o 
por lo que obtuvo en una u otra elección, si solo participó en una de ellas, deduciendo de 
dsta los montos que, de conformidad con el artículo 87 de esta ley. se hubieren distribuido a 
título de financiamiento anticipado caucionado. 

ART~CULO 87.- Financiamiento anticipado 

Del monto total que se determine como contribución estatal, los partidos políticos podrán 
recibir, de forma anticipada y previa rendición de las garantías reales o personales suficientes, el 
quince por ciento (15%). La distribución del anticipo se hará en partes iguales para cada partido 
político de la siguiente manera: 

a) A los partidos políticos inscritos a escala nacional que hayan presentado candidaturas a 
Presidente, Vicepresidentes de la República y Diputados a la Asamblea Legislativa, se les 
distribuirá en sumas iguales el setenta por ciento (70%) del monto establecido. 

b) Un veinte por ciento (20%) del monto antes senalado será distribuido en sumas iguales 
entre todos los partidos inscritos únicamente a escala provincial con candidaturas a 
Diputados a la Asamblea Legislativa. 

c) Un diez por ciento (10%) será caucionado por el Estado y administrado por el Tribunal 
Supremo de Elecciones para ser destinado a contratación de servicios de imprenta, 
propaganda y publicidad para brindarlos a los partidos políticos que no puedan caucionar 
de acuerdo a los incentivos. 

El Tribunal deberá constituir un fideicomiso con cualquiera de los bancos estatales, a efecto de 
administrar el financiamiento anticipado a los partidos políticos. En este se establecerán las 
condiciones relativas al otorgamiento de cauciones, desembolsos, trámites de cobro y liquidación 
que fueran procedentes. 

Los partidos políticos que hayan recibido contribución estatal a modo de financiamiento 
anticipado y que no hubieren cumplido las condiciones que establece el artículo 96 de la 
Constitución Política y lo preceptuado en este artículo, deberán devolver lo recibido por concepto 
de financiamiento anticipado, en los términos del artículo 180 de este Código. Igual procedimiento 
se aplicara con los excedentes, en caso de que la suma adelantada supere el monto a que tenía 
derecho el partido político. Queda exceptuado de esta devolución lo contemplado en el inciso c) de 
este artículo. 
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ARTICULO 88.- Retiro del financiamlento anticipado para el proceso electoral 

Los partidos políticos tendrán derecho a retirar la cantidad que les corresponda por 
concepto de financiamiento anticipado caucionado, de acuerdo con la resolución que para ese 
efecto deberá emitir el Tribunal Supremo de Elecciones. Los retiros por ese concepto se harán a 
partir del mes de junio anterior a las elecciones de la Presidencia y las Vicepresidencias de la 
República, observando la forma de distribución indicada en el artículo anterior. 

Los partidos que no lleguen a inscribir candidaturas, deberán devolver lo recibido por 
concepto de financiamiento anticipado, dentro de los dos meses siguientes al cierre de esta 
inscripción, más los intereses, estos últimos no podrán ser inferiores a la tasa básica pasiva fijada 
por el Banco Central de Costa Rica, y calculados a partir de la fecha del adelanto y hasta su 
efectiva devolución; caso contrario se harán efectivas las garantías o cauciones y lo 
correspondiente a intereses, por medio de la Procuraduría General de la República. 

La Tesorería Nacional deberá girar al Tribunal Supremo de Elecciones los montos 
correspondientes al financiamiento anticipado, en efectivo y a más tardar diez meses antes de las 
elecciones. 

Los dineros correspondientes al financiamiento anticipado serán administrados por un 
banco estatal, seleccionado por el Tribunal Supremo de Elecciones, mediante un fondo 
denominado "Fondo de Administración del Financiamiento Anticipado para los Partidos Políticos" y 
bajo la modalidad de un fideicomiso. La entidad bancaria otorgará el financiamiento anticipado 
tomando en cuenta los parámetros contenidos en la presente ley y además, deberá de observar 
los principios bancarios que regulan el acceso al crédito, particularmente el correspondiente a las 
garantías que ofrezcan los partidos políticos. 

En caso de garantías reales necesariamente deberá evaluar la entidad bancaria que 
administre el fondo del anticipo. lo correspondiente al valor real de bien inmueble tomando en 
cuenta la valoración fiscal de Tributación Directa y el peritaje bancario. En materia de garantías 
personales se deberá de observar necesariamente la capacidad de pago del garante y el riesgo de 
recuperación de los dineros entregados como anticipo. 

ART~CULO 89.- Gastos justificables en período electoral 

Los gastos que pueden justificar los partidos políticos para obtener la contribución estatal por 
concepto de la participación en el proceso electoral, serán los ocasionados a partir de la 
convocatoria y hasta un mes despues de efectuado el proceso electoral, y únicamente los 
destinados a sus actividades de organización, censo, propaganda y capacitación. 

Tampoco podrán considerarse justificables los desembolsos que genere la organización 
de un número superior a veinticinco (25) plazas públicas por partido durante el período en que 
procedan, ni los de propaganda que se realicen fuera del período comprendido entre la 
convocatoria y hasta dos días antes de la elección, ni los que se hagan con violación de las 
prohibiciones indicadas en el ordenamiento jurídico. 

Sólo se reconocerán los gastos por propaganda en que incurran los partidos. de 
conformidad con este Código. El reglamento que habrá de dictar el Tribunal Supremo de 
Elecciones indicará las actividades que deberán comprenderse en los conceptos de organización, 
propaganda, capacitación, censo y divulgación, y en concordancia con lo dispuesto en el artículo 
siguiente. 

ART~CULO 90.- Conceptos de los Gastos Justificables 

Los gastos que pueden justificar los partidos políticos para obtener la contribución estatal 
serán los destinados a sus actividades de: 
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a) Organización: Comprende aquellas actividades, de carácter permanente, incluyendo los 
gastos administrativos, necesarias para el establecimiento de la estructura formal de los 
partidos políticos, conforme con la cual se constituyen los diferentes grupos de trabajo, a fin 
de alcanzar los objetivos propuestos. 

b) Propaganda: Entendida como la acción de los partidos políticos para difundir sus ideas, 
opiniones y programas de gobierno a través de exposiciones, discursos, conferencias de 
prensa por radio y televisión, así como por medio de los anuncios en los medios de difusión 
citados y en el cine; o bien por servicios artísticos para la elaboración de los anuncios, por 
servicios de grabación para la difusión por radio, servicios de audio y video para cortos de 
televisión, folletos, volantes, vallas y el uso de altoparlantes, debidamente autorizados, en 
reuniones, manifestaciones y desfiles, y cualquier otro medio que estimen pertinente para 
estos fines. Igualmente incluye la producción y distribución de signos externos. 

c) Capacitación: Incluye todas aquellas actividades, de carácter permanente, relacionadas 
con la promoción, organización y ejecución de cursos, seminarios, encuentros académicos, 
programas de becas y otros que le permiten a los militantes de tos partidos políticos 
incrementar su formación política en el ámbito técnico o ideológico-programático. 

d) Censo: Refiere el proceso de recolectar. compilar, evaluar y analizar los datos de 
pertenencia partidaria, afinidad política o simpatía electoral, en un momento determinado, 
de los vecinos de un cantón o distrito, que luego son procesados a nivel nacional por el 
partido político que lo ha realizado. 

e) Divulgación: Comprende las actividades por medio de las cuales los partidos políticos 
ponen en conocimiento de la ciudadanía su ideario. historia, programa de gobierno, 
biografías de sus candidatos a puestos de elección popular 

Lo anterior sin perjuicio de que vía reglamento se regulen nuevas situaciones que se 
enmarquen dentro del concepto comprendido por gastos justificables en la presente ley. 

ARTICULO 91 .- Presupuestos ordinarios 

El Comité Ejecutivo Superior de los partidos políticos estará obligado a presentar ante el 
Tribunal Supremo de Elecciones, antes del 30 de noviembre de cada ano, un presupuesto 
ordinario para el ano calendario siguiente, donde incluirá los posibles ingresos, considerando tanto 
los fondos reservados del financiamiento estatal como los aportes privados, y una proyección de 
los gastos a ejecutar en cada rubro. Se entenderá como gastos ordinarios los que se realicen en 
los periodos no comprendidos en la convocatoria a elecciones que realice el Tribunal. 

El presupuesto ordinario incluirá los gastos regulares de Organización y Censo, de 
Divulgación, y de Capacitación; de conformidad con los contenidos específicos de cada uno de 
esos rubros que defina el Tribunal Supremo de Elecciones. Los partidos políticos deberán fijar 
estatutariamente un porcentaje mínimo, no inferior al veinticinco por ciento (25%) de la 
contribución estatal que le corresponda, para efectos de capacitación y organización. tanto en su 
gestión ordinaria como electoral. Los partidos que renuncien a recibir la contribución estatal están 
igualmente obligados en los términos de este artículo. 

Las liquidaciones de gastos correspondientes a este presupuesto serán trimestrales y 
deberán presentarse dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de vencimiento del 
trimestre del que se trate. El Tribunal verificará que los rubros estipulados en el plan 
presupuestario efectivamente sean cumplidos, lo que será un requisito necesario para continuar 
girando los fondos para la ejecución de dicho presupuesto ordinario. 

La Contraloría General de la República, en calidad de colaborador del Tribunal Supremo 

Preparado por la Comisión Técnica de Asesores 



Exvediente N." 14268 TEXTO SUSTITUTIVO 33 

de Elecciones en esta materia, revisará y avalará o rechazará los comprobantes de gastos que 
presenten los partidos politicos, con el fin de acceder a los fondos reservados del financiamiento 
estatal para el periodo ordinario. 

Los gastos debidamente liquidados por los partidos políticos en la ejecución de sus 
presupuestos ordinarios, y que hayan sido financiados con donaciones, créditos u otros recursos 
ajenos a la contribución estatal, podrán aplicar como gastos justificables para la liquidación de la 
siguiente campana electoral, e incluso el Tribunal Supremo de Elecciones. con base en las tasas 
anuales de inflación, podrá fijar las tasas de indexación que estime pertinentes para no afectar las 
finanzas de los partidos. 

ART~CULOS 92.- Presupuestos de campana 

Treinta dias antes de la convocatoria oficial a cualquier elección, el Comité Ejecutivo 
Superior de los partidos políticos deberán presentar ante el Tribunal Supremo de Elecciones un 
presupuesto de campaña, con detalle de los costos previstos para su participación en el proceso y 
el desglose de sus fuentes de financiamiento. La liquidación de los gastos derivados de la ejecución 
de este presupuesto se realizará dentro de los 60 días siguientes a la realización de las elecciones. 

En caso de que haya segunda ronda electoral, los partidos participantes en la misma podrán 
elaborar un presupuesto extraordinario de campafía para atender sus necesidades específicas. Los 
gastos de una segunda ronda electoral constituirán una liquidación extraordinaria que deberá ser 
presentada 30 días naturales después de realizada la elección. 

El presupuesto de campana incluirá los gastos de Organización y Censo; de Divulgación y 
Propaganda; y de Capacitación; de conformidad con los contenidos específicos de cada uno de 
esos rubros que defina el Tribunal Supremo de Elecciones. 

Cuando los gastos de campana de un partido excedan el presupuesto respectivo, el monto 
excedido no aplicará para el cobro de la contribución estatal. 

La Contraloría General de la República, en calidad de colaborador del Tribunal Supremo de 
Elecciones en esta materia, revisará y avalará o rechazará los comprobantes de gastos que 
presenten los partidos politicos para acceder a la contribución estatal que les corresponda. 

ART~CULO 93.- Fiscalización y control contable del uso de la contribución estatal 

Corresponde al Tribunal Supremo de Elecciones fiscalizar y verificar los gastos de los 
partidos políticos comprendidos en la Contribución Estatal. Para tal tarea, contará con la 
colaboraci6n de la Contraloría General de la República y utilizará las liquidaciones que realicen los 
Partidos Pollticos y cualquier otra información que consideren oportuna y apropiada. 

El Tribunal Supremo de Elecciones, cuando lo crea necesario y mediante resolución 
fundada y comunicada, podrá ordenar auditorias sobre las finanzas de los partidos políticos, a 
efecto de verificar el respeto a las normas que regulan la contribución estatal, las cuales podrá 
realizar por medio de sus propios funcionarios o de profesionales o firmas contratadas con tal 
propósito. A fin de facilitar dicho control, los partidos politicos observarán las reglas técnicas de 
contabilidad y las disposiciones reglamentarias que emitirán el Tribunal Supremo de Elecciones y 
la Contraloría General de la República, y suministrarán cualquier informe o documento que les sea 
requerido. Para tales efectos, la Tesorería y la Auditoría de cada partido deberán prestar obligada 
colaboración y será responsable de la exactitud y veracidad de los datos que suministre. 

Libros contables de los partidos 
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A fin de registrar las operaciones y los gastos en que incurra, cada partido llevará su 
contabilidad al día y los comprobantes de gastos ordenados, conforme al reglamento que dictará la 
Contraloria General de la República. 

La Tesorería de cada partido político tiene la obligación de gestionar, ante el Tribunal 
Supremo de Elecciones, el visado de todos los libros de control contable que la agrupación posea. 
Dichos libros estarán a disposición y sujetos a examen cuando así lo requieran el Tribunal Supremo 
de Elecciones o la Contraloría General de la República. 

En caso de extravío deberá procederse a su inmediata reposición en los términos en que lo 
establezca el reglamento que al efecto dictar6 el Tribunal Supremo de Elecciones. 

Es responsabilidad de la Tesoreria, y extensivamente el resto de los miembros del Comité 
Ejecutivo Superior del partido cuando así lo determine el Tribunal Supremo de Elecciones, el 
resguardo de la documentación contable y financiera. En caso de verificarse el incumplimiento de 
ese resguardo mediante el procedimiento que establezca el Tribunal Supremo de Elecciones 
previamente, este impondrá una multa a la persona titular de la Tesorería, por hasta diez veces el 
monto equivalente al salario mínimo de la administración pública, la cual deberá cancelarse dentro 
de los treinta días hiibiles siguientes a la firmeza de la resolución final. 

Los partidos dispondrán de una copia fiel de sus libros contables para consulta pública. 

ART~CULO 95.- Comprobaci6n de gastos 

Dentro de los sesenta días hábiles siguientes a la declaratoria de elección de Diputados, 
cada partido con derecho a recibir el aporte estatal deberá hacer su cobro al Tribunal Supremo de 
Elecciones, mediante una liquidación detallada de los gastos en que hubieren incurrido, a la que 
deberán adjuntar en forma ordenada los respectivos comprobantes, y acompanada de una 
certificación extendida por un Contador Público Autorizado. 

El Tribunal, con la colaboración de la Contraloría General de la Republica, los revisará en 
un término no mayor a tres meses a partir de la presentación. Finalizada la revisión, la Contraloria 
deberá comunicarlo al Tribunal Supremo de Elecciones, quien a su vez dará audiencia por quince 
días hábiles al partido para que se manifieste. Vencido ese término, y salvo que requiera de la 
Contraloria una ampliación de su informe, el Tribunal resolverá lo que corresponda, en un plazo no 
mayor a siete días hábiles. Contra lo resuelto cabrá únicamente recurso de reconsideración, el 
cual deberá ser resuelto en un plazo no mayor de cinco dias hábiles. 

ART~CULO 96.- Remanentes de la contribución estatal. 

La Tesoreria Nacional girará los fondos correspondientes a la contribución estatal una vez 
que las liquidaciones de gastos hayan sido debidamente presentadas y aprobadas, dentro de los 
plazos y bajo los procedimientos establecidos en este Código. 

Toda diferencia que surja entre el monto de la contribución a que tenga derecho un partido 
y el total de los gastos electorales debidamente liquidados, se sumará a la reserva prevista para 
financiar los gastos ordinarios y permanentes de ese partido, según lo dispuesto por el inciso p) del 
artículo 58 de este Código, mismos que se liquidarán conforme a las reglas seiíaladas por el 
Código para estos aspectos. 
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Sección II 
Del financiamiento privado 

ARTICULO 97.- Financiamiento privado de los partidos 

El financiamiento privado a los partidos políticos, y a los movimientos, tendencias y 
precandidaturas oficializadas que surjan a lo interno de éstos para participar en los procesos de 
elección popular, estarán sometidos al principio de publicidad y se regulará por lo aquí dispuesto. 

Además de la contribuci6n estatal cuando cumplan con lo dispuesto por el artículo 96 de la 
Constitución Política, los partidos políticos se podrán financiar mediante: 

a) Las donaciones ordinarias y extraordinarias que efectúen sus afiliados o militantes. 

b) Por contribuciones y donaciones privadas de personas físicas costarricenses. 

c) Por operaciones de crédito financiero. 

d) Por asignaciones testamentarias. 

e) Por los frutos o productos de los bienes de su propio patrimonio. 

f) Cualquier otro recurso que no le prohiba la ley 

ART~CULO 98.- Fiscalización del financiamiento privado de los partidos politicos 

El Tribunal Supremo de Elecciones dispondrá dentro de su organizaci6n administrativa de 
un departamento encargado de fiscalizar el financiamiento privado que reciban los partidos politicos. 

Corresponderá al Tribunal Supremo de Elecciones atender lo relativo a la organización 
administrativa, financiera y funcional de esta dependencia. 

ART~CULO 99.- Funciones 

La dependencia del Tribunal que fiscalice el financiamiento privado a los partidos políticos 
tendrá al menos las siguientes funciones: 

a) Vigilar y verificar que las contribuciones privadas a los partidos políticos se 
ajusten al ordenamiento jurídico. 

b) Recibir y revisar los presupuestos presentados por los partidos politicos y 
verificar que sus liquidaciones correspondan a los gastos efectivamente 
realizados. 

c) Autorizar los libros contables de las contribuciones privadas. 

d) Realizar las auditorias a los partidos políticos que le solicite el Tribunal 
Supremo de Elecciones a fin de verificar el control de sus ingresos y el origen 
de los mismos. 

e) Otras tareas atinentes a su función que el Tribunal Supremo de Elecciones les 
asigne. 

ART~CULO 100.- Control del financiamiento privado 
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El Tribunal Supremo de Elecciones, cuando lo crea necesario y mediante resolución 
fundada y comunicada, podrá ordenar auditorías sobre las finanzas de los partidos políticos, a 
efecto de verificar el respeto a las normas que regulan los aportes privados a estos, las cuales 
podrán realizarse por medio de la Dirección especializada en la materia o de profesionales o firmas 
contratadas con tal propósito. 

A fin de facilitar dicho control, los partidos políticos observarán las reglas técnicas de 
tesorería, contabilidad y las disposiciones reglamentarias que emitirá el Tribunal Supremo de 
Elecciones, y facilitarán cualquier informe o documento que les sea requerido. 

Para tales efectos la tesorería del partido deberá prestar obligada colaboración y 
será responsable de la exactitud y veracidad de los datos que suministren. 

Todo tipo de actividad, distinta a la contribución privada directa, en dinero o especie, que 
realicen los Partidos Políticos con el objetivo de financiar gastos que se generen en los 
procesos electorales y que conlleve la posibilidad de recaudar fondos privados no redimibles, 
deberá ser autorizada por el Comité Ejecutivo Superior y comunicada al Tribunal Supremo de 
Elecciones. 

ART~CULO 101.- Cuenta bancaria única 

Los fondos provenientes de las donaciones, contribuciones o aportes privados que reciban 
los partidos políticos, deberán depositarse en una cuenta corriente Única dedicada exclusivamente 
a esos fondos, en cualquier banco del sistema bancario nacional, y que podrá estar dividida en sub 
cuentas. La apertura y cierre de la cuenta corriente respectiva, deberá ser comunicada 
formalmente al Tribunal dentro del plazo de ocho dias hábiles posteriores al evento 
correspondiente. 

Los bancos del Sistema Bancario Nacional, bajo su responsabilidad, tomarán las medidas 
necesarias de control para que a esas cuentas corrientes no se acredite depósito alguno en forma 
anónima o sin identificar plena y fehacientemente al depositante. En todo caso de ocurrir depósitos 
en cuanto a lo aquí regulado, deberá la entidad bancaria dar aviso inmediato al Tribunal Supremo 
de Elecciones y congelar cualquier transacción que se quiera hacer con el dinero irregular, hasta 
que se identifique plenamente al depositante. 

Al suscribir el contrato de cuenta corriente, el Comité Ejecutivo deberá autorizar al Banco respectivo 
a entregar la información sobre los estados de cuenta que, cuando lo consideren oportuno, soliciten 
el Tribunal Supremo de Elecciones o la Dirección General de Financiamiento Privado. 

Cuando una tendencia, precandidatura o candidatura cuenten con la autorización establecida en el 
último párrafo del artículo 196 de este Códiao, la Tesorería informará al Tribunal Supremo de 
Elecciones de los movimientos bancarios realizados en las cuentas autorizadas para dichos fines. 

Igualmente, las personas autorizadas de los comités de finanzas de los candidatos o precandidatos, 
con fundamento en el citado artículo 196, deberán cumplir con las formalidades indicadas en el 
articulo 201 de este Códiqo. entregando un informe al tesorero del partido. La inobservancia de lo 
dispuesto en éste párrafo y el anterior será sancionada segun dispone el párrafo quinto del artículo 
201. 

ART~CULO 102.- Requisitos y limites a las donaciones privadas 
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Las contribuciones ,privadas a los partidos politicos o a sus tendencias debidamente 
acreditadas, se regirán por las siguientes regulaciones: 

a) Las contribuciones privadas otorgadas al amparo de esta Ley sólo pueden acreditarse a 
favor de partidos políticos formalmente constituidos o a las tendencias, precandidaturas o 
candidaturas debidamente autorizadas por su Comité Ejecutivo Superior. La persona o 
personas que no estando autorizadas recauden contribuciones politicas, para promover de 
hecho precandidaturas será sancionada con multa de hasta diez veces el salario minimo de 
la administración pública, según el procedimiento que aplique el Tribunal Supremo de 
Elecciones. 

b) Toda contribución debe ser debidamente individualizada y quedar registrada mediante un 
recibo oficial expedido por el partido político o tendencia beneficiara, en el momento mismo 
de su recepción y el recibo deberá ser firmado por el donante o contribuyente. Tales 
donaciones o contribuciones no podrán recibirse si son anónimas o por interpósita persona. 

c) Toda contribución financiera debe realizarse a través de la cuenta bancaria única dispuesta 
en el articulo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso d) de este articulo. 

d) Toda actividad colectiva tales como: rifas, subastas, cenas, bailes o similares que 
conlleven la recaudación de dineros para el partido o para alguna de las tendencias, 
oficialmente acreditas por éste, debe ser previamente autorizada por el Comité Ejecutivo 
Superior e informada al Tribunal Supremo de Elecciones. En cumplimiento de los principios 
de transparencia y publicidad, el Comité Ejecutivo Superior del Partido o en su caso, los 
comités de finanzas de las tendencias deberán llevar un registro de este tipo de actividades 
en las que documentará lo siguiente: nombre de las personas responsables de la actividad y 
monto del dinero recaudado. 

ART~CULO 103.- Prohibición de la contribución de personas extranjeras a los partidos 

La prohibición de contribuciones de personas extrajeras se regula de la siguiente forma: 

a) Los miembros del Comité Ejecutivo Superior del partido político. los candidatos o 
candidatas y los precandidatos o precandidatas oficializados por los partidos políticos para 
ocupar cargos de elección popular a la Presidencia y Vicepresidencias de la República, y 
las personas que ocupen las Jefaturas de las campanas electora- sancionados con 
prisión de ocho meses a tres anos, por recibir o aceptar directamente o por interpósita 
persona, contribuciones o donaciones de personas fisicas o jurídicas extranjeras, para 
sufragar los gastos de campanas político-electorales. La misma sanción se impondrá al 
que recibiere la contribución para ocultar o procurar la impunidad del autor. 

b) Se impondrá sanción de pagar a favor del Tribunal Supremo de Elecciones diez veces el 
monto recibido, a la persona jurídica cuyos representantes, funcionarios o empleados, 
hubieren actuado como intermediarios para recibir la contribución a que se refiere este 
articulo, con el consentimiento de la Junta Directiva aunque no conste en actas. 

c) Iguales sanciones se impondrán a los representantes, personeros, empleados o emisarios 
de personas físicas o jurídicas extranjeras, que dieren la contribución o donación a que se 
refieren los párrafos anteriores. 

ART~CULO 104.- Prohibición a las contribuciones de personas jurídicas 
Los miembros del Comité Ejecutivo Superior del partido politico. los candidatos y precandidatos 
oficializados por éstos a ocupar cargos de elección popular de Presidente y Vicepresidentes de la 
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República, Diputados a la Asamblea legislativa, Alcaldes municipales y los jefes o encargados de 
las campañas electorales, no podrán gestionar o aceptar, en cualquier forma, contribuciones, en 
dinero o en especie, de personas jurídicas nacionales. Quien incumpla esta norma será reprimido 
con prisión de seis meses a dos arios, sin perjuicio de la sanción del artículo anterior cuando se 
tratare de una persona jurídica extranjera. 

ART~CULO 105.- Financiamiento a candidaturas o precandidaturas 

El financiamiento a las candidaturas o precandidaturas se regula de la siguiente forma: 

a) Se prohibe el financiamiento privado directamente a los candidatos o precandidatos, para 
ocupar los cargos de elección popular oficializados por los partidos políticos. 

b) Siempre que la acción no constituya otro delito, será sancionado con prisión de dos a seis 
anos, quien, para financiar campanas o precampatías políticas. entregue u ofrezca 
contribuciones privadas en forma directa a los candidatos o precandidatos, para ocupar los 
cargos de elección popular oficializados por los partidos políticos. Con igual pena se 
sancionará al candidato o precandidato, para ocupar los cargos de elección popular 
oficializados por los partidos políticos, que reciba o acepte directamente contribuciones 
privadas para financiar campañas o precampatías políticas. 

c) Las mismas penas se aplicarán a los integrantes del Comité de Finanzas del partido 
político, que permita la comisión de los delitos tipificados en el párrafo anterior. 

d) Toda gestión, recibo, administración y disposición de contribuciones o donaciones 
privadas, en dinero o en especie, que se realice por medio de terceras personas, grupos 
paralelos, o mediante la utilización de mecanismos de gestión o recaudación, que no estén 
previamente autorizados por el Comité Ejecutivo Superior de cada agrupación política está 
absolutamente prohibida. 

e) Será sancionado con prisión de dos a seis años, quien por medio de terceras personas o 
de grupos paralelos, o mediante la utilización de mecanismos de gestión o recaudación, 
no autorizados por el Comité Ejecutivo Superior de la agrupación política, gestione, reciba, 
administre o disponga de contribuciones o donaciones privadas. 

f) Cuando se trate de precandidatos a cargos de elección popular, deberán gestionar ante 
sus respectivos comités ejecutivos la autorización para el nombramiento y funcionamiento 
de su Comité de Finanzas. Dicha autorización se ppndrá en conocimiento del Tribunal 
Supremo de Elecciones y contendrá al menos: nombre y apellidos completos, número de 
cédula y dirección residencia de las personas autorizadas; además. se informará el 
número de la cuenta bancaria que utilice para la recepción de las contribuciones e 
indicación expresa en donde se autorice al partido político a acceder a la información en 
ellas contenidas. 

g) Una vez oficializado el candidato a un cargo de elección popular por parte del partido 
político, las contribuciones que de manera privada y dentro de los parámetros autorizados 
en este Código se le quieran otorgar, se canalizarán y depositarán exclusivamente a 
través de la cuenta bancaria del partido político respectivo. 

ARTICULO 106.- Financiamiento proveniente de personas fisicas costarricenses 

Para el recibo de las contribuciones privadas de personas físicas costarricenses se atenderá a las 
siguientes disposiciones: 

a) Toda persona física costarricense podrá destinar contribuciones, donaciones o cualquier 
otro tipo de aporte, en dinero o en especie, en periodo no electoral, a los partidos políticos, 
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o a las campanas de sus candidatos o precandidatos oficializados a ocupar puestos de 
elección popular-siempre a través de la cuenta única del partido político o sus 
subcuentas-. hasta por un monto anual equivalente a cincuenta y dos veces el salario 
base mensual del "oficinista 1" que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, 
en la Ley de Presupuesto Ordinario de la República, vigente en el momento de la 
contribución. En el caso de que llegaren a existir, en la misma Ley de Presupuesto, 
diferentes salarios para ese mismo cargo, se tomará el del monto mayor para los efectos 
de este artículo. Para los efectos de este artículo, se considerará como "periodo no 
electoral" todo lapso no comprendido en la disposición del inciso d). 

b) Se permite la acumulación de donaciones, contribuciones o aportes durante el periodo 
constitucional respectivo. 

c) Conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, cada precandidatura debidamente inscrita 
a cargos de elección popular deberá contar con un Comit6 de Finanzas. La Tesorería del 
partido creará, a solicitud del Comité de Finanzas de cada precandidatura, una subcuenta 
para su uso exclusivo, en la cual podrán realizarse los movimientos indicados en este 
artículo. 

d) El Comité de Finanzas de cada precandidatura acreditará ante la Tesorería del partido al 
que pertenezca, el nombre y las calidades de la persona física que desean autorizar para 
la recepción y depósito de las contribuciones, donaciones o cualquier tipo de aporte 
permitido en este Código, proveniente de personas físicas costarricenses, y destinado a 
promover la campana del respectivo precandidato. La persona nominada deberá ser de 
reconocida honorabilidad, estar en pleno goce de sus derechos políticos, y no haber sido 
procesada por delitos financieros en los Últimos dos periodos constitucionales ni hallarse 
en insolvencia. La Tesorería podrá autorizar a la persona propuesta por el Comité de 
Finanzas, o rechazarla bajo causas justificadas y solicitarle que nomine a otra. Ninguna 
persona no autorizada por la Tesorería podrá realizar depósitos ni movimientos de ningún 
tipo. 

e) Durante el periodo electoral las personas nacionales podrán hacer contribuciones 
extraordinarias hasta por un monto equivalente a cincuenta y dos veces el salario base 
sehalado en el inciso a) del presente artículo, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso a). 
Sólo podrán recibir estas contribuciones extraordinarias aquellos partidos con 
candidaturas inscritas para la elección de que se trate. Para los efectos de este artículo, se 
considerará como "periodo electoral" el comprendido entre el día de la convocatoria a 
elecciones para Presidente y Vicepresidentes. o para Alcaldes, Regidores y Síndicos 
Municipales, por parte del Tribunal Supremo de Elecciones, y b declaratoria de elección 
para los mismos cargos hecha por el mismo Tribunal. 

f) Las aportaciones que realicen los militantes de los partidos políticos, por concepto de 
membresía ordinaria o extraordinaria, serán calculadas dentro del monto global de 
donaciones, contribuciones o aportes, que tiene derecho a realizar cualquier persona, 
cumpliendo los parámetros establecidos en el presente artículo. 

g) En los casos en que un partido político reciba una asignación de carácter testamentario, 
ésta no estará sujeta al monto máximo de contribución que aquí se autoriza. 

h) Para todo efecto las contribuciones o donaciones en especie que realicen las personas 
nacionales serán tasadas según se dispone en este Código. 

Quien incumpla estas disposiciones por entregar al partido político o recibir en nombre de éste 
montos superiores a los parámetros fijados en este artículo, o no encontrándose autorizado para 
recibir dicho aporte o hacerlo en nombre de otra persona, será reprimido con prisión de dos meses 
a un ano, siempre que la conducta no constituya un ilícito más grave. 
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ART~CULO 107.- Prohibición en el uso de las contribuciones depositadas fuera del 
pa is 

Los partidos políticos, los miembros del Comité Ejecutivo Superior, los candidatos o 
precandidatos oficializados por los partidos políticos, para ocupar cargos titulares de la Presidencia 
y Vicepresidencias de la República, diputaciones a la Asamblea Legislativa, Alcaldías y Regidurías 
no podrán hacer uso de contribuciones, donaciones o cualquier otro tipo de aporte en dinero o en 
especie, que personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, hayan depositado en su favor y 
para la promoción de sus campanas políticas, en bancos, entidades financieras o entidades 
dedicadas a la transferencia de dineros ubicadas fuera del territorio nacional. Si tienen 
conocimiento de la existencia de estos depósitos, deberán comunicarlo inmediatamente al Tribunal 
Supremo de Elecciones. En los casos en que la presente ley autoriza las donaciones o 
contribuciones en dinero, éstas deberán ser depositadas en cuentas bancarias nacionales a 
nombre de los partidos políticos. 

Las personas indicadas anteriormente que incumplan la presente prohibición serán reprimidas con 
prisión de dos a seis anos. 

ART~CULO 108.- Tasación y registro de donaciones en especie 

Para asegurar el cumplimiento de las regulaciones establecidas por esta ley, las contribuciones en 
especie serán objeto de tasación por acuerdo común entre la persona contribuyente y el partido 
receptor. El recibo correspondiente consignará, además de la tasación convenida, una descripción 
detallada del bien o servicio donado. El Tribunal Supremo de Elecciones tendrá la facultad de 
revisar y ajustar las valuaciones de las contribuciones en especie, por iniciativa propia o ante 
solicitud razonada de cualquier interesado. No requerirá tasación el trabajci voluntario y realizado 
en forma ad-honorem por cualquier persona, para apoyar tareas de organización o labores de 
proselitismo electoral del partido de sus preferencias. Tampoco será objeto de tasación el apoyo 
que, con sus propios medios y en forma gratuita, brinde una persona a las tareas de transporte o 
alimentación el día de las elecciones, siempre que esos aportes estén destinados a satisfacer las 
necesidades propias de las personas electoras del centro de votación en el cual esté inscrito el 
donante. 

ART~CULO 109.- Participación de organizaciones internacionales en los procesos de 
capacitación de los partidos politicos 

Las organizaciones internacionales dedicadas al desarrollo de la cultura, la participación política y la 
defensa de los valores democráticos, únicamente podrán colaborar con ayudas técnicas a los 
partidos politicos mediante el patrocinio, apoyo, gestión u organización de actividades de educación 
e investigación social, económica y política, o tareas editoriales que los partidos les requieran, 
siempre que respeten el orden constitucional y la soberanía nacional. Sin embargo, queda prohibido 
que brinden contribuciones o realicen aportes económicos a los partidos políticos o a sus 
precandidatos o candidatos oficializados a puestos de elección popular con ocasión de financiar sus 
campanas electorales. 

ARTICULO 1 10.- Obligación de informar 

Para garantizar el cumplimiento del principio de publicidad contenido en el artículo 96 de la 
Constitución Política, los partidos políticos, por medio del tesorero, estarán obligados a informar, 
trimestralmente al Tribunal Supremo de Elecciones, sobre las donaciones, contribuciones o aportes 
que reciban. Sin embargo, durante el periodo comprendido entre la convocatoria y la fecha de 
elección, el informe deberá ser mensual. En todo caso cuando un partido político no reciba 
contribuciones dentro de los períodos seiialados estará siempre obligado a informar tal 
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circunstancia. Toda la información contable de los partidos políticos es de acceso público a través 
del Tribunal Supremo de Elecciones. 

ARTICULO 111.- Requisitos del informe 

El informe deberá incluir una lista detallada que indique el nombre y apellidos completos, número de 
cédula de identidad de cada donante; el monto de la contribución o su equivalente si ha sido en 
especie; deberá indicarse además si la contribución ha sido realizada para las actividades propias 
de la agrupación política, o si es aportada con ocasión a la actividad política de un candidato o 
precandidato oficializado por el partido político a ocupar algún puesto de elección popular, para los 
cargos de Presidente y Vicepresidentes de la República. 

En los mismos plazos y con la misma regularidad, los tesoreros deberán suministrar como anexo de 
los citados informes, el Auxiliar de la Cuenta Bancaria en donde conste el número de depósito, el 
estado de Cuenta Bancaria y estados Financieros -estado de situación, estado de ganancias y 
pérdidas y flujos de efectivo-, conforme a las normas internacionales de contabilidad. 

ART~CULO 112.- Prevención por incumplimiento 

El Tribunal Supremo de Elecciones prevendrá al partido político que no informe a tiempo o que 
habiéndolo hecho, la información no este completa o de manera clara, para que cumpla con esta 
obligación dentro de los diez dlas hábiles siguientes a la notificación de esa prevención. Cuando por 
motivos injustificados el partido político no cumpla con la obligación de rendir los informes de 
manera completa, el Tribunal Supremo de Elecciones mediante resolución fundada retendrá el pago 
de toda suma por concepto de contribución estatal a que tenga derecho, hasta tanto no se cumpla 
con la referida obligación. 

ART~CULO 11 3.- Negativa a informar 

Cuando se trate de la negativa de entregar los informes por parte de un Partido Político que, por 
cualquier motivo, no hace uso del dinero de la contribución política a la que tiene derecho o que 
carece de tal derecho, el Tribunal Supremo de Elecciones una vez vencido el plazo de la prevención 
y mediante resolución fundada sancionará al partido político con una multa equivalente al cinco por 
ciento del total de la contribución estatal fijada para el proceso electoral anterior. 

Siempre que no constituya un delito más grave, se sancionará con prisión de dos meses a un ano, 
al tesorero que omita el envio del informe, lo haga de forma incompleta o lo retrase 
injustificadamente, una vez finalizado el plazo que otorga la prevención. 

ARTICULO 114.- Miembros de campafia obligados a declarar su situación patrimonial 

Deberán declarar la situación patrimonial ante la Contraloría General de la República, los 
integrantes de los comités ejecutivos nacionales de los partidos politicos, los candidatos 
oficializados para optar al puesto de Presidente y Vicepresidentes de la República y diputados, los 
candidatos oficializados para optar a los puestos de alcalde y regidor municipal, y el jefe de 
campatía y los integrantes de los Comités de Finanzas. Para los efectos pertinentes, se seguirá lo 
dispuesto en la presente ley y en su reglamento. 

El Tribunal Supremo de Elecciones queda facultado para solicitar, en cualquier momento, el 
suministro de copia de las declaraciones que estime necesarias para sus fines fiscalizadores . 
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ART~CULO 115.- Presentación de declaraciones 

Todas las personas setialadas en el artículo anterior deberán presentar declaración en los 
términos establecidos en el artículo 22 de la Ley N.O 8422 de 29 de octubre del 2004. 

Sección III 
De los bonos de contribución estatal 

ARTICULO 116.- Emisión de bonos 

A más tardar en la fecha de convocatoria a elecciones nacionales, el Poder Ejecutivo emitirá 
bonos por el monto que el Estado reconocerá a los partidos políticos, para pagar sus gastos, de 
acuerdo con el artículo 96 de la Constitución Política. Para tal efecto. incluirá en el presupuesto 
ordinario de la República, correspondiente al ano anterior al de las elecciones, la partida respectiva 
para el pago de la amortización, según lo estime, oportunamente y con anterioridad, el Tribunal 
Supremo de Elecciones. 

ART¡CULO 117.- Bonos 

Los bonos se denominarán "Bonos de Contribución del Estado a los Partidos Políticosn, indicarán 
el ano de las elecciones a que corresponden, el tipo de interés que devengarán y la fecha de su 
emisión. 

Estos bonos devengarán un interés igual a la tasa básica pasiva, calculada por el Banco Central 
de Costa Rica, más el uno por ciento (1%); tendrán un vencimiento a dos anos. Esta tasa será 
ajustable cada tres meses. 

Los "Bonos de Contribución del Estado a los Partidos Políticosn serán inembargables; contarán 
con la garantía plena del Estado y estarán exentos, así como sus intereses, de impuestos. 

ART~CULO 118.- Entrega del aporte estatal e intereses de los bonos. 

La Tesorería Nacional entregará a los partidos políticos lo que les corresponda por concepto de 
liquidación del aporte estatal, dentro de los ocho días siguientes a la fecha en que el Ministerio de 
Hacienda reciba la comunicación del Tribunal Supremo de Elecciones en la que acepta los gastos 
liquidados por cada uno de los partidos. A los partidos se les reconocerán intereses a partir de la 
determinación del aporte estatal que corresponde a cada uno de ellos. Los intereses de los "Bonos 
de Contribución del Estado a los Partidos Políticos" se pagarán trimestralmente. Para atender la 
amortización y los intereses, se destinará una cuota trimestral fija. Quedan a salvo las cesiones 
efectuadas de conformidad con este Código, a cuyos cesionarios se le reconocerán intereses a 
partir de la fecha de emisión de los bonos, según lo dispuesto en el artículo 208 de esta Ley. 

ART~CULO 11 9.- Inclusión en el presupuesto ordinario de la República. 

Anualmente se incluirá en el presupuesto ordinario de la República, la suma necesaria para el 
servicio de amortización e intereses de los "Bonos de contribución del Estado a los partidos 
políticos. 

ARTICULO 120.- Transacción de bonos en el Sistema Bancario Nacional 

Los bancos del Sistema Bancario Nacional, sus dependencias y sucursales, podrán comprar, 
vender y recibir a la par los "Bonos de contribución del Estado a los partidos políticosn, en pago de 
todo tipo de obligaciones, así como conservarlos en inversión. 
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ART~CULO 121 .- Pago de bonos 

El Banco Central de Costa Rica, como agente fiscal, será el encargado del pago de los bonos y 
cupones de intereses y de su manejo en la contabilidad, conforme a lo dispuesto en su Ley 
Orgánica. El Banco sólo estará obligado a atender el servicio de tales valores. cuando se 
traspasen oportunamente los fondos necesarios para este fin. 

ARTICULO 122.- Recepción de bonos como pago de impuestos 

El Estado recibirá los bonos de contribución del Estado a los Partidos Políticos en cualquier 
momento, así como los cupones de intereses vencidos, como pago de impuestos nacionales de 
cualquier clase. 

ART~CULO 123.- Cesión del derecho de contribución estatal 

Con las limitaciones establecidas en este artículo y la presente ley, los partidos políticos por medio 
de su Comité Ejecutivo Superior, podrán ceder, total o parcialmente, los montos de la contnt3ación 
estatal fijada en el articulo 96 de la Constitución Política a las que tuvieren derecho. 

Todas las cesiones deberán efectuarse por medio de bonos de un valor o de varios valores 
cambiables en la Tesorería Nacional por los que el Estado emita para pagar la contribución 
política. Los bonos indicarán el monto total de la emisión, la cual será notificada a la Contraloría 
General de la República. Cuando existan varias emisiones, cada una incluirá el número que le 
corresponde, su monto y el de las anteriores. Para el pago, la primera emisión tendrá preferencia 
sobre las demás. La notificación a la Contraloría General de la República no implicará 
responsabilidad alguna para el Estado, si el derecho cedido no llegare a existir en todo o en parte. 

Si la contribución que el Estado debe liquidar a cada partido, no alcanzare para cubrir la totalidad 
de la primera emisión legalizada por el partido, el cambio por los bonos del Estado se realizará con 
la disminución proporcional correspondiente. La misma norma se aplicará a las emisiones 
siguientes. Cuando un partido realice más de dos emisiones de bonos, los montos que queden al 
descubierto para los títulos de su tercera y siguientes emisiones, serán considerados para todos 
les efectos legales como donaciones realizadas por los cesionarios que adquirieron esos bonos o 
los recibieron en pago de bienes o servicios. 

Las operaciones crediticias en el Sistema Bancario Nacional, respaldadas por las cesiones aquí 
previstas deberán reportarse a la Contraloría General de la República. Cada partido político deberá 
acordar, reglamentar y ordenar la emisión de los bonos de acuerdo con las instrucciones 
setialadas en la presente Ley. 

Los partidos quedarán obligados a cubrir los gastos admitidos por ley. en dinero efectivo, en bonos 
de su emisión o mediante entrega de documentos de crkdito que adquieran contra la entrega de 
bonos. 

Los partidos entregarán bonos de sus emisiones por el valor de las contribuciones redimibles; por 
las no redimibles, entregarán recibos o documentos que expresamente setialen tal circunstancia. 

CAP~TULO VII 
PROPAGANDA E INFORMAC~ON POL~T~CAS 
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ARTCCULO 124.- Libertad para difundir propaganda, dar informacion polltica y realizar 
manifestaciones. 

Los partidos políticos tienen derecho a difundir, desde el día de la convocatoria a elecciones y hasta 
tres días antes del día de las elecciones, inclusive, toda clase de propaganda política y electoral en 
medios de comunicación colectiva. En cualquier momento podrán dar información política, difundir 
comunicados, realizar reuniones, actividades en sitios y recintos privados sin necesidad de 
autorización alguna. 

Es prohibida toda forma de propaganda en la cual-valiéndose de las creencias religiosas del 
pueblo o invocando motivos de religión-se incite a la ciudadanía en general o a los ciudadanos en 
particular a que se adhieran o se separen de partidos o candidaturas determinadas. 

Se prohibe lanzar o colocar propaganda electoral en las vlas o lugares públicos. así como en el 
mobiliario urbano. La infracción a las prohibiciones de este párrafo y el anterior constituirá el delito 
de desacato. 

Todo partido político se abstendrá de difundir propaganda política en medios de comunicación 
colectiva del 16 de diciembre al lo de enero, ambos inclusive, inmediatamente anteriores al día de 
las elecciones. Durante este período, Únicamente los candidatos a la Presidencia de la República 
podrán divulgar tres mensajes navidefios, según la reglamentación que al efecto dictará el Tribunal 
Supremo de Elecciones. Tampoco podrá hacerse en los tres días inmediatos anteriores y el día de 
las elecciones. 

Las manifestaciones, desfiles u otras actividades en vías públicas, plazas, parques u otros sitios 
públicos, deberán contar con el permiso de las autoridades correspondientes y, a partir de la 
convocatoria a elecciones, también con la autorización del Tribunal Supremo de Elecciones y de 
conformidad con las siguientes disposiciones: 

a) La solicitud de permiso deberá presentarse por escrito y cumpliendo las demás 
formalidades que reglamente el Tribunal. 

b) Corresponderá a la oficina o a la persona funcionaria designada por el Tribunal Supremo 
de Elecciones conceder los permisos para reuniones. Los otorgará en estricta rotación de 
partidos inscritos, en el orden en que los solicitan. Para ello, fijará la sucesión en que los 
partidos podrán reunirse en una localidad. 

c) La oficina o la persona funcionaria respectiva hará constar en la solicitud la hora y fecha de 
la presentacibn. En su despacho, exhibirá una copia de los permisos concedidos y del plan 
escrito para la ocupación sucesiva de los lugares. Otra copia del mismo plan, 
perfectamente legible, se le entregará a la Presidencia del Comitk Ejecutivo local de cada 
partido. 

d) Los partidos políticos no podrán celebrar reuniones o mítines en zonas públicas, en un 
mismo distrito electoral, el mismo día. Tampoco podrá celebrarlas del 16 de diciembre al lo 
de enero, ambos inclusive, inmediatamente anteriores al día de las elecciones, ni en los 
seis días inmediatos anteriores al día de la elecciones inclusive. 

e) Asimismo, no podrán reunirse en puentes, intersecciones de vías públicas ni frente a 
templos religiosos, estaciones de bomberos o de la Cruz Roja o a menos de doscientos 
metros de hospitales o dependencias de la autoridad de policía ni de centros educativos 
cuyas funciones normales puedan resultar perjudicadas. 

f) El Tribunal Supremo de Elecciones emitirá una orden para que a partir del día anterior y 
durante el propio día de la elección de Presidente, Vicepresidentes de la República y 
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Diputados a la Asamblea Legislativa todos los expendios de licores deban permanecer 
cerrados. Para el cumplimiento de la presente prohibición el Tribunal Supremo de 
Elecciones cuenta con la participación de las fuerzas de policía. El propietario, 
administrador o responsable de un establecimiento o quien expenda bebidas alcohólicas o 
las distribuya en forma pública durante los días indicados en el párrafo anterior, será 
sancionada conforme lo dispone este Código. 

g) La autoridad retirará, a una distancia prudencial, a toda persona o grupo que perturbe o 
intente perturbar una reunión o manifestación política. Los clubes de los demás partidos 
ubicados en las proximidades del sitio en donde otro partido político efectuará su 
manifestación o reunión pública permanecerán cerrados durante las veinticuatro horas del 
día. 

ARTÍCULO 125.- Encuestas y sondeos de opinión. 

Para llevar a cabo su actividad en el período electoral, las empresas dedicadas a elaborar 
encuestas y sondeos de opinión de carácter político- electoral, deberán registrarse ante el Tribunal 
Supremo de Elecciones dentro de los quince días siguientes a la convocatoria de elecciones, con la 
indicación de la personería jurídica, las calidades de el o la responsable de la misma, así como 
otros datos que respalden su idoneidad para llevar a cabo esta labor, lo cual será reglamentado por 
el Tribunal Supremo de Elecciones. 

Prohíbese la difusión o publicación, parcial o total, por cualquier medio, de sondeos de opinión 
pública o encuestas relativas a procesos eleccionarios (as), durante los tres días inmediatos 
anteriores al de las elecciones y el propio día. La empresa o la persona física que incumpla la 
presente prohibición deberá pagar a favor del erario público, una multa igual a la suma de 
veinticuatro salarios mínimos que perciba un Oficinista 1 según la relación de puestos del Poder 
Judicial que indique el Presupuesto de la República vigente a la fecha en que se cometió la 
trasgresión. Corresponderá al Tribunal Supremo de Elecciones la determinación de dicha 
responsabilidad y la fijación de la respectiva multa dentro de los parámetros aquí senalados. 

ART~CULO 126.- Regulaciones para clubes y locales de reuniones (moc ) 

Los partidos políticos debidamente inscritos podrán efectuar reuniones, dentro de sus 
clubes o locales, pero se abstendrán de difundir propaganda o discursos fuera del local al mismo 
tiempo, en sus puertas o aceras, ya sea de viva voz o por medio de altavoces, radios u otros 
instrumentos. 

La autorización de locales para uso de los partidos politicos será obligatoria, y deberá 
solicitarse por escrito ante la delegación cantonal de policía, cuya resolución será apelable ante el 
Tribunal Supremo de Elecciones. No se aprobará la inscripción de un club a menos de cien metros 
de distancia de otro ya inscrito. 

Dentro de los dos meses anteriores a las elecciones, sólo los partidos con candidaturas 
inscritas podrán solicitar la inscripción de nuevos locales. 

El funcionamiento de un local contra lo establecido en la ley, obligará a la autoridad de 
policía correspondiente a cerrarlo de inmediato. 

ART~CULO 127.- Prohibición para empleados y funcionarios públicos 
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Prohíbase a los empleados públicos dedicarse a trabajos o discusiones de carácter político- 
electoral, durante las horas laborales y usar su cargo para beneficiar a un partido politico. Los jefes 
inmediatos de los mismos serán los responsables de vigilar el cumplimiento de esta disposición. 

Quienes ejerzan la Presidencia o Vicepresidencias de la República, los Ministros y 
viceministros, los miembros activos del servicio exterior, el Contralor y Subcontralor Generales de la 
República, el Defensor y el Defensor Adjunto de los Habitantes, el Procurador General y el 
Procurador General Adjunto, quienes ejerzan la presidencia ejecutiva, o sean miembros de las 
juntas directivas, directores ejecutivos, gerentes y subgerentes de las instituciones autónomas y de 
todo ente público, los oficiales mayores de los ministerios, los miembros de la autoridad de policía, 
los agentes del Organismo de Investigación Judicial, los magistrados y toda persona empleada del 
Tribunal Supremo de Elecciones, los magistrados y funcionarios del Poder Judicial que administren 
justicia, y quienes tienen prohibición en virtud de otras leyes, no podrán participar en las actividades 
de los partidos políticos, asistir a clubes ni reuniones de carácter político, utilizar la autoridad o 
influencia de sus cargos en beneficio de los partidos políticos, colocar divisas en sus viviendas o 
vehículos, ni hacer ostentación partidista de cualquier otro género. 

En materia electoral, las personas funcionarias incluidas en el párrafo segundo de este 
artículo, únicamente podrán ejercer su derecho de emitir el voto el día de las elecciones en la forma 
y condiciones establecidas en este Código. 

ART~CULO 128.- Información de la gestión gubernamental. 

Se prohíbe a las instituciones del Poder Ejecutivo, de la administración descentralizada y de las 
empresas del Estado, a las Alcaldías y Concejos Municipales, difundir mediante cualquier medio de 
comunicación, información publicitaria relativa a la obra pública realizada, a partir del día siguiente 
de la convocatoria a elecciones nacionales y hasta el propio día de las mismas. Quedan a salvo de 
esta prohibición, las informaciones de carácter técnico o científico que resulten indispensables e 
impostergables, por referirse a aspectos relacionados con la prestación de servicios públicos 
esenciales o por emergencias nacionales. Las publicaciones contrarias a lo dispuesto en esta Ley 
harán incurrir a los funcionarios responsables en el delito de desobediencia y beligerancia política, 
previa resolución del Tribunal Supremo de Elecciones. 

ART~CULO 129.- Continuidad del servicio público de transporte 

Durante la campana electoral, incluido el día de la elecciones, los concesionarios y permisionarios 
de transporte remunerado de personas en la modalidad de autobuses con ruta asignada, deberán 
prestar el servicio como si fueran días ordinarios. La suspensión o deterioro en la prestación del 
servicio serán sancionados conforme lo estipula éste Código. 

T~TULO IV 
PROCESO ELECTORAL 

CAP~TULO I 
ACTOS PREPARATORIOS 

ART~CULO 130.- De la persona electora 

Serán consideradas como personas electoras, los costarricenses mayores de dieciocho anos e 
inscritos en el Padrón Electoral, con excepción de los siguientes: 

a) Las personas declaradas judicialmente en estado de interdicción. 

b) Las personas que tengan suspendido el ejercicio de sus derechos políticos por 
sentencia firme. 
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Los ciudadanos costarricenses por naturalización no podrán sufragar sino después de doce 
meses de haber obtenido la carta respectiva. 

ART~CULO 131.- Deberes y atribuciones de las personas electoras 

Son deberes y atribuciones de las personas electoras los siguientes: 

a) Asistir y ejercer su derecho al voto. 

b) Elegir y ser electo o electa. 

C) Respetar las leyes y normas electorales establecidas. 

d) Colaborar con el Tribunal Supremo de Elecciones y los partidos políticos para que 
las elecciones transcurran y concluyan con normalidad 

ART~CULO 132.- Campaña electoral 

Es la fase del proceso electoral que se desarrolla desde la convocatoria a elecciones hasta 
el día en que éstas se celebren. 

ART~CULO 133.- División territorial administrativa y electoral 

La División Territorial Administrativa se aplicará al proceso electoral. Para este efecto, el 
Poder Ejecutivo deberá formularla y publicarla por lo menos doce meses antes del día sefíalado 
para la elección de la Presidencia y vicepresidencias de la República. Deberá enumerar 
detalladamente provincias, cantones, distritos, caseríos o poblados, empleando para su numeración 
el orden de las leyes que los han creado. También deberá expresar la población de cada uno, 
según los datos del censo y los cálculos más recientes del Instituto Nacional de Estadística y 
Censo. 

El Tribunal Supremo de Elecciones estará facultado para dividir un distrito administrativo en 
dos o más distritos electorales, procurando así la mayor comodidad de las personas electoras para 
la emisión de sus votos. Sin embargo, no podrá usar esta facultad en los ocho meses previos a las 
elecciones. 

ART~CULO 134.- Convocatoria a elecciones 

La convocatoria a elecciones la hará el Tribunal Supremo de Elecciones, cuatro meses 
antes de la fecha en que han de celebrarse aquéllas. 

El Tribunal Supremo de Elecciones convocará a elecciones parciales extraordinarias para 
llenar las vacantes de las municipalidades que llegaren a desintegrarse, así como en el supuesto 
del articulo 19 del Código Municipal. 

ART~CULO 135.- Inscripción de candidaturas 

Para su debida inscripción en el Registro Electoral, las candidaturas sólo podrán 
presentarse desde la convocatoria a elecciones hasta tres meses y quince días naturales antes del 
día de la elección. La solicitud deberá presentarla cualquiera de los miembros del comité ejecutivo 
del organismo superior del partido, en las fórmulas especiales que para tal efecto, confeccionará el 
citado Registro. 
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Queda prohibida la nominación simultánea como candidata o candidato a diputado por 
diferentes provincias. Cuando ello ocurra, la Dirección General del Registro Electoral, tomando en 
cuenta la voluntad del candidato o la candidata respectiva, inscribirá una de las nominaciones, 
suprimiendo las demás. Cuando el candidato o la candidata no exprese su voluntad después de 
tres días de prevenido por la Dirección, ésta incluirá una de las nominaciones a su libre arbitrio. 

Los candidatos o las candidatas a la Presidencia de la República no podrán ser, al mismo 
tiempo, candidatos a diputados o candidatas a diputada si fueren postulados por sus partidos y no 
existiere impedimento constitucional. 

ART~CULO 136.- Fecha en que se verificarán las elecciones 

Las elecciones para Presidente, Vicepresidentes y Diputados a la Asamblea Legislativa, 
deberán realizarse el primer domingo de febrero del ario en que deba producirse la renovación de 
estos funcionarios. 

Las elecciones municipales para elegir Regidores, Síndicos, Alcaldes e Intendentes, 
miembros de Concejos de Distrito y de los Concejos Municipales de Distrito, con sus respectivos 
suplentes, se realizarán el primer domingo de febrero dos anos después de la elección para 
Presidente, Vicepresidentes y Diputados a la Asamblea Legislativa. 

La renovación de todos estos cargos se hará cada cuatro anos. 

Cuando se trate de la convocatoria a una Constituyente, el Tribunal Supremo de Elecciones 
señalará la fecha en que ha de verificarse la elección cuando no esté dispuesta en la ley que la 
convoca. 

ART~CULO 137.- Número de representantes 

El número de representantes a una Asamblea Constituyente, a la Asamblea Legislativa y a 
los Concejos Municipales y de Distrito que corresponda elegir, estará dispuesto en el decreto de 
convocatoria, el cual fijará ese número con estricta observancia de lo dispuesto en la Constitución 
Política, la ley de convocatoria a la Asamblea Constituyente, y el Código Municipal, segun 
corresponda. 

Los partidos políticos inscritos a escala nacional o provincial designarán tantos los 
candidatos a diputados como deban elegirse por la respectiva provincia, y un veinticinco por ciento 
más. Este exceso será, por lo menos, de dos candidatos y el Tribunal Supremo de Elecciones lo 
fijará para cada provincia, en la convocatoria a elecciones. 

ARTICULO 138.- Listas provisionales de electores 

Seis meses antes de una elección, el Registro Civil preparara las listas provisionales de 
electores. A la brevedad posible deberá enviarlas a la autoridad de policía de cada distrito 
administrativo. Las autoridades municipales y de policía estarán obligadas a colaborar para 
colocarlas de inmediato en lugares visibles donde permanecerán exhibidas para consulta pública 
durante cuatro meses. También será responsabilidad de estas autoridades su custodia. 

El Registro Civil pondrá a disposición de los partidos políticos una copia del padrón 
actualizado, por el medio tkcnico que aporten para reproducirlo, cuando la solicite alguna persona 
de su Comitk Ejecutivo Superior o representante. 

Todo lo anterior sin perjuicio de utilizar otros mecanismos que garanticen su publicidad. 

ART~CULO 139. - Preparación de la lista definitiva de sufragantes 
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Dos meses y quince días naturales antes de una elección el Registro Civil empezará a 
formar la lista general definitiva de las personas electoras o padrón electoral. tomando en cuenta 
sus propias resoluciones, acuerdos y disposiciones generales y las del Tribunal Supremo de 
Elecciones. 

ART¡CULO 140.- Lista definitiva de sufragantes 

Un mes antes de una elección, el Registro Civil deberá tener impresas por orden alfabético 
las listas definitivas de electores, cuyas hojas deberán estar marcadas con el distintivo de esta 
dependencia. Tan pronto como las reciban, y hasta el día de la elección, la junta cantonal las 
colocarán en lugar visible y las hará custodiar por medio de la autoridad de policía, o en la forma 
más conveniente. 

Además, el Registro Civil podrá utilizar cualquier otro medio que permita darle al padrón 
electoral la máxima publicidad. 

Cuando asi se solicite, el Registro Civil deberá entregar a los partidos políticos con candidaturas 
inscritas una copia del padrón electoral definitivo, constante en medio magnético para reproducirla 
que deberá proporcionar la persona interesada. 

ART~CULO 141.- Distribución de los electores 

El Tribunal Supremo de Elecciones establecerá el número máximo de electores 
correspondientes a cada junta receptora, a fin de contar con el tiempo necesario para que todos los 
ciudadanos voten. 

Corresponderá al Registro Civil fijar el número de juntas receptoras de votos en cada 
distrito y distribuir a las personas electoras que habrán de votar en cada una, procurando que los 
ciudadanos no tengan que recorrer largas distancias para emitir su voto y tomando en cuenta las 
condiciones y los medios de comunicación. Los electores de cada distrito podrán dirigirse al 
Registro Civil para sugerir las modificaciones que consideren necesarias. 

ART~CULO 142.- Sistema de Padrón Registro, emisión de voto y escrutinio 

El Tribunal Supremo de Elecciones, mediante reglamento dictado para cada elecci6n, 
establecerá las condiciones referentes al contenido del Padrón Registro, el sistema y los medios 
que se usarán para el sufragio y el escrutinio, debiendo siempre garant i r  la pureza electoral y la 
emisión directa, personal, libre y secreta del voto, inclusive cuando los medios sean electrónicos. 

ART~CULO 143.- Padrón Registro 

El Padrón Registro es el documento electoral en donde deben consignarse la apertura, las 
incidencias y el cierre de la votación. y que debe incluir, al menos, la lista de electores, sus 
fotografías, y el número de la junta receptora de votos a que corresponde. 

Su impresión corresponderá a la Dirección General del Registro Civil, con las 
caracteristicas particulares dispuestas reglamentariamente, y deberá garantizar que esté total y 
oportunamente preparado para ser distribuido a cada junta receptora de votos. 

El Padrón Registro tendrá valor de documento público. En caso de extravío o si resultara 
inconsistente. el Tribunal resolverá con vista en la restante documentación. 

ART~CULO 144.- Envío del material y documentación electorales 

Cuando menos quince días antes de la fecha fijada para las elecciones, el Registro 
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Electoral tendrá que haber enviado el material y la documentación electorales a las juntas 
cantonales, las cuales lo distribuirán de inmediato entre las juntas receptoras de votos, de modo 
que lleguen a poder de estas mínimo ocho días naturales antes de las elecciones. 

Cuando lo considere conveniente, el Tribunal Supremo de Elecciones podrá disponer que el 
material y la documentación electorales se entreguen directamente a las juntas receptoras de 
votos. 

El Tribunal Supremo de Elecciones especificará, para cada elección, lo que considere como 
material y documentación electorales, y adoptará las medidas que garanticen la seguridad de los 
mismos. 

ART~CULO 145.- Forma de enviar el material 

A fin de que la junta se reúna para recibir el material y la documentación electorales, el 
Registro Electoral comunicará con anticipación su envio. Si ésta no se reuniera a la hora senalada, 
el material será entregado a la Presidencia, en su defecto, a cualquiera de sus integrantes. 

ART~CULO 146.- Obligación de acusar recibo 

Las juntas cantonales y las receptoras de votos avisarán inmediatamente al Registro 
Electoral haber recibido la documentación y el material electorales. 

ART~CULO 147.- Sesión de apertura de paquetes 

Las juntas receptoras de votos se reunirán inmediatamente en sesión pública, para la 
apertura de los paquetes. previo aviso al presidente del Comité ejecutivo cantonal de cada partido 
inscrito, con el fin de acreditar al o la fiscal que presenciará ese acto. 

ART~CULO 148.- Revisión de paquetes 

Abiertos los paquetes, se hará constar si los materiales electorales y la documentación 
están completos o existe algún faltante. Al efecto se levantará un acta que firmarán las personas 
presentes, y que comunicarán de inmediato al Tribunal o al asesor o asesora electoral del 
respectivo cantón. 

CAP~TULO 11 
LAS VOTACIONES 

ART~CULO 149.- Local para votaciones 

El local de votación estará acondicionado de tal forma que en una parte pueda instalarse la 
junta receptora de votos y en otra los recintos, de modo que siempre se garantice el secreto del 
voto. El Tribunal Supremo de Elecciones dispondrá, en cada caso, cuántos recintos de votación 
pueden instalarse en cada una. 

ART~CULO 150.- Colocación de la urna electoral 

La urna o urnas electorales se colocarán frente a la mesa de trabajo de la Junta Receptora, 
de modo que puedan tenerlas siempre bajo su autoridad y vigilancia. 

ART~CULO 151 .- Período de votación 

La votación deberá efectuarse sin interrupción, durante el periodo comprendido entre las 
seis y las dieciocho horas del día senalado, y Únicamente en los locales determinados para ese fin. 
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Si la votación no se iniciare a las seis horas, podrá abrirse más tarde, siempre que no sea 
después de las doce horas, sin perjuicio de las sanciones establecidas para los responsables de 
esa tardanza. 

ART¡CULO 152.- Hora de presentación 

El dla de las elecciones, los miembros de las juntas receptoras tendrán la obligación de 
presentarse a sus respectivos locales a las cinco y treinta horas, con el objeto de que la votación 
pueda iniciarse a las seis horas. 

ART~CULO 153.- Inicio de la votación 

Antes de iniciarse la votación, los miembros de la Junta que estén presentes, procederán a 
revisar el material y documentos electorales, dejando constancia en el Padrón Registro de toda 
incidencia. De inmediato se consignará en él la hora en que se inicia la votación, los nombres de 
los miembros de la junta presentes, el del presidente, y todos los demás datos del acta de apertura. 
A continuación, se iniciará la votación si ya es la hora de la apertura. 

ART~CULO 154.- Formas de emitir el voto 

Se votará en la forma y con los medios que para cada elección establezca el Tribunal 
Supremo de Elecciones. en el Reglamento que dictará por lo menos con seis meses de 
anticipación. No obstante, el Tribunal podrá emplear medios electrónicos de votación, cuando 
llegue a determinar que son confiables y seguros. Entonces podrá prescindir de las papeletas y los 
procedimientos inherentes a su uso. 

ART~CULO 155.- Prohibición de intervenir con los electores dentro del local 

Es prohibido intervenir con los electores en el local de la junta receptora de votos, salvo las 
instrucciones generales sobre la manera de votar que podrá darles su presidente cuando lo 
soliciten o fuere necesario. 

Con el propósito de que los partidos ilustren a los electores sobre el modo de votar, la 
Dirección General del Registro Electoral proporcionará todas las facilidades necesarias con la 
debida anticipación. 

ART~CULO 156.- Prohibición de agruparse alrededor del local 

Es prohibido agruparse alrededor de los locales de las juntas receptoras de votos en un 
radio de cincuenta metros. Podrán hacerlo, sin embargo, en fila y por orden de llegada, solamente 
quienes esperen turno para entrar al local electoral a emitir su voto. Se dará prioridad a las 
personas con discapacidad, embarazadas o adultos mayores. Dentro del local o el edificio del que 
forme parte, no podrán permanecer por ningún motivo personas no acreditadas ante las juntas para 
cumplir ante ellas alguna función que de esta Ley se derive. 

ART~CULO 157.- Prohibición de ingresar al recinto de votación portando armas 

Absolutamente nadie podrá ingresar al recinto de votación portando armas. Quien así lo 
haga podrá ser desalojado del recinto por medio de la autoridad. 

Los miembros de la autoridad de policía, los agentes y las agentes del Organismo de 
Investigación Judicial y quienes desempefíen labores semejantes de autoridad, no podrán 
presentarse a emitir su voto portando armas. 
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ART~CULO 158.- Prohibición de interrumpir la votación 

Por ningún motivo se interrumpirá la votación antes del cierre, ni se cambiará de local, ni se 
dispondrá en forma alguna del material o de los documentos electorales. 

ART~CULO 159.- Acción para demandar las nulidades 
La acción para demandar nulidades y acusar transgresiones electorales es pública y no obliga al 
rendimiento de fianza. 

ART~CULO 160.- Ausencia de algún miembro de junta receptora de votos 

Si durante la votación se ausentare algún miembro de la junta, lo reemplazará su suplente. 
Si ausentándose el presidente no estuviere su suplente, para reemplazarlo en el cargo, los otros 
miembros presentes nombrarán por simple mayoría una Presidencia ad hoc, que fungirá como tal 
hasta tanto no reasuma el cargo el titular o suplente. En caso de empate, decidirá la suerte. 

Todas las incidencias anteriores se harán constar en el Padrón Registro. La referida nota, 
como todas las demás que se hagan, expresará la hora en que ocurrió la incidencia y llevará la 
firma de todos los miembros presentes de la Junta. 

ART~CULO 161 .- Certificación del número de votos recibidos 

Durante el proceso de votación será obligatorio que las juntas receptoras de votos 
extiendan certificaciones del número de votos emitidos hasta el momento, cuando la fiscalía de 
partido. El número máximo de certificaciones será de tres por partido político. 

La Presidencia o la Secretaría propietaria en su defecto, sus suplentes, deberán firmar las 
certificaciones. 

ART~CULO 162. Presentación de los electores 

A cada elector que se presente se le preguntará su nombre y apellidos. Si la persona 
apareciera inscrita en el Padrón Registro, se le requerirá presentar su cédula de identidad para 
cotejar el número con que aparece en el citado padrón. Constatada la identidad del elector, éste 
firmará al margen de su nombre, salvo si no supiere o pudiere hacerlo, en cuyo caso se dejará 
constancia. Luego se le invitará a pasar al lugar correspondiente para que emita su voto, según la 
modalidad de instrumento de votación establecida por el Tribunal Supremo de Elecciones. 

ART~CULO 1 63.- Período para votar 

La Presidencia de la junta receptora de votos le advertirá al elector el tiempo que tiene para 
votar, según lo estipule el reglamento respectivo que promulgará el Tribunal Supremo de 
Elecciones con por lo menos seis meses de anticipación. Transcurrido el mismo, lo instará a que 
concluya; de no hacerlo lo hará salir y si no tuviere listas las papeletas para introducirlas en las 
urnas, las recogerá y separará con la razón firmada y expresará esa circunstancia, sin permitirle 
votar. 

ART~CULO 164.- Obligación de permanecer en el recinto electoral 

Recibidas las papeletas, al elector no se le permitirá salir del local electoral, sin que antes 
las haya depositado en las urnas correspondientes o devuelto a los miembros de la junta receptora 
de votos. 

ART~CULO 165.- Anulación de votos públicos injustificados 
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Cuando después de haber votado, un sufragante hiciere público su voto, mostrando 
deliberadamente alguna papeleta, el presidente de la junta se la decomisará y la apartará, con la 
razón correspondiente de nulidad y le impedirá depositarla en la urna. 

ART~CULO 166.- Forma de votar de las personas que requieran asistencia 

El Tribunal Supremo de Elecciones tomará las previsiones necesarias para hacer posible la 
emisión del voto de aquellas personas que tengan dificultades para hacerlo, en salvaguarda del 
derecho al libre ejercicio del sufragio y, en lo posible, el secreto del voto. 

No obstante, en caso de no poder votar por sí mismas: 

a) Podrán hacerse acompañar al recinto de votación de una persona de su confianza, 
quien lo hará por ellos. 

b) Podrán realizarlo públicamente, cuando así lo soliciten expresamente a la junta 
receptora; en tal caso, su presidente o presidenta sufragará siguiendo las instrucciones 
de la persona electora. 

ART~CULO 167.- Cierre de la votación 

La recepción de votos terminará a las dieciocho horas y, acto continuo, con la asistencia de 
un fiscal de cada partido político y los observadores acreditados, si los hubiere, la junta receptora 
de votos procederá al cierre de la votación y al conteo o cómputo y asignación de votos, conforme a 
las instrucciones que al efecto haya dispuesto el Tribunal Supremo de Elecciones. 

ART~CULO 168.- Comunicación del resultado de la elección 

El presidente de la junta receptora estará obligado a comunicar el resultado de la elección, 
a la brevedad posible, al Tribunal Supremo de Elecciones por el medio y en la forma en que éste 
disponga, y serán responsables, personalmente, de la fidelidad del mensaje y de su envío. 

Las instituciones y empresas públicas encargadas de las comunicaciones deberán prestar 
al Tribunal Supremo de Elecciones, toda la colaboración que requiera para transmitir ágil, gratuita y 
rápidamente los resultados de las elecciones. 

ART~CULO 169.- Entrega de la documentación electoral 

Concluido el conteo y asignación de votos, las juntas receptoras trasladarán la 
documentación y material electorales a la junta cantonal correspondiente, ésta, a su vez, a la 
brevedad posible, los entregará al Tribunal Supremo de Elecciones o a los representantes que este 
designe. 

No obstante, el Tribunal podrá disponer el traslado directamente desde las propias juntas 
hasta los lugares que este disponga, tomando en cada caso las medidas de seguridad que estime 
pertinentes. Los fiscales o las fiscales tendrán derecho a acompañar la conducción de los 
documentos electorales a esos lugares. 

ART~CULO 170.- Custodia de la documentación electoral 

Las juntas cantonales y las juntas receptoras de votos podrán solicitar a la autoridad policial 
del lugar, los recursos humanos y materiales necesarios para custodiar debidamente la 
documentación electoral. La autoridad de policía no podrá desatender la petición, excepto cuando 
se imposibilitare por ello guardar el orden público. 

Las juntas cantonales y las juntas receptoras de votos, bajo la responsabilidad personal de 
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sus miembros, quedarán facultadas para investir con carácter de autoridad de policía, a quienes por 
su reconocida probidad les merezcan confianza. En tal carácter, estas personas sólo acatarán 
órdenes emanadas de las juntas electorales o del Tribunal, relacionadas con la custodia de los 
documentos y materiales electorales a su cargo. 

ART~CULO 171.- M6todos electrónicos de votación, conteo o escrutinio 

Cuando se utilicen medios electrónicos de votación, conteo o escrutinio, el reglamento 
respectivo deberá asegurar que se preserve el secreto del voto y la seguridad y transparencia del 
proceso, para cuyos efectos los partidos políticos con candidaturas inscritas, podrán acreditar 
adicionalmente fiscales en calidad de expertas técnicas ante las juntas receptoras de votos y el 
Tribunal Supremo de Elecciones. 

CAP~TULO 111 
VOTO EN EL EXTRANJERO 

ART~CULO 172.- Disposición única 

El Tribunal podrá, en la medida de sus posibilidades, desarrollar progresivamente un 
programa, para que los ciudadanos o ciudadanas costarricenses residentes en el extranjero 
puedan emitir su voto en las elecciones presidenciales. Podrá autorizar la instalación de juntas 
receptoras de votos en las representaciones diplomáticas, las cuales se integrarán y funcionaran de 
acuerdo a las normas que contemple el respectivo reglamento, sin perjuicio de poder utilizar al 
efecto medios alternos, tecnológicos o de comunicación, siempre que se garantice el secreto del 
voto. 

CAPITULO IV 
VALIDEZ Y NULIDAD DEL VOTO 

ART~CULO 173.- Votos válidos 

Se computarán como válidos los votos que cumplan con los requisitos establecidos en este 
Código y en las reglamentaciones que emita el Tribunal Supremo de Elecciones, en las cuales 
deberá determinarse el tipo de instrumento de votación, sea impreso o electrónico, con tal de que 
en cada caso quede garantizada la pureza del sufragio y la transparencia del proceso. 

Si se utilizan papeletas impresas, éstas estarán marcadas con el distintivo que disponga el 
Tribunal Supremo de Elecciones, tendrán modelo uniforme según los cargos a elegir y estarán 
confeccionadas en papel no transparente. Sin embargo, se podrán disefiar papeletas especiales 
para ciudadanos con limitaciones físicas que les impida utilizar las comunes. 

ART¡CULO 174.- Votos nulos 

Son nulos los votos: 

a) Emitidos en papeletas o medios que no cumplan los requisitos establecidos en este 
Código. o en las normas reglamentarias del Tribunal Supremo de Elecciones. 

b) Recibidos fuera del tiempo y local determinados. 

c) Marcados a favor de dos o más partidos políticos. 

d) Emitidos de forma que revelen claramente la identidad del elector 

e) Cuando no permitan establecer con certeza cuál fue la voluntad del votante. 
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f) Cuando se hagan públicos en los tkrminos establecidos en el artículo 162 de este Código. 

ART~CULO 175.- Papeletas con borrones o manchas 

No será nulo el voto por el hecho de que la papeleta contenga borrones, manchas u otros 
defectos que indiquen que se tuvo dificultad al utilizarla, siempre que sea posible determinar en 
forma cierta la voluntad del votante. 

ART~CULO 176.- Constancia del motivo de nulidad 

Siempre que la mayoria de la junta receptora declare nulo un voto, su Presidencia lo hará 
constar y firmará la razón al dorso de la papeleta, o en el comprobante que el Tribunal Supremo de 
Elecciones disponga, así como el fundamento que respalda esa decisión. 

ART~CULO 177. - Actuaciones viciadas de nulidad 

Sin perjuicio de las consecuencias penales del caso, son nulos: 

a) El acto, acuerdo o resolución de una junta receptora de votos ilegalmente integrada o 
reunida, o que funcione en lugar, día u hora diferente a los fijados. No obstante, 
cuando se trate de la ausencia de requisitos de una persona miembro, es válida la 
votación si el vicio no alcanza a la mayoria. 

b) El Padrón Registro, certificación. acta, documento, inscripción, conteo o cómputo que 
resultare de modo evidente no ser expresión fiel de la verdad. 

c) La votación y elección recaídas en persona que no reúna las condiciones legales 
necesarias para servir un cargo, y las que se hagan contra los mandatos de la 
Constitución y de este Código. 

Las anteriores nulidades las puede decretar el Tribunal aún de oficio. 

CAP~TULO v 
ESCRUTINIO 

ART¡CULO 178.- Obligación de iniciar el escrutinio con la mayor brevedad 

El escrutinio consiste en el examen y calificación de la documentación electoral a cargo del 
Tribunal Supremo de Elecciones, hecho con base en el definitivo conteo y asignación de votos 
realizado por las juntas electorales. 

ART~CULO 179.- Término dentro del cual debe concluirse el escrutinio 

En todo caso, el escrutinio deberá estar concluido dentro de los treinta días siguientes a la 
fecha de la votación con respecto a la Presidencia y Vicepresidencias de la República; y dentro de 
los sesenta días siguientes a la fecha de la votación en los otros cargos de elección popular. 

ART~CULO 180.- Adjudicación de plazas 

Inmediatamente después de constatado el total de votos válidos asignados a cada partido el 
Tribunal Supremo de Elecciones hará la adjudicación de plazas, en su caso, y la respectiva 
declaratoria de elección. 
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ART~CULO 181.- Carácter definitivo de la declaratoria de elección 

DespuAs de la declaratoria definitiva de elección, Asta quedará firme para todos los efectos 
y, en consecuencia, no se podrá volver a tratar de la validez de la misma ni de la aptitud legal de la 
persona electa, a no ser por causas posteriores que la inhabiliten para el ejercicio del cargo. 

CAP~TULO VI 
SISTEMA DE ADJUDICACI~N DE CARGOS 

ART~CULO 182.- Diversos sistemas que se emplean en la elección de Presidente y 
Vicepresidente y adjudicación de plazas de Diputados 

La elección de Presidente y Vicepresidentes de la República se hará por el sistema de 
mayoría establecido en el aparte primero del artículo 138 de la Constitución Política. En caso de 
empate se estará a lo establecido en dicha norma. 

La adjudicación de los escatios de diputado a la Asamblea Legislativa o a una 
Constituyente, de los regidores y miembros de los Consejos de Distrito, se realizará por el sistema 
de cociente y subcociente. 

ART~CULO 183. - Elección de alcalde, intendentes y síndicos 

El Alcalde municipal y sus suplentes, los intendentes y los Síndicos se declararán electos 
por el sistema de mayoría relativa en su cantón y distrito, respectivamente. En caso de empate, se 
tendrá por elegida el candidato de mayor edad y a sus respectiva suplencia. 

ART~CULO 184.- Definición de Cociente y subcociente 

Cociente es la cifra que se obtiene dividiendo el total de votos válidos emitidos para 
determinada elección, entre el número de plazas a llenar mediante la misma. 

Subcociente es el total de votos válidos emitidos a favor de un partido que, sin alcanzar la cifra 
cociente, alcanza o supera el cincuenta por ciento de esta. 

ART~CULO 185.- Determinación del cociente y el subcociente 

El cociente y subcociente para la elección de una Asamblea Constituyente, se forma tomando 
como dividendo la votación total válida del país para la elección de Diputados, tomando como tal la 
votación total válida de la respectiva provincia y para la elección de Regidores. tomando la votación 
total válida del cantón respectivo. 

ART~CULO 186.- Declaratorias por cociente y subcociente 

En los casos de elección por cociente y subcociente, a cada partido que haya concurrido a la 
votación se le declarará electo en el orden de su colocación en la papeleta, por el electorado de que 
se trate, tantos candidatos como cocientes haya logrado. Primero se hará la declaratoria de elección 
del partido que mayor número de votos obtuvo en el circuito electoral de que se trate, continuándola 
en el orden decreciente de los mismos. 

Si quedaren plazas sin llenar por el sistema de cociente, la distribución de las mismas se hará 
a favor de los partidos en el orden decreciente de la cifra residual de su votación, pera incluyendo 
también a aquellos partidos que apenas alcanzaron subcociente. como si su votación total fuera cifra 
residual. 
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Si aún quedaren plazas sin llenar, se repetirá la operación que se expresa en el aparte 
anterior, hasta llenar todas las plazas. 

ART~CULO 187.- Vacantes definitivas 

Si en el tiempo transcurrido entre la inscripción de una papeleta de Diputados o de Municipes 
y la declaratoria definitiva de elección, ocuniere el fallecimiento de alguno de los candidatos, su lugar 
se tendrá como vacante y será llenado ascendiendo automáticamente a los otros candidatos de la 
misma papeleta que estuvieren colocados en puestos inferiores al del candidato fallecido. 

Cuando se produjere una vacante definitiva luego de hecha la declaratoria, sea antes o 
después de la juramentación del Diputado, el Tribunal procederá a llenarla llamando a ejercer el 
cargo, por el resto del periodo constitucional, al ciudadano que en la misma papeleta, ocupó el lugar 
inmediato inferior al último que resultó electo. 

En caso de que esa persona no pudiere ocupar la vacante se llamará por orden descendente, 
a quienes aparezcan en la misma papeleta. 

ART~CULO 188.- Caso de muerte, renuncia o incapacidad del candidato antes de la 
elección 

Si después de la inscripción de candidaturas y antes de la votación para los cargos de 
Diputados, Regidores o Concejales de distrito, ocurriere la renuncia, el fallecimiento o la 
incapacidad de alguno de los candidatos, su lugar se tendrá como vacante y se llenará 
ascendiendo automáticamente al candidato de la misma lista que estuviere colocado en el puesto 
inmediato inferior. 

Si tales circunstancias fueren posteriores a la votación, el Tribunal dispondrá la sustitución 
llamando a ejercer el cargo, por el resto del periodo constitucional, a quien en la misma lista obtuvo 
más votos o al que siga en la misma, según corresponda. 

En caso de muerte, renuncia o incapacidad sobreviniente de los candidatos o las 
candidatas a la presidencia o vicepresidencias de la República debidamente designadas, ocurrida 
antes del cierre del periodo de inscripción de candidaturas, la reposición se hará según lo 
dispongan los estatutos del respectivo partido o. en su defecto, según lo acuerde la Asamblea 
Nacional. Concluido este periodo, y únicamente para los casos de muerte o incapacidad 
sobreviniente, la vacante se llenará por ascenso, en su orden, de los candidatos a la 
Vicepresidencia. Las mismas reglas regirán para los alcaldes y sindicos. 

ART~CULO 189.- Caso en que se repita la elección de Presidente y Vicepresidentes de la 
República 

Cuando el Tribunal Supremo de Elecciones ordene una segunda votación para elegir 
Presidente y vicepresidentes de la República, esta debe llevarse a cabo el primer domingo de abril 
siguiente. Se continuarán aplicando en lo conducente las normas legales y reglamentarias vigentes 
al momento de hacerse la convocatoria a las elecciones de febrero, sin que estas puedan ser 
modificadas hasta después de las elecciones de abril. 
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CAP~TULO VII 
FISCALUACION ELECTORAL 

ART~CULO 190.- Disposición general 

Los partidos políticos inscritos tienen derecho a fiscalizar el proceso electoral mediante 
personeros debidamente acreditados ante cada uno de los organismos electorales, con las 
limitaciones que se setialan en este capítulo. 

Cuando se encuentren en trámite de inscripción, tendrán derecho de fiscalizar el examen y 
recuento de las adhesiones presentadas con ese propósito. 

ART~CULO 191.- Acreditación 

Las personas fiscales acreditarán su personería mediante carné emitido por los partidos 
políticos que los hayan nombrado, al cual se le dará autenticidad mediante el distintivo que indique 
la Dirección General del Registro Electoral. En todo caso le corresponde al Partido Político realizar 
los trámites pertinentes a fin de que las personas fiscales nombradas por estos sean acreditadas 
por la Dirección General del Registro Electoral. 

ART~CULO 192.- Ante el Tribunal Supremo de Elecciones 

La Presidencia del Comité Ejecutivo del organismo superior de cada partido político 
nombrará: 

a) Dos fiscales ante el Tribunal Supremo de Elecciones. 

b) Dos fiscales ante la Dirección General del Registro Civil y Electoral. 

c) Un fiscal ante cada sección de los Registros Civil y Electoral. 

d) Un fiscal propietario y un suplente ante cada una de las oficinas regionales. 

ART~CULO 193.- Ante las juntas cantonales 

Los partidos politicos que tengan candidaturas inscritas en el cantón de que se trate, 
podrán designar un fiscal propietario y su respectiva suplente para la junta cantonal, de la siguiente 
manera: 

a) En el caso de los partidos inscritos a escala nacional o provincial, la designación la 
hará la Presidencia del Comité Ejecutivo de la respectiva Asamblea Provincial. 

b) En el caso de partidos inscriios a escala cantonal, la Presidencia del Comité 
Ejecutivo de la Asamblea Cantonal. 

ART~CULO 194.- Ante juntas receptoras de votos 

El Comité Ejecutivo de la asamblea de cantón de cada partido político que intervenga en la 
elección con candidaturas inscritas, nombrará un fiscal propietario y su respectivo suplente en cada 
junta receptora de votos del cantón respectivo. Tambien podrá nombrarlos un miembro del Comité 
Ejecutivo Superior del partido. 

Asimismo, cualquier persona miembro de este último Comité, podrá nombrar fiscales 
generales en el número que fije el Tribunal Supremo de Elecciones. 
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ART~CULO 195.- Forma de ejercer sus funciones 

Los fiscales presenciarán las sesiones públicas, y en general desempeñarán su función, sin 
entorpecer el trabajo de los organismos electorales. Se les proporcionarán todas las facilidades 
necesarias con ese fin, pero no les estará permitido inmiscuirse en el trabajo ni participar en las 
deliberaciones, y en todo momento están obligados a observar un comportamiento apropiado. 

El incumplimiento de sus deberes facultará al Tribunal para ordenar su sustitución, sin 
perjuicio de las medidas urgentes que deban adoptar las juntas electorales. 

ART~CULO 196.- Derechos de los fiscales 

Los fiscales tendrán derecho: 

a) De hacer las reclamaciones que juzguen pertinentes, las cuales deberán ser presentadas 
por escrito y firmadas por el fiscal reclamante. Los miembros del organismo electoral ante 
quien presenta la reclamación, harán constar en el escrito la hora y fecha de presentación y 
firmarán todos esa constancia. 

b) De permanecer en el recinto del organismo electoral. 

c) A la misma inmunidad otorgada por este Código a los miembros de los organismos 
electorales. 

d) Solicitar a la junta receptora certificación firmada por todos sus miembros presentes, del 
resultado de la votación. Esta certificación tendrá el mismo valor probatorio del padrón- 
registro. 

ART~CULO 197.- Prohibición de fiscales múltiples 

No se permitirá en el recinto de las juntas más de un fiscal por cada partido político. Si el 
propietario o propietaria no compareciere o se ausentare, entrará el respectivo suplente. 

CAP~TULO VIII 
OBSERVACIÓN ELECTORAL 

ART~CULO 198.- Disposición única 

Los integrantes de las misiones de observación electoral nacionales o internacionales 
debidamente acreditados ante el Tribunal Supremo de Elecciones con base en el reglamento 
respectivo, podrán presenciar los actos de instalación y cierre de la votación, incluyendo el 
escrutinio, e ingresar a una junta receptora de votos en cualquier momento que lo deseen, sin 
alterar el normal desarrollo de la votación. Las autoridades públicas deberán brindarles la mayor 
colaboración posible. 

T~TULO V (MOC. 27 NUEVO) 
PROCEDIMIENTOS DE LA JURISDICCIÓN ELECTORAL 

ART~CULO 199.- Principios de interpretación del ordenamiento electoral 

Para la interpretación del ordenamiento jurídico electoral, se tomarán en cuenta los siguientes 
principios: 

a) Neutralidad de los órganos gubernamentales. 

Preparado por la Comisión Técnica de Asesores 



Expediente N.O 14268 TEXTO SUSTITUTIVO 60 

b) Unidad del acto electoral 

c) Conservación del acto electoral. 

ARTICULO 200.- Resoluciones del Tribunal Supremo de Elecciones 

En el ejercicio de su actividad jurisdiccional, las resoluciones que dicte el Tribunal Supremo de 
Elecciones podrán ser aclaradas o adicionadas. a petición de parte, si se solicitare dentro del tercer 
día, y de oficio en cualquier tiempo, incluso durante los procedimientos de ejecución, en la medida 
que sea necesario para dar cabal cumplimiento al contenido del fallo. El Tribunal podrá apartarse 
de jurisprudencia resefíando la doctrina jurisprudencial vigente, y en sus sentencias deberá 
sustanciar sobre las razones que originan su cambio de criterio. Cuando una de las partes invoque 
a su favor jurisprudencia emanada de la Jurisdicción Constitucional y el Tribunal la estime como no 
aplicable, deberá fundamentar su criterio. 

T~TULO v 
IL~C~TOS ELECTORALES 

CAP~TULO I 
DELITOS ELECTORALES 

ARTICULO 199.- Delitos electorales 

Se impondrá pena de prisión de dos a doce meses: 

a) Al presidente o la presidenta de una junta receptora de votos, o a quien lo sustituya, que, 
sin justa causa, omita comunicar inmediatamente al Tribunal Supremo de Elecciones el 
resultado de la elección. 

b) A la persona miembro de una junta receptora de votos que, injustificadamente, retuviere el 
material electoral o no lo entregue a las juntas cantonales o al propio Tribunal Supremo de 
Elecciones. 

c) A la persona miembro de la Fuerza Pública que interfiera con el normal desempeiío de las 
juntas electorales, o se negare, sin justa causa, a prestar la colaboración que éstas le 
soliciten. 

d) A la persona concesionaria o permisionaria de transporte remunerado de personas, en la 
modalidad de autobuses con ruta asignada, que no preste o desmejore el servicio a que le 
obliga la ley, la concesión o permiso, durante la campana electoral, incluido el día de las 
elecciones, el anterior y el posterior, sin perjuicio de la cancelación del permiso o la 
concesión. 

e) A quien, sin ser persona miembro de una junta receptora de votos, violare el secreto del 
voto ajeno. 

f) A quien, indebidamente. impidiere u obstaculizare cualquier acto legítimo de propaganda 
electoral. 
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g) A quien, usando una identificación falsa o que no le corresponde, sustituyere a un fiscal o 
una fiscal de un partido. 

h) A quien, suplantando a otra persona, firrnare una hoja de adhesión con el propósito de 
inscribir un partido político o a quien indujere a hacerlo. 

i) Al tesorero o al responsable de administrar los fondos de los partidos políticos, que 
aceptare o recibiere, directa o indirectamente contribuciones, donaciones, préstamos o 
aportes, en dinero o en especie, en contravención a lo dispuesto en esta Ley. Esta sanción 
también se aplicará al miembro del Comité Ejecutivo Superior del partido, que haya tenido 
conocimiento de tal situación y no lo denuncie, así como a los candidatos o precandidatos 
oficializados que reciban financiamiento privado en contravención a las regulaciones de 
este Código. 

j) Al que incumpla las obligaciones establecidas en los artículos 101 y 102 de este Código. 

k) Al extranjero o responsable de la persona jurídica que contravenga lo dispuesto en el 
artículo 102 de este Código. 

1) A quien se valga de otra persona o a quien sirva de medio para que, a través suyo, se 
hagan contribuciones contrarias a las prohibiciones establecidas en esta Ley. 

ARTICULO 200. Delitos electorales calificados 

Se impondrá pena de prisión de dos a ocho aAos: 

a) Al miembro de una junta receptora de votos que, dolosamente, compute votos nulos como 
válidos, o deje de computarle votos válidos a un partido o candidato, y en general, a quien 
realice cualquier maniobra tendiente a falsear el resultado de una elección. 

b) Al miembro de una junta receptora de votos que permitiere que una persona vote, sin tener 
derecho a hacerlo o haciéndose pasar por otra, así como a la persona miembro de la junta 
receptora de votos que transgreda el secreto del voto. 

c) A la persona miembro de una junta que sustituyere o destruyere las papeletas electorales 
mediante las que emitieron sus votos los electores. 

d) Al funcionario o funcionaria electoral que, dolosamente, inscriba más de una vez a una 
persona electora en el padrón electoral, lo excluya, lo traslade injustificadamente o agregue 
a alguien que no deba ser incluida. 

e) Al Director o Directora o funcionario o funcionaria de la Imprenta Nacional que, 
injustificadamente, omita las publicaciones en la forma y el tiempo que este Código exige, o 
alterare el texto a publicar. 

f) Al responsable de las empresas dedicadas a elaborar encuestas y sondeos de opinión de 
carácter político electoral o de los medios de comunicación, que difundan o publiquen, total 
o parcialmente, por cualquier medio o de cualquier manera, los resultados de sondeos de 
opinión o encuestas relativas a procesos eleccionarios, durante los tres días inmediatos 
anteriores a las elecciones, o el propio día en que éstas se celebren. 

g) A quien indebidamente impida a las juntas electorales, o a cualquiera de sus integrantes, 
cumplir con sus funciones. 
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h) A quien injustificadamente impida la apertura de la votación o la interrumpa, cambie de 
local, extraiga las papeletas depositadas en las umas o retire de la mesa el material 
electoral, con ocasión de las elecciones. 

i) A quien votare más de una vez en una misma elección o lo hiciere sin tener derecho a ello. 

j) A quien con dádivas, promesas de dádivas, violencia o amenazas trate de inducir o induzca 
a otro a adherirse a una candidatura, a votar en determinado sentido o a abstenerse de 
hacerlo. 

k) A quien dolosamente abriere o sustrajere el paquete de la documentación y materiales 
electorales antes de lo previsto en el ordenamiento electoral o sin cumplir los requisitos 
establecidos en éste. 

ART~CULO 201 .- Suspensión de derechos políticos 

A los responsables de los delitos electorales con pena de prisión igual o superior tres anos se 
les impondrá, además de la pena principal, la accesoria de suspensión de los derechos políticos de 
cuatro a diez anos. 

ART~CULO 202.- Inhabilitación para ejercer cargos públicos 

Si el autor o autora de cualquiera de los delitos a que se refieren los artículos anteriores 
fuera una persona funcionaria pública, y el delito se cometiera con ocasión del ejercicio de su cargo 
o vali6ndose de su condición, se le impondrá además la inhabilitación para ejercer cargos públicos, 
por un periodo de cuatro a diez afios. 

ART~CULO 203.- Desobediencia 
El desacato o incumplimiento, total o parcial, de las resoluciones, órdenes o acuerdos que 

las contengan y que, con fundamento en sus atribuciones constitucionales y legales, emita el 
Tribunal Supremo de Elecciones en materia electoral, constituye el delito de desobediencia previsto 
en el Código Penal, sin perjuicio de las medidas que se tomen para hacerlos cumplir. 

CAP~TULO II 
CONTRAVENCIONES ELECTORALES 

ART~CULO 204.- Contravenciones electorales 

Se impondrá pena de tres a treinta días multa: 

a) A la persona miembro de una junta electoral que se presente armado o en estado 
de ebriedad notoria o bajo el efecto de drogas ilícitas al local donde funciona el 
organismo, o al que fuere remiso a cumplir con el cargo según lo dispuesto en el 
artículo 31 de este Código. 

b) A la persona miembro de una junta receptora que, sin justa causa, se negare a 
firmar las papeletas electorales o no consignare en el Padrón Registro los datos 
exigidos. 

c) A la persona que desobedeciere las normas vigentes sobre reuniones, mitines y 
desfiles, o las disposiciones de los delegados del Tribunal Supremo de Elecciones. 

d) Al elector o electora que se presente a ejercer el voto en estado notorio de ebriedad 
o bajo el efecto de drogas ilícitas, sin perjuicio de que la junta, por acuerdo, le 
impida hacerlo mientras permanezca en esa condicibn. 
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e) A quien expenda o distribuya bebidas alcohólicas en forma pública el día de las 
elecciones, el anterior y el siguiente, así como en la respectiva población el día en 
que allí se celebre una reunión o mitin. 

f) Al que ilegítimamente permanezca en el local electoral o entre a este armado o 
armada. 

ART~CULO 205.- Contravenciones electorales calificadas 

Se impondrá pena de diez a cincuenta días multa: 

a) Al patrono o patrona que, salvo casos muy calificados, impida a sus trabajadoreslas 
o empleadoslas ausentarse de su trabajo el día de las elecciones durante el tiempo 
necesario para emitir el voto, o que en virtud de ello les aplique alguna sanción o les 
reduzca el salario. 

b) A la propietaria o propietario, administrador o administradora responsable de un 
establecimiento comercial que expenda o distribuya bebidas alcohólicas el día de las 
elecciones, el anterior o el siguiente, así como en la respectiva población el día en 
que allí se celebre una reunión o mitin. 

c) A la funcionaria o funcionario público que se negare injustificadamente a rendir 
informes y dar atestados o extender certificados o comprobantes, o atrasare sin 
motivo alguno la entrega de esos documentos, que requieran particulares o 
funcionarios públicos con fines electorales. 

d) Al que difunda o haga difundir propaganda política en los períodos en que está 
prohibido, o contravenga las disposiciones del artículo 134, salvo que el hecho esté 
sancionado con pena mayor. 

e) A quien valiéndose de creencias religiosas o invocando motivos de religión, exhorte 
al elector a adherirse o separarse de partidos o candidaturas determinadas. 

f) A quien no permitiere o por cualquier medio obstaculizare a los organismos 
electorales la ocupación oportuna de los locales públicos necesarios para su 
funcionamiento. 

g) A quien durante el día de las elecciones enajenare, en cualquier forma, su cédula de 
identidad y al que, sin justificación, tuviere en su poder la de otras personas. 

h) A quien, sin justa causa, durante la campafia tuviere en su poder papeletas 
electorales oficiales o, en cualquier momento, tuviere en su poder una papeleta falsa. 

i) Al que saliere del recinto electoral sin depositar, en las urnas, las papeletas o sin 
devolverlas a la junta, sin firmar el padrón, sin entintarse el dedo o sin cumplir con 
cualquier otra medida de seguridad que estableciera el Tribunal Supremo de 
Elecciones. 

CAP~TULO III 
TRIBUNALES COMPETENTES 

ART~CULO 206.- Disposición Única 

Las autoridades competentes para conocer de las contravenciones y delitos sefíalados en 
los artículos anteriores, serán los tribunales penales respectivos. 
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ART~CULO 207.- Disposición única 

El Tribunal Supremo de Elecciones podrá ordenar la destitución e imponer inhabilitación 
para ejercer cargos públicos por un período de cuatro a diez anos, a los funcionarios que setiala el 
inciso 5) del artículo 102 de la Constitución y 127 del Código Electoral, cuando sus actos 
contravinieren las prohibiciones contempladas en esos artículos. El Tribunal reglamentará el 
procedimiento aplicable y, si de la instrucción practicada resultaren cargos contra el Presidente de 
la República. Ministros de Gobierno, Contralor y Subcontralor Generales de la República, 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, se concretará a dar cuenta a la Asamblea Legislativa 
del resultado de la investigación, para lo que corresponda. 

T~TULO VI 
DISPOSICIONES FINALES 

ART~CULO 208.- Ejecución presupuestaria 

El Tribunal Supremo de Elecciones ejecutará su presupuesto, con plena autonomía 
respecto de los trámites y procedimientos establecidos para el Poder Ejecutivo en materia de 
ejecución presupuestaria y manejo de fondos. Para ese efecto, la Tesorería Nacional le girará en 
efectivo, por bimestres adelantados, los recursos correspondientes que se le asignan en el 
Presupuesto Nacional de la República. 

ARTICULO 209.- Trámite de licitaciones para adquirir materiales electorales 

Durante el atio anterior al día en que deba tener lugar una elección, las oficinas de gestión 
presupuestaria deberán tramitar, en el t6rmino máximo de cinco días naturales, las solicitudes de 
mercancías y reservas de credito que formule el Tribunal Supremo de Elecciones, sin entrar a 
calificar la conveniencia u oportunidad del gasto. 

A juicio del Tribunal durante este período, las adquisiciones de bienes y servicios que sean 
necesarios para cumplir con la organización del proceso electoral, podrán hacerse mediante 
contratación directa cualquiera que sea su monto. Contra la adjudicación que se llegare a acordar 
no se admitirá recurso alguno. En lo conducente, téngase por reformada la Ley de Contratación 
Administrativa y su reglamento. 

Dentro de ese mismo período, tratándose de espacios y productos publicitarios, el Tribunal 
podrá contratar directamente. 

ARTICULO 210.- Franquicia durante el período eleccionario 

Los organismos electorales gozan, durante el período de la campana electoral, de 
franquicia en todos los servicios que presten los entes y empresas públicas encargadas de las 
comunicaciones y el servicio postal. Durante el día de las elecciones, los particulares gozarán de 
franquicia en esos servicios, para quejarse de cualquier irregularidad ante las autoridades 
administrativas, judiciales y electorales. 

ART~CULO 21 1 .- Obligación de las oficinas públicas de suministrar informes 

Las oficinas públicas están obligadas a suministrar a los organismos electorales todo dato o 
informe que estos pidan en relación con las funciones que le son propias. 
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ART~CULO 212.- Elección en periodo de suspensión de garantias 

Si una elección hubiere de verificarse en período de suspensión de garantías, el decreto 
que las suspenda no surtirá efecto alguno durante el día de las elecciones, en aquellos aspectos 
que tengan relación con el proceso electoral, el cual ha de llevarse a cabo en un ambiente de 
libertad y garantía ciudadana irrestricta. 

ART~CULO 213.- Reforma al artículo 14 del Código Municipal 

Modifíquese el Artículo 14 del Código Municipal, Ley 7794 del 27 de abril de 1998, que en 
adelante se leerá de la siguiente manera: 

"Artículo 14.- Denomínese Alcalde municipal al funcionario ejecutivo indicado en el artículo 
169 de la Constitución Política. 

Existirán dos alcaldes suplentes, quienes tendrán funciones administrativas asignadas por 
el Concejo Municipal, sustituirán al Alcalde Municipal en sus ausencias temporales y definitivas, 
ademas de cumplir con las funciones asignadas en este Código. 

Los funcionarios mencionadas en los párrafos anteriores serán elegidos popularmente, 
mediante elecciones generales que se realizarán en la fecha indicada en el Código Electoral 
vigente. Tomaran posesión de sus cargos el primero de abril siguiente a su elección. No podrán 
ser reelectas en forma consecutiva más de una vez y sus cargos serán renunciables. 

El Tribunal Supremo de Elecciones repondrá al Alcalde propietario que cese en su cargo o 
se destituido por las causas previstas en este Código, con sus suplencias del mismo partido, 
siguiendo el orden de elección de 6stos". 

ART~CULO 214.- Derogatoria 

Se derogan los artículos comprendidos en los Capítulos Primero, Segundo, Tercero y 
Décimo tercero del Título Primero de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y del 
Registro Civil, Ley No 3504, de diez de mayo de mil novecientos sesenta y cinco. 

Se deroga la Ley No 1536, Código Electoral, de los diez días del mes de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y dos, y sus reformas. 

TRANSITORIO l.- Para las elecciones nacionales del aRo 2010, la contribución estatal a los 
partidos políticos no podrá exceder del cero coma diez por ciento (0,10%) del producto interno 
bruto del atio trasanterior a la celebración de la elección presidencial. 

Para calcular el producto interno bruto, se utilizará la metodología más actualizada o en su defecto, 
la del a?io base 1991. 

Rige a partir de su publicación. 

ACTUALIZADO POR NERY: 24 agosto 

Preparado por la Comisión Técnica de Asesores 


